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TÍTULO PRIMERO

Fuentes de las obligaciones

Capítulo I

Contratos

Artículo 1792. Convenio es el acuerdo de dos o más personas para 
crear, transferir, modificar o extinguir obligaciones.

Comentario. Como muchas instituciones del actual derecho civil, el con-
cepto de convenio tiene su origen en el derecho romano, aunque sus implicacio-
nes jurídicas eran distintas en esa época; como lo explica Faustino Gutiérrez 
Aluiz (cfr. Gutiérrez Aluiz y Armario, Diccionario de derecho romano, 2a. 
ed., Madrid, Reus, 1976, pp. 76 y 77), el concepto de convenio o conven-
tio en la antigua Roma era el acuerdo de dos o más personas, expresión que 
resultaba equivalente a pactum, consensus, pactum conventum, que no daba 
origen por sí solo a obligaciones en el derecho romano, es decir, un acuerdo liso 
y llano sin consecuencias jurídicas.

Por su parte, el Código francés, comenta Borja Soriano, no expresaba 
lo que debía entenderse por convenio, pero como la definición de contrato del 
Código de Napoleón era casi una reproducción de la Pothier, accediendo a 
éste vemos que es “un convenio, cuyo término sinónimo es pacto, es el consen-
timiento de dos o más personas, habido para formar para entre ellas alguna 
obligación, para destruir una precedente o para modificarla” (cfr. Borja So-
riano, Manuel, Teoría general de las obligaciones, 8a. ed., México, Porrúa, 
pp. 111-113); de ahí que, como explicaba el profesor italiano Biagio Bru-
gi, como consecuencia del orden poco laudable que guardaba en materia de 
obligaciones el Código de Napoleón, se confunde el contrato con la obligación 
convencional (cfr. Brugi, Biagio, Instituciones de derecho civil, México, Tri-



CÓDIGO CIVIL FEDERAL COMENTADO4

bunal Superior de Justicia del Distrito Federal-Ilustre y Nacional Colegio de 
Abogados, 2006).

Por tanto, es válido concluir que el concepto de contrato contenido en el 
Código francés se asemeja a las codificaciones civiles de México, y desde luego 
al Código Civil Federal (CCF), en cuanto a la conceptualización de convenio. 

Consecuentemente, al ser considerado como una fuente de las obligaciones 
civiles, el convenio es un género particular de los actos jurídicos, en el que el 
acuerdo de voluntades tiene por objeto un interés jurídico referido a la trans-
misión, modificación, creación o extinción de derechos y obligaciones, género 
del cual el contrato es una especie.

J.L.G.A.

Artículo 1793. Los convenios que producen o transfieren las 
obligaciones y derechos toman el nombre de contratos.

Comentario. En el antiguo derecho romano, como explica el gran jurista 
francés Petit, para poder comprender qué significaba la noción de contrato era 
necesario diferenciarla del convenio. En ese sentido, cuando dos o más perso-
nas se ponían de acuerdo respecto a un objeto determinado, se decía que había 
entre ellas una convención o pacto. Así, la regla antigua consistía en que el 
acuerdo de voluntades, ese simple pacto, no bastaba para crear una obligación 
civil (cfr. Petit, Eugéne, Tratado elemental de derecho romano, 25a. ed., trad. 
de José Ferrández González, México, Porrúa, 2009).

De ahí que las convenciones, que eran sancionadas por el derecho civil, 
formaban un contrato; por tanto, los contratos en el derecho romano son aque-
llas convenciones destinadas a producir obligaciones y que han sido sanciona-
das y nombradas por el derecho civil. 

Es por eso que en Roma, desde finales de la República, se distinguieron 
cuatro clases generales, según las formalidades por las que debía acompañarse 
a la convención: 1. Los contratos verbis, que se forman con la ayuda de pa-
labras solemnes; 2. El contrato litteris, que exigía menciones escritas; 3. Los 
contratos re, que eran aquellos que se conformaban con la entrega de la cosa; 
4. Por último, los contratos formados sólo consensu, es decir, por el acuerdo 
de las partes. Toda convención que no se configurara dentro de tales clasifica-



LIBRO CUARTO. DE LAS OBLIGACIONES 5

ciones no era considerada un contrato, sino un simple pacto o convenio que no 
producía, en principio, obligación civil alguna (cfr. Petit, op. cit.). 

La vinculación entre convenio y contrato no fue exclusiva del derecho 
romano, y de hecho es el punto de partida, aun en la actualidad, para com-
prender plenamente qué se debe entender por contrato; en ese sentido, Planiol y 
Ripert distinguen entre convenio o convención de la siguiente manera: “Con-
vención es el acuerdo de dos o más personas en cuanto a un objeto de interés 
jurídico. Las convenciones pueden tener como finalidad crear, probar, modifi-
car o extinguir obligaciones, pero la denominación de contrato se viene dando 
tradicionalmente a las del primer grupo; es decir, a las creadoras de obligacio-
nes” (cfr. Planiol, Marcelo y Ripert, Jorge, Tratado práctico de derecho civil 
francés, trad. de Mario Díaz de la Cruz, México, Acrópolis, 1998).

Por su parte, el profesor italiano Brugi señala que para no confundir al 
contrato con el convenio se debe considerar que: “el contrato como causa de 
obligaciones debe definirse así: manifestación concorde de la voluntad de dos 
personas, una de las cuales promete y la otra acepta una prestación. Lo único 
esencial es este acuerdo de las voluntades (pueden ser varios los promitentes y 
los aceptantes) sobre la propuesta y la aceptación; cualquier otra circunstancia 
no pertenece a la esencia del contrato, es decir, nacimiento de obligación para un 
solo contratante o para ambos, contraprestación, etcétera” (cfr. Brugi, op. cit.).

En el derecho civil mexicano, la materia contractual siempre ha sido 
fuente primordial de las obligaciones; así, el primigenio Código Civil de 1870 
definió al contrato, en su a. 1272, como “un convenio por el que dos o más 
personas se transfieren algún derecho o contraen alguna obligación”. Por su 
parte, el Código Civil de 1884 reprodujo el texto de su antecesor.

Es hasta el Código Civil de 1928 en el que se establece la concepción 
actual y vigente en el ordenamiento jurídico, que establece que el contrato es 
una especie dentro del género que es el convenio. 

En ese sentido, la doctrina ha agrupado las diferentes definiciones en 
cuatro grupos, que son:

a. La concepción amplia que identifica al contrato con la convención o 
acto jurídico bilateral, y que incluye todo acuerdo dirigido a crear, mo-
dificar o extinguir relaciones de obligación y a construir relaciones de 
derecho de familia.
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b. La concepción estricta que separa a la convención del contrato, siendo la 
primera el género y el segundo la especie. El CCF considera al convenio 
como un acto jurídico en el que el acuerdo de voluntades de dos o más 
personas tiene por objeto un interés jurídico referido a la transmisión, 
modificación, creación o extinción de derechos y obligaciones, siendo el 
género, y el contrato como un acto jurídico bilateral o unilateral que se 
constituye por el acuerdo de voluntades de dos o más personas y que 
produce consecuencias jurídicas de creación o transmisión de derechos y 
obligaciones, que es la especie.

c. La concepción intermedia acepta que el contrato, siempre con contenido 
patrimonial, no sólo se dirige a la creación de derechos y obligaciones 
sino además sirve para extinguirlos y modificarlos.

d. La concepción novísima limita el concepto del contrato para ubicarlo 
solamente donde hay intereses opuestos.

De acuerdo con estas teorías habría junto al contrato otros acuerdos de 
voluntades, como el acto colectivo y la simple convención.

Por tanto, es válido concluir que la concepción de contrato que propor-
ciona el a. del CCF en glosa es el que actualmente se encuentra válido en la 
generalidad del sistema jurídico, que establece categóricamente que los con-
tratos se constituyen en una especie del convenio, por medio de tales se puede 
únicamente transferir o producir obligaciones y derechos. 

J.L.G.A.

Artículo 1794. Para la existencia del contrato se requiere.
I. Consentimiento;
II. Objeto que pueda ser materia del contrato.
Comentario. En nuestro sistema jurídico, los elementos esenciales para 

la existencia de los convenios y contratos (al ser estos últimos, especies de los 
primeros) son el consentimiento y el objeto; aunque algunos doctrinarios con-
sideran también a la solemnidad, entendida como aquellos ritos o palabras 
sacramentales, como un componente de existencia para determinados actos 
jurídicos, es comprensible que nuestra legislación no los enumere, pues no es 
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común que la “solemnidad” aparezca como un factor indispensable para la 
vida jurídica en la generalidad de los actos jurídicos. 

Además hay que considerar que tanto el consentimiento como el objeto, 
al que hace alusión el numeral en glosa, son elementos no sólo esenciales para 
la existencia del acto jurídico, sino concurrentes, porque “la falta de uno solo 
de ellos da lugar a su inexistencia” (cfr. Contratos, existencia de los. 
requisitos, Reg. ius 241063).

En ese orden de ideas, para que haya consentimiento, Mateos Alarcón 
considera: 

…que es precisa la concurrencia de dos elementos esenciales; el ofrecimiento 
o proposición de una parte, y la aceptación de la otra, cualquiera que sea la 
naturaleza del contrato, y que una y otra sean congruentes en todas sus partes, 
de manera que estén unidas por la más exacta conformidad en cuanto a la 
persona, las cosas y la naturaleza y modalidades del contrato que se intenta 
celebrar (cfr. Mateos Alarcón, Manuel, Estudios sobre el Código Civil del 
Distrito Federal, t. III: Tratado de obligaciones y contratos, México, Imprenta 
y Lit., y Encuadernación de Ireneo Paz, 1892, pp. 26 y 27).

Otros comentaristas y autores mexicanos, como Rojina Villegas (cfr. Ro-
jina Villegas, Rafael, Compendio de derecho civil, t. III: Teoría general de las 
obligaciones, 29a. ed., México, Porrúa, 2011) explican que el consentimien-
to como elemento del contrato “es la manifestación de dos o más voluntades 
y un acuerdo sobre un punto de interés jurídico”, es por eso que el consenti-
miento debe conformarse, como explica el citado jurisconsulto, básicamente 
por una oferta o policitación y una aceptación, donde primero debe expresarse 
la oferta y con posterioridad la aceptación.

De forma más amplia, el maestro Bejarano Sánchez considera que el 
consentimiento, como elemento de existencia de los actos jurídicos, es aquella 
voluntad de celebrar de los contratantes, a la que se le denomina consenti-
miento, y que se encuentra formada por la integración de dos voluntades que 
se conciertan, es decir, “dos quereres que se reúnen y constituyen una volun-
tad común” (cfr. Bejarano Sánchez, Manuel, Obligaciones civiles, México, 
Oxford, 1999, p. 47).

De lo antes expuesto se puede establecer que para la configuración plena 
del “consentimiento” se requiere no solamente la existencia de dos voluntades 
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que la conformen, contenidas en la oferta y la aceptación, sino que además 
éstas deben ser concordantes en cuanto a objeto, naturaleza y característica de 
lo pactado, es decir, que sean un reflejo congruente entre lo ofertado y lo acep-
tado, circunstancia que puede alegóricamente entenderse como el “efecto espejo 
del consentimiento jurídico”. 

Por otra parte, en cuanto a la noción de “objeto”, como elemento de 
existencia contractual, se encuentra muy permeada en la doctrina jurídica 
mexicana, la concepción francesa que considera que tal concepción puede ser 
abordada desde tres significados distintos: a) cuando crea y transmite dere-
chos y obligaciones se entiende como objeto directo del contrato; b) cuando 
se refiere a la conducta contractual, es decir, el dar, hacer y no hacer, como 
objeto indirecto, y c) finalmente, el “objeto”, como la cosa material que debe 
ser entregada. 

Para Eugene Gaudemet, para que el objeto de las convenciones pueda 
ser considerado jurídicamente debe reunir cuatro caracteres a saber: a) útil; 
b) determinado; c) posible, y d) lícito. Básicamente, el profesor de Estrasbur-
go consideraba que la “utilidad” del objeto se fundamenta en la idea de que es 
necesario que el acreedor obtenga una ventaja de la ejecución de la obligación, 
pues de lo contrario el convenio carecería de seriedad y no tendría que ser san-
cionado por el derecho; en cuanto al concepto de “determinado”, lo liga con la 
anterior, ya que un objeto indeterminado carece precisamente de “utilidad”, 
de ahí que el objeto debe ser determinado en cuanto al género, cantidad y ca-
lidad; la “posibilidad” del objeto se fundamenta en la noción básica de que 
nadie puede ser obligado a lo imposible, desde luego entendiéndola de forma 
absoluta, y por último la noción de “licitud” está vinculada con la noción 
de que el objeto mismo del contrato no debe estar prohibido por la ley, ni por 
los principios del orden público o de la moral (cfr. Gaudemet Eugene, Teoría 
general de las obligaciones, trad. de Pablo Macedo, México, Porrúa, 1974, 
pp. 106-111).

J.L.G.A.

Artículo 1795. El contrato puede ser invalidado.
I. Por incapacidad legal de las partes o de una de ellas;
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II. Por vicios del consentimiento;
III. Porque su objeto, o su motivo o fin sea ilícito;
IV. Porque el consentimiento no se haya manifestado en la 

forma que la ley establece.
Comentario. El CCF enumera los requisitos de validez del contrato en 

sentido negativo, en esas condiciones se debe de entender que este precepto 
enunciaría positivamente los elementos del contrato de la manera siguiente. 
1. Capacidad legal de las partes; 2. Ausencia de vicios del consentimiento; 
3. Objeto, motivo o fin lícitos, y 4. Consentimiento manifestado en la forma 
que la ley establece.

En efecto, tal numeral contiene los elementos de validez de los actos jurí-
dicos, mismos que deben concurrir plenamente para que éste tenga eficacia, ya 
sea absoluta o relativa; aunque existe una gran discusión teórica, práctica y 
jurisprudencial en relación con los conceptos derivados de nulidad, inexisten-
cia y anulabilidad, se sugiere que para ampliar el tema se acuda al comenta-
rio de los aa. 2224-2242 del CCF.

Atendiendo al primer elemento de validez, la capacidad de las partes 
o sujetos contratantes debe entenderse, como explica Borja Soriano, como 
aquella “actitud para ser sujeto de derechos y hacerlos valer. Hay, pues, dos 
especies de capacidad o más bien dos grados en la capacidad: la capacidad 
de goce y la capacidad de ejercicio” (Borja Soriano, Manuel, Teoría gene-
ral de las obligaciones, México, Porrúa, 1984, p. 240).

Para mayor precisión resulta pertinente destacar, al respecto, la observa-
ción del maestro Jorge Magallón Ibarra, quien considera que:

La capacidad es un vocablo jurídico que… paradójicamente está amplia-
mente reglamentada, tanto en el derecho civil de fondo como en el procesal, 
para la determinación de esta limitación. …cuando decimos disfrute, esta-
mos haciendo referencia al aspecto genérico de la capacidad, esto es, su goce. 
Cuando hablamos del cumplimiento de derechos y obligaciones, nos situamos 
ante la capacidad de ejercicio. Luego entonces en el doble ángulo del goce y el 
ejercicio se manifiesta plenamente este atributo. Desde el punto de vista de su 
goce, este no tiene obstáculos; en cambio en el perfil de su ejercicio vamos a 
encontrar numerosos requisitos que determinan la posibilidad de que esta entre 
en funciones (Magallón Ibarra, Jorge, Instituciones de derecho civil, México, 
Porrúa, 2000, vol. II, p. 32).
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La anterior concepción es sumamente relevante, toda vez que se debe 
comprender que la capacidad de ejercicio es la concepción toral para entender 
quiénes pueden celebrar un acto jurídico plenamente eficaz, y es la que debe 
centrar la atención al momento de analizar qué personas se encuentran habi-
litadas para realizar determinados actos jurídicos.

Muchos consideran que la definición genérica de capacidad es la que se 
encuentra contenida en el a. 1798 del CCF (cfr. comentario), pues establece 
que la capacidad para contratar es la que tienen todas aquellas personas que 
no se encuentran exceptuadas por la ley; sin embargo, tal definición legal ya 
no es congruente con las nuevas reglas que imperan en nuestro sistema jurí-
dico.

En efecto, si se toma como base que la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos (CPEUM), en su a. 1o. establece que las normas 
del sistema jurídico deben ser armonizadas con los tratados internacionales de 
derechos humanos y los diversos criterios jurisprudenciales emitidos por la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) (visibles en la reciente Décima 
Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta que estatuyeron 
el control difuso de la constitucionalidad y convencionalidad), es corolario que 
tienen capacidad para contratar no sólo aquellos que estén exceptuados por 
la ley, sino que tal exclusión legislativa debe ser congruente con los tratados 
internacionales de derechos humanos.

Al respecto, un ejemplo de cómo las restricciones a la capacidad conte-
nidas en la ley, y que se encuentran contempladas en instituciones jurídicas 
como la tutela e interdicción, deben ser observadas ya no atendiendo al mí-
nimo legal, sino que es necesario que al momento de declarar incapaz a una 
persona, por medio de los procesos de interdicción, se respete el contenido del 
numeral 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad. 

Lo anterior implica que al momento que se declara la incapacidad jurí-
dica de una persona debe garantizarse que se le respete, acorde a sus circuns-
tancias personales, la posibilidad de expresar y manifestar su voluntad, sus 
preferencias, que puedan ser propietarias, heredar bienes, controlar sus asun-
tos económicos, acceso a préstamos bancarios, hipotecarios, crédito, etcétera; 
lo que evidentemente supera el concepto de capacidad de ejercicio contenida en 
el a. 1798 del CCF.
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El impacto de los tratados de los derechos humanos, en aspectos funda-
mentales del acto jurídico, como es la “capacidad”, son temáticas que van a 
derramar ríos de tinta y serán objeto de múltiples análisis tanto de constitu-
cionalistas como civilistas, pues implicará armonizar conceptos tradicionales 
con los surgidos de normas “pro persona” en nuestro sistema jurídico; en el 
caso particular se sugiere profundizar respecto a los aspectos fundamentales 
de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, con 
la lectura de González Ramos, Alonso Karim, Capacidad jurídica de las 
personas con discapacidad, México, Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, 2010. 

En relación con la capacidad de goce, en términos generales, es la que 
posee aquella persona que puede ser sujeto de imputabilidad de derechos, es 
decir, todo aquél a quien el sistema jurídico le permite gozar de determinados 
derechos y beneficios.

J.L.G.A.

Artículo 1796. Los contratos se perfeccionan por el mero 
consentimiento; excepto aquellos que deben revestir una forma 
establecida por la ley. Desde que se perfeccionan obligan a los 
contratantes no sólo al cumplimiento de lo expresamente pacta-
do, sino también a las consecuencias que, según su naturaleza, 
son conforme a la buena fe, al uso o a la ley.

Comentario. El numeral en comento establece la regla general para el 
perfeccionamiento de los contratos: “el consentimiento”, es decir, que los con-
tratos en su generalidad son “consensuales”. 

Debe destacarse que si bien el numeral en comento establece que sólo la 
ley delimitará en qué contrato se requerirá una forma establecida para su per-
feccionamiento, esto debe analizarse con detenimiento, pues deben considerarse 
también las hipótesis de aquellos contratos (v.g.r. la compraventa) que si bien 
el CCF los reputa consensuales, las partes puedan pactar para su perfeccio-
namiento una forma establecida. 

En ese sentido, es importante recordar los comentarios de Pothier, que 
resultan sumamente esclarecedores para comprender la posibilidad de imponer, 
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por pacto de las partes, una forma a un contrato para su perfeccionamiento, 
que por disposición legal es consensual:

…bien que el solo consentimiento de las partes baste para la perfección de 
los contratos consensuales, empero si las partes, [al]contratar una venta, o un 
alquiler, o al celebrar cualquiera otra clase de negocio, han convenido que el 
notario interviniera en el acto, con indicación de que el negocio no sea perfecto 
hasta en tanto que entrambas partes lo hayan firmado junto con el notario, 
el contrato no recibirá efectivamente su perfección hasta tanto que el acta no-
tarial haya recibido la suya, y las partes, bien que de acuerdo acerca de las 
condiciones del negocio, podrán desdecirse de lo pactado lícitamente, antes de 
haber firmado …Más si en ese caso el acto o instrumento es requerido por 
la perfección del contrato, no es por naturaleza del contrato, de que por sí no 
exige para su perfección más que el consentimiento de las partes; sino porque 
las partes contratantes lo han querido, por lo mismo que es permitido a las 
partes que contratan el hacer depender su obligación de la condición que mejor 
les parezca (cfr. Pothier, Robert Joseph, Tratado de las obligaciones, México, 
TSJDF, 2002, p. 18).

Por tanto, si se toma en cuenta el comentario de Pothier, se puede pensar 
válidamente que en nuestro sistema civil pude pactarse la imposición de una 
forma a los contratos consensuales, sin que esto implique una afectación a la 
naturaleza de tales contratos e implique su nulidad; si se reflexiona a pro-
fundidad, los contratos consensuales tienen un problema probatorio, pues al 
momento de querer hacer exigible la obligación que contienen, la acreditación 
de tal contrato sólo podrá hacerse por medio de pruebas indirectas, de ahí que 
resulte conveniente que los contratos que por disposición legal se perfeccionen 
vía consensual, se perfeccionen, por pacto de las partes, por una forma de-
terminada, pues esto significa necesariamente mayor certeza jurídica para los 
contratantes. 

J.L.G.A.

Artículo 1797. La validez y el cumplimiento de los contratos 
no puede dejarse al arbitrio de uno de los contratantes.
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Comentario. Siguiendo las reflexiones del Maestro Bejarano Sánchez, 
este numeral consagra la fuerza obligatoria de los contratos para las partes, 
pues como éste menciona “…ninguno de ellos tiene el poder de eludir su cum-
plimiento ni de extinguir el acto unilateralmente. Ambos deben respetarlo y 
acatar sus cláusulas” (cfr. Bejarano Sánchez, Manuel, Obligaciones civiles, 
México, Oxford, 1999, p. 173). 

Al respecto, la doctrina jurisprudencial mexicana ha considerado que 
del contenido de los aa. 1796 y 1797 se puede apreciar que la codificación 
civil no adopta la teoría de la imprevisión o la nominada cláusula rebus sic 
stantibus, es decir, aquella cláusula derivada de los acontecimientos impre-
vistos que pudieran modificar las condiciones primigenias que se establecieron 
en un contrato sino que, en términos generales, la codificación civil regula la 
tesis Pacta Sunt Servanda, lo que significa que debe estarse a lo pactado entre 
las partes, y que los contratos legalmente constituidos deben ser cumplidos 
fielmente (cfr. contratos. los legalmente celebrados deben ser 
fielmente cumplidos, no obstante que sobrevengan acon-
tecimientos futuros imprevisibles que pudieran alterar el 
cumplimiento de la obligación, de acuerdo a las condiciones 
que privaban al concertarse aquélla, ius 186972).

J.L.G.A.

De la capacidad

Artículo 1798. Son hábiles para contratar todas las personas 
no exceptuadas por la ley.

Comentario. Hay que considerar que la capacidad de las “personas” se 
refiere a las dos modalidades reconocidas y aceptadas tanto por la doctrina 
como por la legislación, las “físicas” o “morales” o “jurídico-colectivas”.

En este punto es necesario retomar el comentario que se estableció en el a. 
1795. Existe incapacidad expresa para los menores de edad no emancipados, 
al estado de interdicción y a los mayores de edad que por causa de enfermedad 
reversible o irreversible, o que por su estado particular de discapacidad, ya sea 
de carácter físico, sensorial, intelectual, emocional, mental o varias de ellas a 
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la vez, no puedan gobernarse, obligarse o manifestar su voluntad, por sí mis-
mos o por algún medio que la supla. También hay que tomar en cuenta que 
la ley establece incapacidades, como al tutor, suspenso, funcionario judicial, 
al notario o apoderado, entre otros.

J.L.G.A.

Artículo 1799. La incapacidad de una de las partes no puede 
ser invocada por la otra en provecho propio, salvo que sea indivi-
sible el objeto del derecho o de la obligación común.

Comentario. Siguiendo la premisa esencial de que la buena fe debe pri-
var en toda relación contractual, el numeral en comento pretende prevenir 
la actuación dolosa de quien contrata con un incapaz a sabiendas de dicha 
situación, y más adelante pretende beneficiarse de la declaración de nulidad 
de dicho acto.

J.L.G.A.

Representación

Artículo 1800. El que es hábil para contratar, puede hacerlo 
por sí o por medio de otro legalmente autorizado.

Comentario. La capacidad de contratar es la manifestación por excelen-
cia de la capacidad de ejercicio con que cuentan las personas, a través de la 
manifestación de la voluntad, para dar nacimiento a diversas consecuencias 
de derecho (entiéndase derechos y obligaciones).

En este sentido, la figura del poder —que, aunque estrechamente relacio-
nada con la del contrato de mandato (cfr. aa. 2546 al 2604, infra) no debe 
identificarse con el mismo— consiste justamente en la delegación de dicha 
capacidad de ejercicio en favor de un tercero, ya sea mediante un contrato de 
mandato con representación o una “carta poder” —que puede entenderse como 
una policitación de mandato— (representación voluntaria), por ministerio de 
ley (representación legal), o bien, en el caso de las personas morales, en virtud 
de un cargo discernido en los estatutos de la misma (representación orgánica).
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En consecuencia, los actos realizados por la persona a quien se le con-
fieren dichas facultades son realizados a nombre de su representado, logrando 
lo que Pérez Fernández del Castillo ha denominado poéticamente “el milagro 
jurídico de la multiplicidad de la unidad”.

Hay actos tan personales como el testamento en que no es posible la 
representación para efectuarlos; otros, en cambio, si bien no se encuentran 
prohibidos taxativamente, requieren cláusula especial para poder realizarse 
(v.g.r. matrimonio, compraventa entre mandatario y mandante, suscripción de 
títulos de crédito, inter alia). 

J.L.G.A.

Artículo 1801. Ninguno puede contratar a nombre de otro 
sin estar autorizado por él o por la ley.

Comentario. En la misma tesitura del a. anterior, el a. en comento es-
tablece que es indispensable contar con el carácter de representante legal para 
poder contratar a nombre de otros. Resultaría ocioso señalar la prohibición 
absoluta de ejercer la representación sin título alguno, por lo que la relevancia 
del presente numeral radica en lo que respecta a los denominados actos ultra 
vires, esto es, aquéllos cuya nulidad radica en el defecto del título, a saber, que 
implican el ejercicio de facultades que sobrepasan el alcance de las conferidas 
por el mismo.

A guisa de ejemplo, se puede afirmar que una compraventa realizada por 
un apoderado cuyas facultades son únicamente para actos de administración 
están afectadas de nulidad (para una enumeración de dichas facultades (véase 
el a. 3554 del presente Código).

J.L.G.A.

Artículo 1802. Los contratos celebrados a nombre de otro por 
quien no sea su legítimo representante, serán nulos, a no ser que 
la persona a cuyo nombre fueron celebrados, los ratifique antes de 
que se retracten por la otra parte. La ratificación debe ser hecha 
con las mismas formalidades que para el contrato exige la ley.
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Si no se obtiene la ratificación, el otro contratante tendrá de-
recho de exigir daños y perjuicios a quien indebidamente contrató.

Comentario. En el mismo tenor del comentario anterior, se debe señalar 
que, aunque en principio los actos celebrados a nombre de otro serían inexis-
tentes (ya que la voluntad del contratante constituye un elemento esencial cuya 
ausencia da lugar a la inexistencia del acto), la ley dispone en este caso sean 
meramente inexistentes. Dicha nulidad es desde luego relativa, toda vez que 
dichos actos ultra vires son susceptibles de ser convalidados mediante mani-
festación expresa del representado sobre cuyo patrimonio recaen los efectos del 
contrato.

J.L.G.A.

Del consentimiento

Artículo 1803. El consentimiento puede ser expreso o tácito, 
para ello se estará a lo siguiente:

I. Será expreso cuando la voluntad se manifiesta verbalmen-
te, por escrito, por medios electrónicos, ópticos o por cualquier 
otra tecnología, o por signos inequívocos, y

II. El tácito resultará de hechos o de actos que lo presupon-
gan o que autoricen a presumirlo, excepto en los casos en que por 
ley o por convenio la voluntad deba manifestarse expresamente.

Comentario. A efecto de dar un concepto vulgar u ordinario de consen-
timiento podríamos decir que es la autorización para realizar algo; para el 
derecho, el consentimiento es la manifestación expresa de la voluntad de dos o 
más personas, que trae consigo la intención de aceptar que la misma se perfec-
cione con esa aceptación, sumado ambos elementos esenciales de los actos de 
la vida jurídica del ser humano, que puede ser expreso o tácito.

No podría considerarse expreso por medio de alguna tecnología, puesto 
que se trata del consentimiento, que es la exteriorización de la voluntad de las 
partes; se necesita forzosamente haberse expresado con palabras y escrito, si 
bien pueden ser de gran ayuda los medios electrónicos para acortar distancias, 
sólo el lenguaje debería de ser requisito para la expresión de esa voluntad.
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Se conoce como consentimiento tácito a la manifestación indirecta de la 
voluntad, esto cuando no se ha empleado una forma directa para la celebración 
de un contrato, pero que se ejecuta de hechos que pueden no ser palabras y no 
tienen alguna otra explicación, por ejemplo, podría decirse que el silencio, algún 
movimiento o un gesto voluntario podría ser una forma de consentimiento tácito.

J.A.A.H.

Artículo 1804. Toda persona que propone a otra la celebra-
ción de un contrato, fijándole un plazo para aceptar, queda liga-
da por su oferta hasta la expiración del plazo.

Comentario. Se hace alusión a la propuesta de un contrato con una per-
sona desconocida, y para que éste pueda ser válido se requiere de los elementos 
de existencia, como el acuerdo de voluntades, que sería el consentimiento, el 
objeto, así como los de validez, capacidad, voluntad y el objeto. A su vez, en 
el entendido del a. se habla de una promesa u oferta de una sola de las partes 
como una declaración unilateral de voluntad hecha a una persona no presente, 
implicando que no se haya aceptado aún por la persona que se pretende cele-
brar dicho contrato, misma que surtirá sus efectos hasta llegado el plazo fijado.

También se deberá manifestar de qué tipo de contrato se trata y deberá 
contener todos sus elementos, de lo contrario sólo se estará haciendo una invi-
tación para contratar debiendo tener la intensión de cumplir lo ofrecido. 

J.A.A.H.

Artículo 1805. Cuando la oferta se haga a una persona pre-
sente, sin fijación de plazo para aceptarla, el autor de la oferta 
queda desligado si la aceptación no se hace inmediatamente. La 
misma regla se aplicará a la oferta hecha por teléfono o a través 
de cualquier otro medio electrónico, óptico o de cualquier otra 
tecnología que permita la expresión de la oferta y la aceptación 
de ésta en forma inmediata.

Comentario. Se trataría de personas presentes que celebran un contrato 
pero que aún no se da el consentimiento por parte del aceptante para que sea 
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válido, de lo contrario, el proponente del contrato no tendrá ninguna obliga-
ción si no se acepta. La voluntad de las partes involucradas en el acto debe 
externarse de forma específica, pero no podrían aplicarse las mismas formali-
dades a las propuestas u ofertas hechas por diferentes medios tecnológicos que 
impliquen el consentimiento, y se estaría en presencia de bromas o engaños, 
pero con condiciones. La utilización de dichos medios tecnológicos para la ce-
lebración de contratos y la aceptación de los mismos implicaría causar daños 
a ambas partes.

J.A.A.H.

Artículo 1806. Cuando la oferta se haga sin fijación de plazo 
a una persona no presente, el autor de la oferta quedará liga-
do durante tres días, además del tiempo necesario para la ida y 
vuelta regular del correo público, o del que se juzgue bastante, 
no habiendo correo público, según las distancias y la facilidad o 
dificultad de las comunicaciones.

Comentario. Podríamos entender una oferta de venta a una persona que 
existe pero que por alguna razón no se encuentra en el lugar de la oferta, exis-
tiendo consentimiento por sólo una parte, la cual obliga al primero a respetar 
el plazo que marca la ley, mientras que la persona no presente se obliga a 
dar una respuesta, también podrá tratarse de un contrato unilateral, porque 
conlleva obligación de una sola parte que se obliga a respetar sin que la otra 
no esté presente o se desconociera, pero dicha oferta se prolongará por todo el 
tiempo razonable y necesario para la ida y vuelta del correo ordinario, según 
la facilidad o dificultad de las comunicaciones o tecnologías aplicables.

J.A.A.H.

Artículo 1807. El contrato se forma en el momento en que 
el proponente reciba la aceptación, estando ligado por su oferta, 
según los artículos precedentes.

Comentario. En el formalismo se busca que la voluntad de las partes al 
celebrar un contrato se fije en un documento, de manera que pueda existir y 
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surtir efectos legales para ambas partes, la sola aceptación sólo estaría ligada 
a hacer una propuesta y se trataría de inseguridad jurídica fuera de lo expre-
samente aceptado antes por el simple acuerdo de voluntades.

La forma es una manifestación externa de la voluntad y se debe presentar 
de acuerdo a una forma determinada por quien propone el contrato, de esa 
forma el consentimiento no es necesario para considerarlo como obligación, las 
personas buscan que sus actos sean seguros, pues requieren de esas formas.

En la celebración de contratos, ambas partes acordarán las formas que 
la ley exige en la manera y términos ligados a sus ofertas, la ley también con-
templa que la falta de forma traerá como consecuencia que ese acto no exista.

J.A.A.H.

Artículo 1808. La oferta se considerará como no hecha si la 
retira su autor y el destinatario recibe la retractación antes que la 
oferta. La misma regla se aplica al caso en que se retire la acep-
tación.

Comentario. En una relación jurídica que no llega a concretarse por parte 
del proponente con el aceptante no habrá obligaciones para el primero si no 
se hubiera pactado alguna obligación antes; así, la aceptación deberá ocurrir 
durante el instante mismo de la oferta, de lo contrario, si se hace la acepta-
ción, después no habrá obligaciones para el oferente.

En los contratos por correspondencia entre personas no presentes, la sola 
recepción hace presumir el consentimiento, de lo contrario, si se hubiera pac-
tado alguna obligación antes, el aceptante tendrá la acción de exigir el cum-
plimiento de esa obligación.

J.A.A.H.

Artículo 1809. Si al tiempo de la aceptación hubiere fallecido 
el proponente, sin que el aceptante fuere sabedor de su muerte, 
quedarán los herederos de aquel obligados a sostener el contrato.

Comentario. La oferta tiene un periodo de vigencia que dependerá de lo 
estipulado por las partes, pero que se extingue al morir el proponente, y los 
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herederos quedarán obligados a sostener la oferta y responder por sus obliga-
ciones, que no se extinguen por su muerte.

J.A.A.H.

Artículo 1810. El proponente quedará libre de su oferta 
cuando la respuesta que reciba no sea una aceptación lisa y lla-
na, sino que importe, modificación de la primera. En este caso la 
respuesta se considerará como nueva proposición que se regirá 
por lo dispuesto en los artículos anteriores.

Comentario. En este a. se establece que el proponente o autor de la oferta 
quedará libre de ésta cuando no reciba una aceptación lisa y llana, es decir, 
sólo se debe concretar a decir sí o no, cuando fuera el caso, por eso carecería 
de eficacia si se hace en otro supuesto, el que se haga con reservas o bajo con-
dición, de ahí que al no haber una aceptación lisa y llana, la respuesta que 
haga la otra parte se considerará como una nueva oferta o propuesta que se 
regirá por el consentimiento o se considerará como una reciente proposición.

J.A.A.H.

Artículo 1811. La propuesta y aceptación hechas por telégra-
fo producen efectos si los contratantes con anterioridad habían 
estipulado por escrito esta manera de contratar, y si los originales 
de los respectivos telegramas contienen las firmas de los contra-
tantes y los signos convencionales establecidos entre ellos.

Tratándose de la propuesta y aceptación hechas a través de 
medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología no se 
requerirá de estipulación previa entre los contratantes para que 
produzca efectos.

Comentario. Este a. estima tácitamente que se trata de una contrata-
ción entre no presentes, y por ello impone el seguimiento de reglas específicas 
que tienden a evitar la posibilidad de fraude en la contratación. Además de que 
requiere de una interpretación armónica con los dispositivos legales que re-
gulan este título, al igual que la mayoría de ellos entre sí, sin embargo, dicho 
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a. se encuentra íntimamente ligado con el diverso 1806, pues el primero (a. 
1811, CCF) determina la propuesta y aceptación hechas telegráficamente y 
que para producir sus efectos se requiere de una estipulación previa por escrito 
referente a esta forma de contratar y, a su vez, condicionado con firma las 
originales de los respectivos telegramas, lo mismo que los signos convencio-
nales establecidos entre ellos, en tanto que el segundo de los numerales (a. 
1806, CCF) fija los términos para una persona no presente, utilizando el 
correo público para ese fin, además del otorgamiento necesario para la ida y 
vuelta del correo atendiendo a la distancia y dificultad de las comunicaciones; 
ejemplo de ello es el a. 80 del Código de Comercio que establece la admisión 
a condición de que así se hubiera pactado por escrito.

Resulta necesario destacar que la doctrina ha considerado diversas teo-
rías que exponen el momento en que surge el consentimiento cuando la comu-
nicación de los contratantes se efectúa por un procedimiento mediato (carta, 
telegrama):

a) Teoría de la declaración: cuando el destinatario de la oferta (aceptante) 
declara, en cualquier forma, aceptarla.

b) Teoría de la expedición: cuando el destinatario de la oferta contesta al 
proponente y expide su carta por correo o remite su respuesta telegráfica.

c) Teoría de la recepción: cuando el proponente recibe en su domicilio o 
buzón la respuesta del aceptante.

d) Teoría de la información: cuando el proponente se informa de la res-
puesta que contiene la aceptación.

Con las reformas y adecuaciones realizadas al Código de Comercio, pu-
blicadas en el Diario Oficial de la Federación el 27 de agosto de 2003, que en 
lo esencial incorporan los principios emitidos en 1996 por la Ley Modelo 
de la (UNCITRAL) Comisión de la Naciones Unidas para el Derecho Mer-
cantil Internacional, se aprecia un importante avance respecto de las operacio-
nes de comercio electrónico a la luz de la teoría del acto jurídico, con las cuales 
se podría establecer que el requisito que exige el otorgamiento del consentimiento 
como elemento esencial establecido por la legislación civil se encuentra satis-
fecho mediante la firma electrónica (con la asignación de la clave), y aun el 
objeto tanto directo como indirecto.
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Por lo que a los elementos de validez se refiere, se pude apreciar de esta 
forma de transacción que aun y cuando el sistema se ha perfeccionado me-
diante la asignación de una clave, y que la forma escrita ha sido ya prevista y 
superada con esta normatividad, se observa el peligro de que se realicen ope-
raciones por personas incapaces, siendo tal circunstancia difícilmente aprecia-
da, y tales operaciones estarían afectadas de invalidez jurídica al faltarles la 
capacidad como elemento, problema de vicio del consentimiento.

J.A.A.H.

Vicios del consentimiento

Artículo 1812. El consentimiento no es válido si ha sido dado 
por error, arrancado por violencia o sorprendido por dolo.

Comentario. La voluntad exenta de vicios es un requisito de validez del 
acto jurídico, los vicios que la afectan no impedirán que el acto exista, pero 
provocarán su ineficacia, por lo tanto, ésta debe ser cierta y consciente de lo 
que está manifestando: debe ser el resultado de una determinación real y es-
pontáneamente decidida. Cabe agregar que los hechos se juzgan voluntarios si 
son ejecutados con discernimiento, intención y libertad.

Los vicios de la voluntad son las causas extrañas a la persona que obliga 
a ésta a hacer una declaración de voluntad que de buen grado y consciente-
mente no hubiera hecho. El derecho, al exigir la voluntad y su manifestación 
como condición obligada para la existencia de un negocio jurídico, quiere 
que la voluntad sea espontánea y que la persona capacitada para hacerla se 
produzca de un modo libre y acorde con su tendencia volitiva. Y si esto no 
acontece, la voluntad manifestada carece de valor ante el derecho, como ge-
neradora de relaciones jurídicas y no se considera como elemento válido del 
negocio jurídico.

Independientemente de las clasificaciones realizadas por varios tratadis-
tas de vicios del consentimiento, se coincide en que a esta legislación federal, y 
junto al error, la violencia y el dolo, deben adherirse como tales a la mala fe, la 
lesión y, como lo expone Gutiérrez y González, la reticencia; haciendo la acla-
ración en que doctrinarios como este último y Bejarano Sánchez añaden como 
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materias especiales relacionadas con el error al dolo y a la mala fe o mala 
intención con lo anterior se considera necesario tomar en cuenta siempre la 
clasificación que cada uno de ellos hace respecto de los vicios de la voluntad.

El error es la falsa apariencia de la realidad, el desconocimiento de la 
voluntad contractual, o bien la representación falsa de dicha situación, que 
perjudica el proceso psíquico de la voluntad de una de las partes, y que se 
manifiesta en las consecuencias jurídicas del contrato.

La violencia, empleada esta palabra en un sentido genérico, comprende 
las especies: fuerza, miedo o intimidación; siendo ésta el uso de la fuerza fí-
sica (vis absoluta) o bien de amenazas (vis compulsiva) de una de las partes 
para constreñir a la otra a la realización de declaraciones, con la intención de 
obtener un resultado de carácter jurídico, es decir, que obligue al declarante al 
cumplimiento de una obligación obtenida por cualquiera de esos medios, los 
cuales producen temor, elemento psicológico que realmente vicia la voluntad 
al suprimir la libertad de decisión que debe presidir a todo acto volitivo. El 
expreso reconocimiento legal de esta realidad, señalando el temor como vicio 
de la voluntad y no a la violencia en sí, permitiría mayor radio de acción a 
la teoría para lograr los fines superiores del derecho, pues podrían invalidarse 
contratos que fueron concertados, no por la presión de una violencia ajena, 
sino bajo el influjo del temor generado por los elementos naturales.

Señala Galindo Garfias que el dolo es todo artificio o maquinación en-
gañosa para inducir en el error o mantener en él a la otra parte que interviene 
en el acto, procurándose por ese medio un provecho, y agrega que se tiende, 
como en la mala fe, a sorprender la voluntad de uno de los contratantes apar-
tándola de una consciente determinación. Dice que es la ilicitud de la con-
ducta positiva (dolo) o negativa (mala fe) lo que da lugar al error que vicia 
la voluntad y que lo que la norma toma en cuenta para invalidar el acto es la 
causa que ha dado origen al error, la maldad del propósito. Agrega que el dolo 
determinante de la voluntad actúa en el ánimo de la víctima, de modo que 
sin él, la voluntad no se habría formado en la manera en que se formó. En 
derecho penal, cuando asume formas de extrema gravedad constituye la figura 
delictiva del fraude.

Por mala fe se conoce la actitud pasiva del contratante que, habiendo 
advertido el error en que se encuentra la otra parte, se abstiene de alertarlo, 
lo disimula y se aprovecha de él. Gutiérrez y González estriba en que es la 
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determinación de la voluntad individual, en orden a un fin que se opone a lo 
que el legislador de una época establece en protección de los derechos de los 
demás sujetos jurídicos.

De acuerdo con el Diccionario de la lengua española, el vocablo lesión 
proviene del latín laesio y significa daño, detrimento, perjuicio. La lesión es 
el vicio de la voluntad de una de las partes en un contrato bilateral oneroso 
consistente en una desproporción evidente entre el valor de las prestaciones de 
las partes, que produce un lucro excesivo en favor de una de ellas, y tiene por 
causa la explotación de la suma ignorancia, notoria inexperiencia o extrema 
miseria de la otra.

El maestro Gutiérrez y González define a la reticencia como el silencio 
que voluntariamente guarda uno de los contratantes al exteriorizar su volun-
tad, respecto de alguno o algunos hechos ignorados por su co-contratante, y 
que tienen relación con el acto jurídico que se celebra.

J.A.A.H.

Artículo 1813. El error de derecho o de hecho invalida el 
contrato cuando recae sobre el motivo determinante de la volun-
tad de cualquiera de los que contratan, si en el acto de la celebra-
ción se declara ese motivo o si se prueba por las circunstancias 
del mismo contrato que se celebró éste en el falso supuesto que lo 
motivó y no por otra causa.

Comentario. El error de derecho es un juicio equivocado sobre el alcance 
o interpretación de un precepto jurídico, o de las consecuencias del contrato 
como norma. Reconocido como vicio de la voluntad, la eficacia que el le-
gislador le otorga no va contra el principio irrefutable que afirma que la 
ignorancia de la ley no excusa de su incumplimiento, porque el alcance de 
este principio debe interpretarse en el sentido de que no vale invocarlo para 
sustraerse a su imperio, conclusión que no impide en modo alguno que el error 
de derecho sea relevante cuando actúa como coeficiente de determinación de 
la voluntad del sujeto contractual, obrando, por tanto, en las relaciones en-
tre las partes. No debe olvidarse que para la procedencia de la nulidad del 
acto por error de derecho, al igual que el de hecho, debe haberse declarado en 
forma expresa en el momento de celebrarlo, lo que determina al contratante 
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a realizarlo, pues si no hace tal manifestación no se podrá posteriormente 
invocar la nulidad de la convención. El error de hecho, por sus consecuencias 
jurídicas, reviste tres grados:

I. Error de hecho, obstáculo. El que destruye la voluntad, originando la 
inexistencia del acto jurídico o del contrato;

II. Error de hecho, nulidad. El que simplemente vicia el consentimiento 
y motiva la nulidad relativa del negocio jurídico, y

III. Error de hecho, indiferente. El error que es indiferente en cuanto a 
la válidez del acto o contrato.

Este numeral dispone que es error que vicia un contrato el que reúne estos 
dos requisitos:

1. Que recaiga el error sobre el motivo determinante de la voluntad de 
cualquiera de los que contratan, y

2. Que ese motivo haya trascendido exteriormente, esto es, que haya sido 
objetivado y sea comprobable.

J.A.A.H.

Artículo 1814. El error de cálculo sólo da lugar a que se rec-
tifique.

Comentario. Bejarano Sánchez ubica al error de aritmética o de cálculo 
como un caso de error indiferente. De acuerdo con esta disposición, este error 
no provoca la ineficacia del acto, por lo que pareciera ser irrelevante, sin em-
bargo, se obliga a la rectificación, de modo que sí produce alguna consecuencia 
jurídica. El error de cálculo no puede conducir sólo a una rectificación del ne-
gocio, sino que puede ser causa de anulación, si la cantidad fue determinante 
para el consentimiento.

J.A.A.H.

Artículo 1815. Se entiende por dolo en los contratos, cual-
quiera sugestión o artificio que se emplee para inducir a error o 
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mantener en él a alguno de los contratantes, y por mala fe, la disi-
mulación del error de uno de los contratantes, una vez conocido.

Comentario. El dolo es activo (son todas aquellas sugestiones o artificios 
usados para inducir o mantener a otro en error); la mala fe es pasiva (es sólo 
abstenerse de alertar al que padece el error, únicamente es disimular el error 
de otro). No son vicios propiamente de la voluntad, sino formas de inducir, 
mantener o disimular el error padecido por la otra parte. Son conductas ilí-
citas que causan o explotan un error y anulan el contrato o acto unilateral.

Las distinciones técnicas entre el dolo y la mala fe o mala intención son:

a) El dolo lleva al error o lo mantiene, mientras que la mala fe sólo puede 
mantenerlo, pues al ser sólo una disimulación no podría existir ésta sin 
que hubiera error;

b) El dolo implica una conducta activa, pues consiste en “sugestiones o 
artificios” que llevan o mantienen en el error, mientras que la mala fe 
implica una conducta pasiva al señalar “disimulación”, que se puede 
entender como un no hacer, consistente en ocultar la verdad al contra-
tante que ha caído en el error, una vez conocido, y

c) El error puede provenir de alguna de las partes o de un tercero, mientras 
que la mala fe sólo anula el acto si proviene de una de las partes, como 
lo establece el a. que precede.

La doctrina hace una clasificación de dolo: en bueno y malo. El primero 
consiste en las exageraciones evidentes que a modo de propaganda o reclamo 
se efectúan para la recomendación de algún objeto o de los servicios de alguna 
persona, ponderación excesiva que no entraña engaño alguno. De acuerdo con 
los romanos, el error relevante susceptible de viciar la voluntad e impedir la 
producción de los efectos de un negocio podía haber sido provocado por una 
persona distinta al autor del acto, mediante argucias o artimañas encamina-
das a engañar al declarante, denominadas genéricamente dolo malo, y por otro 
lado divide al dolo en: principal e incidental.

I. El dolo principal es el que recae sobre la causa o motivo determinante 
de la voluntad de los contratantes, es decir, cuando los induce a celebrar un 
contrato que de otra manera no hubieran celebrado, y engendra un error vicio 
o error nulidad, y
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II. El dolo incidental recae sobre otros aspectos o circunstancias que ha-
cen a un contratante celebrar el contrato sólo en condiciones menos favorables 
o más onerosas, como en el caso del error indiferente.

Cabe destacar que el maestro Ernesto Gutiérrez y González no coincide 
con lo expuesto por casi todos los autores de la materia respecto al dolo, ya 
que considera en este vicio tres hipótesis, aludiendo a que el dolo se produce:

1. Por medio de sugestiones o artificios que se empleen para inducir al 
error;

2. Por medio de sugestiones o artificios que se empleen para mantener en 
el error a alguno de los contratantes, y la mala intención o mala fe, se 
genera por:

3. Disimulación del error por uno de los contratantes, una vez conocido.

Este autor considera que la segunda hipótesis es también de mala inten-
ción, al igual que el tercero, y no dolo como dice la ley. En efecto, si se emplean 
maquinaciones para inducir al error se está en presencia de un dolo; pero si se 
emplean artificios para mantenerse en él, se está en presencia de una mala in-
tención, puesto que etimológicamente “artificios” es igual a “disimulación”, 
que es en lo que consiste la mala intención o mala fe.

J.A.A.H.

Artículo 1816. El dolo o mala fe de una de las partes y el dolo 
que proviene de un tercero, sabiéndolo aquélla, anulan el contra-
to si ha sido la causa determinante de este acto jurídico.

Comentario. Puede decirse que el dolo y la mala fe o mala intención no 
son propiamente vicios del consentimiento independientes, sino que lo son en 
tanto provocan un error, el cual es el auténtico vicio, como se ha manifestado 
en los comentarios que anteceden. En este sentido, el error puede ser espontá-
neo o fortuito, o bien inducido o calificado: el primero nace y se mantiene en 
el sujeto que yerra, mientras que el segundo es originado por la contraparte o 
por un tercero.

El dolo vicia la voluntad cuando procede del co-contratante, pero si los 
artificios engañosos provienen de un tercero no invalidarán el acto, a menos 
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que fueran conocidos por el co-contratante, evento en el cual éste habrá incu-
rrido en mala fe.

J.A.A.H.

Artículo 1817. Si ambas partes proceden con dolo, ninguna 
de ellas puede alegar la nulidad del acto o reclamarse indemni-
zaciones.

Comentario. Si ambas partes han procedido dolosamente, es decir, les 
guíe igual mala intención y procedan a realizar maquinaciones para engañar 
a su contraparte, han incurrido en la comisión de un hecho ilícito, y ninguna 
de ellas puede alegar la nulidad del acto.

El acto jurídico puede ser anulado por dolo o mala fe, cuando su concer-
tación hubiera sido determinada por maquinaciones, artificios o sugestiones 
del co-contratante que induzcan al error o mantengan en él, o bien por la 
disimulación del error conocido.

No vician la voluntad: a) las sugestiones que no importan engaño, como 
las exageraciones propagandísticas comerciales (dolo bueno); b) los artificios 
o sugestiones que no hayan determinado a contratar, sólo a aceptar otras con-
diciones menos ventajosas (dolo incidental), y c) el dolo recíproco.

J.A.A.H.

Artículo 1818. Es nulo el contrato celebrado por violencia, 
ya provenga ésta de alguno de los contratantes o ya de un tercero, 
interesado o no en el contrato.

Comentario. Los hechos que producen el temor en el ánimo de una persona 
cuya voluntad se obtiene para la celebración de un contrato pueden venir de:

I. Su contratante.
II. De un tercero, interesado o no en el contrato.
La sanción prevista para los negocios celebrados por temor infundido por 

violencia es que el violentado puede invocar la nulidad del acto jurídico. La 
nulidad que resulta por este vicio de la voluntad es la que se califica de rela-
tiva, esto es, hace el acto anulable.
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La violencia vicia el acto por razón del temor injusto que implica y desde 
el momento en que dicho temor ha desempeñado el papel terminante que ha 
sido generador del consentimiento; lo que equivale a decir que el móvil con-
tractual determinante no puede ser el temor inspirado por la violencia, porque 
es éste un móvil excluyente del libre albedrío, fuera del cual ningún acto jurí-
dico podría ser válido.

J.A.A.H.

Artículo 1819. Hay violencia cuando se emplea fuerza física 
o amenazas que importen peligro de perder la vida, la honra, la 
libertad, la salud, o una parte considerable de los bienes del con-
tratante, de su cónyuge, de sus ascendientes, de sus descendientes 
o de sus parientes colaterales dentro del segundo grado.

Comentario. Uno de los vicios de la voluntad es precisamente la violen-
cia; en efecto, toda voluntad exteriorizada mediante alguno de los vicios (error, 
violencia o lesión) se considera corrompida en virtud de una situación que 
le afecta. En el caso concreto, la violencia implica mecanismos de coacción 
utilizados para interferir e influir en la decisión de la persona que celebra un 
acto jurídico.

Por tanto, la violencia constituye el empleo de la fuerza física o amena-
zas que impliquen peligro de perder la vida, la honra, la libertad, la salud 
o una parte considerable de los bienes del contratante o de su cónyuge, de sus 
descendientes o de sus parientes colaterales dentro del segundo grado. 

Las amenazas o la fuerza física ejercida sobre una persona se emplean 
para disminuir el ánimo de la misma, con el objeto de obtener una exteriori-
zación de voluntad no deseada por la persona. El temor o miedo que la víc-
tima experimenta constituye en sí el vicio de la voluntad. De ahí que algunos 
autores hablen de temor y otros del miedo, en lugar de violencia como vicio 
de la voluntad, pues esta última constituye solamente el mecanismo y no el 
trasfondo. 

J.A.A.H.
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Artículo 1820. El temor reverencial, esto es, el solo temor de 
desagradar a las personas a quienes se debe sumisión y respeto, 
no basta para viciar el consentimiento.

Comentario. Cuando se habla de temor reverencial es preciso decir que el 
factor principal lo constituye el temor que se tiene hacia una persona específi-
ca a quien se le tiene respeto y sumisión, de ahí el término amenaza reveren-
cial. Sin embargo, este por sí solo no constituye una voluntad viciada, toda 
vez que requiere el mecanismo de coacción, es decir, la violencia, para con 
ello considerarse vicio de la voluntad. Pues, en caso contrario, no se estaría 
en presencia de un vicio de la voluntad, sino de una persona que experimenta 
temor por ser de carácter temeroso o de naturaleza medrosa. 

J.A.A.H.

Artículo 1821. Las consideraciones generales que los con-
tratantes expusieren sobre los provechos y perjuicios que natu-
ralmente pueden resultar de la celebración o no celebración del 
contrato, y que no importen engaño o amenaza alguna de las 
partes, no serán tomadas en cuenta al calificar el dolo o la vio-
lencia.

Comentario. Todo mecanismo o medio empleado en la difusión de una 
determinada mercancía, o en la invitación para comprar un producto, pon-
derando sus beneficios que obtendría una de las partes, resulta irrelevante al 
momento de evaluar el dolo o la violencia. En efecto, las habilidades publicita-
rias utilizadas en los distintos medios de comunicación resultan con frecuencia 
exageradas en cuanto a las calidades y cualidades de la mercancía o producto 
que se oferta, y no obstante que sea complicado distinguir entre la afirmación 
exagerada y el deliberado engaño la ley considera que este tipo de situaciones 
no constituyen causa de nulidad y, por ende, no pueden tomarse en cuenta para 
calificar el dolo o la violencia, en virtud de que el otro contratante no tiene la 
intención de causar daño alguno, de ahí la irrelevancia de estos mecanismos de 
promoción y difusión empleados al momento de calificar el dolo.

J.A.A.H.
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Artículo 1822. No es lícito renunciar para lo futuro la nuli-
dad que resulte del dolo o de la violencia.

Comentario. Si llegara a estipularse una cláusula en la que se renuncia 
por parte de los contratantes a las acciones de nulidad por dolo o violencia, 
ésta sería nula. Ello es así toda vez que quien emplea la violencia o el dolo 
para la formación del contrato actúa ilícitamente y viola una norma de orden 
público de carácter preceptivo y de aplicación irrenunciable. Por lo anterior, al 
establecer la cláusula de no nulidad, lo que pretende el que emplea la violen-
cia o el dolo es negar oportunidad de interponer la acción de nulidad, lo cual 
desde luego no es posible por las razones vertidas con antelación.

J.A.A.H.

Artículo 1823. Si habiendo cesado la violencia o siendo co-
nocido el dolo, el que sufrió la violencia o padeció el engaño rati-
fica el contrato, no puede en lo sucesivo reclamar por semejantes 
vicios.

Comentario. Una vez que la violencia ha terminado o que el dolo ha 
sido expuesto y conocido, el acto nulo por dichas causas puede ser ratificado 
por el contratante que lo padeció, en este supuesto debe considerarse valido el 
contrato celebrado, toda vez que ahora sí ha declarado libremente su voluntad. 
Sin embargo, en el futuro no podrá reclamar la nulidad por tales vicios, pues 
su voluntad ya era libre al momento de ratificar el negocio.

J.A.A.H.

Del objeto y del motivo o fin de los contratos

Artículo 1824. Son objeto de los contratos.
I. La cosa que el obligado debe dar;
II. El hecho que el obligado debe hacer o no hacer.
Comentario. El presente a. hace referencia al objeto indirecto de todo 

contrato. Dicho objeto puede consistir en dar algo, hacer algo o no hacerlo. 
Cuando se habla de obligaciones de dar, generalmente el objeto consiste en la 
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prestación de cosa a una persona, tal como ocurre cuando se celebra una com-
pra venta, en ese supuesto se entrega al vendedor la cosa (casa, coche, menaje, 
etcétera) a cambio de otra cosa (dinero).

En el caso de las obligaciones de hacer, se trata de una prestación de 
hecho, tal es el caso de una promesa de contrato, en la que los contratantes se 
obligan a celebrar el contrato definitivo, que puede ser arrendamiento, compra 
venta, etcétera; en donde la obligación consiste en un hacer, que es el celebrar 
el contrato.

Finalmente, las obligaciones de no hacer consisten en una abstención, es 
decir, en un no realizar algo, como cuando se inserta una cláusula en un con-
trato de compraventa de una casa, en la cual el nuevo propietario se obliga a 
no venderla a determinada persona, constituyendo así un no hacer.

J.A.A.H.

Artículo 1825. La cosa objeto del contrato debe. 1o. Existir 
en la naturaleza. 2o. Ser determinada o determinable en cuanto 
a su especie. 3o. Estar en el comercio.

Comentario. La cosa tangible u objeto material del contrato debe cum-
plir con tres requisitos a saber: debe existir en la naturaleza, pues en caso de 
no ser así, no podrá, por obvias razones, ser objeto del contrato, no se puede, 
por ejemplo, vender unicornios azules por el simple hecho de que no existen. 
Aunque cabe hacer mención que, como excepción, se encontró las cosas que 
no existen al momento de celebrar el contrato, pero que pueden llegar a existir, 
tal es el caso de las cosas futuras a que hace referencia el a. 1826 del Código 
en comento. 

En segundo lugar, la cosa objeto debe ser determinada en cuanto a su 
especie, es decir, debe ser especificada, individualizada o particularizada de 
la generalidad existente de cosas, así, por ejemplo, de los granos de maíz o 
trigo existen los que son de tal o cual calidad, al seleccionar alguno de ellos 
se estaría particularizando o determinado el objeto del contrato, logrando con 
ello satisfacer este requisito. 

En tercer término se tiene que la cosa debe estar en el comercio, ya que 
existen cosas que no pueden ser objeto de apropiación por parte de los parti-
culares, toda vez que son bienes que no pueden ingresar al patrimonio indivi-
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dual, tal es el caso de las ruinas de Monte Albán, la catedral de la ciudad 
de México, etcétera. 

J.A.A.H.

Artículo 1826. Las cosas futuras pueden ser objeto de un 
contrato. Sin embargo, no puede serlo la herencia de una perso-
na viva, aun cuando ésta preste su consentimiento.

Comentario. Por regla general, la cosa objeto del contrato debe existir 
en la naturaleza, lo cual constituye un requisito que se debe cumplir para la 
existencia del contrato. Sin embargo, como caso de excepción se tiene el men-
cionado en este a. 

En efecto, las cosas futuras pueden ser objeto de un contrato, toda vez 
que si bien no existen al momento de la celebración del contrato, lo cierto 
es que están llamadas a existir, tal es el caso de cuando una persona acude a 
que le elaboren un traje, que en ese momento no existe, pero que sin embargo 
existirá para la fecha de entrega.

Por otro lado, la herencia de una persona viva no puede ser objeto de 
contrato alguno, toda vez que existen diversos inconvenientes, por ejemplo, se 
prohíbe que dos personas celebren convenios sobre la sucesión de un tercero 
con el fin de evitar en las partes el interés en su muerte, o bien se prohíben los 
convenios que eventualmente pudieran hacerse sobre la herencia de una perso-
na viva, pues ello impediría al propietario de determinados bienes disponer en 
vida de los mismo, ya que en caso de hacerlo no habría materia de sucesión. 

J.A.A.H.

Artículo 1827. El hecho positivo o negativo, objeto del con-
trato, debe ser:

I. Posible;
II. Lícito.
Comentario. Todo hecho o abstención del contrato debe ser posible, y la 

situación radica en que pueda serlo tanto física como jurídicamente. En efec-
to, un hecho puede ser imposible físicamente en virtud de una ley natural que 
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no permite su realización. Tal es el caso en que se pretendiera que uno de los 
contratantes se obligara a estar bajo el agua sin oxigeno durante una hora, 
o bien en el caso de un ayuno, si se pretendiera que el contratante dejara de 
ingerir cualquier clase de alimentos durante un año. Ambos supuestos resultan 
materialmente imposibles.

De igual forma, es imposible jurídicamente aquel hecho que contraría los 
presupuestos de una norma jurídica, la cual representa un obstáculo insupe-
rable para su cumplimiento. Tal es el supuesto de que uno de los contratantes 
se obligue a cometer un ilícito, como el matar a alguien, o bien tratándose de 
una abstención, que el contratante se obligara a no trasmitir a persona alguna 
sus bienes al fallecer. En tales situaciones los hechos resultan jurídicamente 
imposibles. 

J.A.A.H.

Artículo 1828. Es imposible el hecho que no puede existir 
porque es incompatible con una ley de la naturaleza o con una 
norma jurídica que debe regirlo necesariamente y que constituye 
un obstáculo insuperable para su realización.

Comentario. El presente numeral hace la diferencia entre la imposibili-
dad física y la imposibilidad jurídica. En efecto, en el caso de la primera cabe 
mencionar que el hecho no es hacedero, no puede suceder, no puede ocurrir, no 
se puede materializar como hecho por ser contrario a una ley de la naturaleza. 
No se le puede exigir al contratante que vuele a España con las alas que no 
tiene y que regrese en diez minutos al país.

Por otro lado, todo hecho ilícito resulta ser contrario a toda norma de 
orden público, así como a las buenas costumbres. No se puede realizar un 
contrato que tenga por objeto la realización de un delito. En conclusión, 
todo contrato que tiene como objeto un hecho imposible jurídicamente no 
existe, a su vez, todo contrato cuyo objeto constituye un hecho existente, pero 
ilícito, es nulo.

J.A.A.H.
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Artículo 1829. No se considerará imposible el hecho que no 
pueda ejecutarse por el obligado, pero sí por otra persona en lu-
gar de él.

Comentario. Cabe mencionar que, por regla general, la imposibilidad es 
absoluta, en el caso de que el objeto de la obligación se refiera a la naturaleza 
física o jurídica del hecho, pero que además no pueda realizarse por ninguna 
otra persona. 

El presente a. hace alusión a la imposibilidad relativa, es decir, si bien 
el contratante adolece de aptitudes o cualidades para prestar el hecho, si éste 
puede ser prestado por otra persona no se considera hecho imposible y, por 
tanto, el contratante estará obligado a prestarlo. 

J.A.A.H.

Artículo 1830. Es ilícito el hecho que es contrario a las leyes 
de orden público o a las buenas costumbres.

Comentario. Todo hecho que sea contrario a las leyes de orden público o 
a las buenas costumbres será ilícito. En efecto, el a. 8o. del CCF refiere que 
los actos ejecutados contra el tenor de las leyes prohibitivas o de interés públi-
co serán nulos, es decir, serán ilícitos, que es la sanción que les corresponde. 

Ahora bien, las leyes de orden público reglamentan a un conglomerado 
con la finalidad de proteger y restringir los derechos y propiedades de las per-
sonas. En cambio, la terminología “buenas costumbres” varía en el tiempo, 
espacio y sociedad, por lo que dependerá del análisis que se haga en cada caso 
en particular. 

J.A.A.H.

Artículo 1831. El fin o motivo determinante de la voluntad 
de los que contratan, tampoco debe ser contrario a las leyes de 
orden público ni a las buenas costumbres.

Comentario. El móvil de todo contrato representa en sí mismo el motivo 
y fin de su convención, pues es precisamente la finalidad, motivo o causa, lo 
que determina en los contratantes su celebración. Dicho en otros términos, el 
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propósito que se busca al celebrar el contrato es lo que mueve a los contratan-
tes para su realización. 

Ahora bien, ese propósito, motivo, causa o fin, no debe ser contrario a las 
leyes ni a las buenas costumbres, pues de ser así, la sanción que acarrearía 
irremediablemente sería la nulidad de dicho contrato.

J.A.A.H.

Forma

Artículo 1832. En los contratos civiles cada uno se obliga en 
la manera y términos que aparezca que quiso obligarse, sin que 
para la validez del contrato se requieran formalidades determi-
nadas, fuera de los casos expresamente designados por la ley.

Comentario. Recuérdese que son cuatro los elementos de validez de todo 
contrato: la capacidad, la ausencia de vicios en la voluntad, la licitud y la 
formalidad. En cuanto a esta última cabe mencionar que cuando se habla de 
forma en los contratos implica que la voluntad de los contratantes deberá que-
dar plasmada en un documento, el cual en algunos casos podrá ser de orden 
privado o público y, en su caso, además deberá estar inscrito en una institu-
ción, como ocurre en la compraventa de un bien inmueble, el cual además de 
constar por escrito, en documento público ante notario, se exige su inscripción 
en el Registro Público de la Propiedad. 

Ahora bien, atendiendo al a. en comento, que hace referencia a la for-
ma como elemento de validez, por regla general los contratos no necesitan de 
formalidad, sin embargo, si un contrato determinado especifica que para su 
validez requiere la formalidad, deberá cumplir con tal determinación. 

J.A.A.H.

Artículo 1833. Cuando la ley exija determinada forma para 
un contrato, mientras que éste no revista esa forma no será váli-
do, salvo disposición en contrario; pero si la voluntad de las par-
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tes para celebrarlo consta de manera fehaciente, cualquiera de 
ellas puede exigir que se dé al contrato la forma legal.

Comentario. En caso de no existir la formalidad en un contrato especí-
fico que así la requiera, la sanción que trae como consecuencia lógica es la 
nulidad relativa. Sin embargo, si la voluntad de las partes consta de manera 
indubitable, a través de la acción proforma, se puede exigir que se le dé al 
contrato la forma legal requerida para su validez, subsanando con ello la 
falta de dicho requisito de validez.

J.A.A.H.

Artículo 1834. Cuando se exija la forma escrita para el con-
trato, los documentos relativos deben ser firmados por todas las 
personas a las cuales se imponga esa obligación. 

Si alguna de ellas no puede o no sabe firmar, lo hará otra a 
su ruego y en el documento se imprimirá la huella digital del in-
teresado que no firmó.

Comentario. El presente a. impone la obligación a los contratantes de firmar 
el escrito que contiene las cláusulas a que se han obligado. Lo anterior toda vez 
que con la firma de cada uno de ellos se expresa de manera visible la voluntad de 
las partes contratantes. Además de que constituye la prueba de que efectivamente 
se otorgó el consentimiento de las personas que celebraron el contrato en cuestión.

El párrafo segundo del a. en comento hace referencia a la obligación que 
se le impone al fedatario (notario o corredor) para especificar los datos gene-
rales de la persona que asume el rol de firmar por el contratante que no sabe 
hacerlo, además de imprimir la huella digital del contratante imposibilitado 
para firmar. Esto con el fin de cerciorase de la identidad de los contratantes y 
poder dar certeza jurídica al contrato y evitar sustituciones o suplantaciones 
en alguno de los contratantes. 

J.A.A.H.

Artículo 1834 Bis. Los supuestos previstos por el artículo an-
terior se tendrán por cumplidos mediante la utilización de me-
dios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, siempre 
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que la información generada o comunicada en forma íntegra, a 
través de dichos medios sea atribuible a las personas obligadas y 
accesible para su ulterior consulta.

En los casos en que la ley establezca como requisito que un 
acto jurídico deba otorgarse en instrumento ante fedatario públi-
co, éste y las partes obligadas podrán generar, enviar, recibir, archi-
var o comunicar la información que contenga los términos exactos 
en que las partes han decidido obligarse, mediante la utilización 
de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, en 
cuyo caso el fedatario público, deberá hacer constar en el propio 
instrumento los elementos a través de los cuales se atribuye dicha 
información a las partes y conservar bajo su resguardo una versión 
íntegra de la misma para su ulterior consulta, otorgando dicho ins-
trumento de conformidad con la legislación aplicable que lo rige.

Comentario. En cuanto a las llamadas firmas digitales será aplicable 
lo establecido en el a. 1834, que impone la obligación a los contratantes de 
manifestar su voluntad en firma (electrónica) que contiene las cláusulas a que 
se han obligado. Pues la firma expresa de manera visible la voluntad de las 
partes contratantes, además de constituir una prueba de que efectivamente se 
otorgó el consentimiento. 

Sin embargo, la única condición que se establece, tratándose de consenti-
miento por vía electrónica, consiste en que la información generada de manera 
digital sea imputable a las personas obligadas en forma fehaciente, es decir, 
que no admita duda de que ellos son los emisores de dicho consentimiento 
efectuado en forma electrónica, además de que dicha información digital esté 
accesible a los mismos contratantes para consultas posteriores. 

J.A.A.H.

División de los contratos

Artículo 1835. El contrato es unilateral cuando una sola de 
las partes se obliga hacia la otra sin que ésta le quede obligada.

Comentario. El contrato unilateral es aquel acto jurídico que sólo genera 
obligaciones para una de las partes y derechos para la otra. 
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No deben confundirse los actos en que sólo interviene una voluntad, esto 
es, los actos monosubjetivos, con los actos unilaterales, y aquéllos en que inter-
vienen dos o más voluntades o plurisubjetivos, con los actos bilaterales; ya que 
una clasificación obedece al número de voluntades que intervienen en el acto, y 
la otra a las obligaciones que genera un contrato, aunque en ocasiones también 
se le llama a los actos en que sólo interviene una voluntad, actos unilaterales, 
y a los que intervienen dos, bilaterales. 

La unilateralidad a que hace referencia el presente a. es en relación a los 
efectos del contrato y no a su formación.

Un contrato es unilateral cuando una de las partes se obliga para con 
otra que no contrae obligación alguna. Para hacer la distinción entre contratos 
unilaterales y bilaterales no se atiende al número de obligaciones que crea el 
contrato, sino al número de partes que quedan obligadas en el momento de su 
formación; si sólo uno de los contratantes se obliga desde el momento de la cele-
bración del contrato, sin que el otro contraiga ninguna obligación, es decir, hay 
un deudor y un acreedor, el contrato es unilateral, cualquiera que sea el número 
de obligaciones que imponga a la parte deudora.

J.A.A.H.

Artículo 1836. El contrato es bilateral cuando las partes se 
obligan recíprocamente.

Comentario. Se dice que un contrato es bilateral no por la circunstancia de 
que en él intervengan dos partes, sino por la pluralidad de sus efectos, caracterizado 
por la existencia de un ligamen recíproco entre la prestación y la contraprestación.

Los contratos bilaterales son aquéllos de los que surgen, al mismo tiempo 
y para cada una de las partes, obligaciones y derechos a prestaciones recíprocas, 
ligadas entre sí por una relación de interdependencia.

La dependencia que existe entre las obligaciones respectivas de un contrato 
sinalagmático permite a uno de los contratantes no cumplir su obligación si el 
otro se rehúsa a cumplir la suya. Como consecuencia de esta reciprocidad, la 
inejecución del contrato por una de las partes brinda la facultad potestativa a 
la otra para exigir el cumplimiento o la resolución de la obligación, con resarci-
miento de daños y perjuicios en ambos casos, tal como lo establece el a. 1949 
del Código en comento.
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Es importante señalar que la excepción de contrato no cumplido, señala-
do en el párrafo precedente, únicamente se aplica en los contratos bilaterales o 
sinalagmáticos, por ser precisamente consecuencia de la reciprocidad o inter-
dependencia de las obligaciones.

J.A.A.H.

Artículo 1837. Es contrato oneroso aquel en que se estipulan 
provechos y gravámenes recíprocos, y gratuito aquel en que el 
provecho es solamente de una de las partes.

Comentario. Los contratos, desde el punto de vista de los provechos y gra-
vámenes que generan, se clasifican en onerosos y gratuitos; si genera provechos 
y gravámenes recíprocos es oneroso; si sólo genera provechos para una de las 
partes y gravámenes para la otra es gratuito. Lo gratuito es, en otras palabras, 
sinónimo de libertad.

En el contrato oneroso existe un sacrificio equivalente que realizan las 
partes; por ejemplo, la compraventa, porque el vendedor recibe el provecho del 
precio y a la vez entrega la cosa y, viceversa, el comprador recibe el provecho 
de recibir la cosa y el gravamen de pagar, y el contrato gratuito sólo tiene por 
objeto la utilidad de una de las dos partes, sufriendo la otra el gravamen. Es 
gratuito, por tanto, aquel contrato en el que el provecho es para una sola de 
las partes, como por ejemplo el comodato. 

El interés práctico de esta clasificación obedece al ejercicio de la acción 
pauliana, de conformidad con los aa. 2164 y 2165; a la nulidad en caso de 
error, respecto de los contratantes; a la incapacidad de los representantes para 
celebrar contratos en nombre de los incapaces, entre otras.

J.A.A.H.

Artículo 1838. El contrato oneroso es conmutativo cuando 
las prestaciones que se deben las partes son ciertas desde que se 
celebra el contrato, de tal suerte que ellas pueden apreciar inme-
diatamente el beneficio o la pérdida que les cause éste. Es aleato-
rio cuando la prestación debida depende de un acontecimiento 
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incierto que hace que no sea posible la evaluación de la ganancia 
o pérdida, sino hasta que ese acontecimiento se realice.

Comentario. En este precepto legal se puede apreciar una clasificación 
de los contratos onerosos atendiendo a los provechos y gravámenes que gene-
ran. Si los provechos y gravámenes que genera para las partes son ciertos y 
conocidos desde la celebración misma del contrato, será conmutativo; si estos 
provechos y gravámenes no son ciertos y conocidos al momento de celebrarse 
el contrato, sino que dependen de circunstancias o situaciones posteriores a su 
celebración, será aleatorio.

En el CCF se regulan como contratos aleatorios los siguientes: la renta 
vitalicia, la compra de esperanza y los contratos de juego y apuesta permiti-
dos, y como contratos conmutativos; la compraventa, la permuta, el arrenda-
miento, entre otros.

La importancia práctica de esta distinción es que, generalmente, el ins-
tituto de la lesión no opera en los contratos aleatorios, porque las partes están 
tomando en cuenta, desde la celebración del contrato, que el monto de las pres-
taciones sea mayor o menor por las circunstancias o condiciones que puedan 
presentarse, en cambio en los contratos conmutativos sí opera siempre.

J.A.A.H.

Cláusulas que pueden contener los contratos

Artículo 1839. Los contratantes pueden poner las cláusulas que 
crean convenientes; pero las que se refieran a requisitos esenciales 
del contrato, o sean consecuencia de su naturaleza ordinaria, se 
tendrán por puestas aunque no se expresen, a no ser que las segun-
das sean renunciadas en los casos y términos permitidos por la ley.

Comentario. Este precepto hace hincapié en la facultad que tienen los 
contratantes para estipular en sus negocios jurídicos todas aquellas cláusulas 
que consideren convenientes, con las limitaciones que de la misma ley derivan. 
Como homenaje a la autonomía volitiva que en gran parte continúan susten-
tando las transacciones civiles, la ley permite la búsqueda de un mecanismo 
más efectivo que permita el aseguramiento de la prestación debida.
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Si se toma en consideración que el contrato es la exteriorización coinci-
dente de dos o más voluntades por la cual se crean, transmiten, modifican o 
extinguen obligaciones, ello significa que lo plasmado en una de sus cláusulas 
es precisamente la manifestación expresa de los contratantes sobre las obliga-
ciones que son su voluntad pactar.

Es menester señalar qué relaciones contractuales se rigen por las normas 
que provienen tanto de las cláusulas convenidas expresamente por las partes, 
como de la ley vigente en el momento en que se perfecciona el contrato, puesto 
que al llevarse a cabo tal perfeccionamiento, se entiende que las partes han 
tomado el contenido de la ley vigente, que es la que indica qué tipo de relación 
jurídica se crea; la que suple la voluntad de los contratantes en los puntos que 
no hubieran sido materia expresa de la convención, y que sin embargo son 
necesarios para el cumplimiento y ejecución del contrato, y la que pone límites 
a la libertad contractual.

J.A.A.H.

Artículo 1840. Pueden los contratantes estipular cierta pres-
tación como pena para el caso de que la obligación no se cumpla 
o no se cumpla de la manera convenida. Si tal estipulación se 
hace, no podrán reclamarse, además, daños y perjuicios.

Comentario. En la doctrina mexicana se ha entendido por pena conven-
cional aquella disposición que las partes pueden añadir al contrato, en virtud 
de la cual establecen el pago de cierta prestación como condena para el caso de 
que la obligación no resulte satisfecha de la manera convenida. En el derecho 
de los antiguos romanos, la stipulatio poenae tenía por objeto vincular obliga-
toriamente al deudor al pago de una cantidad previamente determinada para 
el caso de que la prestación debida no fuera pagada a su vencimiento. Por 
tanto, la figura cobraba caracteres marcadamente sancionatorios que garanti-
zaban al acreedor una mayor probabilidad en el pago puntual.

La característica principal de la cláusula penal es su naturaleza san-
cionatoria ante el incumplimiento o diferente cumplimiento de la obligación 
pactada, y su objeto esencial consiste en indemnizar al acreedor de los daños y 
perjuicios que se le sigan con la falta de cumplimiento de la obligación, y por 
esto se fija como límite máximo el valor de la obligación principal, tal como 
lo establece el numeral 1843 del dispositivo legal en comento; es por ello que 
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la estipulación de una cláusula penal sustituye en realidad la prevención legal 
del pago de los daños y perjuicios que eventualmente se causaran. Por lo tanto, 
ambas acciones no pueden ser nunca ejercidas en forma simultánea.

J.A.A.H.

Artículo 1841. La nulidad del contrato importa la de la cláu-
sula penal; pero la nulidad de ésta no acarrea la de aquél.

Sin embargo, cuando se promete por otra persona, impo-
niéndose una pena para el caso de no cumplirse por ésta lo pro-
metido, valdrá la pena aunque el contrato no se lleve a efecto por 
falta de consentimiento de dicha persona.

Lo mismo sucederá cuando se estipule con otro, a favor de 
un tercero, y la persona con quien se estipule se sujete a una pena 
para el caso de no cumplir lo prometido.

Comentario. Del contenido del presente a. se desprende el carácter ac-
cesorio de la pena convencional, y por lo tanto que su existencia, validez y 
subsistencia siguen la suerte de la obligación con la que se le vincula. Por esto, 
el precepto dice que la nulidad del contrato importa “la de la cláusula penal, 
pero la nulidad de ésta no acarrea la de aquél”, con la sola aclaración de que 
en este texto la palabra contrato está usada como sinónimo de la obligación 
que sirve de base a la cláusula penal.

Este carácter accesorio acogido en la ley permite explicar con claridad 
que en una disposición inmediata posterior se use el concepto “obligación 
principal”, entendiéndose éste en oposición al de “obligación accesoria” dado 
a la pena, en seguimiento de una de las clasificaciones tradicionales de las 
obligaciones que distingue entre principal y accesoria. 

En cuanto a los supuestos a que se refieren los últimos párrafos de este 
a., la promesa hecha en lugar de otra persona y la estipulación en favor de ter-
cero que suelen ir acompañadas de esta cláusula sancionatoria, se ha querido 
afirmar la validez del pacto sancionatorio, a pesar de que el acto principal 
no devenga eficaz, ya sea porque lo rehúse el tercero de cuya voluntad depende 
su celebración, o bien porque el promitente no cumpla con su obligación. El 
encabezado de este numeral destaca precisamente la nulidad del pacto por vía 
de consecuencia, esto es, provocada por la nulidad del contrato principal. En 
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sentido contrario, es claro que la nulidad del pacto no acarrea la del contrato 
en su totalidad, y ello en virtud del principio general de conservación de los 
actos y negocios jurídicos establecido en el a. 2238 del CCF. 

J.A.A.H.

Artículo 1842. Al pedir la pena, el acreedor no está obligado a 
probar que ha sufrido perjuicios, ni el deudor podrá eximirse de sa-
tisfacerla, probando que el acreedor no ha sufrido perjuicio alguno.

Comentario. La cláusula penal tiene como función evaluar anticipada-
mente los daños y perjuicios que pudieran causarse por el incumplimiento 
contractual, y fungir como sustituta de los daños y perjuicios; dicho en otras 
palabras, la pena convencional no es sino la determinación previa del monto 
de los daños y perjuicios, fijados de antemano con el objeto de superar las di-
ficultades de prueba que puedan existir para puntualizar la cuantía de éstos, 
condicionada, desde luego, al incumplimiento o cumplimiento defectuoso de 
las obligaciones contractuales.

De lo prevenido en este a. se concluye que para exigir el cumplimiento de 
esta pena convencional, el acreedor no está de ningún modo obligado a probar 
los perjuicios que ha sufrido, bastando al efecto el simple incumplimiento o la 
demora en la ejecución de lo convenido para ejecutarla.

J.A.A.H.

Artículo 1843. La cláusula penal no puede exceder ni en va-
lor ni en cuantía a la obligación principal.

Comentario. Debido a la naturaleza accesoria de la cláusula penal de-
rivan ciertas consecuencias; la primera es que la cláusula penal no valga por 
sí misma, en forma autónoma, es menester la existencia de una obligación 
principal de la cual dependa ésta. Así que si la obligación principal no surte 
efectos, tampoco lo hará la propia cláusula. 

La segunda consecuencia es que la cláusula penal no puede exceder ni en 
valor ni en cuantía a la obligación que pudiera resultar violada por el hecho 
ilícito. Esto encuentra su explicación lógica en la idea de que la cláusula pe-
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nal se pacta como un equivalente que sustituye a la indemnización retributiva, 
la cual no puede ser superior al valor que tenga la obligación que no se cumple 
en vista del hecho ilícito. Lo que busca el contratante al establecer esta cláu-
sula dentro del contrato es que la probable conducta ilícita de la otra parte, 
consistente en el incumplimiento del contrato, no le cause daño y perjuicio.

Es por ello que uno de los contratantes puede pactar esta cláusula para 
que se protejan de los posibles daños y perjuicios que surjan del incumpli-
miento de una de las partes. Sería irracional que la pena convencional esta-
blecida en un contrato fuera mayor que la suma estipulada en la obligación 
principal, sería risible tal situación e ilógico pensar que la pena es mayor que 
la causa que le dio origen.

J.A.A.H.

Artículo 1844. Si la obligación fuere cumplida en parte, la 
pena se modificará en la misma proporción. 

Comentario. Como una tercera consecuencia que deriva de la naturaleza 
accesoria de la cláusula penal se encuentra la contenida en este a.

Si el hecho ilícito no implica el incumplimiento total de la obligación, la 
cláusula penal se modifica en parte. Con el afán de clarificar este a. se puede 
hacer mención de uno de los principios rectores en materia de contratos: “lo 
accesorio sigue la suerte de lo principal”, es decir, la obligación principal va 
a influir categóricamente en la cláusula accesoria.

Al hablar de nulidad también se puede ejemplificar lo anterior: la nuli-
dad de la obligación principal provoca la nulidad de la cláusula penal, pero 
la nulidad de ésta no provoca la nulidad de la primera. Es decir, la obligación 
principal subsiste per se. 

Si la obligación principal fue incumplida totalmente, la pena será total, 
si la obligación fue incumplida en parte, de igual forma la pena convencional 
se reducirá proporcionalmente.

J.A.A.H.

Artículo 1845. Si la modificación no pudiere ser exactamen-
te proporcional, el juez reducirá la pena de una manera equita-
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tiva, teniendo en cuenta la naturaleza y demás circunstancias de 
la obligación. 

Comentario. Cuando se presenta una pena convencional por incumpli-
miento en el contrato, ésta puede sujetarse a modificaciones derivadas de la 
obligación principal, lo que sucede generalmente cuando se establecen penas 
convencionales pecuniarias, como con regularidad acontece; sin embargo, en 
algunas ocasiones, la pena establecida para el incumplimiento no es necesa-
riamente pecuniaria, y ahí es donde se presenta el problema para el juez, al 
reducir proporcionalmente la pena, o por lo menos en este caso para buscar la 
modificación equitativa que corresponda al caso concreto.

J.A.A.H.

Artículo 1846. El acreedor puede exigir el cumplimiento de 
la obligación o el pago de la pena, pero no ambos, a menos que 
aparezca haber estipulado la pena por el simple retardo en el 
cumplimiento de la obligación, o porque ésta no se preste de la 
manera convenida. 

Comentario. No se puede acumular la pena con el cumplimiento efectivo 
de la obligación, pues si la cláusula sirve para sustituir la posible indemni-
zación retributiva, y si ésta no se puede acumular con la ejecución efectiva de 
la obligación, habrá de obtenerse aquí el mismo resultado. 

Recuérdese que la pena convencional, o mejor llamada por la doctrina 
extranjera “cláusula penal”, es una hipótesis de liquidación anticipada y 
convencional de los daños y perjuicios contractuales producidos por el incum-
plimiento de la obligación, o por el retraso en su ejecución, y por lo tanto ésta 
posee un carácter indemnizatorio y no acumulativo.

J.A.A.H.

Artículo 1847. No podrá hacerse efectiva la pena cuando el 
obligado a ella no haya podido cumplir el contrato por hecho del 
acreedor, caso fortuito o fuerza insuperable. 

Comentario. Este precepto es muy claro en su contenido, ya que una vez 
más demuestra el carácter indemnizatorio de la cláusula penal, porque depen-
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de del hecho del acreedor. La responsabilidad de hacer efectiva la pena recae 
directamente sobre el deudor. Sin embargo, puede presentarse la situación que 
detalla el a. respecto a que el deudor no haya podido cumplir el contrato, pero 
por un hecho no imputable a él mismo, sino por un hecho del acreedor, un caso 
fortuito o de fuerza insuperable. 

En este caso no se hará efectiva la pena al deudor. Incluso se puede pac-
tar válidamente, en un convenio, una cláusula para suprimir o eliminar la 
responsabilidad del deudor cuando se presenten los supuestos que contiene este 
a. De esta manera el deudor no se compromete a indemnizar a la otra parte 
cuando se incurra en estos supuestos.

J.A.A.H.

Artículo 1848. En las obligaciones mancomunadas con cláu-
sula penal, bastará la contravención de uno de los herederos del 
deudor para que se incurra en la pena. 

Comentario. En este supuesto y cuando se trate de una herencia en obli-
gaciones mancomunadas responderá cada uno de los herederos del deudor por 
la parte proporcional que les corresponde, y bastará la contravención de uno 
de los dos para hacer efectiva la pena. En este a. se sobreentiende que existe 
una obligación que trae prevenida una cláusula penal, la cual ha sido hereda-
da y ha transmitido dicha obligación. Así pues, la contravención de alguno de 
los herederos del deudor provocará que se incurra en la pena. 

J.A.A.H.

Artículo 1849. En el caso del artículo anterior, cada uno de 
los herederos responderá de la parte de la pena que le correspon-
da, en proporción a su cuota hereditaria. 

Comentario. Este precepto es muy claro y no necesita de mayor interpre-
tación, ya que cada uno de los herederos responderá por la parte de la pena 
que le corresponda cuando sea el caso de que se incurra en la misma, lo cual 
se hará con base en su cuota hereditaria. 

J.A.A.H.
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Articulo 1850. Tratándose de obligaciones indivisibles, se ob-
servará lo dispuesto en el artículo 2007. 

Comentario. Para las obligaciones indivisibles, la sistemática de la co-
dificación remite a las reglas contenidas en el numeral 2007, mismo que a 
grandes rasgos establece que cualquiera de los acreedores puede solicitar la 
ejecución completa de la deuda, a mayor precisión de las implicaciones de tal 
ejecu- ción indivisible de la deuda (véase el comentario al a. 2007 del CCF). 

J.A.A.H.

Interpretación

Artículo 1851. Si los términos de un contrato son claros y 
no dejan duda sobre la intención de los contratantes, se estará al 
sentido literal de sus cláusulas.

Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente 
de los contratantes, prevalecerá esta sobre aquéllas.

Comentario. Es importante señalar que una cosa es interpretar el contra-
to y otra interpretar las normas que disciplinan de él.

Ahora bien, la interpretación del contrato, aparte de su mayor compleji-
dad señalada, tiene una función análoga a la de la interpretación de la norma 
jurídica; se trata de reconstruir el pensamiento y la voluntad de las partes, 
considerados en su combinación, es decir, el contenido perseguido por las par-
tes, de igual modo que en el caso de la interpretación de la norma, trata de 
reconstruir el pensamiento y la voluntad de la ley. 

Desde este último punto de vista, Dans define a la interpretación como 
la acción que tiende a fijar el sentido y el significado de las manifestaciones 
de la voluntad, especialmente de las palabras. El que quiera externar su vo-
luntad interna necesita valerse de ciertos signos que el mundo exterior pueda 
percibir; tiene que declarar su voluntad, lo cual se efectúa ordinariamente 
mediante palabras.

Interpretar el contrato significa y vale como indagar la “intención (vo-
luntad) común” efectiva; esto es, concreta de las partes, como lo expresa el pri-
mer párrafo del presente a. En relación con el segundo párrafo, se debe decir 
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que representa una norma interpretativa de la voluntad contractual, es decir, 
cuando las palabras son equívocas o los términos del contrato no son claros se 
tendría que indagar respecto al propósito de los contratantes.

J.A.A.H.

Artículo 1852. Cualquiera que sea la generalidad de los tér-
minos de un contrato, no deberán entenderse comprendidos en 
él cosas distintas y casos diferentes de aquéllos sobre los que los 
interesados se propusieron contratar.

Comentario. El presente a. asume la posición de la interpretación ob-
jetiva de los contratos, en tanto, señala que el acto jurídico “contrato” será 
interpretado de acuerdo con lo que se haya expresado en él, es decir, lo que se 
haya redactado o establecido en el mismo.

La interpretación subjetiva, atendiendo fundamentalmente a la común 
intención de las partes, no resulta ser lo principal, como si lo es en otros códi-
gos civiles, como el Código Civil chileno, que en su a. 1560 prescribe: “cono-
cida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella más que a 
lo literal de las palabras”, es decir, acatar la interpretación como el elemento 
intencional (subjetivo).

J.A.A.H.

Artículo 1853. Si alguna cláusula de los contratos admitiere 
diversos sentidos, deberá entenderse en el más adecuado para 
que produzca efecto.

Comentario. Existen actos jurídicos, y por consiguiente contratos, cuyas 
expresiones pueden ser entendidas de diferente manera debido a su vaguedad 
o a otras motivaciones. Con ese dispositivo se busca salvar esas deficiencias 
atendiendo a la naturaleza y finalidad del acto, los que tendrán que ser eva-
luados en cada caso.

Según esta regla, que para algunos se traduce en aludir la limitación a la 
regla de la prevalencia cuando una cláusula general sea más beneficiosa para 
el adherente que para el particular, será aquélla la que prevalezca. Según esto, 
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en caso de divergencia entre una cláusula general y una cláusula particular se 
aplicará la que resulte más beneficiosa para el adherente, ahora, cuando no 
se puede determinar cuál es la más beneficiosa, prevalecerá la cláusula parti-
cular sobre la general. A simple vista puede parecer que esta regla contradice 
la regla de la prevalencia, ya que permite que el acuerdo que representa la 
cláusula particular pueda verse desplazado por una cláusula general, que pro-
bablemente no ha sido considerada al contratar de manera tan específica como 
aquélla, con lo que sufre la autonomía de la voluntad, no obstante, introduce 
una eficaz medida de protección al adherente contra prácticas de mala fe del 
oferente, que pueden llegar al fraude de la ley. 

J.A.A.H.

Articulo 1854. Las cláusulas de los contratos deben interpre-
tarse las unas por las otras, atribuyendo a las dudosas el sentido 
que resulte del conjunto de todas.

Comentario. Se trata de una regla de indiscutido valor, pues consagra el 
principio de la unidad, conforme al cual el contrato es un cuerpo coherente y 
sus estipulaciones no pueden ser evaluadas aisladamente. Messineo señala: 
“cada cláusula, arrancada de conjunto y tomada en sí misma, puede adquirir 
un significado inexacto y solamente de la correlación armónica de cada una 
con las otras, y de la luz que se proyectan recíprocamente, surge el significado 
efectivo de cada una y de todas, tomadas en el conjunto”. El contrato, en efec-
to, no es una suma de cláusulas sino un conjunto orgánico.

Por tanto, el contrato ha de considerarse como un todo coherente, y sus 
cláusulas han de interpretarse las unas por medio de las otras, atribuyendo a 
cada una el sentido que resulte del conjunto.

J.A.A.H.

Artículo 1855. Las palabras que pueden tener distintas acep-
ciones serán entendidas en aquella que sea más conforme a la 
naturaleza y objeto del contrato.

Comentario. Existen actos jurídicos, por consiguiente contratos, cuyas 
expresiones pueden ser entendidas de diferente manera debido a su vaguedad 
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o a otras motivaciones. Con ese dispositivo se busca salvar esas deficiencias 
atendiendo a lo que tendrán que ser más conforme con la naturaleza y la fi-
nalidad del acto, lo que tendrá que ser evaluado en cada caso.

Existe un sistema de interpretación de los contratos denominado de vo-
luntad interna, el cual establece que se estará a la voluntad de las partes, por 
tanto, se protege el libre albedrío de las partes y el principio de justicia. De 
esta manera, la connotación de un término será entendido de acuerdo con la 
naturaleza y objeto del contrato, atendiendo pues a la interpretación de volun-
tad interna de las partes.

J.A.A.H.

Artículo 1856. El uso o la costumbre del país se tendrán en 
cuenta para interpretar las ambigüedades de los contratos.

Comentario. En ocasiones, cuando el contrato es ambiguo, se puede recu-
rrir al uso o a la costumbre del país para interpretarlo, ya que cuando las reglas 
de interpretación divagan en el alcance, contenido o significación de un contra-
to, es menester utilizar las reglas de convivencia implantadas en una colectivi-
dad, las cuales son aceptadas como válidas y poseen un carácter obligatorio. Es 
por eso que cuando las reglas de interpretación no dan las herramientas eficaces 
para combatir la vaguedad de un acto jurídico, como lo es el contrato, ha de 
recurrir al uso y la costumbre para desenmarañar el sentido más profundo del 
contrato y sus alcances, efectos y consecuencias entre las partes. 

J.A.A.H.

Artículo 1857. Cuando absolutamente fuere imposible resol-
ver las dudas por las reglas establecidas en los artículos prece-
dentes, si aquéllas recaen sobre circunstancias accidentales del 
contrato, y éste fuere gratuito, se resolverán a favor de la menor 
transmisión de derechos e intereses; si fuere oneroso se resolverá 
la duda a favor de la mayor reciprocidad de intereses.

Si las dudas de cuya resolución se trata en este artículo re-
cayesen sobre el objeto principal del contrato, de suerte que no 
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pueda venirse en conocimiento de cuál fue la intención o la vo-
luntad de los contratantes, el contrato será nulo.

Comentario. Si se está en presencia de una circunstancia accidental del 
contrato en virtud de la cual existe una duda, y cuando éste fuere gratuito, 
entonces se resolverá de acuerdo con la menor transmisión de derechos e in-
tereses, esto es para favorecer a las partes y hacer que el acto jurídico sea 
benéfico para las partes en ausencia, claro está, de reglas precisas y eficaces 
de interpretación. 

Ahora bien, si el contrato fuera oneroso se resolverá la duda a favor de la 
mayor reciprocidad de intereses, de igual forma para salvaguardad la integri-
dad de las partes y al mismo tiempo otorgando cierta confianza y seguridad 
jurídica.

Caso contrario, cuando se está en presencia de dudas cuya resolución 
recaiga no sobre elementos accidentales, sino sobre el objeto principal del con-
trato, de tal forma que no se pueda dilucidar cuál fue la voluntad de los con-
tratantes, entonces en este caso el contrato será nulo.

J.A.A.H.

Disposiciones finales

Artículo 1858. Los contratos que no están especialmente re-
glamentados en esté Código, se regirán por las reglas generales 
de los contratos; por las estipulaciones de las partes, y en lo que 
fueron omisas, por las disposiciones del contrato con el que ten-
gan más analogía, de los reglamentados en este ordenamiento.

Comentario. Cualquier contrato que se celebre necesita el acuerdo de 
voluntades, así como expresarse formalmente; la simple manifestación no le 
basta a la norma jurídica para celebrar un contrato, y ambas partes buscan 
en él un bien común y el fin para lograrlo es el contrato.

Gutiérrez y González señala que la regulación que la ley hace del con-
trato sirve para regular todos los contratos que no estén expresamente regla-
mentados, y las disposiciones sobre el contrato son aplicables a todos los actos 
jurídicos.
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Tratando de entender esto, no existe un contrato desconocido, todos tienen 
un nombre y se ajustan en términos y condiciones de las partes a la clasifica-
ción general de los contratos del ordenamiento legal.

J.A.A.H.

Artículo 1859. Las disposiciones legales sobre contratos se-
rán aplicables a todos los convenios y a otros actos jurídicos, en 
lo que no se opongan a la naturaleza de éstos o a disposiciones 
especiales de la ley sobre los mismos.

Comentario. La clasificación general de los contratos en este CCF per-
mite su interpretación y reglamentación al contemplar también actos jurídi-
cos que se puede entender como contratos, pero que carecen de los elementos 
suficientes para lograr esa formalidad que exigen los contratos y la ley. Se 
podrían tomar en cuenta como actos jurídicos en lo que no se oponga su na-
turaleza; por ejemplo, a los contratos que sólo se efectúan con palabras, entre 
no presentes y presentes con plazo y sin él; sólo el común acuerdo, literalmente 
o de palabra de las personas, misma que se opone a su naturaleza original de 
revestir una forma legal, pero que llegado el momento se perfeccionará dicho 
contrato con los elementos de eficacia y validez, así como todas las demás 
disposiciones para ser formalmente un contrato.

J.A.A.H.

Capítulo II 

De la declaración unilateral de voluntad

Artículo 1860. El hecho de ofrecer al público objetos en de-
terminado precio, obliga al dueño a sostener su ofrecimiento.

Comentario. Este a. prevé el hecho de ofrecer al público objetos en deter-
minado precio, obligando al dueño a sostener su ofrecimiento. Esto puede estar 
dirigido a varias personas sin distinción de edad o sexo y sujetarse a término 
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o hasta agotar su existencia, así el que lo haga estará obligado a sostener su 
propuesta hasta que otra persona lo acepte. Consagra la fuerza obligatoria de 
la manifestación de la persona.

¿A qué está obligado? El declarante o promitente queda comprometido 
a cumplir lo ofrecido: a vender la cosa en el precio anunciado (a. 1860 del 
ordenamiento legal en cita). A entregar la recompensa al que realizó con-
dición o prestación solicitada (aa. 1861 y 1862 del ordenamiento legal 
en cita).

A entregar la recompensa al que venció en el concurso (aa. 1867 y 1862 
del ordenamiento legal en cita). 

Dicha declaración puede dividirse en cuatro secciones: a) ofertas al pú-
blico; b) promesa de recompensa; c) concurso con promesa de recompensa, y 
d) estipulación en favor de un tercero.

E.T.M.

Artículo 1861. El que por anuncios u ofrecimientos hechos al 
público se comprometa a alguna prestación en favor de quien lle-
ne determinada condición o desempeñe cierto servicio, contrae 
la obligación de cumplir lo prometido.

Comentario. Consagra la fuerza obligatoria de la manifestación de la 
persona de cumplir lo ofertado al público, por medio de propaganda u ofer-
tas públicas; este numeral regula “la oferta al público”, pero no en general, 
sino para aquellos destinatarios que cumplan ciertas condiciones previamente 
anunciadas; en efecto, cuando alguien se obliga a determinado acto jurídico 
(que puede ser traslativo de dominio, uso o bien de servicios), a cierto precio 
pagadero en dinero, y dirigida a persona determinada por ciertas condiciones 
(como podría ser la edad o disponiilidad de existencia o temporalidad del 
producto ofertado, et al.), mediante su publicitación pública, está obligado a 
sostener el precio, siempre y cuando se cumplan las condiciones preestablecidas 
en la oferta pública.

E.T.M.
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Artículo 1862. El que en los términos del artículo anterior 
ejecutare el servicio pedido o llenare la condición señalada, po-
drá exigir el pago o la recompensa ofrecida.

Comentario. Cuando una persona por algún medio manifiesta compen-
sar a otra con algún bien, dinero o premio, por ejemplo, la localización de 
personas o que se proporcionen indicios para lograrlo y que por condicio-
narse a cierto tiempo, y cierto lugar, y se puedan proporcionar ciertos datos, 
resultara obligado en otorgar la recompensa a quien los haya proporcionado 
con la posibilidad de retractarse también por los mismos medios (véase a. 
1861).

E.T.M.

Artículo 1863. Antes de que esté prestado el servicio o cum-
plida la condición, podrá el promitente revocar su oferta, siem-
pre que la revocación se haga con la misma publicidad que el 
ofrecimiento.

En este caso, el que pruebe que ha hecho erogaciones para 
prestar el servicio o cumplir la condición por la que se había ofre-
cido recompensa, tiene derecho a que se le reembolse.

Comentario. El autor de la promesa puede revocarla, dándole la misma 
publicidad mientras no haya sido cumplida la prestación requerida, pero en 
caso en que la revocación causara perjuicios a tercero, éstos deben ser repara-
dos por el promitente.

E.T.M.

Artículo 1864. Si se hubiere señalado plazo para la ejecución 
de la obra, no podrá revocar el promitente su ofrecimiento mien-
tras no esté vencido el plazo.

Comentario. El plazo, como periodo de tiempo dentro del cual puede 
tener vida un derecho o ser ejercitado, tiene una trascendencia importante en 
la legislación hipotecaria, aun cuando pueda decirse que todos los plazos que 
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la misma señala son plazos preclusivos o plazos dentro de los cuales pueda 
realizarse un acto con eficacia jurídica.

E.T.M.

Artículo 1865. Si el acto señalado por el promitente fuere 
ejecutado por más de un individuo, tendrán derecho a la recom-
pensa.

I. El que primero ejecutare la obra o cumpliere la condición;
II. Si la ejecución es simultánea, o varios llenan al mismo tiem-

po la condición, se repartirá la recompensa por partes iguales;
III. Si la recompensa no fuere divisible se sorteará entre los 

interesados.
Comentario. El legislador previó que tratándose de varios individuos que 

ejecuten el acto del promitente, tendrán a su favor la recompensa. El primer 
supuesto está sujeto a que el promitente ejecute la obra o satisfaga la condi-
ción. El segundo precisa que si varios concurren a cumplir con la obligación, 
entonces se repartirán por partes iguales dicha recompensa. Finalmente, la fr. 
III establece que si la recompensa no admite cómoda división se efectuará un 
sorteo entre los interesados, de tal suerte que de forma aleatoria se decida la 
recompensa.

E.T.M.

Artículo 1866. En los concursos en que haya promesa de re-
compensa para los que llenaren ciertas condiciones, es requisito 
esencial que se fije un plazo.

Comentario. Si la recompensa es ofrecida a quienes triunfen en un con-
curso, es obvio que el declarante deberá redactar las bases del certamen y 
respetarlas, ponerlas en conocimiento del público o personas convocadas, su-
jetar a un plazo la realización de la competencia, y designar el jurado que 
decidirá a quién o a quiénes se entregará el premio.

E.T.M.
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Artículo 1867. El promitente tiene derecho de designar la 
persona que deba decidir a quién o a quiénes de los concursantes 
se otorga la recompensa.

Comentario. Una de las características es que el promitente puede desig-
nar, desde luego, en el momento mismo de la convocatoria, que un tercero o 
terceros puedan decidir cuál de todos los concursantes es el que tendrá derecho 
a la recompensa.

Tal derecho que tiene el promitente de designar a terceros para que resuel-
van en su nombre aspectos esenciales, ya sea de los concursantes o de las obras 
presentadas y determinen quién merece el premio, implica, atendiendo a las 
características de las actividades desarrolladas por éstos, también una obliga-
ción para el promitente, interpretando el numeral en glosa, de forma conjunta 
con los aa. de los que se aprecia que los actos específicos encomendados por 
el promitente a los terceros son esencialmente actos de mandato, por lo que 
el derecho o facultad que tiene para designarlos implica necesariamente una 
obligación de responder por los actos o decisiones tomados por éstos.

E.T.M.

Artículo 1868. En los contratos se pueden hacer estipulacio-
nes en favor de tercero de acuerdo con los siguientes artículos.

Comentario. Otra de las figuras que el CCF reglamenta debido a que 
esta propuesta generalmente va dirigida a persona determinada, como fuente 
creadora de obligaciones.

E.T.M.

Artículo 1869. La estipulación hecha a favor de tercero hace 
adquirir a éste, salvo pacto escrito en contrario, el derecho de 
exigir del promitente la prestación a que se ha obligado.

También confiere al estipulante el derecho de exigir del pro-
mitente el cumplimiento de dicha obligación.

Comentario. Esta propuesta generalmente va dirigida a una persona de-
terminada; como fuente creadora de obligaciones se establece que también es 
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un desglose de la declaración unilateral de la voluntad, pues resulta a través 
de un acto jurídico en el que las partes que intervienen acuerdan de propia vo-
luntad que los efectos del acto que se celebran beneficien a un tercero. En éste, 
las partes acuerdan hacer una prestación en favor de alguien ajeno al acto, 
pero resulta beneficiado siempre y cuando el acto jurídico sea nulo, entonces el 
beneficio correrá la misma suerte.

E.T.M.

Artículo 1870. El derecho de tercero nace en el momento de 
perfeccionarse el contrato, salvo la facultad que los contratantes 
conservan de imponerle las modalidades que juzgue convenien-
tes, siempre que éstas consten expresamente en el referido con-
trato.

Comentario. Se trata de una cláusula contractual en la que se concede 
un derecho para alguien que no ha intervenido ni ha sido representado en el 
acto jurídico en el que las partes que intervienen acuerdan de propia voluntad 
que los efectos del acto que se celebra beneficie a un tercero, contenida en la 
cláusula de un contrato.

E.T.M.

Artículo 1871. La estipulación puede ser revocada mientras 
que el tercero no haya manifestado su voluntad de querer apro-
vecharla. En tal caso, o cuando el tercero rehusé la prestación 
estipulada a su favor, el derecho se considera como no nacido.

Comentario. Esta figura jurídica tiene la particularidad de que la obli-
gación que genera es revocable hasta cierto momento por el estipulante, quien 
puede arrepentirse de la promesa y retirarla mientras el tercero no declaré su 
interés de recibir el beneficio. Además es rechazable por el beneficiario, quien 
puede rehusar el derecho que se le concedió. En tales supuestos la ley conside-
ra, por ficción, que el derecho no ha nacido.

E.T.M.
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Artículo 1872. El promitente podrá, salvo pacto en contra-
rio, oponer al tercero las excepciones derivadas del contrato.

Comentario. El contrato es el medio jurídico que origina la estipulación 
a favor de tercero. Ese acuerdo de voluntades da la medida y existencia al 
derecho de tercero. Si el beneficiario intenta una acción contra el promitente, 
éste puede oponer las mismas excepciones derivadas del contrato que podría 
hacer valer contra el estipulante.

E.T.M.

Artículo 1873. Puede el deudor obligarse otorgando docu-
mentos civiles pagaderos a la orden o al portador.

Comentario. Quien los porte o posea hace efectivo el derecho. Éstos se 
trasmiten, o “circulan”, por medio de la entrega o tradición del documento, y 
su titular será quien los tenga en su poder; basta su tenencia para estar legi-
timado y hacer efectivos sus derechos.

E.T.M.

Artículo 1874. La propiedad de los documentos de carácter 
civil que se extiendan a la orden, se transfiere por simple endoso, 
que contendrá el lugar y fecha en que se hace, el concepto en que 
se reciba el valor del documento, el nombre de la persona a cuya 
orden se otorgó el endoso y la firma del endosante.

Comentario. Véase comentario al a.1873.

E.T.M.

Artículo 1875. El endoso puede hacerse en blanco con la sola 
firma del endosante, sin ninguna otra indicación; pero no podrán 
ejercitarse los derechos derivados del endoso sin llenarlo con to-
dos los requisitos exigidos por el artículo que precede.

Comentario. Véase comentario al a.1873.

E.T.M.
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Artículo 1876. Todos los que endosen un documento quedan 
obligados solidariamente para con el portador, en garantía del 
mismo. Sin embargo, puede hacerse el endoso sin la responsa-
bilidad solidaria del endosante, siempre que así se haga constar 
expresamente al extenderse el endoso.

Comentario. Véase comentario al a. 1873

E.T.M.

Artículo 1877. La propiedad de los documentos civiles que 
sean al portador, se transfiere por la simple entrega del título.

Comentario. Hay dos clases de títulos civiles: los que tienen designado 
un titular determinado, llamados nominativos o “a la orden” (son extendidos 
a nombre de cierta persona o a quien ésta ordene), y los extendidos a una per-
sona indeterminada o “al portador”, esto es, a quien los porte o posea. Éstos 
se trasmiten, o “circulan”, por medio de la entrega o tradición del documento, 
y su titular será quien los tenga en su poder; basta su tenencia para estar le-
gitimado y hacer efectivos sus derechos.

E.T.M.

Artículo 1878. El deudor obligado a pagar a cualquiera que 
le presente y entregue el título al portador, a menos que haya re-
cibido orden judicial para no hacer el pago.

Comentario. Hay dos clases de títulos civiles, los que tienen designando 
un titular determinado, llamados nominativos o “a la orden” (son extendidos 
a nombre de cierta persona o a quien ésta ordene), y los extendidos a persona 
indeterminada o “al portador”, es decir, a quien los porte o posea. Estos se 
trasmiten, o “circulan”, por medio de la entrega o tradición del documento, y 
su titular será quien los tenga en su poder; basta su tenencia para estar legi-
timado, para hacer efectivos sus derechos.

E.T.M.
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Artículo 1879. La obligación del que emite el título al por-
tador no desaparece, aunque demuestre que el título entró en 
circulación contra su voluntad.

Comentario. Véase comentario al a.1873.

E.T.M

Artículo 1880. El suscriptor del título al portador no puede 
oponer más excepciones que las que se refieren a la nulidad del 
mismo título, las que se deriven de su texto o las que tenga en 
contra del portador que lo presente.

Comentario. El promitente (suscriptor) de un título civil al portador no 
podrá resistirse a pagar alegando defensas o excepciones personales que pudo 
oponer al primer titular o a los sucesivos, sino sólo las que tenga contra el 
portador que lo presente, pues se considera que cada nuevo titular adquiere un 
derecho independiente y autónomo del que tenía su causante.

E.T.M.

Artículo 1881. La persona que ha sido desposeída injusta-
mente de títulos al portador, sólo con orden judicial puede impe-
dir que se paguen al detentador que los presente al cobro.

Comentario. Los títulos civiles pueden incorporar y contener obligaciones 
de hacer prestaciones de hecho, no son solemnes, no requieren de menciones 
específicas que los constituyan. En la práctica, los tribunales reconocen y con-
ceden fuerza ejecutiva a documentos civiles que consignan una obligación al 
transmitirse su cobro en medios preparatorios a juicio ejecutivo civil.

E.T.M.
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Capítulo III

Del enriquecimiento ilegítimo

Artículo 1882. El que sin causa se enriquece en detrimento 
de otro, está obligado a indemnizarlo de su empobrecimiento en 
la medida que él se ha enriquecido.

Comentario. La figura del enriquecimiento ilegítimo tiene su antecedente 
en el derecho romano, el cual se sustenta en el principio de equidad “Jure 
naturaeaequum est, neminem cum alterius detrimento et injuria fieri locuple-
tiorem”, esto es, nadie debe enriquecerse a costa ajena; asimismo, se contempla 
la acción de repetición de lo entregado, por una parte, y retenido, por otra, sin 
existir causa legítima, posibilitando legalmente al sujeto activo para exigir su 
restitución e impone el deber al sujeto pasivo de reintegrar la cosa entregada 
como pago, en otras palabras, a quien se enriquece sin causa se le impone la 
obligación de restituir a quien por ello se empobrece, el importe de su enrique-
cimiento hasta el monto del empobrecimiento, teniendo tal acción el carácter de 
indemnización; en el derecho mexicano, la acción de enriquecimiento ilegítimo 
ha sido considerada como igual a la de pago de lo indebido; por tanto, la obli-
gación no nace de la voluntad de las partes, sino de la ley, en virtud de que la 
persona que retiene no lo hace con la idea de obligarse a su restitución. Y cuyos 
elementos para que se configure el enriquecimiento ilegítimo son los siguientes: 
a) el enriquecimiento de una persona; b) el empobrecimiento de otra; c) una 
relación entre el enriquecimiento de una y el empobrecimiento de la otra, y 
d) una ausencia de causa en ese enriquecimiento.

L.M.B.

Artículo 1883. Cuando se reciba alguna cosa que no se tenía 
derecho de exigir y que por error ha sido indebidamente pagada, 
se tiene obligación de restituirla.

Si lo indebido consiste en una prestación cumplida, cuando 
el que la recibe procede de mala fe, debe pagar el precio corrien-
te de esa prestación; si procede de buena fe, sólo debe pagar lo 
equivalente al enriquecimiento recibido.
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Comentario. El pago de lo indebido trae como consecuencia la obligación 
de reintegrar la cosa o pago recibido cuando no se tiene derecho a ellos, ya sea 
por no existir dicha obligación o porque, existiendo la deuda, quien paga no 
es el deudor, o a quien se paga no es el acreedor, o se ha pagado de más, tales 
circunstancias presuponen la existencia del error en el cual se encuentra el que 
recibe indebidamente la cosa o pago o en el error del quien entrega o lo realiza; 
para establecer los efectos de lo recibido o pagado indebidamente es necesario 
determinar la buena o mala fe del que recibe.

L.M.B.

Artículo 1884. El que acepte un pago indebido, si hubiere 
procedido de mala fe, deberá abonar el interés legal cuando se 
trate de capitales, o los frutos percibidos y los dejados de percibir, 
de las cosas que los produjeren.

Además, responderá de los menoscabos que la cosa haya su-
frido por cualquiera causa, y de los perjuicios que se irrogaren 
al que la entregó, hasta que la recobre. No responderá del caso 
fortuito cuando éste hubiere podido afectar del mismo modo a 
las cosas hallándose en poder del que las entregó.

Comentario. Si obra de mala fe el aceptante de un pago indebido está 
obligado al pago de los intereses legales que genere la cantidad recibida; si se 
trata de cosa alguna, el aceptante está obligado al pago de los frutos percibi-
dos o dejados de producir, además de responder de los menoscabos y perjuicios 
que sufre el que la entregó hasta que la recupere; el segundo párrafo establece 
una excepción de responsabilidad del aceptante de la cosa cuando ésta se pier-
da por una cuestión accidental, sólo si la cosa sufriera la misma afectación 
en la forma imprevista si ésta se encontrara en posesión del que la entregó.

La idea fundamental detrás de dicho precepto radica en la necesidad no 
sólo de indemnizar a quien realiza dicho pago, sino de sancionar a quien lo 
acepta de mala fe, pues dicha conducta constituye un hecho ilícito que el le-
gislador se ve compelido a disuadir mediante una sanción.

L.M.B.
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Artículo 1885. Si el que recibió la cosa con mala fe, la hubie-
re enajenado a un tercero que tuviere también mala fe, podrá el 
dueño reivindicarla y cobrar de uno u otro los daños y perjuicios.

Comentario. La persona que recibe una cosa y conoce que no tiene ningún 
derecho sobre ella y a pesar de ello la transfiere a un tercero que también sabe 
que el enajenante no tiene legítimo derecho sobre la misma, por su mala fe, son 
responsables solidarios de la reparación de los daños y perjuicios causados al 
dueño, el cual podrá reclamárselos en lo individual o en su conjunto, así como 
la devolución de la cosa. Dicha acción es denominada in rem verso.

L.M.B.

Artículo 1886. Si el tercero a quien se enajena la cosa la ad-
quiere de buena fe, sólo podrá reivindicarse si la enajenación se 
hizo a título gratuito.

Comentario. Cuando actúa de buena fe el adquiriente de la cosa recibida 
indebidamente por su enajenante, está obligado solamente a la restitución de 
la cosa si la obtuvo a título gratuito; lo que quiere decir que si la obtuvo one-
rosamente no está obligado a la restitución. 

L.M.B.

Artículo 1887. El que de buena fe hubiere aceptado un pago 
indebido de cosa cierta y determinada, sólo responderá de los 
menoscabos o pérdidas de ésta y de sus accesiones, en cuanto por 
ellos se hubiere enriquecido. Si la hubiere enajenado, restituirá el 
precio o cederá la acción para hacerlo efectivo.

Comentario. No obstante que se reciba de buena fe el pago indebido de 
cosa cierta, subsiste la obligación de devolverla. Sin embargo, si ello no fuera 
posible, el receptor responderá por el deterioro o pérdida de la misma, reinte-
grando su costo y el dinero obtenido en caso de enriquecimiento, sin que exista 
responsabilidad de daños y perjuicios. La transmisión de la cosa a un tercero 
surtirá sus efectos jurídicos y el enajenante tendrá la obligación de entregar el 
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precio recibido o, en su caso, ceder la acción para que pueda hacerla efectiva 
al tercero adquirente. 

L.M.B.

Artículo 1888. Si el que recibió de buena fe una cosa dada en 
pago indebido, la hubiere donado, no subsistirá la donación y se 
aplicará al donatario lo dispuesto en el artículo anterior.

Comentario. No permanecerá la donación de una cosa dada en pago 
indebido aunque sea recibida de buena fe. La obligación del donatario es de-
volverla, y si no le es posible hacerlo responderá por el deterioro o pérdida de la 
misma, reintegrando su costo y el dinero obtenido en caso de enriquecimiento, 
sin que exista responsabilidad de daños y perjuicios. Al ser la donación un 
acto esencialmente gratuito, no existe responsabilidad civil para quien dona lo 
recibido indebidamente de buena fe.

L.M.B.

Artículo 1889. El que de buena fe hubiere aceptado un pago 
indebido, tiene derecho a que se le abonen los gastos necesarios 
y a retirar las mejoras útiles, si con la separación no sufre detri-
mento la cosa dada en pago. Si sufre, tiene derecho a que se le 
pague una cantidad equivalente al aumento de valor que recibió 
la cosa con la mejora hecha.

Comentario. Visto que el receptor de buena fe actuó siempre dentro de lo 
que consideraba la esfera de su legítimo derecho, en la cual se encuentra na-
turalmente la de realizar mejoras a los bienes que conforman su patrimonio, 
el principio de equidad demanda que el mismo sea indemnizado por el monto 
de los gastos necesarios para la retira de las mejoras, a menos que esto resulte 
imposible sin deteriorar el bien principal, en cuyo caso, el receptor deberá ser 
indemnizado por el valor de dichas mejoras, que pasarán a formar parte del 
patrimonio del nuevo propietario.

L.M.B.
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Artículo 1890. Queda libre de la obligación de restituir el 
que, creyendo de buena fe que se hacía el pago por cuenta de un 
crédito legítimo y subsistente, hubiese inutilizado el título, dejado 
prescribir la acción, abandonando las prendas, o cancelado las 
garantías de su derecho. El que paga indebidamente sólo podrá 
dirigirse contra el verdadero deudor o los fiadores, respecto de 
los cuales la acción estuviese viva.

Comentario. El que por error paga la deuda legítima de un tercero por 
creer que él lo debía y el acreedor de buena fe recibe el pago al presumir que 
su deudor lo realiza, y por tal circunstancia inutiliza el título generado por la 
deuda, abandona las prendas o cancela las garantías otorgadas por el crédito, 
no está obligado a restituir el pago recibido, ya que se le causaría perjuicio 
por el error o negligencia del pagador, al haber realizado las cancelaciones del 
título y garantías otorgadas por el verdadero deudor; no obstante, el pagador 
sólo tendrá acción para reclamar la restitución contra el verdadero deudor o 
los fiadores el pago realizado. 

L.M.B.

Artículo 1891. La prueba del pago incumbe al que pretende 
haberlo hecho. También corre a su cargo la del error con que lo 
realizó, a menos que el demandado negare haber recibido la cosa 
que se le reclama. En este caso, justificada la entrega por el deman-
dante, queda relevado de toda otra prueba. Esto no limita el dere-
cho del demandado para acreditar que le era debido lo que recibió.

Comentario. El precepto en comento establece las reglas relativas a la 
carga de la prueba para la devolución del pago de lo indebido, obedeciendo en 
todo momento a la buena o mala fe del receptor.

En esta tesitura, la carga de la prueba, si bien corresponde inicialmente 
al que pretende la devolución (tanto del pago como del error), queda invertida 
cuando, probada la entrega, el demandado niega la recepción del pago, pues a 
partir de ese momento se presume su mala fe, por lo que queda a su cargo la 
acreditación de que lo que recibió le era efectivamente debido.

L.M.B.
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Artículo 1892. Se presume que hubo error en el pago, cuan-
do se entrega cosa que no se debía o que ya estaba pagada; pero 
aquel a quien se pide la devolución puede probar que la entrega 
se hizo a título de liberalidad o por cualquiera otra causa justa.

Comentario. El que recibe tiene la carga de la prueba para destruir la 
presunción del error en el pago, esto es, demostrar que el pago o cosa entrega-
da devienen de una causa justificada y que por lo mismo no está obligado a 
restituir lo recibido.

L.M.B.

Artículo 1893. La acción para repetir lo pagado indebida-
mente prescribe en un año, contado desde que se conoció el error 
que originó el pago. El sólo transcurso de cinco años, contados 
desde el pago indebido, hace perder el derecho para reclamar su 
devolución.

Comentario. Se contemplan dos situaciones diversas; una a partir de la 
fecha del error y otra a partir de la fecha del pago; por tanto, cuando se opone 
la excepción de prescripción fundada en el a. en comento se debe precisar a 
cuál de las dos situaciones se refiere, así como la fecha en que debe computarse 
el término de la prescripción.

L.M.B.

Artículo 1894. El que ha pagado para cumplir una deuda 
prescrita o para cumplir un deber moral, no tiene derecho de 
repetir.

Comentario. Si la obligación de pago se ha extinguido por prescripción 
conforme al a. 1135 de este Código, y por cualquier circunstancia se paga la 
deuda, no se puede restituir lo pagado, ya que el mismo no se puede considerar 
haberse realizado indebidamente.

L.M.B.
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Artículo 1895. Lo que se hubiere entregado para la realiza-
ción de un fin que sea ilícito o contrario a las buenas costumbres, 
no quedará en poder del que lo recibió. El cincuenta por ciento 
se destinará a la Beneficencia Pública y el otro cincuenta por 
ciento tiene derecho de recuperarlo el que lo entregó.

Comentario. Se refiere a la acción que puede intentar el que cumpla con 
una obligación derivada de un acto jurídico declarado nulo por ilicitud en su 
objeto, la cual tiene como consecuencia recuperar el 50% de lo entregado, ya 
que el otro 50% corresponde a la asistencia pública local en donde se realice 
la actividad ilícita.

L.M.B.

Capítulo IV

De la gestión de negocios

Artículo 1896. El que sin mandato y sin estar obligado a ello 
se encarga de un asunto de otro, debe obrar conforme a los inte-
reses del dueño del negocio.

Comentario. La gestión de negocios es una institución que se basa en 
el principio de solidaridad social, para ello se requiere que una persona, sin 
tener mandato y sin estar autorizada u obligada legalmente, en forma espon-
tánea se encargue de un asunto que está momentáneamente abandonado por 
su dueño, por encontrarse ausente o impedido para atenderlo en persona, y que 
para el cuidado de ellos no cuente con algún representante o administrador, 
surgiendo la obligación de conducirse conforme a los intereses del dueño del 
negocio; la cual tiene como finalidad evitar un daño al dueño o proporcionarle 
algún beneficio en sus cosas.

J.L.G.A.

Artículo 1897. El gestor debe desempeñar su encargo con 
toda la diligencia que emplea en sus negocios propios, e indem-
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nizará los daños y perjuicios que por su culpa o negligencia se 
irroguen al dueño de los bienes o negocios que gestione.

Comentario. El gestor tiene la responsabilidad de actuar con el mismo 
cuidado o diligencia que acostumbra emplear en sus cosas propias; por consi-
guiente, si no lo realiza en tal forma es responsable de los daños y perjuicios 
causados al dueño de las cosas, a no ser que demuestre que esos daños se ha-
brían realizado forzosa e inevitablemente.

J.L.G.A.

Artículo 1898. Si la gestión tiene por objeto evitar un daño 
inminente al dueño, el gestor no responde más que de su dolo o 
de su falta grave.

Comentario. Si bien la gestión de negocios ajenos se constituye como la 
acción de intervenir en asuntos que no son propios, sin estar autorizado por 
el interesado o dueño ni tener obligación legal de hacerlo, con la finalidad de 
evitar un daño al dueño y por el actuar negligente del gestor se produce el daño 
al negocio, éste será responsable de la intención con la que obró o su negligen-
cia para causar el daño.

J.L.G.A.

Artículo 1899. Si la gestión se ejecuta contra la voluntad real 
o presunta del dueño, el gestor debe reparar los daños y perjui-
cios que resulten a aquél, aunque no haya incurrido en falta.

Comentario. Esta disposición resulta completamente lógica si se atiende 
a las reglas que caracterizan a las disposiciones del derecho civil, en donde 
la voluntad de las partes tiene un aspecto preponderante en la constitución de 
los actos jurídicos, por tanto, se realiza una gestión contraria a la voluntad, 
ya sea presunta o real, del dueño del negocio; entonces el gestor tendrá que 
responder, a pesar de que no hubiera incurrido en irregularidad alguna, por 
los daños y perjuicios que haya ocasionado. 

J.L.G.A.
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Artículo 1900. El gestor responde aun del caso fortuito si ha 
hecho operaciones arriesgadas, aunque el dueño del negocio tu-
viere costumbre de hacerlas; o si hubiere obrado más en interés 
propio que en interés del dueño del negocio.

Comentario. Uno de los elementos característicos de la gestión de negocios 
es que el gestor debe siempre actuar en beneficio de los intereses del dueño del 
negocio; así, el legislador ha considerado que las operaciones riesgosas son ac-
tos contrarios a los intereses del dueño del negocio y por tanto deben ser sancio-
nados de igual manera que cuando el gestor actúa guiado por su propio interés.

Considérese que el gestor es responsable únicamente del caso fortuito, si 
tal evento es como consecuencia directa o indirecta de tales operaciones riesgo-
sas (para mayor abundamiento véanse los comentarios al a. 2111 del CCF); 
pues considerar lo contrario sería imputarle al gestor la responsabilidad de 
hechos ajenos a su actuar. 

J.L.G.A.

Artículo 1901. Si el gestor delegare en otra persona todos o 
algunos de los deberes de su cargo, responderá de los actos del 
delegado, sin perjuicio de la obligación directa de éste para con 
el propietario del negocio.

La responsabilidad de los gestores, cuando fueren dos o más, 
será solidaria.

Comentario. La responsabilidad del gestor ante el dueño del negocio sub-
siste aunque éste hubiera encargado a un tercero la realización de todas o al-
gunas de las obligaciones asumidas espontáneamente, lo anterior sin perjuicio 
de la reclamación directa del tercero para con el dueño; además se establece la 
responsabilidad solidaria ante la pluralidad de gestores.

J.L.G.A.

Artículo 1902. El gestor, tan pronto como sea posible, debe 
dar aviso de su gestión al dueño y esperar su decisión, a menos 
que haya peligro en la demora.
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Si no fuere posible dar ese aviso, el gestor debe continuar su 
gestión hasta que concluya el asunto.

Comentario. El precepto tiene como finalidad que el dueño del negocio 
conozca la gestión realizada en su ausencia, según la decisión del dueño 
tendrá el efecto de liberar al gestor de la obligación asumida espontánea-
mente, tomando el control inmediato de su negocio o por conducto de algún 
representante o ratificando al gestor en el negocio, y revalidar o no la gestión 
realizada en su nombre, además de la rendición de cuentas; ahora bien, al 
no haber establecido el legislador el tiempo razonable del aviso y respuesta 
de la decisión, se considera aplicar la regla contenida en el a. 1806 de esta 
codificación, por analogía.

J.L.G.A.

Artículo 1903. El dueño de un asunto que hubiere sido útil-
mente gestionado, debe cumplir las obligaciones que el gestor 
haya contraído a nombre de él y pagar los gastos de acuerdo con 
lo prevenido en los artículos siguientes.

Comentario. La única condición, por consiguiente, que en justicia debe 
exigirse es que el negocio sea útilmente gestionado, e impone no sólo las obli-
gaciones para con el gestor, sino para con los terceros. El dueño debe responder 
de todos los contratos o de las obligaciones contraídas por el gestor, cuando 
la gestión le es útil. Deben pagarse al gestor los gastos necesarios realizados.

J.L.G.A.

Artículo 1904. Deben pagarse al gestor los gastos necesarios 
que hubiere hecho en el ejercicio de su cargo y los intereses lega-
les correspondientes; pero no tiene derecho de cobrar retribución 
por el desempeño de la gestión.

Comentario. Aquí se encuentra otra diferencia con el mandato; el man-
datario tiene derecho a retribución, a no ser que proceda con dolo o culpa, 
causando daños, o se haya estipulado en forma gratuita. En cambio, el gestor 
nunca tiene derecho a retribución, aunque la gestión sea útil, en virtud de ser 
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una institución que se basa en el principio de solidaridad social. Si se ratifica 
se convierte en un mandato, pero ya no es por virtud de la gestión por lo que 
el gestor tiene derecho a honorarios. 

J.L.G.A.

Artículo 1905. El gestor que se encargue de un asunto contra 
la expresa voluntad del dueño, si éste se aprovecha del beneficio 
de la gestión, tiene obligación de pagar a aquél el importe de los 
gastos hasta donde alcancen los beneficios, a no ser que la gestión 
hubiere tenido por objeto librar al dueño de un deber impuesto 
en interés público, en cuyo caso debe pagar todos los gastos ne-
cesarios hechos.

Comentario. Si el gestor ha cumplido un deber del dueño del negocio cuyo 
cumplimiento sea de interés público, que en otro caso no hubieran sido cum-
plidos a tiempo, le compete la pretensión del abono de los gastos, aunque haya 
tomado el negocio a su cargo contra la voluntad del dueño; el gestor de nego-
cios no tiene pretensión alguna si no tuvo la intención de exigir indemnización 
al dueño del negocio; la falta de esta intención tiene que probarla el dueño. 
Un deber público puede consistir en el pago de contribuciones hacendarias.

J.L.G.A.

Artículo 1906. La ratificación pura y simple del dueño del 
negocio, produce todos los efectos de un mandato. 

La ratificación tiene efecto retroactivo al día en que la ges-
tión principió.

Comentario. En el caso de la gestión de negocios, la tesis contractual 
sostiene que la ratificación es un mandato retroactivo; que el gestor que sin 
representación alguna celebra contratos a nombre del dueño y que éste, por 
virtud de la ratificación, permite que el contrato celebrado con anterioridad 
surta sus efectos como si hubiera sido un contrato válido y existente. Desde 
un punto de vista práctico, no tiene interés, ante un precepto expreso, discutir 
cuál es la función de la ratificación, porque todos los efectos del mandato se 



LIBRO CUARTO. DE LAS OBLIGACIONES 73

presentan y, además, la ley permite la ratificación con efectos retroactivos, con 
objeto de no perjudicar los intereses de terceras personas.

J.L.G.A.

Artículo 1907. Cuando el dueño del negocio no ratifique la 
gestión, sólo responderá de los gastos que originó ésta, hasta la con-
currencia de las ventajas que obtuvo del negocio.

Comentario. Se confirma la idea de que opera el principio del enriqueci-
miento sin causa, para fomentar la función social de la gestión, y no para be-
neficio del dueño, como se sostiene en el primer sistema que lo deja en libertad 
de no ratificar la gestión y no quedar obligado, a pesar de que hubiera sido 
útil, con tal de que no se aproveche de la misma. 

J.L.G.A.

Artículo 1908. Cuando sin consentimiento del obligado a 
prestar alimentos, los diese un extraño, éste tendrá derecho a re-
clamar de aquél su importe, al no constar que los dio con ánimo 
de hacer un acto de beneficencia.

Comentario. Si el gestor ha cumplido un deber del dueño del negocio 
cuyo cumplimiento sea el deber legal de prestar alimentos, que en otro caso 
no hubieran sido cumplidos a tiempo, le compete la pretensión al abono de 
los gastos, aunque haya tomado el negocio a su cargo contra la voluntad del 
dueño; por ello, la ley establece la pretensión de que los ascendientes otorguen 
alimentos a sus descendientes, o, viceversa, éstos a aquéllos, es de suponer, en 
la duda, que no hay intención de pedir indemnización al receptor. Pero esto 
sólo vale frente “al receptor”, no frente a las otras personas obligadas a pres-
tar alimentos; con la condición de no ser un acto de caridad, circunstancia que 
debe de acreditar con el dueño del negocio.

J.L.G.A.
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Artículo 1909. Los gastos funerarios proporcionados a la 
condición de la persona y a los usos de la localidad, deberán ser 
satisfechos al que los haga, aunque el difunto no hubiese dejado 
bienes, por aquellos que hubieren tenido la obligación de alimen-
tarlo en vida.

Comentario. La gestión de negocios es una institución que tiene su fun-
damento en el principio de solidaridad social, por tanto, corresponde a la 
sucesión del difunto, en el caso de haber dejado bienes o a sus familiares 
consanguíneos hasta el cuarto grado, el pagar al gestor los gastos que hizo del 
sepelio del fallecido, al haberlos realizado en forma espontánea y encargado 
momentáneamente por encontrarse ausentes o impedidos sus deudos. 

J.L.G.A.

Capítulo V

De las obligaciones que nacen de los actos ilícitos

Artículo 1910. El que obrando ilícitamente o contra las bue-
nas costumbres cause daño a otro, está obligado a repararlo, a 
menos que demuestre que el daño se produjo como consecuencia 
de culpa o negligencia inexcusable de la víctima.

Comentario. El Código Civil (CC) regula, en un capítulo separado, la 
denominada responsabilidad extracontractual, que es aquélla que no deriva del 
incumplimiento de un contrato, sino de un acto ilícito, de dolo o de culpa grave.

El que cause indebidamente a otro un detrimento, menoscabo, lesión o 
perjuicio deberá inexcusablemente remediarlo, a no ser que el daño ocasionado 
resulte de la culpa o indolencia injustificable de la víctima; regulando con ello 
la responsabilidad objetiva.

J.L.G.A.

Artículo 1911. El incapaz que cause daño debe repararlo, 
salvo que la responsabilidad recaiga en las personas de él encar-
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gadas, conforme lo dispuesto en los artículos 1919, 1920, 1921 
y 1922.

Comentario. El incapaz es aquel que se encuentra restringido para reali-
zar actos de disposición o actos de administración; así como también para ha-
cer, dar, recibir, transmitir, aceptar alguna cosa, contraer matrimonio, ejercer 
la patria potestad, la tutela y la curatela, etcétera; que les impide la facultad 
de obrar; en consecuencia, cuando cause indebidamente a otro un detrimento, 
menoscabo, lesión o perjuicio está inexcusablemente obligado a resarcirlo si 
cuenta con bienes para hacerlo; si no, quienes ejerzan la patria potestad, su 
tutor o curador, tiene que cumplir con esta obligación. 

J.L.G.A.

Artículo 1912. Cuando al ejercitar un derecho se cause daño 
a otro, hay obligación de indemnizarlo si se demuestra que el de-
recho sólo se ejercitó a fin de causar el daño, sin utilidad para el 
titular del derecho.

Comentario. En este precepto se prevé el abuso del derecho, que no es 
más que el ejercicio de un derecho sin utilidad para su titular y con un fin 
exclusivamente nocivo, para cuya configuración es necesario que se actualicen 
los elementos siguientes: a) el ejercicio de un derecho; b) la intención dañina 
en el ejercicio del derecho; c) la ausencia de utilidad para el titular de ese 
derecho, y d) el perjuicio ocasionado a otra persona. Por tanto, habrá lugar 
a la indemnización por el abuso de un derecho, ya que no puede considerarse 
que hubo ejercicio abusivo de un derecho cuando, no obstante la intención 
nociva del titular en dañar a otro, su ejercicio conlleve un beneficio a su 
favor, o bien cuando sin ese beneficio para su titular, no exista intención de 
provocar el daño causado.

J.L.G.A.

Artículo 1913. Cuando una persona hace uso de mecanis-
mos, instrumentos, aparatos, vehículos automotores o substan-
cias peligrosas por sí mismos, por la velocidad que desarrollen, 
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por su naturaleza explosiva o inflamable, por la energía de la 
corriente eléctrica que conduzcan o por otras causas análogas, 
está obligada a responder del daño que cause, aunque no obre 
ilícitamente, a no ser que demuestre que ese daño se produjo por 
culpa o negligencia inexcusable de la víctima.

Comentario. El precepto en comento contempla la teoría del riesgo ob-
jetivo, que impone la obligación de reparar el daño a la persona que use el 
mecanismo o aparato peligroso, por este solo hecho, aun cuando no obre ilí-
citamente; sólo la exime de responsabilidad cuando prueba que hubo culpa 
o negligencia inexcusable de la víctima; por tanto, quien ejercite la acción de 
responsabilidad civil objetiva, alegando daños producidos por tales eventos, 
deberá probar los hechos constitutivos de su acción, que consisten en la exis-
tencia de mecanismos, instrumentos, aparatos o sustancias peligrosas; el uso 
de dichos objetos; la producción de un daño y la relación de causalidad. En 
contrario, el demandado debe probar los hechos constitutivos de sus excepcio-
nes, los cuales pueden ser el caso fortuito, la fuerza mayor o la culpa o negli-
gencia inexcusable de la víctima.

J.L.G.A.

Artículo 1914. Cuando sin el empleo de mecanismos, instru-
mentos, etcétera, a que se refiere el artículo anterior, y sin culpa 
o negligencia de ninguna de las partes se producen daños, cada 
una de ellas los soportará sin derecho a indemnización.

Comentario. Atendiendo a las reglas establecidas por los aa. 1910 y 
1913 del CCF, en caso de que no exista negligencia o culpa imputable a algu-
na de las partes, no podrán responsabilizarse a ninguna de éstas, consecuente-
mente cada parte deberá asumir los gastos de los daños que hubieran sufrido. 

J.L.G.A.

Artículo 1915. La reparación del daño debe consistir a elec-
ción del ofendido en el restablecimiento de la situación anterior, 
cuando ello sea posible, o en el pago de daños y perjuicios.
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Cuando el daño se cause a las personas y produzca la muerte, 
incapacidad total permanente, parcial permanente, total tempo-
ral o parcial temporal, el grado de la reparación se determinará 
atendiendo a lo dispuesto por la Ley Federal del Trabajo. Para 
calcular la indemnización que corresponda se tomará como base 
el cuádruplo del salario mínimo diario más alto que esté en vigor 
en el Distrito Federal y se extenderá al número de días que, para 
cada una de las incapacidades mencionadas, señala la LFT. En 
caso de muerte la indemnización corresponderá a los herederos 
de la víctima.

Los créditos por indemnización cuando la víctima fuere un 
asalariado son intransferibles y se cubrirán preferentemente en 
una sola exhibición, salvo convenio entre las partes.

Las anteriores disposiciones se observarán en el caso del artí-
culo 2647 de este código.

Comentario. El primer párrafo del precepto deja a la voluntad de la vícti-
ma de un siniestro la opción de reclamar entre la restitución de la situación an-
terior, siempre que sea posible, o el pago de los daños y perjuicios ocasionados. 

El segundo párrafo determina que en la reparación del daño causado, 
se debe de tomar en consideración lo preceptuado en el Título Noveno de la 
Ley Federal del Trabajo (LFT), respecto del daño causado y producido a la 
víctima del siniestro, cuya indemnización se calculará tomando como base el 
cuádruplo del salario mínimo diario más alto que esté en vigor en el Distrito 
Federal; al respecto, al inicio de cada año, la Comisión Nacional de los Sa-
larios Mínimos publica la tabla de los salarios mínimos que regirán en cada 
una de las tres aéreas geográficas en que dividieron el país para tal efecto, la 
cual establece el salario mínimo general y el salario mínimo profesional; por 
tanto, se infiere que el legislador, en este párrafo, no hace referencia al salario 
mínimo general, sino al profesional más alto que esté en vigor en el Distrito 
Federal y que corresponde a la área geográfica “A”, el cual se multiplicará 
al cuádruplo como base para el cálculo del pago de la indemnización según 
corresponda al daño producido a cada caso en concreto.

El penúltimo párrafo establece que la indemnización debe de ser pagada 
en una sola exhibición cuando la víctima sea jornalero, salvo pacto que cele-
bren las partes para el pago.
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Así, en la parte final, la obligación de indemnización corresponde a 
los dueños del transporte por el daño que causen sus operarios y unidades de 
transporte, con la excepción de acreditar que el daño causado aconteció por 
fuerza mayor o por caso fortuito que no le puede ser imputado.

J.L.G.A.

Artículo 1916. Por daño moral se entiende la afectación que 
una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, 
honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, 
o bien en la consideración que de sí misma tienen los demás. Se 
presumirá que hubo daño moral cuando se vulnere o menoscabe 
ilegítimamente la libertad o la integridad física o psíquica de las 
personas.

Cuando un hecho u omisión ilícitos produzcan un daño mo-
ral, el responsable del mismo tendrá la obligación de reparar-
lo mediante una indemnización en dinero, con independencia 
de que se haya causado daño material, tanto en responsabilidad 
contractual como extracontractual. Igual obligación de reparar 
el daño moral tendrá quien incurra en responsabilidad objetiva 
conforme al artículo 1913, así como el Estado y sus servidores 
públicos, conforme a los artículos 1927 y 1928, todos ellos del 
presente código.

La acción de reparación no es transmisible a terceros por 
acto entre vivos y sólo pasa a los herederos de la víctima cuando 
ésta haya intentado la acción en vida.

El monto de la indemnización lo determinará el Juez toman-
do en cuenta los derechos lesionados, el grado de responsabili-
dad, la situación económica del responsable, y la de la víctima, 
así como las demás circunstancias del caso.

Cuando el daño moral haya afectado a la víctima en su de-
coro, honor, reputación o consideración, el juez ordenará, a pe-
tición de ésta y con cargo al responsable, la publicación de un 
extracto de la sentencia que refleje adecuadamente la naturaleza 
y alcance de la misma, a través de los medios informativos que 
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considere convenientes. En los casos en que el daño derive de 
un acto que haya tenido difusión en los medios informativos, el 
juez ordenará que los mismos den publicidad al extracto de la 
sentencia, con la misma relevancia que hubiere tenido la difusión 
original.

Estarán sujetos a la reparación del daño moral de acuerdo a 
lo establecido por este ordenamiento y, por lo tanto, las conduc-
tas descritas se considerarán como hechos ilícitos:

I. El que comunique a una o más personas la imputación que 
se hace a otra persona física o moral, de un hecho cierto o fal-
so, determinado o indeterminado, que pueda causarle deshonra, 
descrédito, perjuicio, o exponerlo al desprecio de alguien;

II. El que impute a otro un hecho determinado y calificado 
como delito por la ley, si este hecho es falso, o es inocente la per-
sona a quien se imputa;

III. El que presente denuncias o querellas calumniosas, en-
tendiéndose por tales aquellas en que su autor imputa un delito a 
persona determinada, sabiendo que ésta es inocente o que aquél 
no se ha cometido, y

IV. Al que ofenda el honor, ataque la vida privada o la ima-
gen propia de una persona.

La reparación del daño moral con relación al párrafo e inci-
sos anteriores deberá contener la obligación de la rectificación o 
respuesta de la información difundida en el mismo medio donde 
fue publicada y con el mismo espacio y la misma circulación o au-
diencia a que fue dirigida la información original, esto sin menos-
cabo de lo establecido en el párrafo quinto del presente artículo.

La reproducción fiel de información no da lugar al daño 
moral, aun en los casos en que la información reproducida no 
sea correcta y pueda dañar el honor de alguna persona, pues no 
constituye una responsabilidad para el que difunde dicha infor-
mación, siempre y cuando se cite la fuente de donde se obtuvo.

Comentario. El a. en glosa establece, tanto genéricamente como especí-
ficamente, lo que debe comprenderse como daño moral de manera sumamente 
descriptiva y precisa en cuanto a su concepción, alcances y consecuencias. 
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Es por eso que se considera más ilustrador explicitar los presupuestos 
de procedibilidad que ha establecido la interpretación judicial (véase Daño 
moral, hipótesis para la procedencia de su reclamación, ius 
170103), para la procedencia de la reclamación del pago o indemnización 
por daño moral, las cuales son:

1. Que se produzca un daño moral por un hecho u omisión ilícitos con 
independencia de que se haya causado daño material o no, por responsabili-
dad contractual o extracontractual, de manera que para que en esta hipótesis 
se produzca la obligación de reparar el daño moral por responsabilidad con-
tractual o extracontractual se requieren tres elementos, como son: a) la existen-
cia de un hecho u omisión ilícita de una persona; b) que produzca una afec-
tación a la persona en cualquiera de los bienes tutelados en el citado numeral; 
y, c) que exista una relación de causa-efecto entre el daño moral y el hecho u 
omisión ilícitos, por lo que la ausencia de cualquiera de estos elementos impide 
que se genere la obligación resarcitoria. 

2. Que el obligado haya incurrido en responsabilidad objetiva prevista, 
de modo que para su procedencia únicamente debe reclamarse la indemniza-
ción del daño moral simultáneamente a la reclamación de la responsabili-
dad civil objetiva, debiendo acreditar esta última para que la víctima tenga 
derecho a la indemnización del daño moral, por lo que en este supuesto no 
debe acreditarse la ilicitud del hecho u omisión que ocasionó el daño ni la 
relación de causa-efecto entre el hecho y el daño causado, aunque sí debe 
demostrarse que se transgredió cualquiera de los bienes jurídicos tutelados 
por el CCF. 

3. Para la procedencia de la reclamación del daño moral en contra del 
Estado cuando los servidores públicos causen un daño moral a una perso-
na por hechos u omisiones ilícitos cometidos en el ejercicio de sus funciones 
deben acreditarse cuatro elementos: 1) la existencia de un hecho u omisión 
ilícito; 2) que ese hecho realizado o la omisión se imputen a un servidor 
público en el ejercicio de sus funciones; 3) que produzca una afectación a 
determinada persona en cualquiera de los bienes tutelados por el CCF, y 
4) que exista una relación de causa-efecto entre el hecho u omisión ilícitos 
y el daño causado.

J.L.G.A.
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Artículo 1916 Bis. No estará obligado a la reparación del 
daño moral quien ejerza sus derechos de opinión, crítica, expre-
sión e información, en los términos y con las limitaciones de los 
artículos 6o. y 7o. de la Constitución General de la República.

En todo caso, quien demande la reparación del daño moral 
por responsabilidad contractual o extracontractual deberá acre-
ditar plenamente la ilicitud de la conducta del demandado y el 
daño que directamente le hubiere causado tal conducta.

En ningún caso se considerarán ofensas al honor las opinio-
nes desfavorables de la crítica literaria, artística, histórica, cien-
tífica o profesional. Tampoco se considerarán ofensivas las opi-
niones desfavorables realizadas en cumplimiento de un deber o 
ejerciendo un derecho cuando el modo de proceder o la falta de 
reserva no tenga un propósito ofensivo.

Comentario. En este a. se busca armonizar el derecho a la libertad de 
expresión con los principios fundamentales del hombre y su dignidad; así, el 
ejercicio de la libertad de manifestación de ideas y de imprenta, sin más lí-
mites que no se ataque a la moral, los derechos de terceros, se provoque algún 
delito o se perturbe el orden público, garantizando el derecho a la información; 
tomando en consideración que la libertad de ideas y de imprenta comprende 
el derecho y la libertad de expresar, recibir y difundir informaciones e ideas 
de toda índole, ya sea oralmente, por escrito, en forma impresa o artística, o 
por cualquier medio apropiado para difundir la información y hacerla llegar 
al mayor número de destinatarios, en ejercicio de este derecho no se estaría 
obligado a la reparación del daño moral; por ello la necesidad de establecer 
principios éticos que hagan posible la coexistencia de ambos derechos.

J.L.G.A.

Artículo 1917. Las personas que han causado en común un 
daño, son responsables solidariamente hacia la víctima por la re-
paración a que están obligadas de acuerdo con las disposiciones 
de este capítulo.

Comentario. Cuando hay pluralidad de las personas que han causado 
daño a la víctima, todos son garantes de los demás que con esa masa colectiva 
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de responsabilidad ofrecen una capacidad económica dando una mayor certe-
za del resarcimiento al que tiene derecho, debido a que de cualquiera de ellos 
tiene la facultad de exigir el cumplimiento total de la indemnización.

J.L.G.A.

Artículo 1918. Las personas morales son responsables de los 
daños y perjuicios que causen sus representantes legales en el 
ejercicio de sus funciones.

Comentario. Para comprender básicamente de qué trata el presente nu-
meral es menester remitirse a lo comentado por el jurista Francisco Lozano 
Noriega, quien dice: “Los efectos de los actos jurídicos realizados por el man-
datario se entienden por cuenta del mandante. No quiere significar esto que 
sólo los efectos jurídicos de los actos realizados por el mandatario tengan re-
percusión en el patrimonio del mandante; esto es lo más usual, pero puede ce-
lebrase un contrato de mandato desprovisto de contenido patrimonial… Pero 
de cualquier manera que ello sea, los efectos de los actos jurídicos que realiza 
el mandatario se entienden en provecho o beneficio del mandante” (cfr. Lozano 
Noriega, Francisco, Contratos, México, Asociación Nacional del Notariado 
Mexicano, 2001, p. 264).

J.L.G.A.

Artículo 1919. Los que ejerzan la patria potestad tienen obli-
gación de responder de los daños y perjuicios causados por los 
actos de los menores que estén bajo su poder y que habiten con 
ellos.

Comentario. Los que ejercen la patria potestad deben poner especial cui-
dado sobre los menores de edad, y si no han tenido la diligencia que se requiere 
para que éstos no causen daños a terceros, es que se les hace responsable de 
la actitud ilícita.

J.L.G.A.
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Artículo 1920. Cesa la responsabilidad a que se refiere el artí-
culo anterior, cuando los menores ejecuten los actos que dan ori-
gen a ella, encontrándose bajo la vigilancia y autoridad de otras 
personas, como directores de colegios, de talleres, etcétera, pues 
entonces esas personas asumirán la responsabilidad de que se trata.

Comentario. Los directores de los centros educativos y de extensión educa-
tiva deben poner el debido cuidado de que los menores que estén bajo su vigilan-
cia y autoridad no causen daños a terceros, ya que ellos serán los responsables 
de la actitud ilícita desplegada; se excluye de la responsabilidad que se pueda 
generar a los que ejercen la patria potestad, ya que en el momento en que se 
ejecutó el acto ilícito se encontraba el menor bajo el cuidado de otra persona.

J.L.G.A.

Artículo 1921. Lo dispuesto en los dos artículos anteriores es 
aplicable a los tutores, respecto de los incapacitados que tienen 
bajo su cuidado.

Comentario. Los tutores deben poner el debido cuidado de que el inca-
pacitado que esté bajo su cuidado no cause daños a terceros, ya que serán los 
responsables de la actitud ilícita desplegada; se excluye de la responsabilidad 
que pueda generar el incapacitado cuando se encuentre bajo la vigilancia y 
autoridad de otra persona, quien será la encargada de cuidar durante el tiem-
po que se encuentre bajo su resguardo el incapacitado de no causar daños a 
terceros, ya que será el responsable de la actitud ilícita desplegada.

J.L.G.A.

Artículo 1922. Ni los padres ni los tutores tienen obligación 
de responder de los daños y perjuicios que causen los incapaci-
tados sujetos a su cuidado y vigilancia, si probaren que les ha 
sido imposible evitarlos. Esta imposibilidad no resulta de la mera 
circunstancia de haber sucedido el hecho fuera de su presencia, 
si aparece que ellos no han ejercido suficiente vigilancia sobre los 
incapacitados.
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Comentario. A los padres o tutores corresponde cuidar la conducta de 
los menores o incapacitados, según el caso que corresponda, infundiéndoles 
que guarden disciplina en toda actividad que desarrollen en presencia y au-
sencia de ellos, respeten las normas impuestas para la convivencia social, 
ya que cualquier proceder ilícito de éstos ha de reflejar responsabilidad para 
aquéllos; la excepción a la responsabilidad de los padres o tutores por los 
actos desplegados por sus hijos o incapacitados, según corresponda, no se 
puede fincar simplemente en la ausencia momentánea de aquéllos o en su 
ignorancia de los actos ilícitos que ejecuten, pues su ocurrencia impone su-
poner que no han atendido a cumplir esa obligación esencial de educarlos 
despertando y exaltando en ellos el respeto a los requerimientos de la vida 
en comunidad.

J.L.G.A.

Artículo 1923. Los maestros artesanos son responsables de 
los daños y perjuicios causados por sus operarios en la ejecución 
de los trabajos que les encomienden. En este caso se aplicará 
también lo dispuesto en el artículo anterior.

Comentario. Por regla general debe indemnizar quien ha causado un 
daño por el empleo de sustancias, aparatos o instrumentos peligrosos, y la 
excepción sólo se presenta cuando el daño se produjo por culpa o negligencia 
de la víctima, que no deben calificarse únicamente de graves, sino realmente 
inexcusables; no obstante, se está en presencia de la responsabilidad llamada 
objetiva, que recae sobre quien ha creado un riesgo, aunque no sea personal 
ni directamente culpable del daño, ya que el proceder ilícito de los operarios 
ha de reflejar responsabilidad para los maestros artesanos, y que se entiende 
que dominan esas especialidades profesionales, las que enseñan a sus opera-
rios para la ejecución de los trabajos que les encomienden, por la técnica y la 
particular disciplina de las profesiones a que se dediquen se ejecute con toda 
la pericia requerida.

J.L.G.A.
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Artículo 1924. Los patrones y los dueños de establecimientos 
mercantiles están obligados a responder de los daños y perjuicios 
causados por sus obreros o dependientes, en el ejercicio de sus fun-
ciones. Esta responsabilidad cesa si demuestran que en la comisión 
del daño no se les puede imputar ninguna culpa o negligencia.

Comentario. Se establece la responsabilidad de los patronos o dueños por 
los daños ocasionados por sus obreros o dependientes, en el ejercicio de sus 
funciones, por tanto, se está en presencia de la responsabilidad subjetiva; este 
precepto contiene una presunción de la existencia de la responsabilidad, esa 
presunción es juris tantum, por cuanto el patrón o dueño puede librarse de 
ella mediante la demostración de que en la comisión del daño no se le puede 
imputar culpa o negligencia alguna, lo cual constituye un elemento esencial y 
característico de responsabilidad subjetiva; en este caso, la responsabilidad del 
patrono es secundaria y de mera garantía.

J.L.G.A.

Artículo 1925. Los jefes de casa o los dueños de hoteles o ca-
sas de hospedaje están obligados a responder de los daños y per-
juicios causados por sus sirvientes en el ejercicio de su encargo.

Comentario. Al igual que el comentario al a. que antecede, se está en 
presencia de la responsabilidad subjetiva; contiene una presunción de la exis-
tencia de la responsabilidad, la cual es juris tantum, la responsabilidad es 
secundaria y de mera garantía.

J.L.G.A.

Artículo 1926. En los casos previstos por los artículos 1923, 
1924 y 1925 el que sufra el daño puede exigir la reparación di-
rectamente del responsable, en los términos de este capítulo.

Comentario. No obstante la responsabilidad subjetiva y objetiva, el que su-
fra el daño puede exigir la reparación de indemnizar a quien ha causado el daño.

J.L.G.A.



CÓDIGO CIVIL FEDERAL COMENTADO86

Artículo 1927. (Derogado, D.O.F. del 31 de diciembre de 2004).
Artículo 1928. El que paga los daños y perjuicios causados 

por sus sirvientes, empleados, funcionarios y operarios, puede re-
petir de ellos lo que hubiere pagado. 

Comentario. El patrón que haya tenido que pagar daños ocasionados por 
sus empleados no puede privarlos de su salario bajo el pretexto de cobrarse lo 
que él tuvo que erogar, de conformidad con lo establecido por la Ley Federal 
del Trabajo; por lo anterior, deberá iniciar un juicio civil para que, en su caso, 
embargue bienes, propiedad de dicha persona. 

J.L.G.A.

Artículo 1929. El dueño de un animal pagará el daño causa-
do por éste, si no probare alguna de estas circunstancias. 

I. Que lo guardaba y vigilaba con el cuidado necesario; 
II. Que el animal fue provocado; 
III. Que hubo imprudencia por parte del ofendido; 
IV. Que el hecho resulte de caso fortuito o de fuerza mayor. 
Comentario. Se prevé la carga de la prueba del demandado para que 

acredite su excepción de pago del daño causado, y acredite las circunstancias 
enumeradas en el precepto en comento; si no lo prueba, deberá pagar el daño 
causado por su animal.

J.L.G.A.

Artículo 1930. Si el animal que hubiere causado el daño fue-
re excitado por un tercero, la responsabilidad es de éste y no del 
dueño del animal.

Comentario. Para que se actualice la exclusión de la responsabilidad del 
dueño de un animal que cause un daño, se necesita que sea azuzado por un 
tercero a causar el mismo; circunstancia por la cual el incitador del animal 
es el responsable de los daños que se causen por la excitación del animal a 
realizarlos.

J.L.G.A.
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Artículo 1931. El propietario de un edificio es responsable 
de los daños que resulten de la ruina de todo o parte de él, si ésta 
sobreviene por falta de reparaciones necesarias o por vicios de 
construcción. 

Comentario. En la disposición en comento, el legislador considera como 
un acto negligente por parte del propietario de un edificio, equiparable a los 
vicios de construcción, la omisión de brindarle el mantenimiento ordinario y 
preventivo, que evite que sucumba total o parcialmente y afecte a los predios 
colindantes.

Al respecto, para que pueda obligársele al propietario al pago de los da-
ños ocasionados por el declive, total o parcial de su edificio, la interpretación 
jurisprudencial ha considerado que el afectado debe justificar la existencia de 
daños ocasionados a su propiedad y que obedecieron ya sea por vicios en la 
construcción o por falta de mantenimiento del edifico en ruinas; una vez cum-
plimentados tales requisitos, el propietario del edificio está obligado a corregir 
los daños causados, aunque no haya tenido culpa en su construcción o repa-
ración, en virtud de que no se trata de culpa ni de responsabilidad de carácter 
contractual, sino inherente al derecho sobre la cosa, por razón del servicio que 
el titular obtiene de ella (cfr. Construcciones, daños causados por 
las, ius 347928).

J.L.G.A.

Artículo 1932. Igualmente responderán los propietarios de 
los daños causados. 

I. Por la explosión de máquinas, o por la inflamación de sus-
tancias explosivas;

II. Por el humo o gases que sean nocivos a las personas o a 
las propiedades; 

III. Por la caída de sus árboles, cuando no sea ocasionada 
por fuerza mayor; 

IV. Por las emanaciones de cloacas o depósitos de materias 
infectantes; 

V. Por los depósitos de agua que humedezcan la pared del 
vecino o derramen sobre la propiedad de éste; 
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VI. Por el peso o movimiento de las máquinas, por las aglo-
meraciones de materias o animales nocivos a la salud o por cual-
quiera causa que sin derecho origine algún daño. 

Comentario. Partiendo de la teoría de la responsabilidad objetiva, el 
legislador ha establecido diversas circunstancias en las cuales el propietario 
es responsable de los daños ocasionados, derivado de la obligación legal 
que tienen los dueños de garantizar a las personas la seguridad tanto en 
su integridad como en sus bienes (cfr. Responsabilidad objetiva, ius 
270863).

J.L.G.A.

Artículo 1933. Los jefes de familia que habiten una casa o 
parte de ella, son responsables de los daños causados por las co-
sas que se arrojen o cayeren de la misma.

Comentario. Tomando como punto de partida los comentarios a los aa. 
1910, 1911, 1918 a 1925 y 1927 a 1933 del CCF, la responsabilidad 
civil es la obligación de responder por un daño, reparando sus consecuencias 
mediante la indemnización al afectado. En esta obligación jurídica puede 
darse el caso, como la hipótesis legal contenida en el a. en glosa, de aque-
llos hechos en los que no habiendo intervino directamente, tenía el deber de 
vigilancia y cuidado de las personas que ocasionaron el daño al afectado, 
lo que la doctrina ha denominado la culpa in vigilando. De ahí, que si los 
jefes de familia, es decir, los responsables del orden y cuidado en un hogar, 
son negligentes con tal deber de cuidado y como consecuencia de tal omisión 
se ocasionan daños, serán responsables de éstos, en términos de los nume-
rales citados. 

J.L.G.A.

Artículo 1934. La acción para exigir la reparación de los da-
ños causados en los términos del presente capítulo, prescribe en 
dos años contados a partir del día en que se haya causado el 
daño. 
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Comentario. El presente a. enuncia una excepción a la prescripción en 
general que se da en materia civil, mismo que, de conformidad con el a. 1159 
del CCF, es de diez años; pero tratándose de la prescripción establecida para 
la reparación del daño, la legislación federal ha considerado el plazo de dos 
años a partir de la fecha en que se haya originado el daño. 

J.L.G.A.

Artículo 1934 Bis. El que cause un daño de los previstos en 
este Capítulo a una colectividad o grupo de personas, estará obli-
gado a indemnizar en términos de lo dispuesto en el Libro Quin-
to del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Comentario. El numeral en comento entraña el fundamento sustantivo de 
las denominadas acciones colectivas, en la misma tesitura que la reforma al a. 
17 de la CPEUM publicada en el D.O.F. el 29 de julio de 2010, donde por 
primera vez en nuestro país se da un paso hacia esta figura, cuya importancia 
es toral en otros sistemas jurídicos.

La relevancia de las acciones colectivas ha visto un incremento impor-
tante en tiempos recientes, en gran medida debido al auge que actualmente 
experimentan los denominados derechos humanos de tercera generación, entre 
los cuales destacan, en particular, los denominados derechos e intereses difusos 
y colectivos, cuya naturaleza indivisible deposita su titularidad en una colec-
tividad indeterminada o determinable de personas, relacionadas por circuns-
tancias comunes de hecho o de derecho.

J.L.G.A.

Capítulo VI

Del riesgo profesional

Artículo 1935. Los patrones son responsables de los acciden-
tes del trabajo y de las enfermedades profesionales de los tra-
bajadores sufridas con motivo o en el ejercicio de la profesión 
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o trabajo que ejecuten; por tanto, los patrones deben pagar la 
indemnización correspondiente, según que hayan traído como 
consecuencia la muerte o simplemente la incapacidad temporal 
o permanente para trabajar. Esta responsabilidad subsistirá aun 
en el caso de que el patrón contrate el trabajo por intermediario.

Comentario. A pesar de que la legislación civil regula la responsabilidad 
de los patrones en relación con los accidentes de trabajo y las enfermedades 
que los trabajadores sufrieran por el ejercicio de su trabajo, es de tomarse en 
cuenta que, de conformidad con las reglas de nuestro sistema jurídico, en es-
pecífico el a. 123, apartado A, fr. XIV, de la CPEUM, en caso de que acon-
tezcan riesgos de trabajo imputables a los patrones, no deberá atenderse a las 
disposiciones de orden civil, sino aplicar la norma específica y reglamentaria 
del numeral constitucional precisado, es decir, la LFT, pues es evidente que al 
existir una norma específica de regulación constitucional, ante la antinomia 
que se genera entre la norma civil y la laboral debe decidirse en favor de esta 
última, atendiendo a un criterio de especialidad.

J.L.G.A.

Artículo 1936. Incumbe a los patrones el pago de la respon-
sabilidad que nace de los accidentes del trabajo y de las enferme-
dades profesionales, independientemente de toda idea de culpa o 
negligencia de su parte.

Comentario. Tomando como base lo comentado al a. 1935 del CCF, las 
disposiciones relativas a la responsabilidad por riesgos de trabajo en el siste-
ma jurídico han dejado de ser ámbito de la materia civil, al ser sustituidas por 
las normas específicas de orden social contenidas en la LFT.

J.L.G.A.

Artículo 1937. El patrón no responderá de los accidentes del 
trabajo, cuando el trabajador voluntariamente (no por impru-
dencia) los haya producido.
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Comentario. No obstante que los aa. 1935-1937 hacen referencia a la 
responsabilidad de los patrones por los accidentes de trabajo o de las enferme-
dades, las leyes especiales en materia laboral y de seguridad social, como la 
LFT y la LSS, regulan la forma en que debe de responder el patrón ante los 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que sufran sus trabajadores 
en el desempeño de su trabajo o en el ejercicio de su profesión.

J.L.G.A.

TÍTULO SEGUNDO

Modalidades de las obligaciones

Capítulo I

De las obligaciones condicionales

Artículo 1938. La obligación es condicional cuando su exis-
tencia o su resolución dependen de un acontecimiento futuro e 
incierto.

Comentario. En los contratos, además de las cláusulas esenciales que 
los diferencian y en las que los contratantes no deben intervenir a fin de no 
desnaturalizar al contrato que se desea celebrar, existen otras que quedan a 
la exclusiva voluntad de éstos, como la condición a la que puede sujetarse 
una obligación. Esta condición, como acontecimiento futuro de realización 
incierta, puede mantener en suspenso el nacimiento de la obligación, o bien 
extinguirla.

En la práctica forense, a fin de acreditar la acción, es necesario demos-
trar en el proceso tres elementos, a saber: a) la existencia de la obligación; 
b) la exigibilidad de la obligación, y c) el incumplimiento de la misma. Inde-
pendientemente de que baste con que el acreedor cumpla los dos primeros ele-
mentos para que se revierta la carga de la prueba y sea el deudor quien tenga 
la carga de demostrar su cumplimiento, la obligación sujeta a una condición 
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suspensiva no es exigible en juicio sino hasta que ésta se cumple. Por tanto, la 
condición suspensiva, además de ser una modalidad de la obligación, es un 
presupuesto procesal.

D.C.O.

Artículo 1939. La condición es suspensiva cuando de su 
cumplimiento depende la existencia de la obligación.

Comentario. Como su nombre lo indica, la condición suspensiva, a la que 
queda sujeta la obligación, provoca que ésta no exista mientras no se cumpla 
la condición y, por ende, aquélla no es exigible. No obstante lo anterior, si la 
condición no se cumple en vida del deudor, siendo la obligación personalísima, 
ésta se extingue con su muerte; si no lo es, el cumplimiento de la obligación, 
una vez realizada la condición, se transmite a sus herederos, ya que entonces 
cobra vigencia la máxima de que el deudor responde del cumplimiento de sus 
obligaciones con todos sus bienes, tal como lo dispone el a. 2964 del código 
que se comenta. Lo anterior en virtud de que la regla general es la de que el 
cumplimiento de las obligaciones no se extingue con la muerte del deudor.

Aunado a lo anterior, nada impide que una obligación esté sujeta a dos o 
más condiciones suspensivas, siempre y cuando éstas no se anulen. Ejemplo de 
lo anterior: César heredará a Augusto, siempre y cuando éste, primeramente, 
se reciba de abogado, después de médico, contraiga nupcias y tenga un hijo 
varón.

Por otra parte, tampoco es obstáculo que una condición suspensiva esté 
sujeta a un término, v.g.r.: César heredará a Augusto si en el término de cua-
tro años termina la carrera de derecho, de lo contrario la herencia será para 
Pedro.

A mayor abundamiento, el precepto en comento establece que del cumpli-
miento de la condición suspensiva depende la existencia de la obligación, cuando 
en términos fácticos la obligación existe desde el momento en que el deudor se 
obliga, independientemente de que dicha obligación quede sujeta a una condición 
suspensiva. Por tanto, en realidad debería hablarse de que el cumplimiento de 
la condición produce el derecho del acreedor para exigir el cumplimiento de la 
obligación, y entonces se debe hablar de eficacia.
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Lo anterior como lo establece el a. 1181 del Código Civil Francés, el 
cual señala:

Artículo 1181. La obligación contraída bajo condición suspensiva es la 
que depende de un suceso futuro e incierto, o de un suceso actualmente produ-
cido, pero todavía desconocido por las partes.

En el primer caso, la obligación no podrá cumplirse sino después del 
acontecimiento. 

En el segundo, la obligación será eficaz el día en que fue contraída.
Del contenido del a. transcrito se advierten dos hipótesis: la primera 

cuando el suceso no ha acontecido, es decir, se trata realmente de un suceso 
futuro e incierto; en cambio, en la segunda se trata de un suceso que ya acon-
teció, pero que es desconocido por el que celebra el acto jurídico y, por ende, 
en estos casos se habla de eficacia jurídica. Sin embargo, el a. 1939 sólo 
contempla la primera hipótesis, ya que hace depender la existencia de la obli-
gación del cumplimiento de la condición, por lo que no prevé, como condición 
suspensiva, un hecho ya acontecido pero desconocido por las partes.

D.C.O.

Artículo 1940. La condición es resolutoria cuando cumplida 
resuelve la obligación, volviendo las cosas al estado que tenían, 
como si esa obligación no hubiere existido.

Comentario. Aun cuando el precepto que se comenta dispone que cumpli-
da la condición resolutoria deben volver las cosas al estado que tenían, como 
si esa obligación no hubiera existido, en la vida práctica no se respeta la lite-
ralidad de dicho a., ya que acaecida la condición que resuelve la obligación, 
el deudor nunca exige la devolución de las prestaciones que ha otorgado en 
cumplimiento del contrato, v.g.r.: César se obligó contractualmente a entregar, 
cada mes, la cantidad de $5,000.00 a Pedro, mientras éste termina la licen-
ciatura en derecho. Bajo la estricta interpretación del a. que se comenta, una 
vez que Pedro terminó la licenciatura en derecho, deberían volver las cosas al 
estado que tenían, como si esa obligación no hubiera existido. De ahí que, si la 
obligación no hubiere existido, César no tendría que haber entregado a Pedro 
los $5,000.00 mensuales por todo el tiempo que este último los utilizó para 
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terminar la licenciatura en derecho y, en consecuencia, tendría la obligación 
de devolver los dineros recibidos a César; sin embargo, en la práctica no se 
ha visto tal cosa. 

Por tanto, en realidad, el precepto faculta al obligado a que, cumplida la 
condición resolutoria, reclame la devolución de las prestaciones que hubiera 
entregado mientras se cumplía esa condición.

D.C.O.

Artículo 1941. Cumplida la condición se retrotrae al tiempo 
en que la obligación fue formada, a menos que los efectos de la 
obligación o resolución, por la voluntad de las partes o por la na-
turaleza del acto, deban ser referidos a fecha diferente.

Comentario. El contenido de este numeral refuerza el concepto de que el 
deudor que cumple la obligación, que se resuelve cuando se actualiza la con-
dición, tiene derecho a reclamar la devolución de las prestaciones entregadas 
desde que se formó la obligación, o bien al tiempo que las partes hayan conve-
nido, o al tiempo que deban ser referidas por la naturaleza del acto.

Las anteriores consideraciones se aclaran con el contenido del a. 1183 
del Código Civil Francés, del cual deriva el numeral en comento, el cual a la 
letra dice: 

Artículo 1183. Es condición resolutoria aquella que, a su cumplimiento, 
produce la revocación de la obligación y devuelve las cosas al mismo estado 
que si la obligación no hubiese existido.

Dicha condición no suspende el cumplimiento de la obligación, sino 
que obliga solamente al acreedor a restituir lo que hubiese recibido, en caso 
de que ocurra el acontecimiento previsto por la condición.

D.C.O.

Artículo 1942. En tanto que la condición no se cumpla, el 
deudor debe abstenerse de todo acto que impida que la obliga-
ción pueda cumplirse en su oportunidad.

El acreedor puede, antes de que la condición se cumpla, ejer-
citar todos los actos conservatorios de su derecho.
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Comentario. Este precepto impone al obligado el deber de efectuar con-
ductas tendientes a hacer nugatorio el derecho del que eventualmente llegará a 
ser su acreedor de cumplirse la condición, esto es, que el deudor no debe colo-
carse en estado de insolvencia ni evitar que se cumpla la condición o realizar 
cualquier otra conducta que impida a su acreedor ejercitar su derecho cuando 
éste sea exigible.

D.C.O.

Artículo 1943. Las condiciones imposibles de dar o hacer, las 
prohibidas por la ley o que sean contra las buenas costumbres, 
anulan la obligación que de ellas dependa.

La condición de no hacer una cosa imposible se tiene por no 
puesta.

Comentario. Antes de iniciar el comentario es preciso aclarar que la con-
dición es una modalidad de las obligaciones y, en consecuencia, la obligación 
es el acto fundamental y su modalidad sólo un accesorio. De ahí que, atento 
al principio de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal, pero no a la 
inversa, cabe decir que una condición imposible de dar o hacer, prohibida por 
la ley o que sea contra las buenas costumbres, debe tenerse por nula, pero su 
nulidad no debe comprender al acto jurídico mismo, esto es, a la obligación.

En consecuencia, las condiciones imposibles, las prohibidas por la ley y 
las que sean contrarias a las buenas costumbres deben ser nulas, pero no de-
ben anular la obligación que de ellas dependa, especialmente cuando se trata 
de contratos, ya que, siguiendo el principio romanístico de que los contratos 
se celebran para cumplirse, el acto jurídico no puede anularse, porque se ha 
pactado una condición de ese tipo, pues en todo caso es nula la condición mas 
no la obligación. 

D.C.O.

Artículo 1944. Cuando el cumplimiento de la condición de-
penda de la exclusiva voluntad del deudor, la obligación condi-
cional será nula.
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Comentario. Lo establecido por el legislador en este a. no cumple con el 
principio de seguridad jurídica, pilar de todo ordenamiento jurídico. Lo ante-
rior en virtud de que, por el principio de seguridad jurídica, toda persona debe 
cumplir con sus obligaciones en la forma y términos pactados, lo que no se da 
en la hipótesis que regula el a. en comento.

A fin de respetar la integridad del acto jurídico y su cumplimiento, una 
vez que ha nacido a la vida jurídica, lo correcto es que cuando el cumpli-
miento de la condición se hace depender de la exclusiva voluntad del deudor, 
la condición debe tenerse por cumplida y, por ende, darle plenos efectos a la 
obligación.

Esto debido a que lo contrario implica beneficiar al deudor, pues se anula 
la obligación a su cargo.

D.C.O.

Artículo 1945. Se tendrá por cumplida la condición cuando 
el obligado impidiese voluntariamente su cumplimiento.

Comentario. Siendo la condición un acontecimiento futuro de realización 
incierta del cual depende la existencia o extinción de una obligación, resulta-
ría ilógico dejar el cumplimiento de la condición a la voluntad del deudor, ya 
que éste, simplemente, evitaría que la condición se cumpliera para evadir el 
pago de la obligación a su cargo. De ahí que cuando el obligado impide que 
la condición se cumpla, ésta debe tenerse por cumplida. 

D.C.O.

Artículo 1946. La obligación contraída bajo la condición de 
que un acontecimiento suceda en un tiempo fijo, caduca si pasa 
el término sin realizarse, o desde que sea indudable que la condi-
ción no puede cumplirse.

Comentario. En este precepto se mezclan las modalidades de condición y 
término, quedando sometida la primera a la segunda, es decir, que si bien el 
cumplimiento de la obligación se sujeta a una condición, ésta debe cumplirse 
en determinado plazo, a cuyo fin, si no se cumple la condición, queda sin 
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efecto la obligación, por ejemplo: César se obliga con Pedro a proporcionarle 
mensualmente una suma determinada de dinero con la condición de que ter-
mine la licenciatura en derecho en un plazo de tres años.

D.C.O.

Artículo 1947. La obligación contraída bajo la condición de 
que un acontecimiento no se verifique en un tiempo fijo, será 
exigible si pasa el tiempo sin verificarse.

Si no hubiere tiempo fijado, la condición deberá reputarse 
cumplida transcurrido el que verosímilmente se hubiere querido 
señalar, atenta la naturaleza de la obligación.

Comentario. Este a. regula la hipótesis de que una obligación se sujete 
a la posibilidad de que no suceda un acontecimiento futuro e incierto en un 
plazo determinado, o sin fijarse el plazo transcurre en el que normalmente 
se considera necesario de acuerdo a la naturaleza de la obligación. Lo an-
terior en realidad significa que la obligación queda sujeta a una condición 
negativa en un plazo determinado, es decir, a que no suceda un aconteci-
miento futuro de realización incierta en un tiempo fijo. 

D.C.O.

Artículo 1948. Cuando las obligaciones se hayan contraído 
bajo condición suspensiva, y pendiente ésta, se perdiere, dete-
riorare o bien se mejore la cosa que fue objeto del contrato, se 
observarán las disposiciones siguientes.

I. Si la cosa se pierde sin culpa del deudor, quedará extingui-
da la obligación;

II. Si la cosa se pierde por culpa del deudor, éste queda obli-
gado al resarcimiento de daños y perjuicios.

Entiéndase que la cosa se pierde cuando se encuentra en al-
guno de los casos mencionados en el artículo 2021.
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III. Cuando la cosa se deteriore sin culpa del deudor, éste 
cumple su obligación entregando la cosa al acreedor en el estado 
en que se encuentre al cumplirse la condición;

IV. Deteriorándose por culpa del deudor, el acreedor podrá 
optar entre la resolución de la obligación o su cumplimiento, con 
la indemnización de daños y perjuicios en ambos casos;

V. Si la cosa se mejora por su naturaleza o por el tiempo, las 
mejoras ceden en favor del acreedor;

VI. Si se mejora a expensas del deudor, no tendrá éste otro 
derecho que el concedido al usufructuario.

Comentario. No se está de acuerdo con el legislador, ya que en la forma 
en que se encuentra redactado el a. resulta beneficiado el deudor, pues si 
se habla de que la obligación está sujeta al cumplimiento de una condición 
suspensiva, luego entonces, la obligación no existe hasta que se cumpla la 
condición y, mientras ésta no se cumpla, no puede exigirse el cumplimiento 
de la obligación al deudor, por lo que debe estarse a la teoría de los riesgos, 
esto es, principalmente, al principio jurídico: Res Perunt Domino, es decir, 
la cosa perece para su dueño, por tanto, si la cosa se pierde sin culpa del 
deudor, la cosa se pierde para su dueño deudor y, en consecuencia, éste, cum-
plida la condición suspensiva, debe pagar el precio de la cosa, con mayor 
razón cuando ésta se pierde por su culpa, resultando obligado, además, al 
resarcimiento de los daños y perjuicios que cause con la pérdida de la cosa. 
Lo mismo debe decirse cuando la cosa se deteriore sin culpa del deudor, ya 
que el acreedor tampoco tiene la culpa del deterioro de la cosa y no tiene 
porqué sufrir las consecuencias del deterioro, a menos que se haya pactado 
que la cosa se entregará en las condiciones en que se encuentre cuando se 
cumpla la condición. 

D.C.O.

Artículo 1949. La facultad de resolver las obligaciones se en-
tiende implícita en las recíprocas, para el caso de que uno de los 
obligados no cumpliere lo que le incumbe.

El perjudicado podrá escoger entre exigir el cumplimiento 
o la resolución de la obligación, con el resarcimiento de daños 
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y perjuicios en ambos casos. También podrá pedir la resolución 
aún después de haber optado por el cumplimiento, cuando éste 
resultare imposible.

Comentario. En este precepto se establece que ante el incumplimiento de 
las obligaciones a cargo de la contraparte, el otro puede exigir el cumplimien-
to de la obligación o la rescisión de la obligación con el resarcimiento de los 
daños y perjuicios, lo que se conoce como pacto comisorio tácito, es decir, que 
un contratante puede dar por extinguida su obligación cuando su contraparte 
incumple la que tiene a su cargo, teniendo el derecho de exigir el resarcimiento 
de daños y perjuicios.

Se debe recordar aquí que los romanos tenían como principio esencial el 
que los contratos se celebraban para cumplirse, por lo que, en un principio, 
no admitían la rescisión; sin embargo, pronto el genio jurídico agudo de los 
romanos entendió que existían ciertos contratos cuyo cumplimiento no podía 
exigirse ante el incumplimiento de las obligaciones de una de las partes, como 
son: el contrato de arrendamiento y todos aquéllos de tracto sucesivo, como los 
de suministro, en los que si el arrendatario o el suministrado incumplen con 
el pago de la renta o de la cantidad que les corresponda, no hay razón lógica 
y mucho menos jurídica que justifique coaccionar al arrendador y/o al sumi-
nistrante para que éstos cumplan con las obligaciones a su cargo, ya que de 
hacerlo se verían en total desventaja ante el incumplimiento de los que reciben 
el beneficio en dichos contratos.

D.C.O.

Artículo 1950. La resolución del contrato fundado en falta de 
pago por parte del adquirente de la propiedad de bienes inmue-
bles u otro derecho real sobre los mismos, no surtirá efecto contra 
tercero de buena fe, si no se ha estipulado expresamente y ha sido 
inscrito en el Registro Público en la forma prevenida por la ley.

Comentario. La disposición contenida en este precepto obedece a la na-
turaleza propia de las obligaciones que se contraen en los contratos traslati-
vos de dominio, que implica la transmisión de la propiedad. De ahí que si 
se ha transmitido ésta, el adquirente se convierte en nuevo propietario y, por 
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ende, puede usar, gozar y disponer de la cosa de acuerdo con la ley, excepto 
que la adquisición de la propiedad quede sometida a alguna modalidad. Lo 
anterior es así en virtud de que los contratos se perfeccionan con el mero con-
sentimiento, salvo que la ley exija una forma determinada para el contrato, y 
obligan a sus contratantes a cumplir con lo expresamente pactado en la forma 
y términos acordados, sin que su cumplimiento quede al arbitrio de uno de 
los contratantes.

En consecuencia, cobra vital importancia la inscripción en el Registro 
Público de la Propiedad y del Comercio, ya que a través de la misma se le da 
publicidad al acto, lo que hace que sea oponible ante terceros. Si la inscripción 
no es realizada, entonces sería absurdo obligar a un tercero de buena fe, que 
se ha convertido en nuevo propietario de la cosa o del derecho real, a respetar 
un acto jurídico que no conoció.

D.C.O.

Artículo 1951. Respecto de bienes muebles no tendrá lugar 
la rescisión, salvo lo previsto para las ventas en las que se faculte 
al comprador a pagar el precio en abonos.

Comentario. En el pacto comisorio las partes pueden establecer en los 
contratos, expresamente, las causas por las cuales pueden darlo por rescindido 
sin necesidad de que dicha rescisión sea declarada por un juez. Lo anterior 
se ha convertido en práctica común de las tiendas comerciales que venden al 
menudeo, con lo que quedan facultadas para recoger los objetos vendidos de 
manos de los compradores, quienes pierden la cantidad que hayan cubierto 
hasta ese momento. Tal conducta se considera inconstitucional ya que atenta 
contra la prohibición constitucional expresa de que nadie puede hacerse justi-
cia por sí mismo, establecida en el primer párrafo del a. 17 de la CPEUM.

No debe olvidarse que cuando se trata de bienes muebles que sean sus-
ceptibles de identificarse de manera indubitable puede pactarse cláusula res-
cisoria, la cual deberá inscribirse en el Registro Público de Propiedad y del 
Comercio para que surta efectos contra tercero.

D.C.O.
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Artículo 1952. Si la rescisión del contrato dependiere de un 
tercero y éste fuese dolosamente inducido a rescindirlo, se tendrá 
por no rescindido.

Comentario. Se cree que para que un tercero, en quien las partes contra-
tantes han depositado la facultad de rescindir el contrato, pueda expresar su 
voluntad para rescindirlo debe existir necesariamente una causa válida para 
que opere dicha rescisión, ya que debe entenderse que las partes celebrantes lo 
que han querido es que ese tercero analice si el incumplimiento a la obligación 
es de tal magnitud que hace necesaria la rescisión del acuerdo de voluntades. 

Por otra parte, debe decirse que de no entenderse el precepto en la forma 
antes indicada, el mismo no tendría razón para existir, ya que no es jurídico 
dejar a capricho de un tercero la rescisión de un contrato, cuando los contratos 
sólo producen derechos y obligaciones para las personas que han intervenido en 
su celebración. De ahí que un tercero carece de derecho alguno para rescindir 
un contrato porque no es parte del mismo.

D.C.O.

Capítulo II

De las obligaciones a plazo

Artículo 1953. Es obligación a plazo aquella para cuyo cum-
plimiento se ha señalado un día cierto.

Comentario. Este precepto es muy claro al indicar que las partes están 
facultadas para sujetar el cumplimiento de las obligaciones que pactan a un 
día cierto, lo que equivale a un término, como el que pone fin a un plazo, 
ya que éste debe entenderse como el período de tiempo que transcurre desde el 
momento en que se contrae la obligación hasta aquel que se ha fijado para su 
cumplimiento.

Nada impide que, a pesar de que este precepto no lo dice, las partes hagan 
depender del día cierto el inicio o la terminación de los efectos de las obliga-
ciones. Así como sostiene el maestro Ignacio Galindo Garfias, en el parágrafo 
núm. 100, contenido en el capítulo octavo denominado “Las modalidades 
del negocio jurídico”, el término puede ser inicial (dies a quo), que se 
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refiere al momento en que el acto inicia sus efectos, quedando en suspenso el 
inicio de sus efectos hasta que llega el día cierto. El término es final cuando 
el acto está produciendo efectos hasta que llega el día cierto pactado para su 
vencimiento.

El autor antes citado también sostiene que los efectos que el acto ha pro-
ducido hasta que llega el día cierto no se destruyen por la llegada del término, 
sin embargo, no hay disposición alguna que así lo establezca. Lo cierto es que 
tampoco tiene porqué aplicarse la disposición correspondiente a la condición 
resolutoria, ya que tal como está redactada en el a. 1940 del CCF que se 
comenta, se trata de una condición rescisoria.

De igual manera, nada impide que tanto el inicio como la terminación 
de los efectos del cumplimiento de una obligación se haga depender no de un 
día cierto sino de un hecho, suceso o acontecimiento que con toda certeza deba 
cumplirse, ya que a diferencia de la condición, en ésta la certeza desaparece, 
pues no se sabe si ese hecho o acontecimiento se verificará.

A.M.E.

Artículo 1954. Entiéndase por día cierto aquél que necesa-
riamente ha de llegar.

Comentario. Día cierto es aquel día que se identifica por el nombre del 
día que le corresponde en la semana y el número del mes y del año que fijan 
las partes para el cumplimiento de la obligación, cuyas características lo ha-
cen ser una fecha cierta que necesariamente ha de llegar.

No obstante lo anterior, se reitera, los contratantes también pueden fijar 
un hecho natural o del hombre que necesariamente deba verificarse para el 
cumplimiento de una obligación. 

A.M.E.

Artículo 1955. Si la incertidumbre consistiere en si ha de lle-
gar o no el día, la obligación será condicional y se regirá por las 
reglas que contiene el capítulo que precede.
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Comentario. En este a. el legislador no hace otra cosa sino que establecer 
la diferencia que existe entre la condición y el término, indicando que si hay 
incertidumbre en la llegada del día, entonces se trata de una condición y no 
de un término, porque precisamente, esa incertidumbre es lo que caracteriza 
a la condición.

A.M.E.

Artículo 1956. El plazo en las obligaciones se contará de la 
manera prevenida en los artículos del 1176 al 1180.

Comentario. En este precepto, el legislador ya hace la distinción entre el 
plazo propiamente dicho y el término, ya que señala que el plazo se contará 
de la manera prevenida en los aa. 1176 al 1180 del CCF en comento, en los 
que se indica que los meses se regulan por el número de días que les correspon-
dan, que los días serán de veinticuatro horas naturales, contándose el primero 
siempre completo, aunque no lo sea, pero debiendo ser completo el último, y si 
es feriado se tendrá por cumplido el primer día útil que siga, es evidente que se 
refiere al período de tiempo que transcurre entre la formación de la obligación 
y el día cierto señalado para su cumplimiento.

En cuanto a lo que se establece en el a. 1180 del CCF en comento, en 
el sentido de que cuando el último día es feriado no debe tenerse por completo 
el plazo para el cumplimiento de la obligación, sino hasta que se cumpla el 
primer día útil que siga, debe entenderse aplicable cuando una de las partes se 
ve impedida para actuar en esos días feriados, como sucede con los bancos y 
diversas instituciones que no laboran en días de asueto. Aunado a lo anterior, 
debe entenderse por día útil como sinónimo de día hábil.

En las prácticas comerciales, como el cargo de una tarjeta de crédito, la 
renta de un vehículo, el contrato de hospedaje, si el acto se celebra en el mi-
nuto final del día, se computará como día completo, salvo pacto en contrario, 
mientras que el día del vencimiento tendrá que ser completo.

A.M.E.
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Artículo 1957. Lo que se hubiere pagado anticipadamente 
no puede repetirse.

Si el que paga ignoraba, cuando lo hizo, la existencia del 
plazo, tendrá derecho a reclamar del acreedor los intereses o los 
frutos que éste hubiese percibido de la cosa.

Comentario. El deudor puede liberarse anticipadamente de la obligación 
a la que está sujeto. 

Si el plazo se estipuló en favor del deudor, puede cubrir la prestación 
anticipadamente, pero si este pago lo hace consciente de que el término es a su 
favor, entonces no podrá reclamar devolución del monto pagado. 

Si el deudor hace pago por error, creyendo que el término no es a su favor, 
puede reclamar del acreedor los intereses o frutos generados entre el pago y el 
límite plazo del que gozaba.

El acreedor no puede oponerse a recibir el pago del deudor. El acreedor 
tiene el derecho de cobrar en todo momento, pero no puede hacerlo exigible 
hasta que se cumplan las condiciones establecidas, y no puede cobrar anti-
cipadamente la prestación, salvo en aquellos casos en que la ley lo permite, 
como sería ante una posible insolvencia del deudor.

A.M.E.

Artículo 1958. El plazo se presume establecido en favor del 
deudor, a menos que resulte, de la estipulación o de las circuns-
tancias, que ha sido establecido en favor del acreedor o de las dos 
partes.

Comentario. Para las obligaciones sujetas a un plazo se señala un día 
cierto, pero en caso de no determinarse, se presume que es a favor del deudor, 
pues es el que cuenta con cierto tiempo para cumplir con lo que debe hacer o, 
en su caso, para que se considere que el deudor incumplió por no haber reali-
zado el acto en cierto tiempo.

Si el plazo se establece a favor del deudor y acreedor, las partes quedan 
vinculadas y por ello obligadas a respetarlo.

A.M.E.
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Artículo 1959. Perderá el deudor todo derecho a utilizar el 
plazo.

I. Cuando después de contraída la obligación, resultare in-
solvente, salvo que garantice la deuda;

II. Cuando no otorgue al acreedor las garantías a que estu-
viese comprometido;

III. Cuando por actos propios hubiesen disminuido aquellas 
garantías después de establecidas, y cuando por caso fortuito des-
aparecieren, a menos que sean inmediatamente sustituidas por 
otras igualmente seguras.

Comentario. Los beneficios del término al que se refiere el a. precedente 
tiene sus límites y pueden perderse.

Los supuestos en donde el deudor pierde beneficios del término son:

1. Si el deudor fuera insolvente, es decir, si el obligado disminuyó por sus 
actos las garantías de la deuda, y la suma de los bienes y créditos no 
iguala al importe de sus deudas.

2. Que no garantice la deuda como se había acordado.
3. Cuando el valor de las garantías otorgadas disminuyen o desaparecen, 

pues el valor de los bienes garantizados se ha visto afectado por un de-
terioro, han perdido su valor o se han destruido.

A.M.E.

Artículo 1960. Si fueren varios los deudores solidarios, lo dis-
puesto en el artículo anterior sólo comprenderá al que se hallare 
en alguno de los casos que en él se designan.

Comentario. La obligación que presente más de un obligado y/o acreedor 
son llamadas compuestas o complejas. De tal manera que los sujetos que se 
obligan dan lugar a la obligación mancomunada, que puede ser solidaria o 
disyuntiva.

La solidaridad pasiva se da cuando dos o más deudores reporten la obli-
gación de prestar, cada uno de por sí, en su totalidad, la prestación debida. 
La solidaridad no se presume, resulta de la ley o de la voluntad de las partes.
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El acreedor puede reclamar a cualquiera de los deudores solidarios, o 
bien a todos ellos, la totalidad de la deuda, salvo que se hubiera dividido la 
deuda en el contrato.

El deudor solidario que paga por entero la deuda tiene derecho a exigir 
de los otros codeudores la parte que en ella les corresponda. Salvo convenio en 
contrario, los deudores solidarios están obligados entre sí por partes iguales.

Si en una obligación hay varios acreedores, deudores o ambos, cada 
acreedor puede exigir la totalidad del objeto, que sea divisible, física o econó-
micamente.

Si uno de los deudores solidarios se encontrara en quiebra, el acreedor 
puede ejercer su derecho de exigir el cumplimiento sobre de ese obligado que 
esté en ese caso. 

A.M.E.

Capítulo III

De las obligaciones conjuntivas y alternativas

Artículo 1961. El que se ha obligado a diversas cosas o he-
chos, conjuntamente, debe dar todas las primeras y prestar todos 
los segundos.

Comentario. Las condiciones conjuntas, también llamadas complejas, se 
caracterizan porque derivan de la pluralidad de sujetos activos o pasivos, en 
cuyo caso se trata de una obligación colectiva con las distintas modalidades 
según sus relaciones internas (solidarias, mancomunadas, etcétera), o de una 
variedad de prestaciones, que pueden ser subordinadas unas de otras, de forma 
alternativa (se cumple una u otra) o conjuntiva (deben cumplirse ambas pres-
taciones).

En una sola relación, las prestaciones se unen de tal modo que se cumplen 
todas para que se produzcan plenamente o se extingan los efectos de un negocio 
jurídico, y también son conjuntivas cuando se refieren a una misma relación, 
y basta con cumplir alguna de las obligaciones para que se surtan los efectos.

A.M.E.
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Artículo 1962. Si el deudor se ha obligado a uno de los he-
chos, o a una de dos cosas, o a un hecho o a una cosa, cumple 
prestando cualquiera de esos hechos o cosas; mas no puede, con-
tra la voluntad del acreedor, prestar parte de una cosa y parte de 
otra, o ejecutar en parte un hecho.

Comentario. En las obligaciones alternativas, un deudor se obliga a dar 
o hacer varias cosas, pero si hace el pago de una sola se libera del pago de 
todas las demás; cuando el deudor ha colocado en la obligación más de dos he-
chos o cosas sólo se obliga en realidad a cumplir con una, por lo que se libera 
prestando una de ellas. Doctrinalmente se le conoce con el nombre de principio 
de concentración, pues se concentra la obligación sobre la prestación elegida.

La fuente de las obligaciones alternativas será la voluntad de las par-
tes o la ley, por lo que las partes se sujetan a lo establecido por ellas, de no 
manifestarlas expresamente, entonces estará sujeta a lo establecido en la ley.

A.M.E.

Artículo 1963. En las obligaciones alternativas la elección co-
rresponde al deudor, si no se ha pactado otra cosa.

Comentario. En el a. anterior se mencionó que una de las fuentes de esta 
obligación es la voluntad de las partes, por lo que en el momento que se crea se 
debe determinar cuál es la cosa que deberá prestarse o lo que deberá hacerse y 
quién es el que deberá hacerlo o darlo. Si no se determina quién hará la elec-
ción, la cosa o hecho que habrá de darse o hacerse, le corresponderá al deudor 
señalar el hecho a realizar o establecer con qué cosa pagará la obligación.

A.M.E.

Artículo 1964. La elección no producirá efecto sino desde 
que fuere notificada.

Comentario. El deudor puede elegir la cosa que deberá dar o el hecho que 
deberá realizar, pero debe notificarla al acreedor, pues éste no podría hacer 
efectivo su crédito si antes no reclama del obligado que manifieste su elección. 
Mientras que el acreedor no sea notificado de lo que recibirá en pago, se tiene 
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por no hecha la elección, y por lo mismo no surtirá efectos, especialmente im-
portante resulta para la transmisión del riesgo.

El fin de una obligación alternativa ocurre cuando se da la elección del 
hecho a realizar o la cosa que se ha de dar y la notificación de la misma.

A.M.E.

Artículo 1965. El deudor perderá el derecho de elección 
cuando, de las prestaciones a que alternativamente estuviere 
obligado, sólo una fuere realizable.

Comentario. Si de todas las prestaciones de dar o hacer a las que se obli-
gó el deudor no pudieran llevarse a cabo por ser ilegales o imposibles, éste pier-
de el derecho de elegir cuál cubrirá para librarse de la obligación, por lo que si 
existe una sola que fuera realizable, legal y naturalmente posible, el acreedor 
tiene garantizado su derecho para que se le cubra dicha obligación en su favor.

Un ejemplo: cuando se puede entregar una de las crías de una perra y 
muere uno de los cachorros, quedando uno solo, se tendrá que entregar este 
último.

A.M.E.

Artículo 1966. Si la elección compete al deudor y alguna de 
las cosas se pierde por culpa suya o caso fortuito, el acreedor está 
obligado a recibir la que quede.

Comentario. Si el deudor había elegido la cosa con la que pagaría la 
obligación contraída y la pierde por su culpa o por caso fortuito, el acreedor 
recibirá la que quede, aunque sea de menor valor y se tendrá por pagada la 
obligación.

La obligación no se extingue porque haya desaparecido la cosa que el 
deudor debía entregar, éste sigue obligado y se liberará en el momento en que 
el acreedor reciba la cosa que quede.

El acreedor tiene garantizado el cumplimiento de la obligación.

A.M.E.
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Artículo 1967. Si las dos cosas se han perdido, y una lo ha 
sido por culpa del deudor, éste debe pagar el precio de la última 
que se perdió. Lo mismo se observará si las dos cosas se han per-
dido por culpa del deudor; pero éste pagará los daños y perjui-
cios correspondientes.

Comentario. Las obligaciones alternativas pueden ser más de dos cosas 
a las que se obligó el deudor entregar. Si éstas se perdieron por causa del 
deudor, sigue obligado a pagar al acreedor el monto del valor de la última en 
desaparecer.

De ser el caso de que las cosas desaparecieron por culpa del deudor, 
además de cumplir con la obligación que tenía contraída, pagará los daños y 
perjuicios que le haya producido al acreedor.

A.M.E.

Artículo 1968. Si las dos cosas se han perdido por caso fortui-
to, el deudor queda libre de la obligación.

Comentario. El caso fortuito o fuerza mayor es un suceso que no puede 
preverse, y aun previéndolo no se puede evitar, por lo que el deudor queda libre 
del cumplimiento ya que se ve imposibilitado de cumplir con un hecho que esté 
fuera de su voluntad.

Si las cosas que garantizaban el pago de la obligación se pierden por 
causas fuera de la voluntad del deudor, éste no tiene que pagar al acreedor 
dicha obligación.

A.M.E.

Artículo 1969. Si la elección compete al acreedor y una de 
las dos cosas se pierde por culpa del deudor, puede el primero 
elegir la cosa que ha quedado o el valor de la pérdida con pago 
de daños y perjuicios.

Comentario. Tras haber escogido el acreedor la cosa con la que se cum-
pliría la obligación, y se pierde por culpa del deudor, el primero puede elegir 
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entre la cosa que quedó o el valor de la que se perdió, además del pago de los 
daños y perjuicios.

A.M.E.

Artículo 1970. Si la cosa se pierde sin culpa del deudor, esta-
rá obligado el acreedor a recibir la que haya quedado.

Comentario. Si la cosa se pierde con la intención de que se dilapide, por 
falta de cuidado o negligencia del deudor, entonces causa un detrimento en el 
patrimonio del acreedor, pero si el obligado no tiene culpa en la pérdida de la 
cosa, entonces el acreedor tendrá que recibir la cosa que haya quedado para 
satisfacer el pago de la obligación.

La culpa es el incumplimiento de la obligación existente. Su reparación 
es ordenada por ley cuando causa un perjuicio al acreedor.

A.M.E.

Artículo 1971. Si ambas cosas se perdieron por culpa del 
deudor, podrá el acreedor exigir el valor de cualquiera de ellas 
con los daños y perjuicios, o la rescisión del contrato.

Comentario. Si por culpa del deudor se pierden las cosas, en virtud de 
falta de cuidado o por alguna otra causa imputable a él, el acreedor puede 
pedir el pago de las cosas a las que se había obligado el deudor, además del 
pago de daños y perjuicios.

El acreedor puede pedir también la rescisión del contrato, con la que se 
le pone fin a la relación que tiene con el deudor de pleno derecho, por incum-
plimiento culpable.

A.M.E.

Artículo 1972. Si ambas cosas se perdieren sin culpa del deu-
dor, se hará la distinción siguiente.
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I. Si se hubiere hecho ya la elección o designación de la cosa, 
la pérdida será por cuenta del acreedor;

II. Si la elección no se hubiere hecho, quedará el contrato 
sin efecto.

Comentario. Este a. toma en cuenta la facultad de elección del deudor o 
del acreedor de la cosa con la que se ha de satisfacer la obligación. 

De la elección de las cosas, éstas se pierden sin culpa del deudor, la pér-
dida es a cuenta del acreedor.

Si las cosas con las que se satisfacen las obligaciones no se han elegido 
aún y el deudor pierde con las que garantizaba su cumplimiento sin que haya 
tenido culpa de la pérdida, el contrato queda sin efectos.

A.M.E.

Artículo 1973. Si la elección es del deudor y una de las cosas 
se pierde por culpa del acreedor, podrá el primero pedir que se 
le dé por libre de la obligación o que se rescinda el contrato, con 
indemnización de los daños y perjuicios.

Comentario. Después de haber elegido las cosas con las que se tendría 
cumplida la obligación del deudor, y el acreedor estuviera enterado de las 
cosas con las que se le haría pago, una de esas cosas se pierde por culpa de 
este último, el obligado puede pedir que se le tenga por pagada su deuda y la 
rescisión del contrato.

El obligado, además, puede pedir del acreedor el pago de daños y perjui-
cios como indemnización, y ésta es el derecho que tiene el obligado de reclamar 
del acreedor que le pague los daños y perjuicios, por el detrimento sufrido.

A.M.E.

Artículo 1974. En el caso del artículo anterior, si la elección 
es del acreedor, con la cosa perdida quedará satisfecha la obli-
gación.
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Comentario. Si la elección del objeto fue por el acreedor, y ésta se pierde, 
el acreedor tendrá por satisfecha la obligación, pues es consecuencia el riesgo 
de la cosa.

A.M.E.

Artículo 1975. Si las dos cosas se pierden por culpa del acree-
dor y es de éste la elección, quedará a su arbitrio devolver el pre-
cio que quiera de una de las cosas.

Comentario. En las obligaciones alternativas, con la entrega de una de 
las cosa se tienen por satisfechas, por lo que si se pierden las dos, el deudor 
debe ser indemnizado, ya que con la entrega de una de las cosas se tiene por 
pagada su obligación. 

Si las cosas se perdieron por culpa del acreedor, deberá devolver el precio 
de una de las cosas. La elección de qué precio devolverá quedará a opción del 
acreedor.

A.M.E.

Artículo 1976. En el caso del artículo anterior, si la elección es 
del deudor, éste designará la cosa cuyo precio debe pagar, y éste 
precio se probará conforme a derecho en caso de desacuerdo.

Comentario. Si la elección del precio que deberá devolver el acreedor no 
ocurre, será el deudor el que designe cúal es el precio que el primero deberá 
pagarle.

Si las partes están en desacuerdo respecto al monto que deberá pagar el 
acreedor al deudor, entonces se recurrirá a la instancia judicial, en donde se 
resolverá el desacuerdo.

A.M.E.

Artículo 1977. En los casos de los dos artículos que preceden, 
el acreedor está obligado al pago de los daños y perjuicios.
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Comentario. En los dos casos anteriores se estableció que la cosa se per-
dió por culpa del acreedor, por lo que el deudor tiene derecho al pago de daños 
y perjuicios.

A.M.E.

Artículo 1978. Si el obligado a prestar una cosa o ejecutar un 
hecho se rehusare a hacer lo segundo y la elección es del acree-
dor, éste podrá exigir la cosa o la ejecución del hecho por un 
tercero, en los términos del artículo 2027. Si la elección es del 
deudor, éste cumple entregando la cosa.

Comentario. En caso de que el obligado deba hacer algo y se negara a 
hacerlo, el acreedor puede solicitar a un tercero que se realice dicho acto si esto 
fuera posible, pero el gasto que esto le genere será responsabilidad del deudor. 

El deudor no puede objetar el monto de los honorarios de la persona que 
llevó a cabo su obligación.

A.M.E.

Artículo 1979. Si la cosa se pierde por culpa del deudor y la 
elección es del acreedor, éste podrá exigir el precio de la cosa, 
la prestación del hecho o la rescisión del contrato.

Comentario. Si la cosa se pierde por culpa del deudor, el acreedor puede 
escoger entre el pago de ésta, la prestación del hecho o el resarcimiento del 
contrato.

A.M.E.

Artículo 1980. En el caso del artículo anterior, si la cosa se 
pierde sin la culpa del deudor, el acreedor está obligado a recibir 
la prestación del hecho.

Comentario. Si la cosa se pierde sin culpa del deudor, el acreedor está 
obligado a recibir la prestación del hecho.

A.M.E.



CÓDIGO CIVIL FEDERAL COMENTADO114

Artículo 1981. Haya habido o no culpa en la pérdida de la 
cosa por parte del deudor, si la elección es suya, el acreedor está 
obligado a recibir la prestación del hecho.

Comentario. El acreedor está obligado a recibir la prestación. Para el 
caso en el que el acreedor se negara a recibir la cosa, el deudor puede consignar 
el objeto ante el juez que corresponda para no caer en mora, y el acreedor esté 
en posibilidad de ejercer su derecho de cobro. 

A.M.E.

Artículo 1982. Si la cosa se pierde o el hecho deja de pres-
tarse por culpa del acreedor, se tiene por cumplida la obligación.

Comentario. El acreedor tiene garantizado el pago de su obligación con 
la cosa que haya elegido para que la obligación se cumpla, sin embargo, si 
es el acreedor quien hace que se pierda la cosa o el hecho deja de prestarse, la 
obligación se tiene cumplida. 

A.M.E.

Artículo 1983. La falta de prestación del hecho se regirá por 
lo dispuesto en los artículos 2027 y 2028.

Comentario. Si el deudor se niega a la prestación del hecho, el acreedor 
podrá optar por exigir la cosa o que el hecho se realice por un tercero, si fuera 
posible.

Si el hecho sólo lo pudiera realizar el deudor, el acreedor puede pedir el 
pago de daños y perjuicios. 

A.M.E.
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Capítulo IV

De las obligaciones mancomunadas

Artículo 1984. Cuando hay pluralidad de deudores o de 
acreedores, tratándose de una misma obligación, existe la man-
comunidad.

Comentario. Las obligaciones mancomunadas se pueden distinguir de 
tres formas:

Las activas, cuando hay pluralidad de acreedores y un sólo deudor.
Las pasivas, cuando hay pluralidad de deudores y un acreedor.
Las mixtas, cuando al mismo tiempo hay pluralidad de deudores y acree-

dores. 

A.M.E.

Artículo 1985. La simple mancomunidad de deudores o de 
acreedores no hace que cada uno de los primeros deba cumplir 
íntegramente la obligación, ni da derecho a cada uno de los se-
gundos para exigir el total cumplimiento de la misma. En este 
caso el crédito o la deuda se consideran divididos en partes como 
deudores o acreedores haya y cada parte constituye una deuda o 
un crédito distinto uno de otro.

Comentario. Al existir varios deudores, cada uno sólo puede ser obligado 
a pagar una parte de la obligación, la cual se presume es una porción igual 
a la de los demás deudores; en el caso de ser varios acreedores, cada acreedor 
tiene derecho a exigir la parte de la prestación que le corresponde.

A.M.E.

Artículo 1986. Las partes se presumen iguales a no ser que se 
pacte otra cosa o que la ley disponga lo contrario.

Comentario. La deuda se puede dividir entre las partes que concurren a 
obligarse, en el momento que nace la obligación, y pueden disponer si las par-
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tes son proporcionales o equivalentes a un porcentaje de la obligación o bien la 
proporción en la que se han obligado frente a los acreedores.

A.M.E.

Artículo 1987. Además de la mancomunidad, habrá solida-
ridad activa, cuando dos o más acreedores tienen derecho para 
exigir, cada uno de por sí, el cumplimiento total de la obligación, 
y solidaridad pasiva cuando dos o más deudores reporten la obli-
gación de prestar, cada uno de por sí, en su totalidad, la presta-
ción debida.

Comentario. La solidaridad se presenta en una obligación cuando hay 
varios acreedores, deudores o ambos, y cada acreedor puede exigir el todo del 
objeto, y cada deudor debe pagar la totalidad del objeto, no obstante que ese 
objeto sea divisible, física o económicamente.

En la solidaridad activa hay varios acreedores, y cada uno puede exigir el 
pago total de la obligación a un deudor. Cada acreedor tiene el derecho de exi-
gir el pago completo de la deuda. Cuando el deudor paga a uno de los acree-
dores obtiene su liberación respecto de la totalidad de los acreedores solidarios.

La solidaridad pasiva es cuando varios deudores están comprometidos 
con una sola prestación. Cada uno de los deudores podrá ser requerido de pago 
de la totalidad de la deuda. El pago de cualquiera de los deudores implica la 
liberación de los demás deudores solidarios.

A.M.E. 

Artículo 1988. La solidaridad no se presume; resulta de la ley 
o de la voluntad de las partes.

Comentario. La fuente de las obligaciones solidarias pasivas tiene su 
origen en el convenio, la herencia y la ley.

La solidaridad convencional nace de un convenio, en donde se determina 
la forma en que cada deudor cumplirá su obligación y la que cada acreedor 
podrá exigir su cumplimiento.
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La solidaridad nunca se presume, siempre debe ser expresa, pues así lo 
ha establecido la norma y la jurisprudencia.

A.M.E.

Artículo 1989. Cada uno de los acreedores o todos juntos 
pueden exigir de todos los deudores solidarios o de cualquiera de 
ellos, el pago total o parcial de la deuda. Si reclaman todo de uno 
de los deudores y resultare insolvente, pueden reclamarlo de los 
demás o de cualquiera de ellos. Si hubiesen reclamado sólo parte, 
o de otro modo hubiesen consentido en la división de la deuda, 
respecto de alguno o algunos de los deudores, podrán reclamar el 
todo de los demás obligados, con deducción de la parte del deu-
dor o deudores libertados de la solidaridad.

Comentario. Ante la insolvencia de uno de los deudores, el acreedor está 
en aptitud de demandar el pago de la deuda, poniendo a la venta todo el pa-
trimonio activo del obligado, y lo obtenido se distribuirá entre sus acreedores.

El o los acreedores pueden reclamar a cada uno de los deudores solida-
rios, o a todos, el pago total de la deuda, dividir el pago entre todos o alguno 
de los deudores, reclamar el pago de forma parcial liberando de su obligación 
a los deudores que hagan el pago de su proporción.

A.M.E.

Artículo 1990. El pago hecho a uno de los acreedores solida-
rios extingue totalmente la deuda.

Comentario. Para el caso de que un deudor haga el pago total de la deuda 
a cualquiera de los acreedores solidarios, los demás ya no podrán reclamar el 
pago, pues la deuda quedó extinguida.

A.M.E.

Artículo 1991. La novación, compensación, confusión o remi-
sión hecha por cualquiera de los acreedores solidarios, con cual-
quiera de los deudores de la misma clase, extingue la obligación.
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Comentario. Los medios de extinción de la deuda son el pago o cumpli-
miento, y la novación es una forma de extinguir las obligaciones recíprocas, 
creando una nueva que sustituye a la primera, y debe existir una modificación 
sustancial respecto de la obligación anterior.

La compensación extingue las deudas hasta el importe de la que sea 
menor, es decir, se tiene la calidad de acreedor y deudor en forma recíproca.

La confusión es la reunión en la misma persona de la calidad de acreedor 
y deudor.

La remisión es la renuncia o perdón de una deuda por parte del acree-
dor. Cualquier medio de extinción con cualquiera de los deudores extingue la 
obligación. 

A.M.E.

Artículo 1992. El acreedor que hubiese recibido todo o parte 
de la deuda, o que hubiese hecho quita o remisión de ella, queda 
responsable a los otros acreedores de la parte que a éstos corres-
ponda, dividido el crédito entre ellos.

Comentario. Si el acreedor recibe todo o parte de la deuda es responsable 
de compartir con los demás acreedores la parte que les corresponda.

Si el acreedor exige el pago de la deuda y cobra parte o la totalidad del 
importe a uno de los obligados, queda obligado con los demás acreedores. De 
la misma forma responde a los demás acreedores si hace alguna quita o haya 
remitido la deuda. 

A.M.E.

Artículo 1993. Si falleciere alguno de los acreedores solida-
rios dejando más de un heredero, cada uno de los coherederos 
sólo tendrá derecho de exigir o recibir la parte del crédito que le 
corresponda en proporción a su haber hereditario, salvo que la 
obligación sea indivisible.

Comentario. Para el caso en que falleciera uno de los acreedores solida-
rios, dejando más de un heredero, éstos podrán reclamar la parte proporcional 
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del crédito que le correspondiera al acreedor repartiéndolo en la proporción 
que les corresponda.

La indivisibilidad o divisibilidad de la obligación depende de la natu-
raleza de su objeto. 

A.M.E.

Artículo 1994. El deudor de varios acreedores solidarios se 
libra pagando a cualquiera de éstos, a no ser que haya sido re-
querido judicialmente por alguno de ellos, en cuyo caso deberá 
hacer el pago al demandante.

Comentario. El deudor se libra de la deuda pagando a cualquiera de los 
acreedores.

El acreedor tiene derecho a demandar simultáneamente a todos los deu-
dores o a uno solo de ellos.

El deudor que haya sido requerido judicialmente por alguno de los acree-
dores deberá hacer pago a su demandante y así se tiene por cumplida su 
obligación. 

A.M.E.

Artículo 1995. El deudor solidario sólo podrá utilizar contra 
las reclamaciones del acreedor, las excepciones que se deriven de 
la naturaleza de la obligación y las que le sean personales.

Comentario. Si el acreedor requiere judicialmente a uno de los deudores, 
éste puede oponer las excepciones que le sean personales y las derivadas de la 
naturaleza solidaria de la obligación.

Además, el codeudor demandado podrá utilizar una excepción dilatoria, 
cuyo objeto es que sus codeudores, concurran también al juicio. 

El deudor solidario deberá de cumplir con la parte proporcional que le 
corresponda de la obligación, por lo que si el acreedor le exige el pago de la 
totalidad, éste podrá exceptuarse con las que en proporción le correspondan.

A.M.E.
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Artículo 1996. El deudor solidario es responsable para con 
sus coobligados si no hace valer las excepciones que son comunes 
a todos.

Comentario. Los deudores solidarios tienen intereses y excepciones co-
munes.

Si el deudor que ha sido requerido no opone estas excepciones comunes 
entre los codeudores, es obligado frente a los demás por esta omisión, y respon-
derá a los demás deudores de las obligaciones reclamadas. 

A.M.E.

Artículo 1997. Si la cosa hubiere perecido, o la prestación se 
hubiere hecho imposible sin culpa de los deudores solidarios, la 
obligación quedará extinguida.

Si hubiere mediado culpa de parte de cualquiera de ellos, 
todos responderán del precio y de la indemnización de daños y 
perjuicios, teniendo derecho los no culpables de dirigir su acción 
contra el culpable o negligente.

Comentario. Si la cosa objeto deja de existir o la prestación no es posible 
que se cumpla, extingue a la obligación.

Si la cosa se pierde y el acreedor comprueba que hubo culpa por parte 
de los obligados, entonces todos deben de indemnizar al primero los daños y 
perjuicios.

Los codeudores tienen responsabilidad solidariamente por el hecho ilícito 
si la cosa se perdió por su culpa. 

A.M.E.

Artículo 1998. Si muere uno de los deudores solidarios de-
jando varios herederos, cada uno de éstos está obligado a pagar 
la cuota que le corresponda en proporción a su haber heredita-
rio, salvo que la obligación sea indivisible; pero todos los cohe-
rederos serán considerados como un solo deudor solidario, con 
relación a los otros deudores.
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Comentario. Si uno de los codeudores fallece teniendo varios herederos, 
éstos estarán obligados a pagar la parte proporcional que les corresponda de 
la parte de la deuda que el autor de la herencia tenía con el acreedor. Todos 
los herederos del deudor serán considerados como uno solo.

Los herederos se convierten en deudores y deberán de responder en propor-
ción a su haber hereditario, si la obligación no se pudiera dividir, los herederos 
serán un solo deudor frente a los demás deudores. 

A.M.E.

Artículo 1999. El deudor solidario que paga por entero la 
deuda, tiene derecho de exigir de los otros codeudores la parte 
que en ella les corresponda.

Salvo convenio en contrario, los deudores solidarios están 
obligados entre sí por partes iguales.

Si la parte que incumbe a un deudor solidario no puede ob-
tenerse de él, el déficit debe ser repartido entre los demás deudo-
res solidarios, aun entre aquellos a quienes el acreedor hubiere 
libertado de la solidaridad.

En la medida que un deudor solidario satisface la deuda, se 
subroga en los derechos del acreedor.

Comentario. El deudor solidario que paga la totalidad de la deuda tiene 
derecho de exigir a los demás codeudores la parte proporcional de la deuda 
que les corresponda.

Si no se determinó cuánto deben cubrir los deudores solidarios, se entien-
de que les corresponden partes proporcionales.

Si los coobligados no quisieran pagar voluntariamente la parte que les 
corresponde al codeudor que cubrió la deuda, el deudor que realizó el pago 
le asiste los derechos como acreedor para cobrar coercitivamente a los codeu-
dores.

A.M.E.
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Artículo 2000. Si el negocio por el cual la deuda se contrajo 
solidariamente, no interesa más que a uno de los deudores soli-
darios, éste será responsable de toda ella a los otros codeudores.

Comentario. Es común la confusión entre deudor solidario y fianza, en 
virtud de que los otros codeudores se harán responsables de toda la deuda.

La fianza se trata de un contrato, los deudores solidarios son parte del 
contrato, en la fianza no.

El acreedor puede demandar indistintamente a cualquiera de los deudo-
res, en la fianza no se puede demandar al fiador mientras que no se le haya 
demandado primero al deudor.

El fiador se obliga a pagar siempre que el obligado no lo haga y los obli-
gados solidarios pagaran al acreedor como si fueran el que no lo hizo en el 
orden que el acreedor quiera cobrar. 

A.M.E.

Artículo 2001. Cualquier acto que interrumpa la prescrip-
ción en favor de uno de los acreedores o en contra de uno de los 
deudores, aprovecha o perjudica a los demás.

Comentario. La prescripción es, de acuerdo al a. 1135, un medio de 
adquirir bienes o de librarse de obligaciones, mediante el transcurso de cierto 
tiempo y bajo las condiciones establecidas por la ley. 

La figura de la prescripción opera en favor del acreedor, es decir, por el 
simple paso del tiempo adquiere un bien, y se le llama prescripción positiva 
o adquisitiva.

La prescripción opera en favor del deudor si por el paso del tiempo se li-
bera del cumplimiento de sus obligaciones, y se le llama prescripción negativa 
o extintiva.

La prescripción opera en favor de la totalidad de los acreedores o de los 
deudores sin excepción. Si uno de los acreedores exime de la solidaridad a 
uno de los deudores, la prescripción no se interrumpe con respecto a los demás 
obligados. 

A.M.E.
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Artículo 2002. Cuando por el no cumplimiento de la obliga-
ción se demanden daños y perjuicios, cada uno de los deudores 
solidarios responderá íntegramente de ellos.

Comentario. La solidaridad de pago de los deudores también opera en el 
caso del pago de daños y perjuicios que el acreedor demande, en las proporcio-
nes que le correspondan o por partes iguales. 

A.M.E.

Artículo 2003. Las obligaciones son divisibles cuando tienen 
por objeto prestaciones susceptibles de cumplirse parcialmente. 
Son indivisibles si las prestaciones no pudiesen ser cumplidas sino 
por entero.

Comentario. En la obligación indivisible, el acreedor podrá exigir la 
totalidad de la obligación, y los deudores están en obligación de cumplir por 
entero. La obligación divisible puede cumplirse por partes, sin alterar su esen-
cia. En el a. 1993 se hace referencia a dicha obligación.

A.M.E.

Artículo 2004. La solidaridad estipulada no da a la obligación 
el carácter de indivisible, ni la indivisibilidad de la obligación la 
hace solidaria.

Comentario. La indivisibilidad de la obligación es en razón de si la 
prestación es susceptible de dividirse o no, y la solidaridad es en razón a que 
así fue pactada. 

A.M.E.

Artículo 2005. Las obligaciones divisibles en que haya más 
de un deudor o acreedor se regirán por las reglas comunes de las 
obligaciones; las indivisibles en las que haya más de un deudor o 
acreedor se sujetarán a las siguientes disposiciones.
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Comentario. Las obligaciones divisibles, en donde hay pluralidad de 
deudores o acreedores, se sujetarán a las reglas comunes de las obligaciones. 
Las obligaciones indivisibles se sujetan a las normas establecidas en los 
siguientes aa. 

A.M.E.

Artículo 2006. Cada uno de los que han contraído conjunta-
mente una deuda indivisible, está obligado por el todo, aunque 
no se haya estipulado solidaridad.

Lo mismo tiene lugar respecto de los herederos de aquel que 
haya contraído una obligación indivisible.

Comentario. Se le llama indivisibilidad pasiva cuando hay dos o más 
deudores obligados a hacer la entrega del objeto indivisible al acreedor, y esta 
tiene dos efectos: a) cada deudor paga el todo del objeto, en virtud de la natu-
raleza de éste, y b) cuando la deuda nace se transmite por convenio o herencia, 
los causahabientes del autor de la sucesión quedan obligados y el objeto se 
vuelve indivisible.

Si el objeto es indivisible, los codeudores tienen que cumplir con la obliga-
ción de una sola vez, y a cada uno de ellos se les puede demandar la totalidad 
de la deuda.

Si la deuda es indivisible en cuanto a su naturaleza, los deudores están 
obligados al pago del todo a pesar de que no se estipuló que son solidarios.

A.M.E.

Artículo 2007. Cada uno de los herederos del acreedor pue-
de exigir la completa ejecución indivisible, obligándose a dar su-
ficiente garantía para la indemnización de los demás coherede-
ros, pero no puede por sí solo perdonar el débito total, ni recibir 
el valor en lugar de la cosa.

Si uno solo de los herederos ha perdonado la deuda o recibi-
do el valor de la cosa, el coheredero no puede pedir la cosa indi-
visible sino devolviendo la porción del heredero que haya perdo-
nado o que haya recibido el valor.
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Comentario. Se le llamará indivisibilidad activa, cuando hay dos o más 
acreedores que tienen derecho a recibir el todo de la prestación y hay un solo 
deudor.

Cada creedor o herederos de un acreedor tiene derecho a exigir el objeto 
total de la obligación. 

Para el caso de que todos los herederos de un acreedor exijan la obligación 
indivisible, éstos tienen que garantizar los derechos de los demás herederos.

A.M.E.

Artículo 2008. Sólo por el consentimiento de todos los acree-
dores puede remitirse la obligación indivisible o hacerse una qui-
ta de ella.

Comentario. El segundo efecto de la indivisibilidad activa es que los 
acreedores no pueden hacer quita o dimitir voluntaria y unilateralmente su 
derecho a exigir el pago de la obligación, en caso de que así lo hiciera no surte 
efectos contra los demás. 

Si uno solo de los acreedores diera por cumplida la obligación, ésta no 
surtirá efectos por la pluralidad de éstos frente al o los obligados. 

A.M.E.

Artículo 2009. El heredero del deudor, apremiado por la to-
talidad de la obligación, puede pedir un término para hacer con-
currir a sus coherederos, siempre que la deuda no sea de tal natu-
raleza que sólo pueda satisfacerse por el heredero demandado, el 
cual entonces puede ser condenado, dejando a salvo sus derechos 
de indemnización contra sus coherederos.

Comentario. Uno de los efectos de la indivisibilidad pasiva es cuando la 
deuda se transmite por herencia a los causahabientes del autor de la sucesión, 
quedando obligados y el objeto se vuelve indivisible.

El heredero del deudor puede pedir tiempo suficiente para llamara a los 
demás coherederos para hacer frente al cumplimiento de la obligación, en caso 
de que no comparecieren, el primero, hará pago de la obligación, quedando 
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a salvo sus derechos de indemnización que pueda ejercer contra los demás 
coherederos.

A.M.E.

Artículo 2010. Pierde la calidad de indivisible, la obligación 
que se resuelve en el pago de daños y perjuicios y, entonces, se 
observarán las reglas siguientes.

I. Si para que se produzca esa conversión hubo culpa de par-
te de todos los deudores, todos responderán de los daños y per-
juicios proporcionalmente al interés que representen en la obli-
gación;

II. Si sólo algunos fueron culpables, únicamente ellos respon-
derán de los daños y perjuicios.

Comentario. La obligación deja de ser indivisible en caso de incumpli-
miento culpable de uno o todos los deudores.

Si mediara culpa de todos los deudores (a.1970) todos pagarán los daños 
y perjuicios (a.1948) causados en la proporción que les corresponda, pero si 
sólo algunos fueron culpables, éstos responderán de los daños y perjuicios.

A.M.E.

Capítulo V

De las obligaciones de dar

Artículo 2011. La prestación de cosa puede consistir.
I. En la traslación de dominio de cosa cierta;
II. En la enajenación temporal del uso o goce de cosa cierta;
III. En la restitución de cosa ajena o pago de cosa debida.
Comentario. El acreedor a quien su deudor ha prometido dar o transmi-

tirle una cosa o propiedad ha adquirido por ese hecho la obligación de entregar.

A.M.E.
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Artículo 2012. El acreedor de cosa cierta no puede ser obli-
gado a recibir otra aun cuando sea de mayor valor.

Comentario. A diferencia de otras modalidades de las obligaciones, en 
donde la cosa puede ser incierta, en las obligaciones de dar, desde el nacimien-
to de la obligación, el acreedor recibirá una cosa cierta y determinada por la 
que contrata, por lo que no está obligado a recibir otra cosa aunque sea de 
mayor valor de la que contrató. 

A.M.E.

Artículo 2013. La obligación de dar cosa cierta comprende 
también la de entregar sus accesorios; salvo que lo contrario re-
sulte del título de la obligación o de las circunstancias del caso.

Comentario. Una cosa cierta para que pueda ser objeto de contrato debe 
existir en la naturaleza o ser susceptible de llegar a existir.

La entrega de la cosa deberá hacerse incluyendo sus accesorios, salvo que 
se haya estipulado en la obligación el no entregarse. 

A.M.E.

Artículo 2014. En las enajenaciones de cosas ciertas y deter-
minadas, la traslación de la propiedad se verifica entre los con-
tratantes, por mero efecto del contrato, sin dependencia de tradi-
ción ya sea natural, ya sea simbólica; debiendo tenerse en cuenta 
las disposiciones relativas del Registro Público.

Comentario. La translación de la propiedad se efectúa entre los contra-
tantes, y dependiendo de la cosa, se satisfacen los elementos de solemnidad que 
requiere el registro Público. 

La solemnidad es el conjunto de elementos de carácter exterior del acto 
jurídico en el que se plasma la voluntad de los que contratan, y que la ley 
exige para la existencia del mismo. 

A.M.E.
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Artículo 2015. En las enajenaciones de alguna especie deter-
minada, la propiedad no se transferirá sino hasta el momento en 
que la cosa se hace cierta, y determinada con conocimiento del 
acreedor.

Comentario. Como excepción, es posible que se venda una cosa indeter-
minada, pero es necesario que llegue a determinarse.

La cosa que no existe, pero puede llegar a existir, puede dar origen a dos 
tipos de contrato: el contrato de compra de esperanza o el contrato de cosa es-
perada. Si la cosa no existe y esto es conocimiento del acreedor, la cosa puede 
llegar a existir, puede crearse a solicitud del acreedor. 

A.M.E.

Artículo 2016. En el caso del artículo que precede, si no se 
designa la calidad de la cosa, el deudor cumple entregando una 
de mediana calidad.

Comentario. El acreedor no puede pedir un objeto de una calidad supe-
rior, y el deudor no puede ofrecer pagar con un objeto que sea de una cantidad 
mediana, por lo que el pago de la cosa se cumple cuando se entrega uno de 
mediana calidad.

A.M.E.

Artículo 2017. En los casos en que la obligación de dar cosa 
cierta importe la traslación de la propiedad de esa cosa, y se pier-
de o deteriora en poder del deudor, se observarán las reglas si-
guientes.

I. Si la pérdida fue por culpa del deudor, éste responderá al 
acreedor por el valor de la cosa y por los daños y perjuicios;

II. Si la cosa se deteriora por culpa del deudor, el acreedor 
puede optar por la rescisión del contrato y el pago de daños y 
perjuicios, o recibir la cosa en el estado que se encuentre y exigir 
la reducción de precio y el pago de daños y perjuicios;

III. Si la cosa se perdiere por culpa del acreedor, el deudor 
queda libre de la obligación;
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IV. Si se deteriorare por culpa del acreedor, éste tiene obliga-
ción de recibir la cosa en el estado en que se halle;

V. Si la cosa se pierde por caso fortuito o fuerza mayor, la 
obligación queda sin efecto y el dueño sufre la pérdida, a menos 
que otra cosa se haya convenido.

Comentario. El deudor no queda exento del pago si no se encuentra en 
mora. Si la cosa que ha de entregarse al acreedor se deteriora, o si por culpa 
del deudor se pierden las cosas, el acreedor puede pedir el pago de daños y 
perjuicios. 

A.M.E.

Artículo 2018. La pérdida de la cosa en poder del deudor se 
presume por culpa suya mientras no se pruebe lo contrario.

Comentario. Si la cosa estaba en poder o disposición del deudor y se pier-
de, se presume que fue su culpa hasta que no demuestre lo contrario.

A.M.E.

Artículo 2019. Cuando la deuda de una cosa cierta y deter-
minada procediere de delito o falta, no se eximirá el deudor del 
pago de su precio, cualquiera que hubiere sido el motivo de la 
pérdida; a no ser que, habiendo ofrecido la cosa al que debió re-
cibirla, se haya éste constituido en mora.

Comentario. Se conoce por mora al retardo en el cumplimiento de una 
obligación o de un derecho de crédito indemnizatorio.

Cuando la ley aprecia ese retardo para fijar la indemnización que el 
responsable, por el hecho ilícito, debe pagar al acreedor por la inejecución que 
le sea imputable.

Si la deuda tiene su origen en un hecho ilícito, el deudor continúa obli-
gado con el acreedor. Si el acreedor no entrega la cosa en tiempo, incurre en 
mora, por lo que la obligación no está pagada al acreedor. 

A.M.E.
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Artículo 2020. El deudor de una cosa perdida o deteriorada 
sin culpa suya, está obligado a ceder al acreedor cuantos dere-
chos y acciones tuviere para reclamar la indemnización a quien 
fuere responsable.

Comentario. Si la cosa se perdió o deterioró sin la culpa del deudor, está 
obligado a ceder los derechos al acreedor que tuviere para que demandara la 
indemnización correspondiente al responsable. 

A.M.E.

Artículo 2021. La pérdida de la cosa puede verificarse.
I. Pereciendo la cosa o quedando fuera del comercio;
II. Desapareciendo de modo que no se tengan noticias de 

ella o que aunque se tenga alguna, la cosa no se pueda recobrar.
Comentario. Tomando en cuenta que simultáneo a los elementos esencia-

les del acto jurídico pueden avenirse elementos accidentales o circunstanciales 
en la voluntad como son las modalidades o variantes a que se supeditan los 
efectos de las obligaciones que de éste deriven, dígase la condición o el pla-
zo, debe igualmente mencionarse que en congruencia con la autonomía de la 
voluntad puede pactarse que la eficacia o resolución de las obligaciones se 
supediten a la realización de un suceso futuro e incierto. De igual forma, el a. 
1948, que se ha comentado en párrafos anteriores, prevé, entre otras razones, 
los supuestos y causas en que por pérdida de la cosa se suspenden los efectos 
de una obligación. En ese sentido, remite dicho numeral al a. 2021, objeto 
del presente comentario, para delimitar cuándo debe estimarse como pérdida 
la cosa, señalando como primera hipótesis la destrucción o, en otras palabras, 
que perezca ésta, causa que en esa lógica es aludida en aa. subsecuentes como 
causa de terminación de diversos contratos traslativos de uso o de dominio, 
como también respecto de derechos reales. 

La misma fr. I, antes comentada, estima también como pérdida cuando 
la cosa quede fuera del comercio, lo que se actualiza al no ser posible que sean 
poseídas por alguien en particular dada su naturaleza o que por disposición 
de ley no puedan ser reducidas a propiedad particular. 
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En su fr. II señala como otra hipótesis para estimar la pérdida, que la 
cosa desaparezca, agregando además que no se tenga noticia de ella, circuns-
tancia lógicamente implícita en esa condición, pues de otra manera no podría 
pensarse, ni resultaría lógico, supeditar la “desaparición” a cierto tiempo 
para estimar la perdida, y que puede o no devenir de la intervención del po-
seedor, como es el caso de robo o extravío. 

Ahora bien, finalmente se despeja la duda razonable de lo que sucedería 
si luego de un tiempo de la desaparición de la cosa se tuvieran noticias de ésta, 
cuando establece que no obstante a ello, si no es posible recobrarla, se estima 
igualmente perdida. 

A.M.E.

Artículo 2022. Cuando la obligación de dar tenga por obje-
to una cosa designada sólo por su género y calidad, luego que la 
cosa se individualice por la elección del deudor o del acreedor, se 
aplicarán, en caso de pérdida o deterioro, las reglas establecidas 
en el artículo 2017.

Comentario. Para que se transfiera o dé un objeto, éste debe ser cierto y 
determinado, con base en ello se podrán establecer las reglas para el caso de 
pérdida y deterioro. 

A.M.E.

Artículo 2023. En los casos de enajenación con reserva de la 
posesión, uso o goce de la cosa hasta cierto tiempo, se observarán 
las reglas siguientes.

I. Si hay convenio expreso se estará a lo estipulado;
II. Si la pérdida fuere por culpa de alguno de los contratan-

tes, el importe será de la responsabilidad de éste;
III. A falta de convenio o de culpa, cada interesado sufrirá la 

pérdida que le corresponda, en todo si la cosa perece totalmente, 
o en parte, si la pérdida fuere solamente parcial;
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IV. En el caso de la fracción que precede, si la pérdida fuere 
parcial y las partes no se convinieren en la disminución de sus 
respectivos derechos, se nombrarán peritos que la determinen.

Comentario. Las partes pueden convenir lo que estimen conveniente para 
el caso de pérdida o deterioro de la cosa.

Si no hay tal convenio, responderá aquel que haya tenido la culpa de la 
pérdida. La obligación se extingue en el momento en que la cosa se pierde. 

A.M.E.

Artículo 2024. En los contratos en que la prestación de la 
cosa no importe la traslación de la propiedad, el riesgo será siem-
pre de cuenta del acreedor, a menos que intervenga culpa o ne-
gligencia de la otra parte.

Comentario. El riesgo es a cuenta del acreedor o propietario, pero si inter-
viene un tercero, que se maneje con negligencia, entonces el riesgo es a cuenta 
de este tercero.

A.M.E.

Artículo 2025. Hay culpa o negligencia cuando el obligado 
ejecuta actos contrarios a la conservación de la cosa o deja de eje-
cutar los que son necesarios para ella.

Comentario. La esencia de un hecho ilícito es la culpa, que es la falta 
de cuidado o negligencia que genera un detrimento patrimonial, y por ello se 
considera para establecer responsabilidades. 

A.M.E.

Artículo 2026. Si fueren varios los obligados a prestar la mis-
ma cosa, cada uno de ellos responderá, proporcionalmente, ex-
ceptuándose en los casos siguientes.

I. Cuando cada uno de ellos se hubiere obligado solidaria-
mente;
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II. Cuando la prestación consistiere en cosa cierta y deter-
minada que se encuentre en poder de uno de ellos, o cuando 
dependa de hecho que sólo uno de los obligados pueda prestar;

III. Cuando la obligación sea indivisible;
IV. Cuando por el contrato se ha determinado otra cosa.
Comentario. Si existen varios obligados, serán responsables solidaria-

mente por la naturaleza de la obligación. 

A.M.E.

Capítulo VI

De las obligaciones de hacer o de no hacer

Artículo 2027. Si el obligado a prestar un hecho, no lo hi-
ciere, el acreedor tiene derecho de pedir que a costa de aquél se 
ejecute por otro, cuando la substitución sea posible.

Esto mismo se observará si no lo hiciere de la manera con-
venida. En este caso el acreedor podrá pedir que se deshaga lo 
mal hecho.

Comentario. Si el obligado no hiciere el hecho por el que se obligó, el 
acreedor puede solicitar de otro que realice el trabajo, pero lo que gaste el se-
gundo será pagado por el que incumplió con la obligación, cuando esto sea 
posible.

Cuando el deudor no cumple con su obligación se origina solamente la 
indemnización en efectivo, la obligación se resuelve en el pago de daños y 
perjuicios. 

A.M.E.

Artículo 2028. El que estuviere obligado a no hacer alguna 
cosa, quedará sujeto al pago de daños y perjuicios en caso de 
contravención. Si hubiere obra material, podrá exigir el acreedor 
que sea destruida a costa del obligado.
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Comentario. Si el obligado no hiciera una cosa o no fuera a satisfac-
ción del acreedor, el segundo puede pedir la indemnización de los daños y 
perjuicios. 

A.M.E.

TÍTULO TERCERO

De la transmisión de las obligaciones

Capítulo I

De la cesión de derechos

Artículo 2029. Habrá cesión de derechos cuando el acreedor 
transfiere a otro los que tenga contra su deudor.

Comentario. Tres puntos son importantes a recordar cuando se habla de 
cesión de derechos: 

1. Para que se actualice la hipótesis contemplada en el a. que se comenta, 
esto es, para que se efectúe la cesión debe existir una obligación previa, lo que 
es un requisito sine qua non, a fin de que el acreedor en ella pueda realizar la 
cesión a un tercero, de los derechos que tiene contra su deudor. Lo anterior sig-
nifica que cuando en un acto jurídico, sin existir otro previo, una de las partes 
señala que cede los derechos que tiene de una cosa a favor de otra, en realidad 
el acto jurídico no tiene la naturaleza de una cesión sino de una donación o 
compraventa y/o permuta, ya que el supuesto cedente no está cediendo los 
derechos que tiene en contra de deudor alguno, sino los suyos, y eso en sentido 
estrictamente jurídico no es una cesión.

En consecuencia, la cesión de derechos es un contrato por medio del cual 
el cedente transmite los derechos que tiene de su deudor, en un diverso contrato, 
a favor del cesionario. 

2. Que cuando la cesión es gratuita deben aplicarse las reglas de la do-
nación, y cuando es onerosa las de la compraventa.
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3. Cuando se realiza el endoso en propiedad de un título de crédito, y 
ya está vencido el término señalado para el pago de la cantidad que ampara 
dicho título, tal endoso se equipara a una cesión ordinaria, cuyo efecto es el 
de obligar al cesionario a notificar al deudor de dicho endoso, de manera per-
sonal, lo que prácticamente: a) faculta al nuevo acreedor para acudir a juicio 
a demandar del deudor el pago de lo debido, y b) obliga al deudor a pagar lo 
debido al nuevo titular de los derechos cedidos, pues si ya notificada la cesión 
paga al acreedor originario, pagaría mal, y sería aplicable el principio de que 
“quien paga mal, paga dos veces”.

Ahora bien, cabe reflexionar si sólo es posible efectuar la cesión de esos 
derechos cuando el cedente no tiene obligación alguna a su cargo que, como 
contraprestación, debe pagar a su deudor, esto es, cuando el acreedor no es a la 
vez deudor en la misma causa que da origen a los derechos que pretende ceder; 
o bien, si la cesión de derechos puede efectuarse sin importar que el cedente sea, 
a la vez, deudor de su deudor en el mismo acuerdo de voluntades. Lo anterior 
en virtud de que sólo es posible ceder derechos sin el consentimiento del deudor, 
pero no obligaciones sin el consentimiento del acreedor. Al respecto, se cree que 
los créditos pueden ser cedidos en cualquier tiempo y a cualquier persona, sal-
vo los casos exceptuados por el a. 2030, quedando el acreedor cedente, en su 
caso, obligado a cumplir las obligaciones a su cargo con su deudor, pues éste 
resulta ser, respecto de dichas obligaciones, su acreedor.

En consecuencia, por la cesión de derechos se tienen dos contratos simul-
táneos, uno originario o principal, del cual deriva el derecho cedido, y otro 
secundario o accesorio, que es el que nos ocupa.

D.C.O. 

Artículo 2030. El acreedor puede ceder su derecho a un ter-
cero sin el consentimiento del deudor, a menos que la cesión esté 
prohibida por la ley, se haya convenido no hacerla o no le permi-
ta la naturaleza del derecho.

El deudor no puede alegar contra el tercero que el derecho 
no podía cederse porque así se había convenido, cuando ese con-
venio no conste en el título constitutivo del derecho.
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Comentario. Resulta lógico pensar que, por regla general, un acreedor 
no necesita el consentimiento de su deudor para ceder el derecho que contra él 
tiene, ya que al deudor no le causa perjuicio alguno el hecho de que tenga que 
pagarle a su acreedor original o a cualquier otra persona, siempre y cuando el 
pago le libere de la obligación que contrajo, máxime que, en todo caso, si tiene 
alguna excepción personal en contra del cedente, como la compensación, puede 
oponerla al cesionario.

La excepción a la regla es: 

a) Cuando la cesión esté prohibida por la ley, como sucede en los casos en 
que un mexicano desea realizar una cesión de derechos de propiedad a 
un extranjero sobre bienes inmuebles en la zona prohibida, en términos 
del a. 27 de la CPEUM.

b) Cuando las partes hayan convenido en no hacerla, en cuyo caso será 
necesario que el convenio conste en el título constitutivo del derecho, y 
cuando no lo permita la naturaleza del derecho, como sucede tratándose 
de derechos personalísimos o intransmisibles.

Además, no debe olvidarse que sólo es posible ceder derechos sin el con-
sentimiento del deudor, pero no obligaciones sin consentimiento del acreedor, lo 
cual también resulta lógico en virtud de que, de lo contrario, cualquier deudor 
que no deseara pagar sus deudas las cedería a un tercero insolvente para eva-
dir el pago, en fraude de su acreedor.

D.C.O. 

Artículo 2031. En la cesión de crédito se observarán las dis-
posiciones relativas al acto jurídico que le dé origen, en lo que no 
estuvieren modificadas en este Capítulo.

Comentario. En virtud de que en el contrato que da origen a la cesión de 
derechos que realiza el acreedor sólo se efectúa un cambio del acreedor original 
por uno secundario, elegido por el primero, debe decirse que el contrato de ce-
sión de derechos es un contrato accesorio que depende de la existencia previa de 
otro principal, el cual, hecha la cesión, permanece intocado, con la salvedad 
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de que ahora el deudor tiene que pagar la obligación que tiene a su cargo a 
un acreedor secundario (cesionario). De ahí que el contrato principal del que 
surge el contrato de cesión de derechos, en realidad, sigue siendo el mismo y, 
por ende, no hay razón alguna para variar las reglas que le resultan aplica-
bles a su naturaleza jurídica. 

Así, si el arrendatario, que ha pagado anticipadamente un año de 
renta, cede sus derechos de uso del inmueble a un tercero, independiente-
mente de las reglas que le resulten aplicables a la cesión, por ser gratuita u 
onerosa, esto es, las de la donación o las de la compraventa, el contrato de 
arrendamiento seguirá rigiéndose por las reglas establecidas en el contrato 
de arrendamiento correspondiente o por la ley en suplencia de la voluntad de 
los contratantes.

D.C.O.

Artículo 2032. La cesión de un crédito comprende la de to-
dos los derechos accesorios como la fianza, hipoteca, prenda o 
privilegio, salvo aquellos que son inseparables de la persona del 
cedente.

Los intereses vencidos se presume que fueron cedidos con el 
crédito principal.

Comentario. Por principio, debería suponerse que el acreedor cesionario 
es propietario del crédito cedido a partir del momento en que se realiza la 
cesión y, en consecuencia, a partir de dicho momento su crédito iniciaría a 
computar los intereses correspondientes, sin incluir los vencidos, ya que si hay 
intereses vencidos y éstos fueron cobrados por el acreedor original, tal pareciera 
que éste, al hacer la cesión de derechos del crédito original, tendría la obliga-
ción de entregarle al cesionario los intereses vencidos que ya recibió, lo cual no 
parece nada lógico. Por tanto, cabe concluir que lo pretendido por el legislador, 
a través del precepto que se comenta es que sólo se transmitieran los intereses 
vencidos y no cobrados por el cedente.

Como se ve, no obstante que la cesión de derechos es en sí mismo un 
contrato accesorio, en relación con el contrato del cual deriva el crédito cedido, 
nada impide que coexista con otros contratos accesorios como la fianza, pren-
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da, hipoteca o privilegio, para los que se convierte en el principal, ya que éstos 
garantizan o privilegian el pago del crédito cedido.

D.C.O. 

Artículo 2033. La cesión de créditos civiles que no sean a la 
orden o al portador, puede hacerse en escrito privado que firma-
rán cedente, cesionario y dos testigos. Sólo cuando la ley exija 
que el título del crédito cedido conste en escritura pública, la 
cesión deberá hacerse en esta clase de documento.

Comentario. En este precepto se establece la forma que debe observar el 
contrato de cesión para su perfeccionamiento, cuya falta de ninguna manera 
implica que el acto jurídico no exista, lo que da lugar a que cualquiera de 
los contratantes pueda exigir que se le dé la forma debida, en términos de lo 
dispuesto por el diverso 1833 del CC en comento. 

En consecuencia, si el contrato de cesión importa los derechos de propie-
dad de un inmueble que rebasa la cantidad establecida en el a. 2320 del CC 
y no se encuentra dentro de alguno de los supuestos establecidos en el diverso 
2317 del mismo ordenamiento, entonces debe otorgarse en escritura pública.

D.C.O. 

Artículo 2034. La cesión de créditos que no sean a la orden 
o al portador, no produce efectos contra tercero, sino desde que 
su fecha deba tenerse por cierta, conforme a las reglas siguientes.

I. Si tiene por objeto un crédito que deba inscribirse, desde 
la fecha de su inscripción, en el Registro Público de la Propiedad;

II. Si se hace en escritura pública, desde la fecha de su otor-
gamiento;

III. Si se trata de un documento privado, desde el día en que 
se incorpore o inscriba en un Registro Público; desde la muerte 
de cualquiera de los que lo firmaren, o desde la fecha en que se 
entregue a un funcionario público por razón de su oficio.

Comentario. La fecha cierta en un documento significa que el mismo 
haya sido elaborado y expedido, realmente, el día, mes y año que contiene, y 
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tal certeza sólo se logra desde el momento en que el documento es inscrito en 
el RPP; desde que se otorga en escritura pública, o bien, desde la muerte de 
cualquiera de los que lo firman (cfr. La jurisprudencia siguiente: Documen-
tos privados de fecha cierta, ius 178462). 

No obstante, como se observa, el a. en comento establece una hipótesis 
más, que no contiene la jurisprudencia transcrita, siendo ésta la consistente 
en que un documento es de fecha cierta desde que se entregue a un funciona-
rio público por razón de su oficio. Al respecto, cabe pensar que la hipótesis 
en comento se actualiza cuando se habla de testamento público cerrado (aa. 
1523 y 1524 del ordenamiento que se comenta); de testamento ológrafo 
(aa. 1550, 1553 y 1554), y del testamento hecho en país extranjero (aa. 
1594 y 1597).

En consecuencia, si se efectúa una cesión de créditos a la orden o al por-
tador, dicha cesión produce efectos contra tercero, precisamente porque son a 
la orden o al portador, lo que le da certeza al acto jurídico que contienen. Sin 
embargo, para que una cesión de créditos que no son a la orden o al portador 
produzca efectos contra tercero es necesario que esté inscrito en el RPP, si se 
trata de un crédito que deba inscribirse; que esté otorgado en escritura pública 
y, si se trata de un documento privado, que esté inscrito en un Registro Públi-
co, que haya muerto uno de los firmantes o que se encuentre depositado ante 
un funcionario público por razón de su oficio.

D.C.O. 

Artículo 2035. Cuando no se trate de títulos a la orden o al 
portador, el deudor puede oponer al cesionario las excepciones 
que podría oponer al cedente en el momento en que se hace la 
cesión.

Si tiene contra el cedente un crédito todavía no exigible 
cuando se hace la cesión, podrá invocar la compensación con 
tal que su crédito no sea exigible después de que lo sea el cedido.

Comentario. Este precepto corrobora la idea expresada al comentar el 
diverso 2029, en el sentido de que la cesión de créditos puede realizarla 
el acreedor, independientemente, de que su deudor sea, simultáneamente, su 
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acreedor, pues, en todo caso, este último tiene la facultad de oponer al cesiona-
rio las excepciones que tuviera contra el cedente en el momento en que se hizo 
la cesión, como lo es la compensación, siempre y cuando el crédito que tenga 
contra el cedente no se venza con posterioridad al crédito cedido. 

Desde luego, en el supuesto de que el crédito cedido venciera antes que 
el crédito que tiene el deudor en contra del cedente, el deudor tendrá que pa-
gar el crédito cedido al cesionario y reclamar el pago del crédito que tiene al 
cedente, una vez que se sea exigible. 

La anterior disposición, contenida en el segundo párrafo del a. que se 
comenta, pareciera que se presta para defraudar al deudor que, a su vez, 
es acreedor, sin embargo, no es así, ya que, de igual manera, si el crédito 
no se hubiera cedido, el deudor tiene que pagarlo al supuesto cedente, si el 
crédito que tiene en su contra vence después, ya que todavía no puede oponer 
la compensación.

D.C.O. 

Artículo 2036. En los casos a que se refiere el artículo 2033, 
para que el cesionario pueda ejercitar sus derechos contra el deu-
dor, deberá hacer a éste la notificación de la cesión, ya sea judi-
cialmente, ya en lo extrajudicial, ante dos testigos o ante notario.

Comentario. Desde luego, el deudor debe y tiene el derecho de liberarse 
de su obligación pagando a su deudor original, ya que de lo contrario pu-
diera tener que pagar dos veces, atento al principio de que “el deudor 
que paga mal, paga dos veces”. De ahí que mientras no se le notifique 
personalmente la cesión del crédito que debe pagar, se libera de su obligación 
pagándole a su acreedor original y, desde que recibe la notificación de la ce-
sión del crédito sólo se libera pagando al nuevo acreedor, esto es, al cesionario. 
Por tanto, la notificación de la cesión, de que habla el precepto en comento, 
da certeza en el sentido de que el deudor, a partir de la misma, tiene pleno 
conocimiento de que tiene un nuevo acreedor, por lo que sólo se liberará de su 
obligación pagándole a éste.

Nótese que ésta notificación de la cesión al deudor se convierte en un pre-
supuesto procesal, ya que el cesionario no puede exigir judicialmente el pago 
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del crédito cedido si antes no hizo la notificación de la cesión en cualquiera de 
las formas que dicho numeral establece. 

Lo anterior, desde luego, tomando en cuenta que el pago hecho de buena 
fe, al que estuviera en posesión del crédito, liberará al deudor, en términos del 
a. 2076 del CC que se comenta. 

D.C.O. 

Artículo 2037. Sólo tienen derecho para pedir o hacer la no-
tificación, el acreedor que presente el título justificativo del crédi-
to, o el de la cesión, cuando aquél no sea necesario.

Comentario. El requisito que establece el presente a. resulta obvio, ya 
que de no exhibirse el título justificativo del crédito o el título que contiene la 
cesión, no se tendría la certeza de esta última, y el deudor podría ser engaña-
do, engaño que no le liberaría del pago a su acreedor verdadero.

No obstante, se cree que el deudor, una vez notificado de la cesión, 
debería cerciorarse de la misma, poniéndose en contacto con su acreedor 
primitivo.

D.C.O.

Artículo 2038. Si el deudor está presente a la cesión y no se 
opone a ella, o si estando ausente la ha aceptado, y esto se prue-
ba, se tendrá por hecha la notificación.

Comentario. En este a. el legislador aplica el consentimiento tácito en el 
primer caso, esto es, cuando el deudor está presente en la cesión y no se opone 
a ella, ya que el hecho de no oponerse a ella autoriza a presumir que el deudor 
consiente la cesión; mientras que en la segunda hipótesis, es decir, cuando el 
deudor está ausente pero acepta la cesión, aplica el consentimiento expreso, 
pues acepta la cesión. Lo anterior en términos de lo dispuesto por el a. 1803 
del CCF.

Aunado a lo anterior, debe tomarse en cuenta, sobre todo, que se tiene por 
hecha la notificación en razón de que, probado el hecho de que el deudor no 
se opuso a la cesión o de que la aceptó, se hace constar fehacientemente que 
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se enteró de la misma; por lo que si el objetivo de la notificación es hacerle 
saber de la cesión al deudor, sería ocioso realizar dicha notificación cuando el 
deudor ya tiene conocimiento. 

D.C.O. 

Artículo 2039. Si el crédito se ha cedido a varios cesionarios, 
tiene preferencia el que primero ha notificado la cesión al deu-
dor, salvo lo dispuesto para títulos que deban registrarse.

Comentario. Obviamente, en el precepto en comento se aplica el princi-
pio: “el que es primero en tiempo, es primero en derecho”, que 
se ve plasmado en los aa. 2265 y 2266 del CC que se comenta, en el sentido 
de que cuando una cosa es vendida a varias personas, si la cosa vendida es 
mueble, prevalecerá la primera en fecha, si es inmueble, la primera que haya 
sido registrada. De ahí que si el crédito cedido a varias personas no debe re-
gistrarse, tiene preferencia al pago el cesionario que primero haya notificado, 
y si debe registrarse, el primero que haya registrado.

D.C.O. 

Artículo 2040. Mientras no se haya hecho notificación al 
deudor, éste se libra pagando al acreedor primitivo.

Comentario. Este precepto corrobora la regla de que: “El deudor 
que paga mal, paga dos veces”. Sin embargo, esta regla encuentra sus 
excepciones en lo dispuesto por los aa. 2038 y 2076 del ordenamiento sus-
tantivo civil en comento. Así, siempre debe tomarse en cuenta que si el deudor 
está presente en la cesión y no se opone, o si estando ausente la ha aceptado, 
se le tiene por notificado aunque de hecho no lo esté de conformidad con el 
primer numeral citado. Aunado a lo anterior, el pago hecho de buena fe al 
que estuviera en posesión del crédito libera al deudor, en términos del diverso 
2076 del CCF. 

D.C.O. 
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Artículo 2041. Hecha la notificación, no se libra el deudor 
sino pagando al cesionario.

Comentario. Al respecto cabe hacer notar ¿qué sucedería si el deudor 
paga a un supuesto cesionario que le ha notificado, cuando resulta que la 
cesión notificada es falsa?, ¿quedará liberado el deudor, por haber pagado de 
buena fe? o ¿tendrá que pagar a su acreedor, ya que éste ninguna culpa tiene 
del engaño de que ha sido objeto su deudor?

En vista de la hipótesis planteada, se cree que no es el cesionario quien 
debe notificar la cesión de créditos al deudor, sino que debe hacerlo el propio 
cedente o acreedor primitivo, ya que de esa manera se evita que sean engañados 
por un tercero tanto el deudor como el acreedor. 

D.C.O. 

Artículo 2042. El cedente está obligado a garantizar la exis-
tencia o legitimidad del crédito al tiempo de hacerse la cesión, a 
no ser que aquél se haya cedido con el carácter de dudoso.

Comentario. Este precepto es digno de comentario ya que parece intras-
cendente y los litigantes no toman en cuenta su importancia. En realidad, su 
contenido es de suma importancia, e.g., pensemos que Pedro ha celebrado un 
contrato de cesión de créditos a favor de Juan, sin que haya garantizado su 
existencia y legitimidad. En consecuencia, si el crédito cedido no es exigible 
aún, Juan tiene acción para pedir que Pedro le garantice la existencia y le-
gitimidad mediante cualquiera de los contratos de garantía: prenda, fianza 
e hipoteca.

Además, no debe perderse de vista que cuando en el contrato de cesión 
no se pactó eximir al cedente de responder por la evicción, si el cesionario es 
privado de todo o parte del crédito cedido por sentencia que cause ejecutoria, 
en razón de algún derecho anterior a la cesión, puede reclamar del cedente el 
saneamiento, siempre y cuando, una vez emplazado, haya denunciado el pleito 
de evicción al que le enajenó, en términos de los aa. 2124 y 2140, fr. V, del 
ordenamiento sustantivo civil que se comenta.



CÓDIGO CIVIL FEDERAL COMENTADO144

Ahora bien, la cuestión obligada es saber si Juan puede exigir de Pedro 
que le garantice el cobro del crédito, lo cual se resuelve con lo establecido en el 
precepto que enseguida se comenta.

D.C.O. 

Artículo 2043. Con excepción de los títulos a la orden, el ce-
dente no está obligado a garantizar la solvencia del deudor, a no 
ser que se haya estipulado expresamente a que la insolvencia sea 
pública y anterior a la cesión.

Comentario. En consecuencia, se debe entender que, por regla general, 
el cedente no está obligado a garantizar el pago del crédito que cede, excepto 
cuando: a) se trata de títulos a la orden; b) la insolvencia del deudor es pú-
blica y anterior a la cesión, y c) cuando así se haya estipulado expresamente 
en el contrato.

Se cree que cuando la cesión del crédito es gratuita, el cedente no está 
obligado a responder por el pago del deudor en ningún caso, excepto que se 
haya obligado a ello expresamente en el contrato de cesión.

D.C.O.

Artículo 2044. Si el cedente se hubiere hecho responsable 
de la solvencia del deudor, y no se fijare el tiempo que esta res-
ponsabilidad deba durar, se limitará a un año, contado desde la 
fecha en que la deuda fuere exigible, si estuviere vencida, si no lo 
estuviere, se contará desde la fecha del vencimiento.

Comentario. La forma de computar el plazo de un año, en que el cedente 
debe responder de la solvencia del deudor, en los supuestos de que la deuda 
estuviera vencida o no, es la misma, esto es, un año contado a partir de la 
fecha de vencimiento, ya que la deuda es exigible a partir de la fecha de su 
vencimiento.

Aunado a lo anterior, el legislador ha querido que sean las partes quie-
nes determinen el tiempo en que el cedente debe responder por la solvencia del 
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deudor, y a falta de tal acuerdo ha dispuesto que, por regla general, se limite 
a un año.

D.C.O. 

Artículo 2045. Si el crédito cedido consiste en una renta per-
petua, la responsabilidad por la solvencia del deudor se extingue 
a los cinco años, contados desde la fecha de la cesión.

Comentario. De un análisis conjunto, armónico y sistemático de las nor-
mas que comprenden el apartado que se comenta, y tomando en cuenta que se 
considera que cuando la cesión de un derecho es gratuita, el cedente en ningún 
caso está obligado a garantizar el pago del crédito que transmite, excepto 
cuando expresamente se ha obligado a ello, respecto del precepto que se comen-
ta resulta válido decir que si la renta perpetua ha sido transmitida a cambio 
de una contraprestación, entonces el tiempo que debe durar la responsabili-
dad del cedente por la solvencia del deudor no debe ser establecida de manera 
arbitraria, como sucede en este caso, sino que debe calcularse de acuerdo a 
las rentas que se hubieran cubierto con el valor de la contraprestación, los 
intereses que en promedio hubiera generado en el mercado bancario el valor de 
dicha contraprestación, más los daños y perjuicios causados al cesionario y, 
entonces, resultaría justa y equitativa esta disposición.

D.C.O. 

Artículo 2046. El que cede alzadamente o en globo la totali-
dad de ciertos derechos, cumple con responder de la legitimidad 
del todo en general; pero no está obligado al saneamiento de cada 
una de las partes, salvo en el caso de evicción del todo o de la ma-
yor parte.

Comentario. Este precepto, al establecer que el cedente no está obligado al 
saneamiento de cada una de las partes sino sólo en caso de evicción del todo o 
de la mayor parte, rompe con la regla general del saneamiento para el caso de 
evicción, establecida en los aa. 2134 y 2135 del CCF, que consistente en que 
cuando en un solo contrato se enajenen dos o más cosas, sin fijar el precio de 
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cada una de ellas, y una sola sufriera la evicción, el enajenante debe responder 
de la evicción, respecto de esa cosa, indemnizando al adquirente conforme a 
las reglas del capítulo de la evicción y saneamiento, de conformidad con lo 
dispuesto en los aa. 2126-2130 del cuerpo de leyes que se comenta. 

Por tanto, debe tenerse presente que en la cesión alzada o en globo de la 
totalidad de ciertos derechos, el cedente sólo está obligado a sanear cada una 
de las partes en caso de evicción del todo o de la mayor parte, lo que nos parece 
injusto, ya que el cesionario puede verse privado, por evicción, de la mitad de 
los bienes sin responsabilidad alguna para el cedente.

Además, considérese que no existe justificación alguna para que el legis-
lador haya plasmado el precepto que se comenta en contra de las reglas ge-
nerales del saneamiento para el caso de evicción, por lo que parece aberrante, 
dada la injusticia a que puede orillar. Lo anterior en virtud de que se le está 
permitiendo al cedente que transmita derechos que legítimamente no le perte-
nezcan o sobre los que alguna otra persona tenga mejor derecho para hacerlos 
valer en juicio.

D.C.O. 

Artículo 2047. El que cede su derecho a una herencia, sin 
enumerar las cosas de que ésta se compone, sólo está obligado a 
responder de su calidad de heredero.

Comentario. Al respecto, cabe comentar que la presente regla será váli-
da siempre y cuando no ceda su derecho a cambio de una contraprestación 
que implique el valor que como heredero afirme tener el cedente en la masa 
hereditaria, pues no se olvide que, ante todo, debe prevalecer el principio de 
que los contratos obligan a los contratantes no sólo al cumplimiento de lo ex-
presamente pactado y en la forma y términos en que aparece que han querido 
obligarse, sino también a las consecuencias que, según su naturaleza, son 
conforme a la buena fe, al uso o a la ley, sin dejar de lado que la validez y 
el cumplimiento de los contratos no puede dejarse al arbitrio de uno de los 
contratantes, en términos de lo dispuesto por los aa. 1796, 1797 y 1832 
del CCF.
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Por tanto, si el cedente recibe una contraprestación que se ha fijado de 
acuerdo a una cantidad esperada por su derecho a heredar y así se ha estipu-
lado en el acuerdo de voluntades, del cual deriva la cesión, es inconcuso que el 
cedente también deberá responder de dicha expectativa, en la forma y términos 
en que se haya convenido.

D.C.O. 

Artículo 2048. Si el cedente se hubiere aprovechado de algu-
nos frutos o percibido alguna cosa de la herencia que cediere, de-
berá abonarla al cesionario, si no se hubiere pactado lo contrario.

Comentario. En lo personal, considero que el legislador ha tratado de 
regular la cesión de derechos como un acto jurídico diferente a la de los con-
tratos, cuando por su naturaleza jurídica, que es la de dicho acto jurídico, 
deben aplicársele las reglas correspondientes a los mismos. De ahí que, en 
mi opinión, cedente y cesionario deben estarse a lo pactado en el contrato, 
entendiéndose, por tanto, que si el cedente ha cedido el derecho que tiene sobre 
una herencia, transmite todo el derecho y, por ende, si no establece ninguna 
limitación al derecho cedido es inconcuso que debe entregar al cesionario los 
frutos que hubiera aprovechado o la cosa que hubiera percibido de la herencia 
que cedió. 

D.C.O. 

Artículo 2049. El cesionario debe, por su parte, satisfacer al 
cedente todo lo que haya pagado por las deudas o cargas de la 
herencia y sus propios créditos contra ella, salvo si hubiere pac-
tado lo contrario.

Comentario. Lo que establece el precepto en comento es lógico, ya que 
lo que se transmite en la cesión es el derecho que tiene el cedente a la masa 
hereditaria, y de ninguna manera están comprendidos en tal derecho los 
gastos que haya hecho por las deudas o cargas de la herencia ni sus propios 
créditos que tiene contra la sucesión, sin embargo, no debe dejar de con-
templarse que, en todo caso, cuando el cedente no sea el único heredero, el 
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cesionario tendrá que pagar la parte proporcional que le corresponda de las 
deudas o cargas de la herencia que no hayan sido cubiertas con bienes de la 
misma, sino con bienes propios de los herederos. Lo mismo debe decirse de 
los créditos que el cedente tenga en contra de la masa hereditaria, ya que lo 
contrario no sería conforme a derecho. 

Lo anterior, se reitera, siempre y cuando las deudas o cargas de la he-
rencia se cubran con bienes propios del o de los herederos, pues no debe per-
derse de vista que los gastos hechos por el albacea en el cumplimiento de su 
encargo, comprendiendo los gastos de administración, sueldos de los depen-
dientes, pago de deudas, gastos urgentes e incluso los honorarios de abogado 
y procurador que haya ocupado, deben pagarse de la masa de la herencia, 
aunque sea necesario vender algunos bienes, siempre con acuerdo de los de-
más herederos, y si ello no es posible, con autorización judicial, en términos 
de lo dispuesto por los aa. 1706, frs. IV y V, 1716, 1717 y 1736 del CC 
en comento.

D.C.O. 

Artículo 2050. Si la cesión fuere gratuita, el cedente no será 
responsable para con el cesionario, ni por la existencia del crédi-
to, ni por la solvencia del deudor.

Comentario. Este precepto confirma, por un lado, la regla que se es-
tablece al comentar los aa. 2043 y 2045, en el sentido de que cuando la 
cesión de un derecho es gratuita, el cedente en ningún caso está obligado a 
garantizar el pago del crédito que transmite, lo que implica la solvencia del 
deudor, excepto cuando expresamente se ha obligado a ello; sin embargo, por 
otra parte, el legislador, en este a. va más allá y establece que el cedente ni 
siquiera es responsable para con el cesionario de la existencia del crédito, 
con lo que no estamos de acuerdo, en virtud de que, jurídicamente, es ilógico 
permitir que una persona vaya por ahí engañando a otros, haciéndoles cesión 
de bienes que no existen, porque con ello se violenta el principio de seguridad 
jurídica.

D.C.O. 
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Capítulo II

De la cesión de deudas

Artículo 2051. Para que haya sustitución de deudor es nece-
sario que el acreedor consienta expresa o tácitamente.

Comentario. La cesión o asunción de deudas, por definición, es un conve-
nio por virtud del cual el deudor es liberado de su obligación al ser sustituido 
por un tercero que acepta hacerse cargo de la deuda, y al tener como conse-
cuencia que se transmita dicha obligación con todos sus efectos, es un requisito 
indispensable para que surta efectos, que el acreedor de manera expresa o tá-
cita admita tal sustitución, dada su naturaleza jurídica, en la que los efectos 
producidos en dicho caso devienen de la exteriorización de la voluntad, y en 
esa tesitura se ha analizado con mayor detalle por la SCJN en Tesis núm. 
353746 y 353745, sí debe considerársele como un contrato. 

Si bien la ley no establece la manera en que deberá constar la aceptación 
expresa del acreedor, por analogía podría aplicarse el a. 2033 en materia de 
cesión de derechos, donde se señala que cuando la ley lo exija, la cesión de-
berá hacerse constar en escritura pública (Tesis núm. 346840) no deja, sin 
embargo, de considerarse una operación meramente consensual (Tesis núm. 
353746).

A.M.E.

Artículo 2052. Se presume que el acreedor consiente en la 
sustitución del deudor, cuando permite que el sustituto ejecute 
actos que debía ejecutar el deudor, como pago de réditos, pagos 
parciales o periódicos, siempre que lo haga en nombre propio y 
no por cuenta del deudor primitivo.

Comentario. Si bien el consentimiento expreso no necesita reglas, el tá-
cito, como presunción legal, requiere de ciertos actos que corresponden exclu-
sivamente a quien se sustente como deudor, y son precisamente éstos algunos 
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de los señalados en el precepto que se comenta, actos que al realizarse por el 
acreedor implican su aceptación respecto a la sustitución del deudor.

A.M.E.

Artículo 2053. El acreedor que exonera al antiguo deudor, 
aceptando otro en su lugar, no puede repetir contra el primero, 
si el nuevo se encuentra insolvente, salvo convenio en contrario.

Comentario. Si el acreedor dispensa del pago al anterior deudor por acep-
tar uno en su lugar, no podrá demandar al primero en razón de la insolvencia 
del nuevo deudor, pues sustituirlo implica su liberación, en consecuencia, el 
tercero que lo sucede queda obligado en los mismos términos de la obligación 
que le es transmitida, por lo tanto el acreedor no puede exigir al deudor ori-
ginal el pago de la deuda, aun cuando el tercero no tuviera bienes para darle 
cabal cumplimiento. Al no existir acción legal contra el deudor original, si se 
presentara el caso de insolvencia habría que acudir a los principios generales 
del derecho, especialmente al de la buena fe, y demostrar que tanto el deudor 
original como el tercero que lo sustituyó actuaron de mala fe o con dolo, con lo 
cual el contrato sería declarado nulo.

La última parte de este a. se refiere a la asunción acumulativa que per-
mite tanto la concurrencia del deudor y el tercero como obligados solidarios, 
como la posibilidad de que el acreedor concurra al pacto de cesión, para el 
efecto de no liberar de su obligación al deudor original, en cuyo caso se colo-
caría como obligado subsidiario.

A.M.E.

Artículo 2054. Cuando el deudor y el que pretenda substi-
tuirlo fijen un plazo al acreedor para que manifieste su confor-
midad con la substitución, pasado ese plazo sin que el acreedor 
haya hecho conocer su determinación, se presume que rehúsa.

Comentario. Tomando en cuenta que el consentimiento del acreedor es 
requisito para que la cesión de deudas surta efectos, en este precepto se es-
tablece con toda claridad que no es suficiente el silencio o, en su caso, que 
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no se oponga el acreedor al cambio de deudor —aun cuando se le hubiere 
notificado— para que se le considere como una forma de consentimiento 
tácito del acreedor para la sustitución del deudor.

A.M.E.

Artículo 2055. El deudor sustituto queda obligado en los tér-
minos en que lo estaba el deudor primitivo; pero cuando un ter-
cero ha constituido fianza, prenda o hipoteca para garantizar 
la deuda, estas garantías cesan con la substitución del deudor, a 
menos que el tercero consienta en que continúen.

Comentario. Efecto natural de la transmisión de deudas es que el nuevo 
deudor quede obligado en los mismos términos que el anterior, persistiendo 
el objeto y derechos principales de la obligación, mas no así las garantías 
otorgadas por un tercero inicialmente, que por no seguir la misma suerte, es 
decir, no trasmitirse, se extinguen con el cambio del deudor, salvo que el tercero 
manifieste lo contrario para que se mantengan vigentes, lo que responde a la 
finalidad misma de las garantías y a su origen, en tanto son otorgadas única 
y exclusivamente en atención a la persona y solvencia del deudor, por ello, no 
deben continuar cuando el deudor es sustituido, ya que la situación de orden 
personal por las que se otorgaron ha cambiado.

A.M.E.

Artículo 2056. El deudor sustituto puede oponer al acreedor 
las excepciones que se originen de la naturaleza de la deuda y las 
que le sean personales; pero no puede oponer las que sean perso-
nales del deudor primitivo.

Comentario. Por tratarse de la transmisión de la relación jurídica, el sus-
tituto puede oponer las excepciones propias de la naturaleza de la obligación, 
es decir, las que deriven del acto constitutivo, entre ellas las de obligación 
inexistente, incumplimiento de la obligación, extinción, inexigibilidad por es-
tar sujeta a una condición o plazo, caducidad, vicios ocultos; pero no las que 
exclusivamente correspondían al antiguo deudor por cuestiones puramente per-
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sonales, como la compensación. Puede, en cambio, interponer excepciones de 
carácter personal si el nuevo deudor las tuviera con el acreedor.

A.M.E.

Artículo 2057. Cuando se declara nula la sustitución de deu-
dor, la antigua deuda renace con todos sus accesorios; pero con la 
reserva de derechos que pertenecen a tercero de buena fe.

Comentario. La sustitución de deudor no implica una novación, por lo 
que la deuda original tiene todos sus accesorios. 

El efecto general de la cesión de deudas es permitir el cambio de la per-
sona del deudor sin que la obligación se extinga, por tanto, si se llegara a 
declarar que la cesión no tiene validez legal, el vínculo jurídico original debe 
continuar (véase Tesis núm. 345829), incluyendo las garantías que se hubie-
ran constituido originalmente, los intereses generados, etcétera. Sólo quedarían 
protegidos los derechos de un tercero que hubiera actuado de buena fe, en tanto 
no hubiera sido declarada nula la cesión.

Incorrectamente, el a. dice que la antigua deuda “renace”, cuando lo 
más conveniente sería utilizar el término “subsiste”. Probablemente este error 
se debe a que la cesión de deudas en nuestra legislación se derivó de la no-
vación del sujeto pasivo regulada en los anteriores códigos de 1870 y 1884 
(Tesis núm. 352026).

A.M.E.

Capítulo III

De la subrogación

Artículo 2058. La subrogación se verifica por ministerio de 
la ley y sin necesidad de declaración alguna de los interesados.

I. Cuando el que es acreedor paga a otro acreedor preferente;
II. Cuando el que paga tiene interés jurídico en el cumpli-

miento de la obligación;
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III. Cuando un heredero paga con sus bienes propios alguna 
deuda de la herencia;

IV. Cuando el que adquiere un inmueble paga a un acree-
dor que tiene sobre él un crédito hipotecario anterior a la ad-
quisición.

Comentario. La subrogación conlleva, como acto jurídico, el efecto de 
sustituir los derechos de un acreedor a favor de un tercero, pagando al acreedor 
la deuda o prestación o, en su caso, prestando fondos al deudor para pagar 
una deuda, pago que si bien en términos generales produciría la extinción 
de la obligación, en el caso de la subrogación, este acto opera sólo con la in-
tención de sustituir al acreedor, generándose únicamente la transmisión de la 
obligación de pago hacia el nuevo acreedor.

A su vez, la subrogación implica la transmisión de las obligaciones por 
cambio de acreedor, debido al interés en el cumplimiento de la deuda, como 
forma de pago que tiene un heredero o cuando el que adquiere un inmueble 
paga a un acreedor hipotecario, previo a su adquisición. 

A.M.E. 

Artículo 2059. Cuando la deuda fuere pagada por el deudor 
con dinero que un tercero le prestare con ese objeto, el presta-
mista quedará subrogado por ministerio de la ley en los derechos 
del acreedor, si el préstamo constare en título auténtico en que 
se declare que el dinero fue prestado para el pago de la misma 
deuda. Por falta de esta circunstancia, el que prestó sólo tendrá 
los derechos que exprese su respectivo contrato.

Comentario. La subrogación personal es el acto jurídico por el cual hay 
una sustitución admitida o establecida, de pleno derecho, por la ley, en el 
derecho de un acreedor, por un tercero que paga la deuda o bien presta al 
deudor fondos para pagarla, permaneciendo idéntica e invariable la relación 
obligatoria.

Los efectos del pago que hace un tercero o presta el dinero para hacer el 
pago son sustituir al acreedor en sus derechos de cobro con el que presta; los 
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derechos de cobro del nuevo acreedor deben constatar en el contrato respectivo 
especificando el destino del préstamo. 

A.M.E.

Artículo 2060. No habrá subrogación parcial en deudas de 
solución indivisible.

Comentario. El hecho de que el acreedor haya aceptado de un tercero un 
pago parcial no significa que se subrogó la deuda a favor de éste. 

A.M.E.

Artículo 2061. El pago de los subrogados en diversas porcio-
nes del mismo crédito, cuando no basten los bienes del deudor 
para cubrirlos todos, se hará a prorrata.

Comentario. El pago que el acreedor reciba en parcialidades del mismo 
crédito, lo recibirá como prorrata. 

A.M.E.

TÍTULO CUARTO

Efectos de las obligaciones

I. Efectos de las obligaciones entre las partes 
Cumplimiento de las obligaciones

Capítulo I

Del pago

Artículo 2062. Pago o cumplimiento es la entrega de la cosa 
o cantidad debida, o la prestación del servicio que se hubiere 
prometido.
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Comentario. Se entiende por pago de la obligación la exacta realización 
de prestación debida al acreedor. Por consecuencia, el pago produce la extin-
ción de la obligación. En sentido técnico, se emplea la palabra pago como si-
nónimo de cumplimiento, como se advierte en el a. que se comenta y en muchos 
otros (aa. 2064-2066). 

Así, el objeto de la obligación consiste en dar una cosa, el deudor cumple 
dando la misma; si el objeto consiste en hacer, se paga haciendo, y por último, 
si la prestación es de no hacer, se cumple no haciendo. 

Sobre la naturaleza jurídica del pago se discute en la doctrina si éste es 
un simple hecho extintivo de la obligación o sí, por el contrario, requiere un 
negocio jurídico, siendo las principales posiciones las siguientes:

a) El pago es un mero hecho jurídico que produce la extinción de la deuda;
b) el pago es un negocio jurídico bilateral, un verdadero contrato, porque 

además del acto de prestación efectiva se exige un contrato de cumplimiento, y 
c) el pago es la exacta realización del contenido de la prestación, no 

tiene el carácter de negocio jurídico, salvo en los casos en que la prestación 
requiera precisamente la realización de un negocio jurídico.

Por último, como requisitos del pago se citan las siguientes: a) la existen-
cia de una obligación que deba ser pagada, pues de lo contario el pago estaría 
desprovisto de causa, originando la acción de repetición de pago de lo inde-
bido; b) la intención de extinguir la obligación por medio del pago (animus 
solvendi), pues si falta dicho requisito podría tratarse de una donación o de 
otro acto jurídico, y c) la efectiva y exacta realización de la prestación, de lo 
contrario el pago no será válido. 

R.H.P.

Artículo 2063. El deudor puede ceder sus bienes a los acree-
dores en pago de sus deudas. Esta cesión, salvo pacto en contra-
rio, sólo libera a aquél de responsabilidad por el importe líquido 
de los bienes cedidos. Los convenios que sobre el efecto de la 
cesión se celebren entre el deudor y sus acreedores, se sujetarán 
a lo dispuesto en el Título relativo a la concurrencia y prelación 
de los créditos.
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Comentario. La cessio bonorum, introducida en el derecho romano a 
principios del imperio y acogida por el Código Francés, fue una institución 
que liberaba al deudor, que cayó sin mala fe e insolvencia, de las consecuen-
cias de la ejecución, en especial de la privación de la libertad personal. A su 
vez, permitió que el deudor cediera todos sus bienes a sus acreedores para 
que éstos procedieran a su venta y satisficieran con el precio sus respectivos 
créditos. 

Nuestro CCF recoge la institución, en el a. que se comenta, señalando 
que “El deudor puede ceder sus bienes a los acreedores en pago de sus deudas. 
Esta cesión, salvo pacto en contrario, sólo libera a aquél de responsabilidad 
por el importe líquido de los bienes cedidos. Los convenios que sobre el efecto 
de la cesión se celebren entre el deudor y sus acreedores, se sujetarán a lo dis-
puesto en el Título relativo a la concurrencia y prelación de los créditos”. Así 
pues, el efecto típico de la cesión de bienes, que la distingue de otras institucio-
nes, es precisamente la no liberación del deudor más que hasta donde alcance 
el importe líquido de los bienes cedidos después de su venta, quedando obli-
gado el deudor por el resto. Esto distingue a la cesión de bienes de la dación 
en pago de deudas que extingue totalmente la obligación, quedando liberado 
totalmente el deudor. La cesión de bienes no implica la transmisión de la pro-
piedad de los bienes cedidos a los acreedores, sino que tan sólo otorga a éstos 
la posesión y administración de los bienes y un mandato para proceder a su 
venta y al pago de los respectivos créditos, lo que hace que también se distinga 
de la dación en pago que implica la transmisión de la propiedad de los bienes.

Por último, el precepto en glosa establece que los efectos de la cesión de 
bienes se sujetarán a las reglas del concurso y prelación de acreedores. 

R.H.P.

Artículo 2064. La obligación de prestar algún servicio se 
puede cumplir por un tercero, salvo el caso en que se hubiere 
establecido, por pacto expreso, que la cumpla personalmente el 
mismo obligado, o cuando se hubieren elegido sus conocimientos 
especiales o sus cualidades personales.

Comentario. Lo común es que el deudor realice el pago por ser él quien 
está obligado, pero nada impide que lo realice otra persona, siempre que no 
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se oponga al interés del acreedor, a quien ordinariamente le será indiferente la 
persona que lo realice. Sin embargo, en las obligaciones de hacer, el acreedor 
no podrá ser compelido a recibir la prestación de un tercero, sino más que del 
mismo deudor, cuando así se hubiere convenido expresamente, o que al esta-
blecer la obligación se hubieran tenido en cuenta los conocimientos especiales 
o cualidades del deudor, pues en estos casos nada más éste debe cumplir con 
la prestación, ya que se trata de una obligación intuitu personae. 

R.H.P.

Artículo 2065. El pago puede ser hecho por el mismo deu-
dor, por sus representantes o por cualquiera otra persona que 
tenga interés jurídico en el cumplimiento de la obligación.

Comentario. Este precepto consagra el principio de posibilidad de pago 
por parte de un tercero, al establecer que el pago lo puede efectuar el deudor 
por sí mismo o por conducto de un tercero que lo represente o que tenga interés 
jurídico en el cumplimiento de la obligación. 

R.H.P.

Artículo 2066. Puede también hacerse por un tercero no in-
teresado en el cumplimiento de la obligación, que obre con con-
sentimiento expreso o presunto del deudor.

Comentario. Este a. es una continuación del anterior, que sanciona el 
pago realizado por un tercero no interesado en el cumplimiento de la obliga-
ción, pero que obra con consentimiento expreso o tácito del deudor.

R.H.P.

Artículo 2067. Puede hacerse igualmente por un tercero ig-
norándolo el deudor.

Comentario. El precepto en glosa reconoce que un tercero puede efectuar 
el pago aun ignorándolo el deudor. 

R.H.P.
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Artículo 2068. Puede, por último, hacerse contra la voluntad 
del deudor.

Comentario. El CCF sanciona que un tercero realice el pago contra la 
voluntad del deudor. Cuando sucede esto, el que efectúo el pago únicamente 
tendrá derecho de reclamar del deudor la cantidad que hubiera beneficiado al 
deudor.

R.H.P.

Artículo 2069. En el caso del Artículo 2066 se observarán las 
disposiciones relativas al mandato. 

Comentario. Cuando el tercero no interesado en el cumplimiento de la 
obligación, que obra con el asentimiento expreso tácito del deudor, realiza el 
pago, las consecuencias jurídicas entre deudor y tercero se rigen por el contrato 
de mandato. Es decir, se considera al tercero como mandatario y al deudor 
mandante. 

R.H.P.

Artículo 2070. En el caso del Artículo 2067, el que hizo el 
pago sólo tendrá derecho de reclamar al deudor la cantidad que 
hubiere pagado al acreedor, si éste consintió en recibir menor 
suma que la debida.

Comentario. El tercero que realiza el pago ignorándolo el deudor, única-
mente tendrá derecho de reclamar al deudor la cantidad que hubiera pagado 
al acreedor, aunque este último hubiere consentido que se le entregara una 
cantidad menor a la adeudada.

R.H.P.

Artículo 2071. En el caso del Artículo 2068, el que hizo el 
pago solamente tendrá derecho a cobrar del deudor aquello en 
que le hubiere sido útil el pago.
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Comentario. El tercero que paga contra la voluntad del deudor sólo ten-
dría derecho de reclamar al deudor aquello que a éste le hubiera sido útil, de 
lo contrario no se le debe nada al tercero. La palabra “útil” que emplea la 
norma que se glosa debe entenderse que se refiere a una utilidad económica.

R.H.P.

Artículo 2072. El acreedor está obligado a aceptar el pago 
hecho por un tercero; pero no está obligado a subrogarle en sus 
derechos, fuera de los casos previstos en los Artículos 2058 y 
2059.

Comentario. Por regla general, el acreedor esta obligado a aceptar el pago 
que realiza el tercero, pero no está obligado a subrogarlo en sus derechos, con 
excepción de los supuestos previstos en los aa. 2058 y 2059. Sin embargo, el 
principio de que el acreedor está obligado a aceptar el pago de un tercero tiene 
las excepciones previstas en el a. 2064. 

R.H.P.

Artículo 2073. El pago debe hacerse al mismo acreedor o a 
su representante legítimo.

Comentario. Para que sea válido el pago debe realizarse al acreedor o a 
su representante. Así, es válido el pago que se realiza al albacea por el acree-
dor que ha muerto. A su vez, cuando los acreedores han venido incapaces no 
pueden recibir el pago, pero es válido si redunda en su beneficio.

R.H.P.

Artículo 2074. El pago hecho a un tercero extinguirá la obli-
gación, si así se hubiere estipulado o consentido por el acreedor, 
y en los casos en que la ley lo determine expresamente.

Comentario. Si al momento de contraer la obligación se conviene expre-
samente que el deudor debe realizar el pago a un tercero, aquél se libera de 
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pagar la obligación pagando a éste. Pero además es válido si se realiza a 
un tercero y lo consiente el acreedor, o en los casos en que la ley lo determina 
expresamente.

R.H.P.

Artículo 2075. El pago hecho a una persona incapacitada 
para administrar sus bienes, será válido en cuanto se hubiere 
convertido en su utilidad.

Comentario. También será válido el pago hecho a un tercero en cuanto se 
hubiere convertido en utilidad del acreedor.

En principio, no debe realizarse el pago a una persona incapaz en razón 
de que la aceptación supone la disposición del derecho de crédito, y las perso-
nas incapaces no tienen poder de disposición, por tanto, no pueden recibir el 
pago, aunque puede ser válido si redunda en su beneficio, así lo sanciona el a. 
que se comenta en su párrafo primero. 

Así también es válido el pago, es decir, liberatorio para el deudor si se 
realiza a un tercero, pero bajo la condición de que se convierta en utilidad 
para el acreedor, tal como lo preceptúa el párrafo segundo del a. que se co-
menta. 

R.H.P.

Artículo 2076. El pago hecho de buena fe al que estuviese en 
posesión del crédito, liberará al deudor.

Comentario. El deudor se libera del pago si lo realiza al que posee el 
crédito. A esta regla sirve de apoyo el a. 790 del CCF que establece “Es po-
seedor de una cosa el que ejerce sobre ella un poder de hecho, salvo lo dispuesto 
en el a. 793. Posee un derecho el que goza de él”. Por tanto, el poseedor del 
crédito, no del documento en que conste aquél, tiene derecho a que se le pague, 
pues sólo así goza del derecho. 

R.H.P.
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Artículo 2077. No será válido el pago hecho al acreedor por 
el deudor después de habérsele ordenado judicialmente la reten-
ción de la deuda.

Comentario. No es válido el pago al acreedor cuando el deudor lo realiza 
después de habérsele ordenado judicialmente la referencia de la deuda, pero el 
acreedor pagado no podrá reclamar nuevamente el pago, en cambio, al deudor 
sí se le podrá exigir que haga nuevamente el pago a favor de los acreedores en 
cuyo favor se le había preferido el pago.

R.H.P.

Artículo 2078. El pago deberá hacerse del modo que se hu-
biere pactado, y nunca podrá hacerse parcialmente sino en vir-
tud de convenio expreso o de disposición de ley.

Sin embargo, cuando la deuda tuviere una parte líquida y 
otra ilíquida, podrá exigir el acreedor y hacer el deudor el pago 
de la primera sin esperar a que se liquide la segunda.

Comentario. El pago, que libera al deudor, es el que se realiza de modo 
íntegro y de una sola vez, salvo proyecto en contrario o disposición de la ley. 
De ahí que no puede pagarse una prestación por otra, salvo pacto expreso o 
disposición de la ley. El anterior principio tiene su excepción cuando la deuda 
tuviera una parte líquida y otra ilíquida, en cuyo caso el acreedor podrá exigir 
al deudor el pacto de la primera sin esperar a que se liquide la segunda. 

R.H.P.

Artículo 2079. El pago se hará en el tiempo designado en 
el contrato, exceptuando aquellos casos en que la ley permita o 
prevenga expresamente otra cosa.

Comentario. Es importante saber en qué momento se debe realizar el 
pago, ya que a partir de ese momento el acreedor está facultado para exigir del 
deudor el pago y si éste no lo hace incurre en mora, con los efectos indemniza-
torios. Así, si la obligación es de dar o hacer y sujeta a un plazo o condición 
suspensiva, el momento para realizar el pago es precisamente la fecha seña-
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lada o desde el día en que se presenta el acontecimiento futuro e incierto. En 
cambio, si se trata de obligaciones de dar sin plazo, el acreedor no puede exigir 
el pago, sino después de treinta días de la fecha en que se haga la interpelación 
que refiere el a. 2080 del CCF. Por último, si se tratara de obligaciones de 
hacer sin plazo, el pago debe efectuarse cuando lo exija el acreedor, siempre 
que hubiera transcurrido el tiempo necesario para el cumplimiento de la obli-
gación (a. 2080, párrafo segundo, del CCF).

El legislador, en el precepto en glosa, permite a las partes contratantes 
que establezcan en el contrato el tiempo del pago (pago convencional), pues 
pagado éste, el acreedor tiene derecho de exigir su cumplimiento, y el deudor 
el derecho-deber de pagar. Antes de que llegue el vencimiento del plazo, el 
deudor debe pero no está obligado ni el acreedor tiene derecho de exigir que 
se le pague. 

Plazos legales. Se pueden citar como ejemplos de éstos los que refieran los 
aa. 2385, 2511, 2512, 2522 y 2629 del CCF.

R.H.P.

Artículo 2080. Si no se ha fijado el tiempo en que deba ha-
cerse el pago y se trata de obligaciones de dar, no podrá el acree-
dor exigirlo sino después de los treinta días siguientes a la in-
terpelación que se haga judicialmente, lo extrajudicial, ante un 
notario o ante dos testigos. Tratándose de obligaciones de hacer, 
el pago debe efectuarse cuando lo exija el acreedor, siempre que 
haya transcurrido el tiempo necesario para el cumplimiento de 
la obligación.

Comentario. Ante la ausencia de pacto sobre el momento del pago hay 
que distinguir el objeto de la prestación. 

R.H.P.

Artículo 2081. Si el deudor quisiere hacer pagos anticipados 
y el acreedor recibirlos, no podrá éste ser obligado a hacer des-
cuentos.
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Comentario. El precepto que se comentó permite distinguir dos situa-
ciones; la primera, si se pactó plazo para el cumplimiento de la obligación a 
favor del deudor, éste podrá realizar anticipadamente el pago y el acreedor no 
podrá oponerse válidamente. Segundo, si hay plazo para el cumplimiento de 
la prestación, éste es a favor del acreedor, pero no podrá ser obligado a recibir 
el pago, y si lo acepta, pero se trata del pago de sumas de dinero, no estará 
obligado a hacer descuentos. 

R.H.P.

Artículo 2082. Por regla general el pago debe hacerse en el 
domicilio del deudor, salvo que las partes convinieren otra cosa, 
o que lo contrario se desprenda de las circunstancias, de la natu-
raleza de la obligación o de la ley.

Si se han designado varios lugares para hacer el pago, el 
acreedor puede elegir cualquiera de ellos.

Comentario. Si se han designado varios lugares para hacer el pago, el 
acreedor puede elegir cualquiera de ellos.

El deudor, además de cumplir la obligación dentro del plazo estipulado o 
en su defecto el que establece la ley, debe realizarla en el lugar designado en el 
contrato, pero como puede ocurrir que no se designe lugar de pago, entonces el 
precepto que se comenta dicta las siguientes reglas supletorias. 

Así, también, el precepto en glosa regula la hipótesis para el caso de que 
se hayan designado varios domicilios para cumplir con la obligación, pues en 
este caso corresponde al acreedor elegir cualquiera de ellos. 

En el contrato de prestación de servicios profesionales la parte llamada 
cliente está obligada a pagar los honorarios a la otra denominada profesionis-
ta, éstos en defecto de pacto. 

Por último, debe decirse que la norma que se comenta tiene las dos excep-
ciones que refiera en los dos siguientes preceptos. En el domicilio del acreedor, 
así lo establece el a. 2610 del CCF. Es así que no rige la regla general que 
aquí se comenta.

R.H.P.
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Artículo 2083. Si el pago consiste en la tradición de un in-
mueble o en prestaciones relativas al inmueble, deberá hacerse 
en el lugar donde éste se encuentre.

Comentario. La tradición de un inmueble consiste en la entrega material 
de éste, de ahí que la naturaleza por la prestación, el pago deberá realizarse en 
el lugar donde aquél se encuentre. La misma regla rige para el cumplimiento 
de las prestaciones relativas al inmueble.

R.H.P.

Artículo 2084. Si el pago consistiere en una suma de dinero 
como precio de alguna cosa enajenada por el acreedor, deberá 
ser hecho en el lugar en que se entregó la cosa, salvo que se de-
signe otro lugar.

Comentario. El comprador deudor del precio de bien comprado, deberá 
pagarlo al vendedor, acreedor de aquél, en el lugar en que se entregó el bien, 
salvo pacto en contrario.

R.H.P.

Artículo 2085. El deudor que después de celebrado el con-
trato mudare voluntariamente de domicilio, deberá indemnizar 
al acreedor de los mayores gastos que haga por esta causa, para 
obtener el pago.

De la misma manera, el acreedor debe indemnizar al deudor 
cuando debiendo hacerse el pago en el domicilio de aquél, cam-
bia voluntariamente de domicilio.

Comentario. Este precepto junto con el siguiente regulan los gastos causa-
dos por motivo del pago. Así, si el pago se debe hacer en el domicilio del deudor 
y éste se muda, y como consecuencia de ello el acreedor hace gastos para conse-
guir el pago, éstos los debe pagar el deudor; a la inversa, si es en el domicilio del 
acreedor en donde debe realizarse el pago y este cambia de domicilio, el deudor 
tiene derecho que se le paguen los gastos que haga por ese motivo.

R.H.P.
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Artículo 2086. Los gastos de entrega serán de cuenta del 
deudor, si no se hubiere estipulado otra cosa.

Comentario. El vendedor está obligado a entregar el bien vendido, ade-
más, corren a su cuenta los gastos necesarios y ordinarios que implica la 
entrega, salvo pacto en contrario, a esta obligación se refiere el precepto en 
glosa.

R.H.P.

Artículo 2087. No es válido el pago hecho con cosa ajena; 
pero si el pago se hubiere hecho con una cantidad de dinero u 
otra cosa fungible ajena, no habrá repetición contra el acreedor 
que la haya consumido de buena fe.

Comentario. El deudor debe realizar el pago con bienes de su propie-
dad, de lo contrario no habrá cumplido con su obligación, de ahí que el pri-
mer párrafo del a. que se comenta manda que: “No es válido el pago hecho 
con cosa ajena…”. Sin embargo, esta regla general admite una excepción, a 
saber, cuando se paga con dinero que no es del deudor sino de tercero o, con 
cualquiera otro bien fungible ajeno que haya sido consumido de buena fe por 
el acreedor.

R.H.P.

Artículo 2088. El deudor que paga tiene derecho de exigir el 
documento que acredite el pago y puede detener éste mientras 
que no le sea entregado.

Comentario. Como causa de extinción de la obligación que es el pago, 
incumbe la prueba del mismo al deudor. Por tanto, éste tiene derecho de exi-
gir el documento que pruebe el pago, incluso no está obligado a efectuarlo 
mientras el acreedor no le extienda el recibo de pago, ya que éste, especial-
mente, es el medio idóneo para acreditar el cumplimiento de las obligaciones 
pecuniarias.

R.H.P.
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Artículo 2089. Cuando la deuda es de pensiones que deben 
satisfacerse en períodos determinados, y se acredita por escrito 
el pago de la última, se presumen pagadas las anteriores, salvo 
prueba en contrario.

Comentario. Como causa en las obligaciones de tracto sucesivo se pre-
sume el pago por el solo hecho de que el acreedor entregue al deudor el recibo 
de la última parcialidad; la prueba en contrario le corresponde al primero.

R.H.P.

Artículo 2090. Cuando se paga el capital sin hacerse reserva 
de réditos, se presume que éstos están pagados.

Comentario. Hay presunción de pago de réditos cuando el acreedor ex-
tiende al deudor recibo de pago de capital sin hacerse reservar de intereses, ya 
que la ley establece a favor de este último la presunción de haberlo pagado, 
salvo prueba en contrario del acreedor.

R.H.P.

Artículo 2091. La entrega del título hecho al deudor hace 
presumir el pago de la deuda constante en aquél.

Comentario. También existe presunción de pago cuando el acreedor en-
trega al deudor el título en que consta la deuda. 

En efecto, el a.en glosa presume que si el deudor tiene el documento en 
que consta el crédito es porque el acreedor ha recibido el pago, salvo prueba 
en contrario de este último. 

R.H.P.

Artículo 2092. El que tuviere contra sí varias deudas en favor 
de un solo acreedor, podrá declarar, al tiempo de hacer el pago, 
a cuál de ellas quiere que éste se aplique.

Comentario. Cuando el deudor tiene con un sólo acreedor varias deudas 
con objeto de igual naturaleza, al momento de realizar el pago puede señalar 
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(imposición voluntaria) a qué deuda se va aplicar el pago. Pero esta facultad 
tiene tres restricciones. La primera, cuando el deudor determina que el pago 
se aplique a una deuda de mayor valor que lo que él entrega, porque de esa 
manera se estaría imponiendo al acreedor un pago parcial forzoso, lo que pro-
híbe el a. 2078; segunda, en caso de que se advierta de las mismas deudas, 
el interés del acreedor en que una deuda sea pagada primero que la otra, y 
tercero, para el caso de que se trate de un crédito aún no vencido, con pleno a 
favor del acreedor, salvo que éste consienta el pago. 

R.H.P.

Artículo 2093. Si el deudor no hiciere la referida declara-
ción, se entenderá hecho el pago por cuenta de la deuda que le 
fuere más onerosa entre las vencidas. En igualdad de circuns-
tancias, se aplicará a la más antigua, y siendo todas de la misma 
fecha, se distribuirá entre todas ellas a prorrata.

Comentario. En defecto de una declaración expresa del deudor, al momen-
to de realizar el pago a cúal deuda debe imputarse el pago; el a. que se comenta 
regula a la imputación de pago por mandato de ley. Así, el pago se va aplicar 
a la deuda más onerosa entre las vencidas; pero si todas son del mismo valor y 
están vencidas, aquél se aplicará a la más antigua, y si todas son de la misma 
fecha se aplica entre todas ellas a prorrata.

R.H.P.

Artículo 2094. Las cantidades pagadas a cuenta de deudas 
con intereses, no se imputarán al capital mientras hubiere intere-
ses vencidos y no pagados, salvo convenio en contrario.

Comentario. El deudor hace el pago de una cantidad a un crédito que 
causa intereses, lo entregado se aplica primeramente al pago de los réditos 
vencidos y, nunca puede aplicarse primero al pago del capital, salvo pacto en 
contrario. 

Así pues, el CC considera a la dación en pago una especie del pago; se 
afirma lo anterior por dos razones, a saber: la primera, porque esta institución 
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está regulada en el capítulo relacionado al pago y, segunda, si el acreedor sufre 
la evicción de la cosa dada, el crédito de aquél no fue pagado y, por tanto, 
tiene derecho a reclamar la prestación que constituye el objeto original. En 
cambio, si la dación en pago gozara de la naturaleza de la novación objetiva 
por cambio de objeto, las consecuencias jurídicas serían distintas, pues si el 
acreedor sufre la evicción tiene derecho a ser indemnizado por su deudor, pero 
no podrá hacer revivir la obligación primitiva, ya que precisamente el efecto de 
la novación es extinguida. 

R.H.P.

Artículo 2095. La obligación queda extinguida cuando el 
acreedor recibe en pago una cosa distinta en lugar de la debida.

Comentario. El deudor está obligado a prestar exactamente aquello a que 
se obligó, y no puede entregar otra cosa, aun cuando sufre de igual o mayor 
valor que la debida. Para que sea posible cambiar la prestación debida (aliud 
pro alio solvere) se requiere el asentimiento del acreedor; pues en su defecto, la 
obligación se considerara incumplida. Así, el convenio por el cual el acreedor 
acepta recibir de su deudor por pago de su crédito una conducta diversa de la 
que se dé, se denomina dación en pago (datio in solutum). 

R.H.P.

Artículo 2096. Si el acreedor sufre la evicción de la cosa que 
recibe en pago, renacerá la obligación primitiva, quedando sin 
efecto la dación en pago.

Comentario. La dación en pago exige que la cosa que se da en pago debe 
ser propiedad del deudor, pues si el acreedor sufre la evicción de la cosa que se 
le dio, en realidad nunca se le pago y, por ende, no es correcto que el a. que 
se comenta mencione que renace la obligación primitiva, puesto que nunca se 
extinguió. 

R.H.P.
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Capítulo II

Del ofrecimiento del pago y de la consignación

Artículo 2097. El ofrecimiento seguido de la consignación 
hace veces de pago, si reúne todos los requisitos que para éste 
exige la ley.

Comentario. El ofrecimiento del pago por sí mismo no produce la extin-
ción de la obligación, sino tan sólo constituye un requisito previo a la consig-
nación. Ésta consiste en el depósito judicial de la conducta debida cuando el 
acreedor se niega sin justa causa a recibirla, a dar el documento que pruebe 
el pago, se trata de una persona incierta o incapaz de recibirlo, etcétera. Su 
eficacia consiste en la liberación del deudor, siempre que se den los requisitos 
legales.

Es pues para que el pago por consignación, como también se ha denomi-
nado, produzca sus consecuencias judiciales exigiendo ciertos requisitos, uno 
que es anterior y otros posteriores a la consignación.

Como requisito previo está el ofrecimiento de pago por el deudor. Este 
requisito no será necesario en los casos de incapacidad o incertidumbre del 
acreedor. Por tanto, sólo se exige en aquellos casos en que el acreedor no quiere 
recibir la prestación debida.

La consignación exige que se haga cumpliendo con todos los requisitos del 
pago de las obligaciones. Así, por ejemplo, deberá realizarse en la época que 
se señaló en el contrato, o en su defecto en un breve tiempo y prudente, pues de 
lo contrario habrá mora del deudor.

Como requisito posterior a la consignación se exige que hecha la consig-
nación deberá notificarse a los interesados.

R.H.P.

Artículo 2098. Si el acreedor rehusare sin justa causa recibir 
la prestación debida, o dar el documento justificativo de pago, 
o si fuere persona incierta o incapaz de recibir, podrá el deudor 
librarse de la obligación haciendo consignación de la cosa.
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Comentario. Se establece en el precepto en glosa que la consignación en 
los siguientes casos procede:

1o. Cuando el acreedor se niega sin justa causa recibir el pago; 2o. Cuando 
el acreedor se niega a dar el documento que justifique el pago; 3o. Cuando el 
acreedor no pueda recibir el pago por ser persona incierta o incapaz para reci-
birlo en el momento de efectuarlo; 4o. Cuando el acreedor fuere conocido pero 
dudosos sus derechos. 

Creemos que la numeración legal es sólo enunciativa, pues procedería la 
consignación cuando no se presentara el acreedor por estar ausente.

El Código no señala qué cosas pueden ser objeto de consignación, pues 
sólo se limita a señalar que “…podrá el deudor depositar la cosa debida…”, 
posteriormente, el a. 2516 estatuye que mediante el contrato de depósito, la 
parte denominada depositario se obliga a recibir una cosa mueble o inmue-
ble. Por tanto, es de concluirse que cabe la consignación de cosas muebles e 
inmuebles. 

R.H.P.

Artículo 2099. Si el acreedor fuere conocido, pero dudosos 
sus derechos, podrá el deudor depositar la cosa debida, con ci-
tación del interesado, a fin de que justifique sus derechos por los 
medios legales.

Comentario. Este precepto regula un supuesto especial de pago por con-
signación, que se da cuando el deudor tiene enfrente a un acreedor del cual 
estima dudosos sus derechos, entonces aquél puede depositar la prestación 
debida, solicitando al juzgador que cite al interesado, a efecto de que éste 
pruebe que tiene derecho a la prestación. Es pues, que se discute la legiti-
midad sobre la prestación, no así la negativa de recibir el pago por parte 
del acreedor.

R.H.P.

Artículo 2100. La consignación se hará siguiéndose el proce-
dimiento que establezca el Código de la materia.
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Comentario. El pago por consignación o simplemente consignación, de-
berá realizarse siguiendo el procedimiento que establecen las normas procesa-
les, por ejemplo, los aa. 224 a 234 del CPCDF, seguido por juez competente 
o ante notario. 

R.H.P.

Artículo 2101. Si el juez declara fundada la oposición del 
acreedor para recibir el pago, el ofrecimiento y la consignación 
se tiene como no hechos.

Comentario. Si la autoridad judicial declara que la consignación está 
mal realizada, ya sea porque no se hizo el pago en la forma y términos en que 
se convino o porque no se observaron los requisitos legales de aquélla, entonces 
el deudor no queda liberado y, por tanto, subsiste la obligación como antes de 
la consignación, pudiendo el deudor retirar lo consignado.

R.H.P.

Artículo 2102. Aprobada la consignación por el juez, la obli-
gación queda extinguida con todos sus efectos.

Comentario. Hecha la consignación y una vez aceptada por el acreedor o 
se declarara que está bien realizada por la autoridad judicial, entonces aqué-
lla produce todos los efectos del pago, es decir, extingue la obligación con todas 
sus consecuencias jurídicas. 

R.H.P.

Artículo 2103. Si el ofrecimiento y la consignación se han 
hecho legalmente, todos los gastos serán de cuenta del acreedor.

Comentario. Basta que el pago por consignación sea declarado judicial-
mente procedente para que se condene al acreedor al pago de las costas judi-
ciales, pues de lo contrario se agravaría la obligación del deudor y, además, se 
sanciona la condena de resistencia del acreedor. 

R.H.P.
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Incumplimiento de las obligaciones

Capítulo I

Consecuencias del incumplimiento de las obligaciones

Artículo 2104. El que estuviere obligado a prestar un hecho y 
dejare de prestarlo o no lo prestare conforme a lo convenido, será 
responsable de los daños y perjuicios en los términos siguientes.

I. Si la obligación fuere a plazo, comenzará la responsabili-
dad desde el vencimiento de éste; 

II. Si la obligación no dependiere de plazo cierto, se observa-
rá lo dispuesto en la parte final del artículo 2080. 

El que contraviene una obligación de no hacer pagará daños 
y perjuicios por el sólo hecho de la contravención.

Comentario. Del presente a. se desprende la responsabilidad civil con-
tractual. Responsabilidad proviene de respondere que significa prometer, me-
recer, pagar, es decir, el que responde. De esta manera, la responsabilidad 
civil contractual es aquella conducta realizada por el deudor de la obligación 
convenida, que de manera intencional (culpabilidad) actúa o deja de hacerlo, 
violando un deber u obligación jurídica derivada de esta relación contractual. 
Para que opere la responsabilidad civil contractual es necesario que exista una 
relación entre la conducta del responsable y que exista un daño o perjuicio 
(detrimento) en el patrimonio del acreedor. Esta conducta tiene como conse-
cuencia la indemnización, es decir, la restitución de las cosas al estado en que 
se encontraban con anterioridad, y de no ser posible se restituirá con dinero el 
daño y perjuicio ocasionado al patrimonio del acreedor. 

Para que sea posible el pago en dinero de los daños y perjuicios se requie-
re que el patrimonio afectado no pueda restituirse al estado en que se encon-
traba con anterioridad. Así, el pago de los daños y perjuicios ocasionados al 
patrimonio del deudor se presentará sólo cuando exista una relación causal, 
directa e inmediata entre la conducta culposa del deudor y los daños y per-
juicios ocasionados. 

Ahora bien, cuando el responsable de la obligación contractual se ha re-
tardado en su cumplimiento, se estará en mora. La mora es un tipo de indem-
nización y se refiere al retardo en el cumplimiento de la obligación contractual. 
No en todos los casos se puede caer en mora; para que ésta exista es necesario 
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que sea posible, es decir, que la obligación pueda ser cumplida. El efecto que 
de ella deriva es crear un derecho de crédito a favor del acreedor, derivado de 
la obligación contractual. El responsable del incumplimiento de la obligación 
tiene que pagar una indemnización, además de restituir el objeto que originó la 
obligación. De esta manera, el presente a. señala los plazos para que la mora y 
en su caso el pago de los daños y perjuicios puedan surtir sus efectos. 

A.G.G.

Artículo 2105. En las obligaciones de dar que tengan plazo 
fijo, se observará lo dispuesto de la fracción I del artículo anterior.

Si no tuvieren plazo cierto, se aplicará lo prevenido en el ar-
tículo 2080, parte primera. 

Comentario. La obligación de dar consiste en restituir una prestación o 
un servicio por parte del deudor al acreedor, derivada de una relación contrac-
tual. El a. señala en qué momento se da el vencimiento de la obligación, lo 
que permitirá establecer cuándo puede iniciar la responsabilidad civil contrac-
tual. Es importante porque si se presenta el incumplimiento de la obligación 
servirá para contabilizar la indemnización correspondiente, ya sea en su caso 
sobre la mora en la que ha caído el deudor o sobre los daños y perjuicios oca-
sionados por el incumplimiento de la obligación. Cuando no exista una fecha 
cierta en la obligación señalada en este a. se podrá exigir la responsabilidad 
contractual a los 30 días siguientes de haberse concretado la obligación, ya 
sea por la vía judicial o extrajudicial, ante un notario y dos testigos. Tratán-
dose de obligaciones de hacer, el pago debe efectuarse cuando lo exija el acree-
dor, siempre que haya transcurrido el tiempo necesario para el cumplimiento 
de la obligación. 

A.G.G.

Artículo 2106. La responsabilidad procedente de dolo es exi-
gible en todas las obligaciones. La renuncia de hacerla efectiva 
es nula. 

Comentario. Si en una relación contractual se presenta el dolo, recaerá 
inmediatamente la responsabilidad civil. En el contexto a que se refiere el 
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apartado, el dolo son todas aquellas maquinaciones o artificios que lleven 
a caer en el error y otorgar su voluntad de manera que sea ventajosa para 
alguna de las partes en la celebración del acto jurídico. Es decir, si algunas 
de las partes contrae una obligación a sabiendas de la imposibilidad de su 
cumplimiento, se podrá exigir, en su momento oportuno, la responsabilidad 
civil contractual. Existen diversas clasificaciones, en este caso sólo se habla-
rá de las derivadas de las obligaciones civiles contractuales. De las cuales 
existe el dolo bueno y el dolo malo por un lado, y el dolo coetáneo o dolo 
posterior. El dolo bueno se refiere a la intención de inducir en el error a una 
de las partes, tratando de buena forma lograr la celebración de la obligación 
contractual. El dolo malo se refiere a todas aquellas maquinaciones para 
inducir al error que ponen en desventaja a una de las partes al momento de 
la celebración de la obligación contractual. El dolo coetáneo se presenta al 
momento de la celebración de la obligación, provocando que el nacimiento 
del acto jurídico este viciado desde su origen. Por su parte, el dolo posterior 
se presenta después de haberse celebrado la obligación contractual, tendientes 
a evitar el cumplimiento de la obligación dando como resultado la posibi-
lidad o de rescindirse la obligación contractual o que se presente la respon-
sabilidad civil. De ahí que de los actos jurídicos que presenten dolo deriva 
consecuentemente su la responsabilidad civil. 

A.G.G.

Artículo 2107. La responsabilidad de que se trata en este Tí-
tulo, además de importar la devolución de la cosa o su precio, o 
la de entrambos, en su caso, importará la reparación de los daños 
y la indemnización de los perjuicios.

Comentario. La responsabilidad de la que habla el presente a. es produc-
to del incumplimiento de una obligación contractual, y por ende, si se presenta 
el incumplimiento de la obligación, se estará en responsabilidad civil, y por 
tanto se debe recurrir a la indemnización. Como ya se mencionó, la indem-
nización se refiere al hecho de devolver las cosas al estado en que se encon-
traban al momento de contraer la obligación contractual. Si se cae en mora 
se restituirá la cosa y el pago del retardo ocasionado por el incumplimiento 



LIBRO CUARTO. DE LAS OBLIGACIONES 175

de la obligación. Pero si el incumplimiento de la obligación se presenta de 
manera que ya no puede restituirse la cosa al estado en que se encontraba al 
momento de contraer la obligación, la indemnización se resarcirá a través del 
pago equivalente al daño ocasionado, así como una indemnización producto 
del perjuicio por el incumplimiento de la obligación. 

A.G.G.

Artículo 2108. Se entiende por daño la pérdida o menosca-
bo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento de una 
obligación. 

Comentario. Daño proviene del latín damnum, que significa daño, mal-
tratar o echar a perder una cosa. Para el derecho significaría el valor de la 
pérdida sufrida o de los bienes destruidos o perjudicados. El daño a que se 
refiere este a. es el derivado de incumplimiento de obligaciones y no de las 
obligaciones que nacen de los actos ilícitos. Para poder determinarlo tiene que 
existir una relación de causalidad entre la conducta del sujeto responsable y el 
daño o el perjuicio ocasionado. Es decir, debe ser una consecuencia directa e 
inmediata del incumplimiento de la obligación contractual. 

A.G.G.

Artículo 2109. Se reputa perjuicio la privación de cualquie-
ra ganancia lícita, que debiera haberse obtenido con el cumpli-
miento de la obligación. 

Comentario. Del latín praeiudicre, que significa ocasionar un menoscabo 
material o moral. Para el derecho, perjuicio significa alguna ganancia que se 
exige a quien ha causado un daño, para reparar éste y que se ha dejado de ob-
tener. Ahora bien, derivado del incumplimiento de la obligación contractual, el 
perjuicio se establece sobre una base futura de ganancias licitas, si el cumpli-
miento de la obligación se hubiera realizado y se presenta en la indemnización 
producto de la responsabilidad civil contractual. 

A.G.G.
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Artículo 2110. Los daños y perjuicios deben ser consecuen-
cia inmediata y directa de la falta de cumplimiento de la obliga-
ción, ya sea que se hayan causado o que necesariamente deban 
causarse. 

Comentario. Debe existir una relación directa entre el incumplimiento de 
la obligación y los daños y perjuicios ocasionados, una relación de causalidad 
inmediata. De lo anterior se desprende que las consecuencias secundarias que 
hayan sido ocasionadas por el incumplimiento de la obligación deberán ser 
resarcidas. Es decir, los daños y perjuicios serán reparables hasta las conse-
cuencias inmediatas producidas por el incumplimiento de la obligación. Para 
que proceda el pago de los daños y perjuicio, éstos deben ser ciertos y acredita-
dos. De lo anterior se desprende que la responsabilidad civil consta de varios 
elementos, como son: el incumplimiento de la obligación, la imputabilidad al 
sujeto sobre el dicho incumplimiento, un daño y la relación de causalidad entre 
el incumplimiento de la obligación y los daños causados. 

A.G.G.

Artículo 2111. Nadie está obligado al caso fortuito sino cuan-
do ha dado causa contribuido a él, cuando ha aceptado expresa-
mente esa responsabilidad, o cuando la ley se la impone. 

Comentario. Según el diccionario de la lengua española de la Real Aca-
demia, caso fortuito es un suceso por lo común dañoso, que acontece por azar, 
sin poder imputar a nadie su origen. Desde el punto de vista jurídico, el caso 
fortuito es un suceso ajeno a la voluntad del obligado, que excusa al deudor de 
la responsabilidad civil contractual. 

Existen tres características del caso fortuito: a) que sea irresistible es 
decir, que sea imposible el cumplimiento de la obligación; b) que sea im-
previsible, y c) que se realice de manera externa al sujeto obligado. Por lo 
tanto, para que se coloque en esta posibilidad deben existir ciertos supuestos: 
a) que el caso fortuito sea ajeno al obligado, ya que si en el suceso existe una 
intervención del deudor tendrá responsabilidad civil; b) que el suceso sea im-
previsto, es decir, que sus consecuencias no puedan ser previsibles, y c) que el 
hecho sea insuperable. Por consiguiente, si se presenta el incumplimiento de la 
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obligación por caso fortuito, libera de la responsabilidad civil y del pago de 
daños al deudor. 

A.G.G.

Artículo 2112. Si la cosa se ha perdido, o ha sufrido un de-
trimento tan grave que, a juicio de peritos, no pueda emplearse 
en el uso a que naturalmente está destinada, el dueño debe ser 
indemnizado de todo el valor legítimo de ella. 

Comentario. La indemnización tiene que corresponder al daño que se ha 
de pagar. Tratándose de indemnizaciones existen dos tipos a saber: la indem-
nización moratoria y la compensatoria. La primera se presenta por el retardo 
en el incumplimiento de la obligación; la segunda sustituye al objeto de la 
obligación, teniendo como consecuencia la reparación completa del perjuicio 
ocasionado. Para que proceda la indemnización de perjuicios es necesario la 
imputabilidad al deudor del incumplimiento de la obligación, que producto 
del incumplimiento el deudor se encuentre en mora y que exista una relación 
causal en donde el incumplimiento haya causado un perjuicio. 

A.G.G.

Artículo 2113. Si el deterioro es menos grave, sólo el importe 
de éste se abonará al dueño al restituirse la cosa. 

Comentario. Si el daño no es grave y existe la posibilidad de que el 
objeto o cosa pueda restituirse al estado en el cual se encontraba con ante-
rioridad sólo se pagará la cantidad del daño ocasionado y la restitución del 
objeto. 

A.G.G.

Artículo 2114. El precio de la cosa será el que tendría al 
tiempo de ser devuelta al dueño, excepto en los casos en que la 
ley o el pacto señalen otra época. 
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Comentario. Para fijar el precio de la cosa, el cálculo del valor del objeto 
será el del tiempo de la devolución de la misma, no obstante, para valorar 
el deterioro se atenderá: a) a la disminución del precio de la cosa; b) y a los 
gastos de su reparación (a. 2115). 

A.G.G.

Artículo 2115. Al estimar el deterioro de una cosa se aten-
derá no solamente a la disminución que él causó en el precio de 
ella, sino a los gastos que necesariamente exija la reparación. 

Comentario. La reparación del daño tiene como finalidad restituir o 
reparar el objeto dañado. Así, cuando se estime el valor de la cosa, se reali-
zará atendiendo a la disminución del precio y a los gastos sobre la repara-
ción, vinculándose la posibilidad de exigir la indemnización compensatoria 
y la indemnización moratoria según sea el caso. De esta manera se establece 
la posibilidad de que los daños y perjuicios sean íntegramente reparadores 
del daño. 

A.G.G.

Artículo 2116. Al fijar el valor y deterioro de una cosa, no se 
atenderá al precio estimativo o de afecto, a no ser que se pruebe 
que el responsable destruyó o deterioró la cosa con objeto de las-
timar los sentimientos o afectos del dueño; el aumento que por 
estas causas se haga, se determinará conforme a lo dispuesto por el 
artículo 1916. 

Comentario. El valor del daño tiene que fijarse sin tomar en cuenta as-
pectos morales, sin embargo, si el daño o deterioro es producto de la intención 
de causar un menoscabo al patrimonio del acreedor y por consecuencia provo-
car un daño moral, resulta entonces la necesidad de valorar el daño en rela-
ción con el valor estimativo o de afecto. El a. 1916 establece que daño moral 
es la afectación que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, 
decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o 
bien en la consideración que de sí misma tienen los demás. Se presumirá que 
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hubo daño moral cuando se vulnere o menoscabe ilegítimamente la libertad o 
la integridad física o psíquica de las personas. 

A.G.G.

Artículo 2117. La responsabilidad civil puede ser regulada 
por convenio de las partes, salvo aquellos casos en que la ley dis-
ponga expresamente otra cosa. 

Si la prestación consistiere en el pago de cierta cantidad de 
dinero, los daños y perjuicios que resulten de la falta de cumpli-
miento, no podrán exceder del interés legal, salvo convenio en 
contrario. 

Comentario. Este a. respeta la llamada autonomía de la voluntad de 
las partes y la posibilidad de la libertad contractual, dejando que la respon-
sabilidad civil sea establecida por los contratantes. El alcance de lo señala-
do con anterioridad sólo contiene ciertas limitaciones, es decir, se permitirá 
que las partes realicen cualquier acuerdo siempre y cuando no contravengan 
el orden público, las buenas costumbres o los derechos de terceros. Bajo 
este sentido, las partes pueden pactar la forma en que se pueden situar en 
responsabilidad, y por tanto el pago de la indemnización correspondiente. 
Esta forma se reviste bajo el nombre de cláusula penal o pena convencional, 
y es la posibilidad de fijar un monto determinado en caso de que se incurra 
en el incumplimiento de la obligación. De esta manera, el objetivo de la 
misma es evitar la necesidad de demostrar los daños y perjuicios causados, 
ya que la determinación del monto en caso de incumplimiento de la obliga-
ción se encuentra establecida y bastará simplemente con que alguna de las 
partes incumpla con la obligación y la determinación de la pena convenida 
en caso de incumplimiento. 

La pena convencional concierne solamente al monto de la obligación 
a garantizar, y no puede exceder en cuantía a la obligación principal. De 
esta manera, la pena que resulte excesiva será nula sólo en cuanto al valor 
o cantidad que sobrepasa el valor de la obligación misma. Ahora bien, las 
partes podrán pactar el interés legal, que es el 9% anual sobre el importe 
principal, sin embargo, se permite a las partes pactar el pago con otro tipo 
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de interés, siempre y cuando éste no sea desproporcional sobre el monto de 
la obligación principal. Si se incumple con la obligación y se está en la po-
sibilidad de establecer intereses moratorios, los mismos se excluirán porque 
la pena convencional supone una forma de establecer y determinar de ante-
mano los daños y perjuicios ocasionados. Los intereses moratorios derivados 
del incumplimiento o retardo del cumplimiento de la obligación tienen el 
mismo origen que la cláusula penal, por lo que se excluirá el pago de la mis-
ma por entender que la cláusula penal ya ha previsto y determinado el mon-
to de los daños y perjuicios producto del incumplimiento de la obligación. 

A.G.G.

Artículo 2118. El pago de los gastos judiciales será a cargo 
del que faltare al cumplimiento de la obligación, y se hará en los 
términos que establezca el Código de Procedimientos Civiles. 

Comentario. La jurisprudencia núm. 176340 señala con precisión 
qué se entiende por gastos judiciales, es decir, lo relativo a los gastos y cos-
tas que se erogan en juicio. De esta manera, establece que las costas son el 
conjunto de gastos que origina el proceso para los litigantes, comprendiendo 
el importe de los honorarios de los abogados y lo necesario para desaho-
gar las diligencias solicitadas durante aquél; por ello, son de naturaleza 
procesal y, aunque se les considera accesorias de la sentencia pronunciada 
en el juicio principal, son independientes, en tanto que no están ligadas ni 
dependen del derecho sustancial reconocido en la sentencia. Así, el pago 
que tiene que realizar quien haya incumplido con la obligación se sujetará 
a los términos del Código de Procedimientos Civiles. Una vez condenados los 
gastos judiciales, su cuantificación tendrá que sujetarse a la ley vigente en la 
fecha en que se dicte sentencia por un juez. Ya que los gastos judiciales son 
erogaciones que se realizan durante todo el proceso, y es en la sentencia donde 
se determinará su cuantía. 

A.G.G.
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Capítulo II

De la evicción y saneamiento

Artículo 2119. Habrá evicción cuando el que adquirió algu-
na cosa fuere privado del todo o parte de ella por sentencia que 
cause ejecutoria, en razón de algún derecho anterior a la adqui-
sición.

Comentario. Esta institución, como la mayoría de las contenidas en 
nuestros códigos civiles por la influencia derivada de los códigos de Napoleón 
y Alemán, encuentra su génesis en el derecho romano clásico, de ahí que se 
pueda rastrear la noción de “evicción” a las obligaciones que tenía el vendedor 
mancipi de restituir la cosa que tuviera vicios ocultos.

Actualmente la concepción de evicción es más compleja que la que existía 
en el derecho romano; pero sigue conservándose esa originaria vinculación ju-
rídica al contrato de compraventa (véase Saneamiento para el caso de 
evicción. no puede estipularse en el contrato de promesa, 
Tesis núm. 270335).

La evicción, para efectos de la legislación civil federal, resulta idéntica 
a las correlativas para las entidades federativas y del Distrito Federal, pues 
la concibe como el desposeimiento jurídico, ya sea total o parcial, que una 
persona sufre de un bien mueble o inmueble, adquirido de manera onerosa, 
como consecuencia de un derecho anterior a la enajenación y así determinado 
en sentencia definitiva. 

Es menester precisar que existe una distinción conceptual entre la 
“evicción y saneamiento”; de conformidad con la doctrina jurisprudencial, 
la evicción es el hecho de perder el adquirente y recuperar el dueño, en virtud 
de un derecho anterior a la enajenación que al primero servía de título, la 
cosa que el adquirente se encontraba poseyendo; mientras que el saneamien-
to es la obligación que se impone al que hizo la enajenación, de devolver al 
adquirente el precio de la cosa enajenada (cfr. Evicción y saneamien-
to, ius 272771 y 340087).

Aunque el numeral en comento define y regula la evicción total y la par-
cial, resulta de interés cómo la tradición judicial ha interpretado de forma 
menos restricta la evicción y sus requisitos de procedibilidad; en ese sentido, se 
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ha considerado que el caso de que se adquiera un bien y se privé al interesado 
del derecho a obtener su posesión, ante la oposición de un tercero, a través de la 
prevención que al respecto se determine en una sentencia firme, debe equipa-
rarse esta última a una sentencia ejecutoria que priva de la cosa al comprador, 
lo que origina el derecho a la evicción (cfr. Evicción por equiparación, 
procedencia de la acción de, ius 194224). 

Por tanto, se considera que el contenido del presente numeral no debe 
aplicarse de forma restrictiva, sino que debe entenderse extensivamente, en 
la que se puedan comprender no sólo la privación de la cosa por sentencia 
ejecutoriada o sentencia firme, sino que también aquellos otros actos en que 
la privación de la cosa sea consecuencia de resoluciones administrativas. En 
este último punto, la interpretación judicial, en algunos precedentes relevantes, 
no ha considerado equiparable las resoluciones administrativas, con las reso-
luciones judiciales ejecutoriadas para efectos de la evicción (cfr. Evicción. 
nacionalización de bienes, ius 343815).

F.S.P.

Artículo 2120. Todo el que está obligado a responder de la 
evicción, aunque nada se haya expresado en el contrato.

Comentario. Nuestra tradición jurídica distingue entre los elementos 
esenciales, naturales y accidentales del contrato para poder diferenciar los 
márgenes y límites de la autonomía de las partes al expresar su voluntad en 
las cláusulas contractuales; es con base en esta división, y con lo precisado 
en el comentario al numeral 2119 del CCF, que la evicción se constituye 
por su naturaleza como elemento relacionado con los contratos traslativos 
de dominio onerosos, es por eso que el saneamiento, aunque no se pacte 
expresamente en el contrato, se traduce en una obligación legal a cargo del 
vendedor, en caso de que exista evicción (este imperativo legal se encuentra 
relacionado con lo dispuesto en el a. 1839 del CCF).

F.S.P.
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Artículo 2121. Los contratantes pueden aumentar o dismi-
nuir convencionalmente los efectos de la evicción, y aun convenir 
en que ésta no se preste en ningún caso.

Comentario. El legislador, considerando que el saneamiento por causas 
de evicción es una consecuencia natural y ordinaria de los contratos tras-
lativos de dominio onerosos, se permite convenir en relación con los límites 
o alcances de la responsabilidad derivada por evicción y hasta pactar que 
se pueda eximir al vendedor del saneamiento en las cláusulas contractuales 
(esta libertad no es ilimitada, véase comentario al a. 2122 del CCF).

F.S.P.

Artículo 2122. Es nulo todo pacto que exima al que enajena 
de responder por la evicción, siempre que hubiere mala fe de 
parte suya.

Comentario. La libertad y autonomía de las partes en materia contrac-
tual no es ilimitada y legislador, en congruencia con el numeral 1839 del 
CCF, establece como restricción a las cláusulas que busquen eximir al vende-
dor del saneamiento por evicción, la mala fe de éste. 

Así, se considera que la mala fe se compone por dos elementos: a) el cono-
cimiento pleno del vendedor de la existencia de un derecho, anterior al negocio 
jurídico, que se traducirá en perder total o parcialmente la cosa adquirida, y 
b) que el vendedor artificiosamente oculte al comprador la existencia de esos 
derechos y, por tanto, el comprador ignore los riegos del negocio jurídico. Con-
sidérese que la mala fe del vendedor no sólo debe ser causal de nulidad de las 
cláusulas que eximen responsabilidad al vendedor, sino también de aquellas 
que limitan o restringen los efectos de la evicción. 

F.S.P.

Artículo 2123. Cuando el adquirente ha renunciado el de-
recho al saneamiento para el caso de evicción, llegado que sea 
éste, debe el que enajena entregar únicamente el precio de la 
cosa, conforme a lo dispuesto en los artículos 2126, fracción I y 
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2127, fracción I; pero aun de esta obligación quedará libre si el 
que adquirió lo hizo con conocimiento de los riesgos de evicción 
y sometiéndose a sus consecuencias.

Comentario. A pesar de que exista renuncia por parte del adquirente al 
derecho que tiene por saneamiento en caso de evicción, cuando éste lo hace 
de buena fe, es decir, sin conocimiento de los riegos de la operación y de sus 
consecuencias jurídicas, podrá solicitar la devolución del precio de la cosa, 
ya sea el del tiempo de la adquisición o bien del momento en que se sufra 
la evicción.

Por otra parte, del contenido de este numeral se aprecia la intención del 
legislador, característica de nuestro sistema jurídico, de proteger al adquirente 
de buena fe, en el caso de renuncia a su derecho al saneamiento por evicción, 
pues le otorga el beneficio de que se le restituya el precio de la cosa enajenada 
en el momento de su elección, considerando el hecho de que existen bienes que 
su plusvalía aumenta con el transcurso del tiempo (como el caso de los inmue-
bles en general), o bien que disminuyen (como sería, por ejemplo, el caso de 
los muebles en general).

F.S.P.

Artículo 2124. El adquirente, luego que sea emplazado, debe 
denunciar el pleito de evicción al que le enajenó.

Comentario. El a. en comento establece la carga u obligación que tiene el 
adquirente, en caso de que sea llamado a juicio respecto de la cosa objeto de la 
transacción, de denunciar o de comunicar al enajenante de tal litis. 

De conformidad con la interpretación jurisprudencial, el término 
“denunciar” no consiste en informarlo simplemente, sino que implica so-
licitarle al tribunal de la causa que cite a juicio al vendedor (cfr. Sa-
neamiento en caso de evicción. denuncia del pleito, núm. 
339797). Tal imperativo de solicitar que el enajenante tenga que ocurrir 
a juicio, no en calidad de litisconsorte sino de tercero coadyuvante, es para 
que éste pueda defender la legitimidad de la operación, para que en el caso 
de que sea privado el adquirente total o parcialmente de la cosa objeto de 
la transacción, el enajenante tenga que responder por tal evicción, sin que 
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pueda objetar que no pudo defender la legitimidad del negocio jurídico en 
el que participó. 

F.S.P. 

Artículo 2125. El fallo judicial impone al que enajena la obli-
gación de indemnizar en los términos siguientes.

Comentario. Como se precisó en el comentario anterior, el enajenante no 
acude a juicio como litisconsorte, en razón de que su intervención en el pro-
ceso entablado contra el adquirente no es necesaria para cerrar la relación 
jurídico-procesal, pero sí es necesario llamarlo a juicio para que coadyuve 
con el adquirente a acreditar la legitimidad de la operación que celebraron, 
y evitar la evicción de la cosa transmitida, pero en caso de que sí proceda 
tal evicción, la resolución judicial vincula y obliga al enajenante, si proce-
dió de buena fe, en términos del numeral 2126 del CCF, y en caso de mala 
fe de conformidad con lo dispuesto por el a. 2127 del CCF. 

F.S.P. 

Artículo 2126. Si el que enajenó hubiera procedido de buena 
fe, estará obligado a entregar al que sufrió la evicción.

I. El precio íntegro que recibió por la cosa;
II. Los gastos causados en el contrato, si fueren satisfechos 

por el adquirente;
III. Los causados en el pleito de evicción y en el de sanea-

miento;
IV. El valor de las mejoras útiles y necesarias, siempre que 

en la sentencia no se determine que el vencedor satisfaga su im-
porte.

Comentario. A pesar de desconocer los riesgos que implicaba la ope-
ración que celebraba, el legislador impone al enajenante de buena fe no 
solamente que reintegre el precio de la cosa al momento de la operación, 
sino también que restituya los gastos que se hayan efectuado tanto en la 
celebración del negocio jurídico (como por ejemplo los gastos de escritura-
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ción, en caso de bienes inmuebles) o los que haya efectuado sobre la cosa, es 
decir, las mejoras necesarias que aumenten su valor o plusvalía y los gastos 
de ejecución de éstas; salvo que en la resolución judicial imponga esta carga 
al accionante; por consecuencia lógica, el vendedor de buena fe tendrá que 
responder también por todos los gastos que se hayan erogado en los juicios de 
evicción y en el de saneamiento. 

El legislador impone todas estas cargas al enajenante de buena fe, en 
virtud de que la venta de la cosa que realizó, y que fue mermada total o par-
cialmente por la evicción, no sólo implicaría una pérdida económica en rela-
ción con el precio, sino que también afecta en otros aspectos al comprador, que 
son precisados por nuestra legislación civil federal en el numeral en comento. 

F.S.P.

Artículo 2127. Si el que enajena hubiere procedido de mala 
fe, tendrá las obligaciones que expresa el artículo anterior, con las 
agravaciones siguientes:

I. Devolverá, a elección del adquirente, el precio que la cosa 
tenía al tiempo de la adquisición, o el que tenga al tiempo en que 
sufra la evicción;

II. Satisfará al adquirente el importe de las mejoras volunta-
rias y de mero placer que haya hecho en la cosa;

III. Pagará los daños y perjuicios.
Comentario. En el caso del saneamiento por evicción, el enajenante de 

mala fe, además de cumplir con las cargas pecuniarias que impone el numeral 
anterior, es sancionado por el legislador con otras agravantes. Así, mientras 
que el precio que debe reintegrar en caso de que hubiera actuado de buena fe 
se limita únicamente al que fue pactado en el momento de la celebración del 
negocio jurídico; en el caso de mala fe, el comprador podrá solicitar que se le 
reintegre ya sea el precio en el momento de la celebración o el de la fecha que 
sufrió la evicción, lo que significa que el adquirente tendrá a su beneficio la 
plusvalía del objeto del negocio jurídico.

Por otra parte, es de destacarse que la ley sanciona la mala fe del vende-
dor con la obligación de pagar los daños y perjuicios que le haya ocasionado 
la operación al adquirente. Lo relevante del a. en glosa es que las prestacio-
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nes accesorias a la acción de saneamiento por evicción, variarán según los 
hechos en los que se sustente la respectiva demanda, es decir, si el enajenante 
actuó de buena o mala fe; sin embargo, a pesar de lo plausible que resulta la 
disposición en comento, la mala fe del vendedor sólo podrá ser probada por 
pruebas indirectas, de ahí lo complicado de la procedencia de las prestaciones 
sustentadas en tal hecho.

F.S.P.

Artículo 2128. Si el que enajena no sale sin justa causa al 
pleito de evicción, en tiempo hábil, o si no rinde prueba alguna 
o no alega, queda obligado al saneamiento en los términos del 
artículo anterior.

Comentario. Como se precisó en el comentario al a. 2124 del CCF, el 
requisito fundamental para que el adquirente pueda reclamar del vendedor 
el saneamiento es que tiene que comunicar, por conducto del tribunal, de la 
litis de evicción para que el enajenante comparezca en calidad de tercero 
coadyuvante a demostrar la legitimidad del negocio jurídico.

Pero si a pesar de que haya sido debidamente llamado a juicio el enaje-
nante, éste no compareciera en el tiempo que fue requerido por el tribunal o, 
bien compareciendo, no aportara ninguna prueba o argumento para defender 
la legitimidad del negocio realizado con el adquirente, tal conducta es para el 
legislador equiparable a la mala fe, y en consecuencia tendrá el vendedor que 
responder, en caso de saneamiento, en términos de lo previsto por el a. 2127.

F.S.P. 

Artículo 2129. Si el que enajena y el que adquiere proceden 
de mala fe, no tendrá el segundo, en ningún caso, derecho al sa-
neamiento ni a indemnización de ninguna especie.

Comentario. En coherencia con lo previsto en el a. 2123 del CCF, el 
legislador establece que en cuanto el vendedor como el comprador tuvieran 
conocimiento de los riesgos que se encontraban inmiscuidos en el negocio ju-
rídico que celebraron, el comprador no podrá beneficiarse de su propio dolo 
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para reclamar saneamiento o ningún tipo de indemnización por la evicción 
sufrida. 

F.S.P.

Artículo 2130. Si el adquirente fuera condenado a restituir 
los frutos de la cosa, podrá exigir del que enajenó la indemniza-
ción de ellos o el interés legal del precio que haya dado.

Comentario.Una de las obligaciones del vendedor en relación con el com-
prador es permitirle disfrutar de todos los derechos derivados del objeto mate-
ria del contrato; por tanto, si como consecuencia de la evicción, el adquirente 
se encuentra no sólo mermado del disfrute total o parcial de la propiedad y 
posesión del objeto de negocio jurídico, sino también obligado a restituir los 
frutos que percibió antes de la evicción, entonces el comprador tendrá acción 
no sólo de reclamar las prestaciones establecidas en los aa. 2167 o 2127, 
según sea el caso, sino a que se le indemnice por tal menoscabo. 

F.S.P.

Artículo 2131. Si el que adquirió no fuere condenado a dicha 
restitución, quedarán compensados los intereses del precio con 
los frutos recibidos.

Comentario. En el a. en glosa, el legislador impone una limitante a la 
acción derivada del saneamiento por evicción, que resulta lógica y congruente, 
pues al no ser condenado el comprador al pago de los frutos no puede reclamar 
un perjuicio que resulta inexistente, máxime que el disfrute de tales frutos 
compensarían los intereses del precio de la cosa que resintió los efectos de la 
evicción.

F.S.P. 

Artículo 2132. Si el que enajena, al ser emplazado, manifies-
ta que no tiene medios de defensa, y consigna el precio por no 
quererlo recibir el adquirente, queda libre de cualquiera respon-
sabilidad posterior a la fecha de consignación.
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Comentario. El a. en comento contiene una forma de liberar de respon-
sabilidades al enajenante, ya sea de buena o de mala fe, de los efectos de la 
sentencia de evicción; para tal propósito deben acontecer los siguientes su-
puestos: a) el vendedor debe reconocer no contar con argumentos ni probanzas 
para sustentar la legitimidad del negocio jurídico que celebró; b) que intentó 
reintegrar el precio al adquirente; c) que ante la negativa del comprador, el 
precio es consignado ante el tribunal, con todos los efectos jurídicos previstos 
por el presente numeral, así como por los aa. 2097-2103 del CCF.

F.S.P.

Artículo 2133. Las mejoras que el que enajenó hubiese he-
cho antes de la enajenación, se le tomarán a cuenta de lo que 
debe pagar, siempre que fueren abonadas por el vendedor.

Comentario. en el a. en glosa, el legislador establece que en caso de 
que el enajenante hubiera efectuado mejoras, previas a la contratación con 
el adquirente, y que el vencedor en el pleito de evicción los hubiera abonado 
al adquirente, el valor de tales mejores será deducido del precio que tendrá 
que devolver el enajenante al comprador como consecuencia de la evicción.

F.S.P.

Artículo 2134. Cuando el adquirente sólo fuere privado por 
evicción, de una parte de la cosa adquirida, se observarán respec-
to de ésta las reglas establecidas en éste Capítulo, a no ser que el 
adquirente prefiera la rescisión del contrato.

Comentario. Para el caso de evicción parcial del objeto materia del con-
trato, el adquirente podrá requerir el saneamiento por evicción o bien solicitar 
la rescisión del contrato; si elige esta última opción tendrá que devolver al 
vendedor la parte de la cosa que no fue afectada por la evicción, teniendo el 
adquirente derecho a que se le restituya el precio íntegro de la operación. 

F.S.P. 
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Artículo 2135. También se observará lo dispuesto en el artí-
culo que precede cuando en un solo contrato se hayan enajenado 
dos o más cosas sin fijar el precio de cada una de ellas, y una sola 
sufriera la evicción.

Comentario. En el caso de que el objeto del negocio jurídico comprendiera 
la transmisión de dos o más cosas, pero sólo una de éstas se vio afectada de 
evicción, ya sea total o parcialmente, podrá el comprador elegir entre el sanea-
miento o la rescisión del contrato en términos del a. 2134 del CCF. 

F.S.P. 

Artículo 2136. En el caso de los dos artículos anteriores, si el 
que adquiere elige la rescisión del contrato, está obligado a devol-
ver la cosa libre de los gravámenes que le haya impuesto.

Comentario. En cualquiera de las hipótesis contenidas en los aa. 2134 
y 2135 del CCF, en caso de rescisión del contrato por causa de evicción, el 
comprador tiene la obligación de restituir la cosa al vendedor en las mismas 
condiciones que fue entregada, es decir, libre de gravámenes y cargas. 

F.S.P.

Artículo 2137. Si al denunciarse el pleito o durante él, re-
conoce el que enajenó el derecho del que reclama, y se obliga a 
pagar conforme a las prescripciones de este Capítulo, sólo será 
responsable de los gastos que se causen hasta que haga el recono-
cimiento, y sea cual fuere el resultado del juicio.

Comentario. Resulta completamente lógico que el legislador establezca 
que cuando el enajenante acepte y se comprometa a pagar conforme a lo es-
tablecido para el saneamiento por evicción en nuestra legislación civil se le 
exima de cualquier responsabilidad subsiguiente a tal reconocimiento. Des-
de luego, consideramos que la liberación de tal responsabilidad no debería 
acontecer únicamente con la aceptación que realice el vendedor, sino hasta 
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el momento en que dé total cumplimiento al saneamiento a que se obligó el 
enajenante. 

F.S.P.

Artículo 2138. Si la finca que se enajenó se halla gravada, sin 
haberse hecho mención de ello en la escritura, con alguna carga 
o servidumbre voluntaria no aparente, el que adquirió puede pe-
dir la indemnización correspondiente al gravamen, o la rescisión 
del contrato.

Comentario. Consideramos congruente el hecho de exigir al vendedor el 
pago o bien la rescisión del contrato ante la omisión de establecer con preci-
sión las cargas integradas a la finca o predio objeto del negocio; sin embargo, 
consideramos que en lugar de estar en presencia de una hipótesis relacionada 
con el saneamiento por evicción (cfr. comentario al a. 2119 del CCF), el 
legislador establece un supuesto normativo vinculado con los vicios ocultos 
(a mayor precisión véasen los comentarios a los aa. 2142-2162 del CCF). 

F.S.P.

Artículo 2139. Las acciones rescisorias y de indemnización a 
que se refiere el artículo que precede, prescriben en un año, que 
se contará para la primera, desde el día en que se perfeccionó 
el contrato y para la segunda, desde el día en que el adquirente 
tenga noticia de la carga o servidumbre.

Comentario. Con la salvedad precisada en el comentario al a. 2138 del 
CCF, el legislador establece, en el presente numeral, como plazo de prescrip-
ción el de un año para los siguientes supuestos: a) para la acción rescisoria, 
desde el momento en que se perfeccionó el contrato, y b) para la de indemni-
zación, desde el momento en que el adquirente tenga noticia de la carga. Es 
de destacarse que aunque el plazo de prescripción es de un año para ambas 
hipótesis, en el caso de la indemnización tendrá que ser a partir del momento 
en que el adquirente tenga noticia de tal carga, lo que implica que pueden pa-
sar varios años, de la fecha en que se perfeccionó el negocio jurídico, en la que 
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el adquirente pueda percatarse de la existencia de una carga no aparente en el 
predio, por lo que el ejercicio de tal acción, según las circunstancia peculiares, 
puede prolongarse en el tiempo. 

F.S.P.

Artículo 2140. El que enajena no responde por la evicción:
I. Si así se hubiere convenido;
II. En el caso del artículo 2123;
III. Si conociendo el que adquiere el derecho del que entabla 

la evicción, lo hubiere ocultado dolosamente al que enajena;
IV. Si la evicción procede de una causa posterior al acto de 

enajenación, no imputable al que enajena, o de hecho del que 
adquiere, ya sea anterior o posterior al mismo acto;

V. Si el adquirente no cumple lo prevenido en el artículo 2124;
VI. Si el adquirente y el que reclama transigen o comprome-

ten el negocio en árbitros sin consentimiento del que enajenó;
VII. Si la evicción tuvo lugar por culpa del adquirente.
Comentario. En atención a lo contenido en los aa. anteriores, el presente 

numeral establece las causales que excluyen al enajenante del saneamiento 
por evicción, mismos que de conformidad con sus siete frs. serían las si-
guientes:

a) En congruencia con el a. 2121 del CCF, por consentimiento expreso de 
las partes, en la que acuerden liberar de la obligación por saneamiento 
al vendedor o enajenante (desde luego, tal excluyente será nula en caso 
de que el vendedor actuara de mala fe; a mayor precisión véase el co-
mentario al a. 2122 del CCF).

b) Por renuncia por parte del adquirente al derecho que tiene al sanea-
miento en caso de evicción (en caso de que el comprador obre de buena 
fe, tendrá el derecho a que se le devuelva el precio de la cosa, para más 
precisión véase lo comentado al a. 2123 del CCF).

c) En caso de que el adquirente oculte dolosamente el hecho de conocer que 
existe un tercero con derechos suficientes para producir la evicción en el 
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objeto del negocio jurídico; conducta que es considera por el legislador 
como un acto de mala fe por parte de comprador, y la sanciona en tér-
minos del a. 2129 del CCF. 

d) Cuando la causa que genere la evicción sea posterior del negocio jurídico 
y no sea imputable al vendedor o enajenante. 

e) Que el vendedor no llamé, por conducto del tribunal competente, al enaje-
nante al pleito de evicción (véanse los comentarios precisados al numeral 
2124 del CCF).

f) En caso de que el tercero reclamante y el adquirente transaran o se 
comprometieran en árbitros, sin el consentimiento expreso del vendedor. 

g) Cuando la evicción se produce por hechos imputados al vendedor o ad-
quirente. 

F.S.P.

Artículo 2141. En las ventas hechas en remate judicial, el 
vendedor no está obligado por causa de la evicción que sufriere 
la cosa vendida, sino a restituir el precio que haya producido la 
venta.

Comentario. El legislador establece como causal de exclusión para el 
saneamiento por evicción, cuando la cosa transmitida sea rematada en venta 
judicial; así, sólo tendrá la obligación el enajenante o vendedor de restituir el 
precio de la venta, desde luego con el valor fijado al momento de celebrarse 
el negocio jurídico. 

F.S.P.

Artículo 2142. En los contratos conmutativos, el enajenante 
está obligado al saneamiento por los defectos ocultos de la cosa 
enajenada que la hagan impropia para los usos a que se la desti-
na, o que disminuyan de tal modo este uso, que a haberlo cono-
cido al adquirnete no hubiere hecho la adquisición o habría dado 
menos precio por la cosa.
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Comentario. A partir del presente a. hasta el 2162 se establecen las obli-
gaciones y derechos que deben asumir los contratantes para el supuesto de que 
la cosa que se ha enajenado presente defectos o vicios ocultos.

Se considera como un defecto o vicio oculto a toda aquella característica, 
atributo o carencia, de la cosa enajenada, al momento de la celebración del 
contrato, que le impida al adquirente una posesión útil, ya sea para brindarle 
el uso normal adecuado que tenía derecho a esperar o le presente una dismi-
nución de éste.

Ante la aparición de un defecto o vicio oculto en la cosa enajenada se 
infiere que la obligación a cargo del enajenante no queda satisfecha, y en 
consecuencia, por su calidad de garante de la cosa se responsabiliza a su 
saneamiento. 

El presente a. establece el primer presupuesto para responsabilizar al 
enajenante por este tipo de saneamiento, consistente en que, por regla general, 
sólo será exigible cuando la enajenación haya sido producto de un contrato 
conmutativo, es decir, de aquel convenio en el cual las prestaciones que se de-
ben las partes son ciertas desde el momento de celebración del acto jurídico, 
en contraposición de los contratos aleatorios, en los que no se asume ningún 
posible riesgo de pérdida o ganancia, por depender de un acontecimiento in-
cierto (a. 1838). 

Es importante observar que el saneamiento por defectos o vicios ocul-
tos se presenta en todos los contratos donde se presenta la transmisión de 
propiedad o establece derechos de uso y disfrute; sin embargo, se estable-
cen reglas específicas en los contratos de compraventa (aa. 2259, 2261 y 
2162); mutuo (a. 2390); arrendamiento (aa. 2412, fr. V, 2421 y 2490 
fr. III); comodato (a. 2514); de obras a precio alzado (a. 2634); de so-
ciedades (a. 2702), y en los convenios de cesión de derechos (a. 2046).

E.M.B.

Artículo 2143. El enajenante no es responsable de los defec-
tos manifiestos o que estén a la vista, ni tampoco de los que no lo 
están, si el adquirente es un perito que por razón de su oficio o 
profesión debe fácilemnte conocerlos.
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Comentario. El segundo presupuesto para establecer la responsabilidad 
del saneamiento por defectos de la cosa enajenada consiste en que sólo procede 
si tales defectos son ocultos, ya que si los vicios de la cosa son perceptibles a 
simple vista, se presume que el adquirente debió conocerlos y, por lo tanto, es 
éste el responsable del hecho de que, a pesar de saber de dichos defectos, no se 
abstuvo de contratar o de ofrecer un menor precio. 

El tercer presupuesto de irresponsabilidad del enajenante por los defectos 
de la cosa sucede cuando a pesar de que éstos no se encuentren a la vista, el 
adquirente, por ser un perito en la materia, por razón de su oficio o profesión, 
debe fácilmente conocerlos.

E.M.B.

Artículo 2144. En los casos del artículo 2142, puede el adqui-
rente exigir la rescisión del contrato y el pago de los gastos que 
por él hubiere hecho, o que se le rebaje una cantidad proporcio-
nada del precio, a juicio de peritos.

Comentario. Al titular de un derecho por saneamiento por vicios ocultos 
se le otorga el posible ejercicio de dos acciones procesales:

 i) La acción redhibitoria, con la cual el contrato se rescinde con responsa-
bilidad para el enajenante, quien deberá de devolver el precio que se le 
pagó y reembolsar los gastos ocasionados por el contrato (honorarios y 
gastos notariales, impuestos, derechos, gastos de entrega, etcetera). De-
rivado del nombre de esta acción, a los vicios ocultos se les denomina 
también “vicios redhibitorios”.

ii) Reducción del precio (actio aestimatoria o quanti minoris), con la cual 
al adquirente se le otorga el derecho de optar por conservar la cosa, de-
mandado una rebaja proporcional del precio, que será cuantificada por 
peritos en razón de los vicios que la afectan.

E.M.B.

Artículo 2145. Si se probare que el enajenante conocía los 
defectos ocultos de la cosa y no los manifestó al adquirente, ten-
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drá éste la misma facultad que le concede el artículo anterior, 
debiendo, además, ser indemnizado de los daños y perjuicios si 
prefiere la rescisión.

Comentario. Se le otorga al adquirente el derecho al pago de daños e in-
demnización de perjuicios, siempre y cuando compruebe que el enajenante co-
nocía los defectos ocultos y no se le manifestaron. Este derecho deriva de la san-
ción ante una actitud dolosa del enajenante que se constituye en un hecho lícito.

A pesar de que este a. no expresa que dicha sanción sea aplicada al ena-
jenante cuando se interpone en su contra la acción de reducción del precio, se 
puede inferir, por analogía, que el pago de daños y perjuicios deberá proceder, 
ya que este derecho se origina de la mala fe del enajenante y no de la acción 
que se pretenda interponer.

Correrá a cargo del adquirente la prueba relativa al conocimiento que 
tuvo el enajenante sobre el vicio de la cosa al momento de la celebración del 
contrato.

E.M.B.

Artículo 2146. En los casos en que el adquirente pueda elegir 
la indemnización o la rescisión del contrato, una vez hecha por él 
la elección del derecho que va a ejercitar, no puede usar del otro 
sin el consentimiento del enajenante.

Comentario. La persona que adquirió una cosa con vicios ocultos tendrá 
la opción de elegir sólo una de las dos acciones a las que tiene derecho: la ac-
ción redhibitoria (rescisión) y la reducción de precio (indemnización). Pedida 
la rescisión, no podrá solicitar la reducción del precio, y pedida la reducción 
no le será posible exigir la rescisión del contrato.

La regla anterior tiene una primera excepción para que ambas acciones 
puedan ser procedentes al mismo tiempo, la cual se rige por el principio de 
autonomía de la voluntad, cuando: i) así fue pactado en el contrato por las 
partes, o ii) durante el proceso de ejercicio de alguna de las acciones, el enaje-
nante otorgue su consentimiento para dicho cambio.

Una segunda excepción, regida por mandato de ley en el a. 2147, se 
verifica como una sanción al enajenante cuando éste tenía previo conocimiento 
de los vicios y defectos de la cosa; por lo que si el adquirente, durante el trá-
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mite de su solicitud de reducción del precio, llegara a perder en su totalidad 
la cosa por los mismos vicios ocultos, el adquirente tendrá derecho a la res-
titución del precio y la devolución de los gastos del contrato, como si hubiera 
ejercido la acción redhibitoria.

E.M.B.

Artículo 2147. Si la cosa enajenada pereciere o mudare de 
naturaleza a consecuencia de los vicios que tenía, y eran cono-
cidos del enajenante, éste sufrirá la pérdida y deberá restituir el 
precio y abonar los gastos del contrato con los daños y perjuicios.

Comentario. Si a consecuencia de los vicios ocultos, la cosa enajenada 
se pierde o cambiara de tal forma que al adquirente le sea disminuida su po-
sesión útil para el uso normal para el cual la adquirió, y dichos vicios eran 
conocidos por el enajenante, éste se obligará a: i) restituir el precio de la cosa; 
ii) reembolsar los gastos del contrato, si fueron satisfechos por el adquirente, y 
iii) reparar los daños e indemnizar los perjuicios.

Esta prescripción es una sanción derivada de la actitud dolosa del ena-
jenante que se traduce en la obligación de indemnizar los daños y perjuicios.

La carga de la prueba será a cargo del adquirente, quien deberá pro-
bar: i) la existencia del vicio oculto al momento de la celebración del con-
trato; ii) que la cosa se perdió o disminuyó en su valor por causa de ese 
vicio, y iii) que el vendedor conocía el defecto de la cosa al tiempo de la 
celebración del contrato. 

E.M.B.

Artículo 2148. Si el enajenante no conocía los vicios, sola-
mente deberá restituir el precio y abonar los gastos del contrato, 
en el caso de que el adquirente los haya pagado.

Comentario. Se hace expresa la distinción entre el enajenante de buena fe 
y el de mala fe, obligando al primero únicamente a la restitución del precio y 
gastos del contrato satisfechos por el adquirente, y el enajenante de mala fe, a 
quien deberá cumplir con lo prescrito en el a. 2147. 
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Por aplicación analógica de la fr. I del a. 2126, sobre el saneamiento 
por evicción, el precio que debe restituir el enajenante de buena fe para el sa-
neamiento de los vicios ocultos es el que recibió del adquirente. 

E.M.B.

Artículo 2149. Las acciones que nacen de lo dispuesto en los 
artículos del 2142 al 2148, se extinguen a los seis meses, contados 
desde la entrega de la cosa enajenada, sin perjuicio de lo dispues-
to en el caso especial a que se refieren los artículos 2138 y 2139.

Comentario. Se establece un término breve para el ejercicio de las ac-
ciones redhibitoria y de reducción de precio, el cual constará de seis meses a 
partir de la entrega de la cosa enajenada, por ser éste el momento en que el 
adquirente puede darse cuenta de los vicios o defectos. La razón de no estable-
cer un plazo demasiado largo es que haría muy difícil la comprobación de la 
existencia del vicio oculto a la celebración del contrato. 

La referencia a los aa. 2138 y 2139 hace incluir dentro del concepto de 
vicios ocultos a las cargas o servidumbres voluntarias, no aparentes, que gra-
ven una finca y sean omitidas en la escritura en la que conste la enajenación 
de dicho inmueble. 

E.M.B.

Artículo 2150. Enajenándose dos o más animales juntamen-
te, sea en un precio alzado o sea señalándolo a cada uno de ellos, 
el vicio de uno da sólo lugar a la acción redhibitoria, respecto de 
él y no respecto a los demás, a no ser que aparezca que el adqui-
rente no habría adquirido el sano o sanos sin el vicioso, o que la 
enajenación fuese de un rebaño y el vicio fuere contagioso.

Comentario. El defecto del animal con vicios ocultos sólo genera la 
acción redhibitoria respecto de él y no respecto de los otros animales ad-
quiridos. Sin embargo, existen dos excepciones para dicha regla, y en con-
secuencia la posibilidad de que el vicio de uno de los animales ocasione la 
citada acción respecto de todos, las cuales son: i) si se estableció entre los 
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contratantes que la adquisición no se habría verificado sin la enajenación del 
defectuoso, y ii) si la enajenación es de un rebaño y el vicio que padece uno 
de los animales es contagioso.

Es indiferente que el precio que el adquirente haya pagado por el conjunto 
de animales haya sido en globo o fijándolo en particular para cada uno de 
ellos, con lo cual se advierte una diferencia fundamental con el caso previsto 
en el a. 2261 mencionado, a cuyo comentario nos remitimos.

El adquirente tendrá que probar si pretende ejercer las acciones de sa-
neamiento por vicios ocultos respecto del conjunto de animales, que no habría 
adquirido el sano o sanos sin el vicioso, lo que será complicado, tomando en 
cuenta la naturaleza subjetiva de tal hecho. 

E.M.B.

Artículo 2151. Se presume que el adquirente no tenía volun-
tad de adquirir uno solo de los animales, cuando se adquiere un 
tiro, yunta o pareja, aunque se haya señalado un precio separado 
a cada uno de los animales que los componen.

Comentario. Se estipula la presunción legal de que el adquirente no tenía 
intención de adquirir por separado a cada uno de los animales que integran 
una yunta (par de bueyes, mulas u otros animales que sirven en la labor del 
campo o en los acarreos), un tiro (conjunto de caballerías que tiran de un 
carruaje) o una pareja; por lo tanto, el defecto de uno dará lugar a la acción 
redhibitoria de todos los demás animales. Lo anterior en razón de que para 
el adquirente lo idóneo es la adquisición del grupo de animales para desa-
rrollar el trabajo que desempeñan unidos. Esta presunción admite prueba en 
contrario. 

E.M.B.

Artículo 2152. Lo dispuesto en el artículo 2150 es aplicable a 
la enajenación de cualquiera otra cosa.

Comentario. En la enajenación de un lote de cosas, sea en un precio alza-
do o señalado a cada una de ellas, no existe motivo para establecer un criterio 
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diferente al prescrito para los animales en el a. 2150, pues en ambos casos 
(animales u otras cosas) rigen las mismas consideraciones.

Se advierte que este precepto es aplicable a las enajenaciones de cosas 
que no sean de inmuebles, ya que para éstas rige lo dispuesto en el a. 2261. 

E.M.B.

Artículo 2153. Cuando el animal muere dentro de los tres 
días siguientes a su adquisición, es responsable el enajenante, si 
por juicio de peritos se prueba que la enfermedad existía antes 
de la enajenación.

Comentario. Se establece dentro del concepto de vicios ocultos a toda en-
fermedad que: i) a juicio de peritos existía anterior a la enajenación del ani-
mal, y ii) sea la causa de su muerte dentro de los tres días posteriores a esta 
adquisición; sin embargo, establece las reglas especiales para el caso descrito:

1. El plazo de los tres días se cuenta a partir de la adquisición y no desde 
el momento de la entrega de la cosa.

2. La prueba sobre el momento (anterior o posterior a la enajenación) de 
adquisición de la enfermedad que le causó la muerte al animal es materia del 
dictamen de peritos

E.M.B.

Artículo 2154. Si la enajenación se declara resuelta, debe de-
volverse la cosa enajenada en el mismo estado en que se entregó, 
siendo responsable el adquirente de cualquier deterioro que no 
proceda del vicio o defecto ocultados.

Comentario. Uno de los efectos de la rescisión del contrato por una acción 
redhibitoria es que el adquirente tiene la obligación debe devolver la cosa en el 
mismo estado en que la recibió, y responder de cualquier deterioro o la pérdida 
total que sufra la cosa debido a su culpa o negligencia. 

E.M.B.
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Artículo 2155. En el caso de enajenación de animales, ya sea 
que se enajenen individualmente, por troncos o yuntas, o como 
ganados, la acción redhibitoria por causa de tachas o vicios ocul-
tos, sólo dura veinte días, contados desde la fecha del contrato.

Comentario. Se establece aquí el plazo para el ejercicio de la acciones re-
lativas al saneamiento por vicios ocultos en las enajenaciones de animales, ya 
sea adquiridos en forma individual o por troncos (par de mulas o caballos que 
tiran de un carruaje enganchados al juego delantero), yuntas, ganados, etcétera. 
Este plazo, a diferencia del establecido en el a. 2149, i) es mucho más breve, 
ya que se reduce de seis meses a veinte días, y ii) se comienza a contar, no a 
partir de la entrega del animal, sino de la fecha de celebración del contrato. 

E.M.B.

Artículo 2156. La calificación de los vicios de la cosa ena-
jenada se hará por peritos nombrados por las partes, y por un 
tercero que elegirá el juez en caso de discordia.

Comentario. Esta regla no tiene discordia con lo establecido el CFPC, 
ya que el a. 145 prescribe el derecho de cada una de las partes a nombrar un 
perito y, por su parte, el a. 146 determina que corresponde al juez nombrar 
al tercer perito en caso de que las partes no se pongan de acuerdo para hacer 
dicho nombramiento.

E.M.B.

Artículo 2157. Los peritos declararán terminantemente si los 
vicios eran anteriores a la enajenación y si por causa de ellos no 
puede destinarse la cosa a los usos para que fuera adquirida.

Comentario. Para hacer esta declaración terminante, los peritos no aten-
derán al propósito caprichoso del adquirente, que pudiera pretender destinar 
la cosa a un uso insólito, sino que el juicio de los expertos deberá basarse en 
los usos compatibles y comunes de la cosa enajenada. 

E.M.B.
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Artículo 2158. Las partes pueden restringir, renunciar o am-
pliar su responsabilidad por los vicios redhibitorios, siempre que 
no haya mala fe.

Comentario. El principio de autonomía de la voluntad en la celebración 
de contratos se traslada a la ley para no restringir a las partes que convengan 
la modificación e incluso suprimir la responsabilidad por vicios o defectos 
ocultos. Se hace expresa la posibilidad de que por voluntad de ambas partes 
se puedan modificar las consecuencias, la responsabilidad de los vicios ocul-
tos, suavizándola o agravándola, y aun convenir en su exoneración total. Sin 
embargo, el a. establece una condición para la validez de tal convenio: que 
exista buena fe por parte del enajenante, es decir, que éste ignore la existencia 
de los vicios ocultos de los bienes que enajena.

El a. 2106 declara la nulidad de los pactos que exime de responsabili-
dad al que actúa con dolo.

E.M.B.

Artículo 2159. Incumbe al adquirente probar que el vicio 
existía al tiempo de la adquisición, y no probándolo, se juzga que 
el vicio sobrevino después.

Comentario. Ante la falta de elementos de prueba que verifiquen la pre-
sencia de los vicios al momento de celebración del contrato, tiene como con-
secuencia la inferencia de que dichos defectos aparecieron de forma posterior 
a la enajenación y por lo tanto corresponde al adquirente la responsabilidad 
de éstos. 

E.M.B.

Artículo 2160. Si la cosa enajenada con vicios redhibitorios 
se pierde por caso fortuito o por culpa del adquirente, le queda a 
éste, sin embargo, el derecho de pedir el menor valor de la cosa 
por el vicio redhibitorio.

Comentario. Si la cosa afectada por el vicio redhibitorio perece por caso 
fortuito o por culpa del adquirente, no podrá ejercitarse la acción redhibito-
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ria, debido a que será imposible la devolución de la cosa por parte del ad-
quirente. Sin embargo, se conserva la posibilidad de reclamar la reducción 
del precio.

Éste es un ejemplo de equidad que resguarda la ley, porque toma en cuen-
ta que al momento de la celebración del contrato, la cosa adquirida ya sufría 
de un vicio oculto, que de ser conocido por el adquirente, éste habría pedido 
una disminución en el precio, o no habría realizado esa adquisición.

Es importante resaltar que este precepto no establece ninguna excepción a 
lo prescrito en el a. 2145, ya que si el enajenante conocía los vicios de la cosa 
y omitió informarlos al adquirente, estará obligado a resarcir al adquirente 
conforme a lo que dicta dicho numeral.

E.M.B.

Artículo 2161. El adquirente de la cosa remitida de otro lu-
gar que alegare que tiene vicios redhibitorios, si se trata de co-
sas que rápidamente se descomponen, tiene obligación de avisar 
inmediatamente al enajenante, que no recibe la cosa; si no lo 
hace, será responsable de los daños y perjuicios que su omisión 
ocasione.

Comentario. El adquirente que afirma la presencia de vicios ocultos de 
una cosa que rápidamente se descompone tiene la obligación de dar aviso in-
mediatamente al enajenante de que no las recibe. En caso de no cumplir con 
esta obligación será responsable de los daños y perjuicios que ocasione. Como 
cualquier incumplimiento de obligaciones, éste es un hecho culposo y generador 
de responsabilidad civil que da derecho a exigir el pago de daños y perjuicios.

Los daños y perjuicios causados al enajenante por la dilación del aviso de 
negativa a recibir las cosas se traducen en: i) la posibilidad de resarcirse a su 
vez con un tercero de todo o parte del valor de la cosa viciada, o ii) de sufrir 
una pérdida menor con un aviso oportuno.

E.M.B.
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Artículo 2162. El enajenante no tiene obligación de respon-
der de los vicios redhibitorios, si el adquirente obtuvo la cosa por 
remate o por adjudicación judicial.

Comentario. Esta excepción a la regla contenida en el a. 2142 obedece 
a que: i) las ventas judiciales no admiten mala fe en el enajenante; ii) los 
interesados para hace postura gozan de amplia libertad para cerciorarse de 
la calidad y atributos de los bienes, y iii) el enajenante no toma parte activa 
en la enajenación. Sin embargo, este precepto es muy criticable, ya que dichas 
razones no pueden justificar la excepción al saneamiento por vicios ocultos. Lo 
único que lógicamente puede presumirse, dentro de un procedimiento de adju-
dicación o remate, es que el enajenante no puede obrar de mala fe; pero esto no 
puede tener como consecuencia la exclusión de responder por vicios ocultos, y 
por lo tanto del deber de proporcionar una posesión útil al adquirente.

E.M.B.

II. Efectos de las obligaciones con relación 
a tercero

Capítulo I

De los actos celebrados en fraude de los acreedores

Artículo 2163. Los actos celebrados por un deudor en perjui-
cio de su acreedor, pueden anularse, a petición de éste, si de esos 
actos resulta la insolvencia del deudor, y el crédito en virtud del 
cual se intenta la acción, es anterior a ellos.

Comentario. La acción contenida en este a. cuenta con diversas denomi-
naciones doctrinales, atendiendo desde luego a diversas fuentes; por tanto, si se 
toma como base su origen histórico es llamada “acción pauliana”, si se parte de 
los efectos propios de la acción se le designa “acción revocatoria” y, por último, 
atendiendo al vicio del acto que se combate se le denomina “acción de fraude”. 

El presente numeral describe las condiciones básicas y esenciales que dan 
sustento a la acción pauliana, pues precisa que busca combatir los actos jurídi-
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cos reales (para el caso de los actos jurídicos ficticios o aparentes, véanse come-
tarios a los aa. 2186-2189 del CCF), que colocan en insolvencia al deudor. 

Una primera condición a destacar de la acción pauliana es que el titu-
lar de ésta debe tener el carácter de acreedor quirografario, pero no cualquier 
acreedor, sino aquel que sea titular de créditos anteriores al acto fraudulen-
to. Esta restricción en la legitimación activa en la acción pauliana implica 
también que los efectos revocatorios no son en beneficio de la pluralidad de 
los acreedores del deudor, sino únicamente para el acreedor o acreedores que 
ejerciten la acción.

Un segundo elemento a precisar es el perjuicio ocasionado al acreedor 
por parte del deudor, que, de acuerdo con la doctrina y las interpretaciones 
jurisprudenciales, no solamente se limita a aquellos actos jurídicos reales y 
materiales que den lugar a la insolvencia del deudor, sino también a los actos 
que conduzcan al agravamiento de la insolvencia ya existente (cfr. Acción 
pauliana, naturaleza, finalidad y presupuestos de proceden-
cia de la (Código Civil para el Distrito Federal), ius 184366 
y Acción pauliana. no sólo la insolvencia da lugar a ella sino 
también el agravamiento de la ya existente, ius 193940).

El acto fraudulento del deudor desde luego no es una conducta individual, 
sino que requiere el contubernio o complicidad de otra u otras personas, de ahí 
que la configuración de la relación pasiva requiera que la acción deba intentarse 
directamente contra este tercero que ha sido beneficiado con el acto fraudulento y 
subsidiariamente contra el deudor (véase ius 353763).

Por último, el alcance del término “anularse”a que hace referencia el a. 
en comento ha sido discutido por la doctrina, en cuanto a sus implicaciones 
conceptuales y teóricas (es decir, si la acción se refiere concretamente a una 
“revocación” “nulidad” o anulabilidad”); sin embargo, la interpretación ju-
risprudencial, aunque no se ha pronunciado específicamente por alguna pos-
tura teórica, sí considera que tal acepción implica; la reconstrucción del patri-
monio del deudor, para que vuelvan a figurar en él los bienes que hayan salido 
del mismo en virtud del acto o actos que produzcan o agraven la insolvencia 
del deudor (cfr. ius 184366, parte final). 

F.S.P.
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Artículo 2164. Si el acto fuere oneroso, la nulidad sólo podrá 
tener lugar en el caso y términos que expresa el artículo anterior, 
cuando haya mala fe, tanto por parte del deudor, como del terce-
ro que contrató con él.

Comentario. Para los actos onerosos celebrados por el deudor en perjui-
cio del acreedor, la acción pauliana requiere de una condición adicional para 
su plena configuración, que es la acreditación de la mala fe tanto del deudor 
como del adquirente que interviene en la celebración de acto jurídico. 

La mala fe a que hace alusión este numeral consiste en el conocimiento, 
tanto del deudor como del adquirente, del estado de insolvencia del primero 
(véase a. 2166 del CCF); se infiere que se le impone al accionante el acre-
ditamiento de la mala fe del deudor y de sus contratantes, con la finalidad de 
evitar que la expectativa patrimonial en favor del acreedor, que garantiza la 
acción pauliana, se traduzca en un perjuicio de quien o quienes hayan inter-
venido como adquirentes de buena fe y consecuentemente resultar afectados en 
su esfera patrimonial. 

Atendiendo a la interpretación jurisprudencial, la mala fe constituye 
un elemento que implica diversas problemáticas en sus aspectos probatorios, 
en específico en relación con la mala fe del adquirente, pues para poder 
acreditarla no es suficiente probar el hecho de que éste supiera que el bien 
adquirido era el único patrimonio del deudor, o también que se hubiera 
pactado un precio menor de adquisición del bien vendido; de ahí que la in-
terpretación de los tribunales considere que sea muy difícil probar la mala 
fe del adquirente por medio de pruebas directas, siendo el medio idóneo el 
empleo de pruebas presuncionales (cfr. Acción pauliana, prueba de la 
mala fe. ius 340175, y Acción pauliana, mala fe en la, ius). 

F.S.P.

Artículo 2165. Si el acto fuere gratuito, tendrá lugar la nuli-
dad aun cuando haya habido buena fe por parte de ambos con-
tratantes.

Comentario. La acreditación del elemento de mala fe en los actos one-
rosos, como prueba a cargo del acreedor quirografario, resulta compresible 
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porque tiende a proteger la esfera patrimonial del adquirente de buena fe y la 
seguridad jurídica de los actos civiles en nuestro sistema jurídico; por tanto, 
al tratarse de un acto gratuito, resulta entendible la dispensa legal al acreedor 
quirografario de tal requisito de procedibilidad de la acción pauliana, pues no 
existe ningún riesgo de que la esfera patrimonial del adquirente se vea afecta-
da por los efectos revocatorios de esta acción. 

F.S.P.

Artículo 2166. Hay insolvencia cuando la suma de los bienes 
y créditos del deudor, estimados en su justo precio, no iguala al 
importe de sus deudas. La mala fe, en este caso, consiste en el 
conocimiento de ese déficit. 

Comentario. La insolvencia para los efectos de la acción pauliana no 
implica desde luego la ausencia total de activos por parte del deudor, sino la 
insuficiencia de éstos, considerados en su valor comercial, para garantizar el 
importe total de sus deudas.

Para efectos probatorios, la doctrina jurisprudencial ha considerado que 
la insolvencia del deudor constituye un hecho de difícil demostración para el 
acreedor accionista, en razón a la diversidad de situaciones que se pueden 
presentar para encubrir los actos fraudulentos, de ahí que le corresponda al 
deudor la carga probatoria para evidenciar que no se encuentra en estado 
de insolvencia económica (cfr. Acción pauliana. corresponde al de-
mandado la carga de la prueba para evidenciar que no está en 
estado de insolvencia económica, ius 173861). 

F.S.P.

Artículo 2167. La acción concedida al acreedor, en los artí-
culos anteriores, contra el primer adquirente, no procede contra 
tercer poseedor, sino cuando éste ha adquirido de mala fe.

Comentario. En esta hipótesis normativa se aprecia un sistema de pro-
tección para los terceros poseedores o subadquirientes de buena fe, respecto de 
los efectos de la acción pauliana contra actos onerosos o gratuitos. Es decir, 
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que en el caso de los actos onerosos, a pesar de que exista mala fe del deudor 
y del primer adquirente, resultaría insuficiente la procedencia de la acción 
contra el subadquiriente si no se acredita la mala fe de éste; entratándose de 
la acción revocatoria contra los actos gratuitos, el hecho de que el acreedor no 
deba acreditar la mala fe del deudor y del primigenio adquirente no lo releva 
de la obligación de probar la mala fe del tercer poseedor para que proceda la 
acción revocatoria contra éste. 

F.S.P.

Artículo 2168. Revocado el acto fraudulento del deudor, si 
hubiere habido enajenación de propiedades, éstas se devolverán 
por el que los adquirió de mala fe, con todos sus frutos.

Comentario. Este a. enuncia uno de los efectos de la acción pauliana que 
da lugar a una de sus denominaciones doctrinales, ya que implica que la re-
vocación del acto combatido no se limita únicamente a la nulidad de éste, sino 
que también a la reintegración por parte del adquirente de mala fe en benefi-
cio del acreedor quirografario, de lo obtenido por medio del acto fraudulento, 
así como de los frutos que por derecho de accesión le correspondan (es decir, 
naturales, civiles o industriales, véanse aa. 886-890, 893 y 55 del CCF).

F.S.P.

Artículo 2169. El que hubiere adquirido de mala fe las cosas 
enajenadas en fraude de los acreedores, deberá indemnizar a és-
tos de los daños y perjuicios, cuando la cosa hubiere pasado a un 
adquirente de buena fe, o cuando se hubiere perdido.

Comentario. Este a. contiene dos hipótesis que es necesario explicar de 
forma separada: i) como se ha precisado con anterioridad (véase a. 2167 
del CCF) puede darse el caso de que las cosas objeto del acto fraudulento 
hayan sido transmitidas a un subadquiriente de buena fe, eso significa que el 
adquirente primigenio de mala fe, ante la imposibilidad de restituir la cosa, 
no queda eximido de responsabilidad civil, de ahí que deba responder ante 
el acreedor quirografario de los daños y perjuicios, y ii) en el caso de que la 
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cosa obtenida por el adquirente primigenio de mala fe se encuentre extraviada, 
éste deberá responder de igual manera por los daños y perjuicios al acreedor 
quirografario, sin que pueda invocar en su beneficio las excluyentes derivadas 
del caso fortuito o de la fuerza mayor. 

F.S.P.

Artículo 2170. La nulidad puede tener lugar tanto en los ac-
tos en que el deudor enajena los bienes que efectivamente posee, 
como en aquellos en que renuncia derechos constituidos a su fa-
vor y cuyo goce no fuere exclusivamente personal.

Comentario. Los actos que pueden combatirse por medio de la acción 
pauliana no se restringen únicamente a los relativos a la enajenación de los 
bienes del deudor, sino que se puede revocar el repudio o renuncia de aquellos 
derechos, ya sean reales o personales de crédito, con los que el deudor pueda 
garantizar sus adeudos. 

Por otra parte, la restricción de que no pueda combatirse la renuncia a 
los derechos de uso exclusivo del deudor es una referencia a aquellos derechos 
que aunque puedan considerarse como derechos patrimoniales no constituyen 
garantía para los deudores, al no ser susceptibles de transmisión o estar sujetos 
a embargo (véase a. 2964 del CCF). 

F.S.P.

Artículo 2171. Si el deudor no hubiere renunciado derechos 
irrevocablemente adquiridos, sino facultades por cuyo ejercicio 
pudiere mejorar el estado de su fortuna, los acreedores pueden 
hacer revocar esa renuncia y usar de las facultades renunciadas.

Comentario. Este numeral regula otra modalidad de la acción paulia-
na que permite al acreedor quirografario combatir los actos que impliquen 
la renuncia de determinadas facultades por parte del deudor, cuyo ejercicio 
implicaría el incremento de los activos que garantizan el pago de los créditos 
del accionante.
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En este caso, los efectos de la acción pauliana, ante el perjuicio que tal 
renuncia le depara al acreedor, se traduce en un derecho conferido a éste, para 
revocarla y lograr que los activos rechazados ingresen al patrimonio del deudor. 

F.S.P.

Artículo 2172. Es también anulable el pago hecho por el 
deudor insolvente, antes del vencimiento del plazo.

Comentario. Como es sabido, la acción pauliana es una medida de pro-
tección para el acreedor quirografario, esto significa que la garantía del cum-
plimiento de los créditos con que cuenta el acreedor se conforma con el patri-
monio general del deudor; de ahí que esta modalidad de la acción revocatoria 
busque anular aquellos actos del deudor que extinguen deudas cuyo plazo de 
cumplimiento no ha vencido; esto quiere decir que los efectos de esta modali-
dad de la acción pauliana es, por una parte, la anulación de la preferencia 
indebida que el deudor le da a un crédito no vencido y, por la otra, evitar que 
con este beneficio fraudulento se afecte el patrimonio general con que el deudor 
garantiza los pasivos del acreedor accionante. 

F.S.P. 

Artículo 2173. Es anulable todo acto o contrato celebrado en 
los treinta días anteriores a la declaración judicial de la quiebra 
o del concurso, y que tuviere por objeto dar a un crédito ya exis-
tente una preferencia que no tiene.

Comentario. Como se ha precisado en aa. anteriores, por regla general, 
le corresponde al acreedor probar la existencia de la mala fe del deudor y del 
primer adquirente para que la acción pauliana tenga pleno éxito; así, este a. 
constituye una excepción a dicha regla general, toda vez que es suficiente que 
el acto o contrato se haya celebrado antes de los treinta días de la declaración 
de la quiebra o concurso para que se tenga por acreditada la mala fe de los 
contratantes y el perjuicio ocasionado al acreedor quirografario (cfr. Quiebra, 
fraude de acreedores en caso de, ius 385740).

F.S.P. 
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Artículo 2174. La acción de nulidad mencionada en el ar-
tículo 2163 cesará luego que el deudor satisfaga su deuda o ad-
quiera bienes con qué poder cubrirla.

Comentario. Tomando en consideración los comentarios al a. 2163 del 
CCF, el perjuicio es el elemento que otorga el interés jurídico al acreedor para 
promover la acción pauliana, pues la insolvencia del deudor impide que el 
acreedor pueda ejecutar cabalmente el cumplimiento de sus derechos sustenta-
dos en los créditos. Por lo que es lógico que cesen los efectos perjudiciales que 
dan sustento al interés jurídico del acreedor, al no existir perjuicio, cuando el 
deudor obligado acredite haber cubierto el adeudo principal, aunque no hubie-
re pagado los intereses moratorios, gastos y costas judiciales, siempre y cuando 
el monto de tales prestaciones accesorias no se haya determinado, en cantidad 
líquida, ni se haya vuelto exigible al demandado (cfr. Acción pauliana. 
cesa cuando se acredita durante el procedimiento el pago 
de suerte principal, ius 227845 y 914132).

F.S.P.

Artículo 2175. La nulidad de los actos del deudor sólo será 
pronunciada en interés de los acreedores que la hubiesen pedido, 
y hasta el importe de sus créditos. 

Comentario. Este a. establece la naturaleza individual de los efectos ju-
rídicos de la acción pauliana, lo que significa que sólo el o los acreedores pro-
moventes se podrán beneficiar con los efectos jurídicos de la sentencia, es decir, 
que cuando se declaren nulos determinados actos fraudulentos, el juzgador no 
puede pronunciarse de forma general, sino que al emitir la resolución judicial 
debe proteger única y exclusivamente los intereses del acreedor o acreedores 
promoventes, garantizado el pago de sus créditos. 

F.S.P.

Artículo 2176. El tercero a quien hubiesen pasado los bienes 
del deudor, puede hacer cesar la acción de los acreedores satisfa-
ciendo el crédito de los que se hubiesen presentado, o dando ga-
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rantía suficiente sobre el pago íntegro de sus créditos, si los bienes 
del deudor no alcanzaren a satisfacerlos.

Comentario. Partiendo de la misma premisa contenida en el comentario 
para el numeral 2174 del CCF, lo que busca proteger la acción pauliana es 
precisamente reconstruir el patrimonio del deudor para que pueda el acreedor 
accionante ejecutar los créditos que tiene a su favor; entonces, si el adquirente 
cubre el adeudo u otorga garantía suficiente del cumplimiento, el perjuicio 
que agravia al acreedor resulta inexistente y de ahí que cesen los efectos de la 
acción revocatoria. 

F.S.P. 

Artículo 2177. El fraude, que consiste únicamente en la pre-
ferencia indebida a favor de un acreedor, no importa la pérdida 
del derecho, sino la de la preferencia.

Comentario. Como se precisó en el comentario al a. 2172, es conside-
rado como acto fraudulento cuando el deudor decide pagar el adeudo de un 
acreedor cuyo plazo de cumplimiento no ha vencido, esto implica el otorga-
miento de una preferencia indebida en perjuicio del acreedor que promueva 
la acción pauliana y en beneficio de otro que no lo merece; así, el presente 
numeral precisa que la sanción que le corresponde al acreedor indebidamente 
preferido es únicamente la perdida de esa preferencia ilícitamente obtenida. 

F.S.P.

Artículo 2178. Si el acreedor que pide la nulidad, para acre-
ditar la insolvencia del deudor, prueba que el monto de las deu-
das de éste excede al de sus bienes conocidos, le impone al deu-
dor la obligación de acreditar que tiene bienes suficientes para 
cubrir esas deudas.

Comentario. Este a. contempla una regla probatoria en relación con el 
estado de insolvencia del deudor, que consideramos se encuentra superada por 
la interpretación jurisprudencial (véase comentario al a. 2166 del CCF), que 
establece que le corresponde al deudor, en todo caso, acreditar que no se en-
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cuentra en estado de insolvencia, de ahí que resulte innecesario que el acreedor 
para revertir la carga de la prueba de la insolvencia, tenga que probar que 
las deudas superan los bienes del deudor; además de que está hecho, también 
resulta de difícil demostración para el accionante. 

F.S.P.

Artículo 2179. Se presumen fraudulentas las enajenaciones 
a título oneroso hechas por aquellas personas contra quienes 
se hubiese pronunciado antes sentencia condenatoria en cual-
quiera instancia, o expedido mandamiento de embargo de bie-
nes, cuando estas enajenaciones perjudican los derechos de sus 
acreedores.

Comentario. De conformidad con la interpretación del Poder Judicial de 
la Federación, en los aa. 2163 y 2164 del CCF se encuentra la regla general 
que impone al acreedor la exigencia de demostrar que en la enajenación cuya 
revocación se demanda hubo mala fe; sin embargo, esta regla general encuen-
tra su excepción en el a. en glosa, toda vez que entrándose de aquellos actos 
a título oneroso que se efectúen posteriormente a una sentencia condenatoria o 
del decreto de un embargo, el acreedor queda relevado de la carga de demos-
trar la mala fe del deudor al vendedor, ante la presunción legal de enajenación 
fraudulenta que opera en su favor, y queda entonces a cargo del deudor vende-
dor y demandado destruir la presunción legal de referencia; sin embargo, tal 
presunción legal no afecta al tercero adquirente, respecto del cual el actor no 
queda relevado de la carga de demostrar que actuó de mala fe en la enajena-
ción (cfr. Acción pauliana. la presunsión legal que establece a 
favor del acreedor el artículo 2179 del Código Civil para el 
Distrito Federal, sólo es aplicable para el deudor vendedor 
y no al tercero que contrató con él, ius 188336).

F.S.P.
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Capítulo II

De la simulación de los actos jurídicos

Artículo 2180. Es simulado el acto en que las partes declaran 
o confiesan falsamente lo que en realidad no ha pasado o no se 
ha convenido entre ellas.

Comentario. Por medio de esta disposición normativa el legislador buscó  
proteger al tercero de buena fe de los actos jurídicos simulados que lo pudie-
ran perjudicar; para efectos del numeral en glosa, la simulación de un acto o 
negocio jurídico se da cuando dos o más personas, actuando en contubernio, 
presentan un acto ficticio o inexistente como real o con apariencia contraria o 
distorsionada de la que realmente celebraron, con el propósito fundamental de 
inducir a error o engañar al público en general. 

Por su parte, la interpretación del Poder Judicial de la Federación ha 
considerado que los elementos constitutivos de la acción de declaración de si-
mulación de actos jurídicos serían los siguientes: a) la existencia de la discon-
formidad entre la voluntad real y lo declarado externamente; b) la intenciona-
lidad consciente entre las partes para ello; c) la creación de un acto aparente 
como consecuencia de lo anterior, y d) que la creación de ese acto aparente sea 
con la finalidad de engañar a terceros (cfr. Simulación, elementos que 
la constituyen, ius 215698).

Apreciar de forma segmentada los elementos constitutivos de la acción de 
simulación ayuda a diferenciar a ésta de otras instituciones del derecho civil 
(v.g.r. el dolo), pero en particular de la acción pauliana; en efecto, a pesar de 
que ambas son medidas protectoras del acreedor quirografario, con las que se 
puede obtener la nulidad o revocación de actos fraudulentos, su diferenciación 
radica en que la acción pauliana combate un acto jurídico “real” y la de si-
mulación un acto “ficticio” o con “apariencia distorsionada”. Es por tal dis-
tinción que la interpretación judicial ha considerado que la acción pauliana y 
de simulación no son contradictorias, pero en el caso de que se ejerciten ambas 
acciones es preferente la de simulación, misma que por su propia y especial 
naturaleza excluye a la pauliana (cfr. Acciones pauliana y de simula-
ción. no son contradictorias, pero sí excluyentes. efectos, 
ius 269524). 
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Por último, es de destacarse, como criterio relacionado con la acción 
de nulidad por simulación, el contenido de la tesis de jurisprudencia núm. 
I.4o.A.J/70 emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado en materia Admi-
nistrativa del Primer Circuito, en la que grosso modo establece que se pueden 
combatir y evitar las prácticas monopólicas previstas en el a. 10 de la Ley 
Federal de Competencia Económica, usando como técnica jurídica los conte-
nidos doctrinales de la “teoría del levantamiento del velo corporativo”. 

Con base a tal teoría, el Tribunal Colegiado considera que puede hacerse 
una separación absoluta entre la persona moral y cada uno de sus socios, así 
como sus respectivos patrimonios, analizar sus aspectos personal, de fines, 
estrategias, incentivos, resultados y actividades, para buscar una identidad 
sustancial y establecer la existencia de un patrón de conducta determinado 
que permita apreciar si existen hechos que constituyan un abuso de las con-
diciones preferenciales o privilegios de que disfrutan las personas morales que 
puedan afectar a terceros, como la simulación de negocios jurídicos, sancio-
nada por los numerales de la codificación civil en comento (cfr. Técnica 
del “levantamiento de velo de la persona jurídica o velo 
corporativo”. su sustento doctrinal y la justificación de su 
aplicación en el procedimiento de investigación de prácticas 
monopólicas, ius 168410).

F.S.P.

Artículo 2181. La simulación es absoluta cuando el acto si-
mulado nada tiene de real; es relativa cuando a un acto jurídico 
se le da una falsa apariencia que oculta su verdadero carácter.

Comentario. La realización de un acto simulado para los efectos de la 
legislación civil comprende dos hipótesis legales que, desde luego, tienen dos 
implicaciones legales y efectos jurídicos divergentes. Así, nos encontramos con 
dos tipos de simulación: la absoluta y la relativa; en la primera existe el 
acuerdo de las partes contratantes de presentar un acto totalmente ficticio o 
ilusorio como si fuera verdadero ante los terceros con el fin de engañarlos; en el 
segundo, de igual manera con el propósito de engaño, los contratantes si bien 
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celebran un acto jurídico real, lo presentan exteriormente de forma distinta a 
la que originalmente pactaron (cfr. Simulación. concepto). 

Como se aprecia, no resulta suficiente, tanto para la simulación absoluta 
como para la relativa, la existencia de un contubernio de voluntades, que tien-
dan a presentar un acto ficticio como verdadero o de otorgarle a un acto real 
una naturaleza distinta, sino que también debe existir la intención de engañar 
o defraudar a terceras personas, porque sin este elemento la acción de decla-
ración de simulación resultaría improcedente (cfr. Simulación. su causa 
debe tener como fin engañar a terceras personas, ius 247348 
y Simulación. como causa de nulidad, no se configura aunque 
se acredite que las mismas partes celebraron dos contratos 
de compraventa con relación a un mismo mueble, sin que se 
afecte a un tercero). 

La simulación de los negocios o actos jurídicos se efectúa en una total 
secrecidad por las partes contratantes, pues el mantener oculta esa falsa apa-
riencia o la distorsión del acto o negocio jurídico les permitirá engañar a los 
terceros de buena fe; de ahí que la simulación es por regla general refractaria 
a la prueba directa, por lo que su demostración deberá efectuarse mediante el 
empleo de pruebas indirectas o presunciones (cfr. Simulación, prueba de 
la, mediante presunciones, ius 240528, y Simulación, prueba 
de la, ius 270294). 

F.S.P.

Artículo 2182. La simulación absoluta no produce efectos ju-
rídicos. Descubierto el acto real que oculta la simulación relativa, 
ese acto no será nulo si no hay ley que así lo declare.

Comentario. El numeral en comento establece las diversas sanciones para 
las simulaciones de los actos jurídicos, es decir, la absoluta y la relativa (véase 
comentario al a. 2181 del CCF); en ese sentido, el legislador ha sido preciso 
al negarle toda clase de efectos jurídicos a la simulación absoluta, pues se 
trata de actos o negocios que nunca existieron, en este caso deberá probarse 
únicamente que la partes no quisieron concluir ningún negocio o acto jurídico. 

En el caso de la nulidad relativa, el hecho de que se use un acto real con 
otra apariencia jurídica no implica que el acto verdadero ya desenmascarado 
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sea nulo; por tanto, para efectos probatorios deberá acreditarse no sólo el acto 
simulado, sino también encubierto, pues, como lo establece el a. en glosa, este 
segundo debe producir sus efectos, salvo que alguna ley lo declare nulo (cfr. 
Simulación relativa de actos jurídicos. necesidad de demos-
trar el acto encubierto, ius 21569). 

F.S.P.

Artículo 2183. Pueden pedir la nulidad de los actos simula-
dos, los terceros perjudicados con la simulación, o el Ministerio 
Público cuando ésta se cometió en transgresión de la ley o en 
perjuicio de la Hacienda Pública.

Comentario. Para que la simulación pueda ser combatida es necesario 
que tenga como fin engañar a terceras personas; de ahí que el legislador haya 
considerado, como regla general, que cuenten con legitimidad para ejercer la 
acción de nulidad por simulación, los terceros perjudicados o el Ministerio 
Público en defensa de los intereses públicos. 

Sin embargo, se podría considerar que una excepción a tal regla general 
se da en el caso de que las partes que intervienen en el acto que se simula 
soliciten su nulidad; en ese supuesto, como ellas son conocedoras del acto 
aparente, tienen la obligación de probarlo fehacientemente (cfr. Simulación, 
deben acreditarla fehacientemente las partes que intervie-
nen en la, ius 247347).

F.S.P.

Artículo 2184. Luego que se anule un acto simulado, se resti-
tuirá la cosa o derecho a quien pertenezca, con sus frutos e inte-
reses, si los hubiere; pero si la cosa o derecho ha pasado a título 
oneroso a un tercero de buena fe, no habrá lugar a la restitución. 

También subsistirán los gravámenes impuestos a favor de ter-
cero de buena fe.

Comentario. Los efectos de la nulidad de los actos o negocios simulados 
son consecuencia de su inexistencia o de su falsa apariencia; así, cuando se 
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determine su nulidad mediante resolución judicial, la restitución de la cosa, 
frutos e intereses, según sea el caso, es el efecto lógico y necesario de esta ins-
titución del derecho civil.

Por otra parte, en congruencia con el espíritu que rige a las diversas codi-
ficaciones locales de derecho civil, la legislación federal también mantiene la 
protección de los adquirientes de buena fe para que éstos no se vean afectados 
en su esfera patrimonial, es por eso que cuando en el acto o negocio jurídico 
exista la trasmisión de la propiedad o posesión mediante un acto oneroso no 
podrá ser restituido. Sin embargo, tal excepción a la regla general no puede 
operar respecto de actos gratuitos, pues el adquirente, aun de buena fe, no se 
vería afectado en sus intereses patrimoniales (cfr. Simulación, terceros 
con relación a los actos afectados de nulidad, por causa de, 
ius 350976). 

F.S.P.

TÍTULO QUINTO

Extinción de las obligaciones

Capítulo I

De la compensación

Artículo 2185. Tiene lugar la compensación cuando dos per-
sonas reúnen la calidad de deudores y acreedores recíprocamen-
te y por su propio derecho.

Comentario. Sin embargo, la regla general que contiene el precepto en 
comento tiene sus excepciones; unas están contempladas en el a. 2192 de 
este mismo Código, y se actualiza una más cuando una de las deudas está 
prescrita.

Compensación y prescripción. Resulta interesante advertir que el deudor 
puede rehusarse al pago para que pueda compensarse su crédito; sin embargo, 
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si la contraparte alega que el crédito del demandado está prescrito, de acredi-
tarse tal prescripción, no habrá lugar a la compensación. 

D.C.O.

Artículo 2186. El efecto de la compensación es extinguir por 
ministerio de la Ley las dos deudas, hasta la cantidad que impor-
te la menor.

Comentario. Se ha considerado tradicionalmente que la compensación es 
un acto jurídico en virtud del cual dos obligaciones determinadas, en las que 
ambas personas reúnen la calidad de deudor y acreedor recíprocamente, dejan 
de existir, hasta por el importe de la menor. 

No obstante lo anterior, nada impide que se compensen y, por ende, se 
extingan más de dos obligaciones; hasta por el importe de la persona que tenga 
el menor crédito. 

Para que la compensación produzca su efecto, las deudas deben consistir 
en una cantidad de dinero o de cosas fungibles y ser igualmente líquidas y 
exigibles.

La compensación se equipara al pago de la obligación, pues precisamente 
ha sido adoptada tal institución por la ley con el objeto de evitar duplicidad 
de cobros y de pagos. 

En términos del a. en comento, la compensación extingue las deudas por 
ministerio de la ley, lo cual significa que esta figura jurídica opera de pleno 
derecho, esto es, sin que sea necesaria la voluntad de las partes. 

D.C.O.

Artículo 2187. La compensación no procede sino cuando 
ambas deudas consisten en una cantidad de dinero, o cuando 
siendo fungibles las cosas debidas, son de la misma especie y ca-
lidad, siempre que se hayan designado al celebrarse el contrato.

Comentario. Cabe preguntarse si ¿puede compensarse una cantidad de-
bida con un título de crédito? Creemos que sí, ya que el título de crédito se 
define precisamente como el documento que conlleva el derecho literal que en él 
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se consigna, es decir, que ampara la cantidad indicada en el documento, según 
el a. 5o. de la LGTOC y, por ende, si la posesión del mismo la tiene la parte 
que lo pretende compensar, presumiendo que no ha sido pagado, en términos 
del a. 129 de la citada ley, es inconcuso que si se exhibe el documento original 
del título, al tenor de lo dispuesto en el a. 174, en relación con el 129, de la 
ley señalada, opera la compensación.

No obstante lo anterior, la compensación no tendrá lugar en contra de 
un tercero que haya adquirido legítimamente los derechos de propiedad de un 
título de crédito, por virtud de venta judicial, la que no puede equipararse a 
una cesión, y que por lo mismo no es necesario sea notificada al deudor. Lo 
anterior siempre y cuando la venta judicial del título se realice antes de su 
vencimiento, pues de lo contrario sí surte efectos de una cesión ordinaria, ya 
que el título debe endosarse necesariamente, ya sea por el obligado o por el 
juez. Este razonamiento encuentra su fundamento en lo dispuesto por el a. 37 
de la LGTOC, que a la letra dispone: “El endoso posterior al vencimiento del 
título, surte efectos de cesión ordinaria”.

Aunado a lo anterior, no debe perderse de vista que la compensación sólo 
procede contra el tenedor mismo del título y no contra los anteriores beneficia-
rios, y el propietario de esos títulos a la orden no puede ser considerado como 
cesionario, en las condiciones del Código Civil, sino que es acreedor, de mane-
ra directa, del obligado en los documentos, simplemente por los efectos legales 
que produce la cláusula “a la orden”. 

D.C.O.

Artículo 2188. Para que haya lugar a la compensación se 
requiere que las deudas sean igualmente líquidas y exigibles. Las 
que no lo fueren, sólo podrán compensarse por consentimiento 
expreso de los interesados.

Comentario. Al analizar el presente a. surge la cuestión de saber en qué 
momento deben estar líquidas las deudas, si al momento en que se presenta la 
demanda o al momento en que se decide la controversia.

Creemos que si la compensación es una excepción procesal que destruye 
a la acción, debe ser procedente aun y cuando la deuda que pretende compen-
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sarse no pueda determinarse dentro de un plazo de nueve días, esto es, aun 
cuando no sea líquida al momento en que se presente la demanda, siempre y 
cuando quede determinada durante la tramitación del juicio y antes de que se 
dicte la sentencia que decida la controversia. Lo anterior en virtud de que no 
existe razón lógica ni jurídica para evitar el pago de una deuda a través de 
la compensación de un crédito que incluso ya es exigible. Esto debido a que si 
al momento en que va a decidirse la controversia ya se encuentra determina-
da la deuda por compensar luego entonces no hay razón para no tomarla en 
cuenta en el crédito vencido que tiene a su favor el demandado en la sentencia 
definitiva.

A mayor abundamiento, no obstante que de los aa. 2187 y 2188 del 
Código Civil se advierte que los requisitos para que opere la compensación son 
que ambas deudas consistan en una cantidad de dinero, o bien que las cosas 
debidas sean fungibles, de la misma especie y calidad, además de que sean 
igualmente líquidas y exigibles, si las deudas no cumplen con los requisitos 
apuntados, ello no será obstáculo para que opere la compensación cuando sí 
existe el consentimiento expreso de los interesados.

D.C.O.

Artículo 2189. Se llama deuda líquida aquella cuya cuantía 
se haya determinado o puede determinarse dentro del plazo de 
nueve días.

Comentario. De la definición legal se deduce que aun cuando no se co-
nozca el monto exacto de un crédito, si se conocen las bases que deben servir 
para regular su cuantía o éstas pueden averiguarse con certeza, dentro del 
plazo indicado, el crédito se considera líquido para los efectos correspondien-
tes; más cuando, por regla general, un crédito que debe liquidarse conforme a 
determinadas bases, puede ser precisado en su cuantía. 

No por el hecho de que la cantidad adeudada sea en moneda extranjera, o 
que la cosa debida sea distinta al dinero pero fungible y de la misma especie y 
calidad, debe decirse que la deuda es ilíquida, ya que según el a. 8o. de la Ley 
Monetaria, las deudas en moneda extranjera se satisfacen cubriendo el equi-
valente en moneda nacional, en la fecha y lugar en que deba hacerse el pago, 
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con lo que, en la fecha del cumplimiento de la obligación exigida en el juicio 
o establecida en la sentencia, queda precisada y determinada la cantidad 
a pagar en moneda nacional, bastando solamente una operación aritmética 
para realizar la conversión, tomando en cuenta el tipo de cambio que se fija, 
determina y publica en el Boletín Financiero. Ahora bien, en tratándose de 
cosas distintas al dinero pero fungibles y de la misma especie y calidad, inves-
tigando el valor comercial de las mismas y realizando la operación aritmética 
correspondiente podrá efectuarse la compensación.

Por otra parte, para que una deuda se repute líquida es indispensable 
que, como presupuesto, no exista duda respecto al crédito pasivo, y si hay pen-
diente algún juicio en el que está en disputa tal crédito no puede estimarse que 
proceda la compensación, porque en ese litigio será en donde se resuelva sobre 
la legitimidad del crédito, y no en el juicio en el que se pretende hacer valer 
aquélla, que sólo debe tener lugar tratándose de deudas indubitables. Luego 
entonces, la certeza de la deuda es un requisito sine qua non para que opere 
la compensación.

D.C.O.

Artículo 2190. Se llama exigible aquella deuda cuyo pago no 
puede rehusarse conforme a derecho.

Comentario. Es exigible toda deuda cuyo plazo concedido al deudor para 
el cumplimiento de la obligación se ha vencido. Asimismo, cuando se ha cum-
plido la condición a la que quedó sujeta la obligación. 

D.C.O.

Artículo 2191. Si las deudas no fueren de igual cantidad, he-
cha la compensación, conforme al artículo 2186, queda expedita 
la acción por el resto de la deuda.

Comentario. Del contenido del numeral en comento, en relación con el 
diverso 2186 de este código, puede advertirse que la compensación, al no ne-
cesitar que sea declarada por autoridad alguna, pues opera por ministerio de 
la ley, esto es, por mandato de la norma jurídica, la parte que todavía tenga 
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algún crédito a su favor tiene expedito su derecho para reclamar en la vía ju-
dicial el resto de la deuda. 

D.C.O.

Artículo 2192. La compensación no tendrá lugar:
I. Si una de las partes la hubiere renunciado;
II. Si una de las deudas toma su origen de fallo condenato-

rio por causa de despojo; pues entonces el que obtuvo aquél a 
su favor deberá ser pagado, aunque el despojante le oponga la 
compensación;

III. Si una de las deudas fuere por alimentos;
IV. Si una de las deudas toma su origen de una renta vitalicia;
V. Si una de las deudas procede de salario mínimo;
VI. Si la deuda fuere de cosa que no puede ser compensada, 

ya sea por disposición de la Ley o por el título de que procede, a 
no ser que ambas deudas fueren igualmente privilegiadas;

VII. Si la deuda fuere de cosa puesta en depósito;
VIII. Si las deudas fueren fiscales, excepto en los casos en que 

la Ley lo autorice.
Comentario. No obstante que la compensación opera por mandato de la 

ley, las excepciones que se encuentran establecidas en el presente numeral en-
cuentran su justificación en el fin teleológico que representa cada una de ellas. 

Así, en la fr. I prevalece la voluntad de las partes sobre la ley.
 En la fr. II pondera el derecho que tiene el deudor del despojante para 

cobrar un crédito que se origina por el despojo y a cargo del despojante, quien 
ahora intenta oponer la compensación del crédito que tiene en contra del des-
pojado. No opera tal compensación en virtud de que una de las deudas pro-
viene de delito.

En las hipótesis contenidas en las frs. III, IV y V pondera una cuestión 
de interés social, ya que las deudas por alimentos, renta vitalicia y de salario 
mínimo no pueden dejar de percibirse porque de ellas depende la subsistencia 
no sólo del deudor sino de su familia. 

En la fr. VI se protege la calidad del título que ampara la deuda. Sin 
embargo, consideramos que si las deudas están debidamente acreditadas no 
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hay razón lógica ni jurídica para que no proceda la compensación y se privile-
gie a la persona que tenga un crédito mejor protegido. No obstante lo anterior, 
en el supuesto de que el acreedor privilegiado quede con un saldo después de la 
compensación, el saldo deberá conservar el privilegio. 

En la fr. VII se justifica la improcedencia de la compensación en el hecho 
de que el depositario ya tiene el derecho de retención para el caso de que el de-
positante no pague lo debido por el depósito, con la facultad de sacar a remate 
la cosa dada en depósito si no le es pagado lo que se le adeuda.

La fr. VIII no tiene razón de existir, ya que el Código Fiscal de la Fe-
deración, en sus a. 46, fr. III, 48, 49, 55-57 determina que el fisco debe 
realizar la compensación de oficio. 

D.C.O.

Artículo 2193. Tratándose de títulos pagaderos a la orden, 
no podrá el deudor compensar con el endosatario lo que le de-
biesen los endosantes precedentes.

Comentario. Desde luego resultaría un absurdo que la compensación, 
siendo en realidad una forma de pago que solamente puede ser hecha al acree-
dor o a su legítimo representante, pudiera hacerse valer en contra de los en-
dosantes precedentes, ya que éstos han dejado de ser acreedores al transmitir 
el título. Por tanto, la compensación sólo procede contra el tenedor mismo y 
no contra los anteriores beneficiarios, y tratándose de títulos pagaderos a la 
orden, el propietario de esos títulos a la orden no puede ser considerado como 
cesionario, en las condiciones del Código Civil, sino que es acreedor, de mane-
ra directa, del obligado en los documentos, simplemente por los efectos legales 
que produce la cláusula “a la orden”. 

D.C.O.

Artículo 2194. La compensación, desde el momento en que 
es hecha legalmente, produce sus efectos de pleno derecho y ex-
tingue todas las obligaciones correlativas.
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Comentario. La interpretación correcta de este precepto no es en el sen-
tido de que la compensación opera en el momento en que las deudas se hagan 
exigibles. La disposición contenida en dicho a. relativa a que la compensación 
produce sus efectos de pleno derecho, sólo significa que para la producción de 
tales efectos no es necesario que exista un convenio de las partes. 

D.C.O.

Artículo 2195. El que paga una deuda compensable, no pue-
de, cuando exija su crédito que podía ser compensado, aprove-
charse, en perjuicio de tercero, de los privilegios e hipotecas que 
tenga a su favor al tiempo de hacer el pago; a no ser que pruebe 
que ignoraba la existencia del crédito que extinguía la deuda.

Comentario. Es loable la disposición en comento, pues tiende a evitar el 
fraude en contra de acreedores; sin embargo, es una norma de corte idealis-
ta, porque resultará muy difícil que el tercero acreedor perjudicado sepa que 
su deudor era, a su vez, acreedor y deudor del que ahora pretende cobrar el 
crédito. 

D.C.O.

Artículo 2196. Si fueren varias las deudas sujetas a compen-
sación, se seguirá, a falta de declaración, el orden establecido en 
el artículo 2093.

Comentario. Con el contenido de esta disposición se corrobora el argu-
mento de que no sólo dos deudas pueden extinguirse mediante la compensa-
ción, sino todas aquellas que existan entre las partes de manera recíproca. 

D.C.O.

Artículo 2197. El derecho de compensación puede renun-
ciarse, ya expresamente, ya por hechos que manifiesten de un 
modo claro la voluntad de hacer la renuncia.
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Comentario. En virtud de que la compensación procede por ministerio de 
ley, sólo puede renunciarse la que ya ha operado al momento en que se realiza 
la renuncia, no así la que aún no nace a la vida jurídica.

Renunciada la compensación, la cual sólo puede oponerse como defensa 
o excepción, el deudor-acreedor tiene expedito su derecho para reconvenir a su 
acreedor-deudor en el mismo juicio, produciéndose al final los mismos efectos. 
Ahora bien, si no se ha renunciado a la compensación y ésta es opuesta por el 
demandado, por economía procesal, no tiene sentido admitir la reconvención 
por el pago del adeudo que se compensa, a fin de que no se multipliquen in-
necesariamente los juicios. 

Aunado a lo anterior, debe decirse que la renuncia a la compensación 
no puede hacerse en perjuicio de un tercero acreedor, por lo que no producirá 
efectos si no se hace en términos claros y precisos, de tal suerte que no quede 
duda del derecho que se renuncia, de conformidad con lo dispuesto por los aa. 
6o. y 7o. del CCF.

D.C.O.

Artículo 2198. El fiador, antes de ser demandado por el 
acreedor, no puede oponer a éste la compensación del crédito 
que contra él tenga, con la deuda del deudor principal.

Comentario. Lo dispuesto en el numeral que se comenta resulta lógico 
si tomamos en consideración que el acreedor tiene expedito su derecho para 
demandar el pago total de su crédito de uno solo de los deudores solidarios, y 
mientras el fiador no sea llamado a juicio a defender sus derechos no puede 
oponer las excepciones y defensas que tenga a su favor, entre ellas, la com-
pensación. 

Lo anterior no obstante de que el deudor solidario que resulte demandado 
en juicio deberá pagar los daños y perjuicios que cause por la responsabili-
dad en que incurra al defenderse en juicio, si no hace valer eficientemente las 
excepciones que son comunes a todos los codeudores y las que deriven de la 
naturaleza de la obligación, en términos de lo dispuesto por los aa. 1995 y 
1996 del CCF.

D.C.O.
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Artículo 2199. El fiador puede utilizar la compensación de 
lo que el acreedor deba al deudor principal; pero éste no puede 
oponer la compensación de lo que el acreedor deba al fiador.

Comentario. Así, el fiador que pague al acreedor, haciendo valer la ex-
cepción personal de compensación, se subrogará en los derechos del acreedor y 
podrá exigir de los otros codeudores la parte que de la deuda les corresponda, 
según lo dispuesto por los aa. 1995 y 1999 del CCF. 

Aunado a lo anterior, debe decirse que el deudor principal no puede opo-
ner la excepción de compensación de lo que el acreedor deba al fiador, porque 
se trata de una excepción personal que sólo puede hacer valer el fiador cuando 
entre a juicio, en términos del a. 1995 del CCF.

D.C.O.

Artículo 2200. El deudor solidario no puede exigir compen-
sación con la deuda del acreedor a sus codeudores.

Comentario. El deudor solidario no puede oponer la compensación al 
acreedor con la deuda que éste tiene con los demás codeudores, en virtud de 
que, como se señaló al comentar el a. precedente, la compensación es una ex-
cepción personal que sólo la puede hacer valer el que tiene el crédito a su favor, 
como lo dispone el a. 1995 del CCF.

Sin embargo, una vez que el deudor solidario, quien tiene un crédito en 
contra del acreedor, es llamado a juicio y opone la excepción de compensación, 
resultando ésta procedente y ya sea que con ella se cubra el total de la deuda 
o bien realice el pago de la cantidad restante, al convertirse en acreedor de sus 
codeudores puede oponer la compensación del crédito que ahora tiene contra 
las deudas que, en su caso, tenga a favor de sus codeudores. 

D.C.O.

Artículo 2201. El deudor que hubiere consentido la cesión 
hecha por el acreedor en favor de un tercero, no podrá oponer al 
cesionario la compensación que podría oponer al cedente.

Comentario. Consideramos que la disposición anterior es correcta en 
virtud de que el deudor que consiente la cesión que hace su acreedor de la 
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deuda que debe pagar acepta expresamente la novación de la obligación, 
extinguiéndose ésta y surgiendo una nueva entre el deudor y el tercero que 
ahora se convierte en el nuevo acreedor. Lo anterior debido a que al sustituir 
a un sujeto de la obligación, el contrato queda alterado sustancialmente, y 
siempre y cuando conste expresamente, en términos de lo dispuesto por los 
aa. 2213 y 2215 del CCF.

D.C.O.

Artículo 2202. Si el acreedor dio conocimiento de la cesión 
al deudor, y éste no consintió en ella, podrá oponer al cesionario 
la compensación de los créditos que tuviere contra del cedente y 
que fueren anteriores a la cesión.

Comentario. Lo anterior siempre y cuando el deudor oponga la compen-
sación dentro del juicio respectivo, ya que una vez dictada la sentencia y ha-
biendo causado cosa juzgada se considera que es la verdad legal y que contra 
ella no se admite recurso ni prueba de ninguna clase, por lo que aun y cuando 
el a. 531 del CPC permite oponer la excepción de compensación si la ejecu-
ción de la sentencia se pide después de los ciento ochenta días de dictada pero 
antes de que transcurra un año, esa excepción de compensación debe ser de un 
crédito adquirido por el deudor en fecha posterior al dictado de la sentencia.

Lo anterior es así ya que debe tenerse en cuenta que la sentencia ejecu-
toriada dictada en el juicio civil es la verdad legal respecto a las cuestiones 
controvertidas en el procedimiento, que ya no puede ser atacada usando recur-
sos o pruebas en contrario, porque las obligaciones creadas por la declaración 
judicial deben conceptuarse definidas, para que las mismas puedan hacerse 
efectivas en los términos de la ejecución, y sólo se da oportunidad al conde-
nado de defenderse en contra de la sentencia cuando pueda oponer excepciones 
que deriven de circunstancias supervenientes, que afecten exclusivamente a la 
forma y manera de ejecutar la obligación declarada en la sentencia, sin refe-
rirse para nada a la propia obligación, intrínsecamente considerada, toda vez 
que la misma quedó determinada por la resolución judicial, respetando los 
plazos indicados en el a. 531 del CPC. 

D.C.O.
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Artículo 2203. Si la cesión se realizare sin consentimiento del 
deudor, podrá éste oponer la compensación de los créditos ante-
riores a ella, y la de los posteriores, hasta la fecha en que hubiere 
tenido conocimiento de la cesión.

Comentario. La disposición protege la conducta que pudiera observar 
el deudor ante el desconocimiento de la cesión de la deuda que tiene con su 
acreedor, ya que, en un momento dado, con la idea de una compensación de 
deudas, el desconocimiento de la cesión puede provocar que el deudor preste a 
su acreedor, mientras que éste obtiene un lucro transmitiendo su crédito.

D.C.O.

Artículo 2204. Las deudas pagaderas en diferente lugar, pue-
den compensarse mediante indemnización de los gastos de trans-
porte o cambio al lugar del pago.

Comentario. En efecto, si en el contrato se determinó el lugar de entrega 
de la cosa y que los gastos de transporte quedaban a cargo del acreedor, o bien, 
se pactó la entrega en un lugar y el acreedor cambia de domicilio, entonces él 
corre con los gastos de transporte y, por ende, la suma gastada en dicho rubro 
puede compensarse restándosela al total de la deuda que se debe pagar. 

D.C.O.

Artículo 2205. La compensación no puede tener lugar en 
perjuicio de los derechos de tercero legítimamente adquiridos.

Comentario. En efecto, el legislador siempre se ha preocupado por prote-
ger los derechos de tercero, siempre y cuando actúe de buena fe; sin embargo, 
también puede favorecer fraude en contra de acreedores, pues no debe perderse 
de vista que la buena fe se presume, y siendo ésta una cuestión subjetiva, di-
fícilmente se acredita la conducta de mala fe. 

D.C.O.
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Capítulo II

De la confusión de derechos

Artículo 2206. La obligación se extingue por confusión cuan-
do las calidades de acreedor y deudor se reúnen en una misma 
persona. La obligación renace si la confusión cesa.

Comentario. La confusión es un modo de extinguir las obligaciones, de 
una naturaleza peculiar, que no produce un efecto tan completo como el que 
resulta del pago o de otro modo equivalente a éste, pues siendo la consecuencia 
de ello, la imposibilidad de ejercer el derecho del acreedor por reunirse en una 
misma persona esta cualidad y la de deudor, y no derivándose de la ejecución 
de la obligación, liberta a éste de su cumplimiento, pero sin extinguirla. La 
confusión sólo extingue aquellos derechos cuyo ejercicio hace imposible.

Aplicando la disposición en comento, puede darse un sinfín de situaciones 
que requieren un tratamiento particular.

Así, la armonización de los principios y preceptos jurídicos aplicables a 
la cuestión permite advertir que, en materia de arrendamiento, la adquisición 
por el inquilino de derechos de copropiedad sobre el bien arrendado no produce 
la extinción total del arrendamiento por confusión, pues la copropiedad no da 
a cada partícipe el carácter de arrendador único e independiente de los demás, 
sino sólo la distinta de coarrendador, conjuntamente con los otros integrantes 
de la comunidad, dentro de una parte arrendadora plural. Ciertamente, el a. 
en comento dispone que la obligación se extingue por confusión cuando las 
cualidades de acreedor y deudor se reúnen en una sola persona; así, cuando 
los caracteres de arrendador y arrendatario se unen en un solo titular, a conse-
cuencia de la adquisición de la propiedad de la cosa, por parte del inquilino, 
la relación de arrendamiento se extingue por confusión; según la fr. V del a. 
2483 del CC, no puede extinguirse la totalidad del arrendamiento cuando 
sólo se transmiten al locatario derechos de copropiedad de la cosa arrendada, 
ya que de lo dispuesto en los aa. 941-943 y 946-948 de la propia ley, en 
ese supuesto, la propiedad de la cosa pertenece a todos los copropietarios en una 
parte alícuota. Por tanto, la confusión sólo opera en la porción que adquiere el 
inquilino en la copropiedad, y su derecho termina donde comienza el interés de 
la comunidad y donde se encuentran los derechos de los otros coarrendadores. 



LIBRO CUARTO. DE LAS OBLIGACIONES 231

En consecuencia, la confusión de derechos sólo opera en la parte alícuota que 
le corresponde, siendo ésta una parte igual a la de los demás, si no se pacto 
otra cosa. De ahí que sólo se extingue la parte proporcional de la renta que, 
en su caso, le corresponde recibir como coarrendador. 

Por otra parte, si un acreedor hipotecario adquiere la finca hipotecada, 
en remate administrativo, por falta de pago de contribuciones, al adquirir el 
dominio del inmueble se opera una confusión de derechos, puesto que en lo 
sucesivo se han reunido en su persona, el dominio y la garantía hipotecaria; 
sin embargo, no se produce la extinción de la obligación garantizada con la 
hipoteca, ya que lo único que ha desaparecido es la garantía. No obstante, 
el acreedor hipotecario tiene expedito su derecho para exigir la constitución o 
ampliación de la hipoteca.

D.C.O.

Artículo 2207. La confusión que se verifica en la persona del 
acreedor o deudor solidario, sólo produce sus efectos en la parte 
proporcional de su crédito o deuda.

Comentario. La disposición en comento, por su contenido lógico, no nece-
sita mayor comentario, ya que resulta obvio que la extinción de la obligación 
solidaria sólo debe alcanzar la parte proporcional del crédito o deuda de la 
persona que adquiere el doble carácter de acreedor-deudor, sin que resulte 
aplicable lo dispuesto por el a. 2199, pues en la especie no hay condonación 
de deuda.

D.C.O.

Artículo 2208. Mientras se hace la partición de una herencia, 
no hay confusión cuando el deudor hereda al acreedor o éste a 
aquél.

Comentario. Consideramos que esta disposición es contradictoria con el 
espíritu del trámite sucesorio, ya que si no se actualiza alguna causal de in-
capacidad o inhabilidad para heredar o se dejan a salvo los derechos de posibles 
herederos, o bien, que el heredero repudie la herencia, entonces éste adquiere 
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el derecho desde la muerte del de cujus, y el hecho de que la partición se 
realice con posterioridad de ninguna manera puede alterar tal transmisión 
de la propiedad. 

No obstante lo anterior, partiendo del hecho de que toda herencia debe 
entenderse aceptada a beneficio de inventario aunque no se exprese, si el here-
dero es acreedor del de cujus, una vez realizado el inventario, sin que existan 
bienes que transmitir, la confusión de derechos cesa y renace la obligación, 
por ende, la deuda y, en su caso, la garantía respectiva, sea ésta hipotecaria, 
prendaria o de fianza.

Ahora bien, si la confusión sólo extingue aquellos derechos cuyo ejercicio 
hace imposible, cuando el crédito extinguido perjudica derechos de tercero, cesa 
la confusión y renace la obligación; de lo que se concluye que sí hay confusión 
de derechos desde la muerte del de cujus, mientras no perjudique derechos de 
tercero, pues de lo contrario ésta cesa y renace la obligación, en términos de lo 
que dispone el a. 2206 del CC. 

Lo anterior es así no obstante que, en una ficción del derecho, se con-
sidera que el heredero acepta la herencia a beneficio de inventario, lo que lo 
hace dueño de dos caudales distintos y separados; el que tenía antes de ser 
instituido heredero y el que le pertenece con motivo de la herencia, ficción que 
produce el efecto jurídico de que sólo sea responsable de las deudas del testador, 
hasta donde alcance el caudal mortuorio, y de que conserve ilesos sus derechos 
para obtener el pago de los créditos que tuviere contra aquél. De ahí que debe 
considerarse que si el inventario no beneficia al heredero, cesa la confusión y 
renace la obligación y, en su caso, la garantía correspondiente, por lo que el 
heredero tendrá expedito su derecho para ejercitarlo en contra de la sucesión. 
En el supuesto de que el heredero resulte beneficiado por el inventario, sea deu-
dor o acreedor de la herencia, operará la confusión de derechos extinguiendo 
la obligación. 

En el supuesto de que ejercitada la acción de petición de herencia, ésta 
resulte procedente, la confusión de derechos cesa y renace la obligación que, en 
su caso, existiera entre el o los adjudicatarios y el de cujus.

D.C.O.
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Capítulo III

De la remisión de la deuda

Artículo 2209. Cualquiera puede renunciar su derecho y re-
mitir, en todo o en parte, las prestaciones que le son debidas, ex-
cepto en aquellos casos en que la Ley lo prohíbe.

Comentario. En efecto, los derechos son renunciables; la renuncia se efec-
túa en forma expresa y en términos claros y precisos, de tal manera que no 
quede duda del derecho que se renuncia. Sin embargo, cuando la renuncia del 
derecho perjudica los intereses de tercero no produce efectos, en términos de lo 
dispuesto por el a. 6o. del CC. De ahí, incluso, que la ley otorgue acción al 
acreedor para que actúe a nombre de su deudor, ya sea aceptando la herencia 
o ejercitando la acción oblicua en contra del deudor de su deudor. 

D.C.O.

Artículo 2210. La condonación de la deuda principal extin-
guirá las obligaciones accesorias; pero la de éstas deja subsistente 
la primera.

Comentario. En esta disposición tiene cabal aplicación el principio de 
que lo accesorio sigue la suerte de lo principal pero no a la inversa, advirtién-
dose que el acreedor puede liberar a su deudor de los privilegios de pago que le 
haya otorgado a través de prenda, hipoteca o fianza, a efecto de hacerle menos 
onerosa su obligación, sin que ello signifique que desaparezca la obligación 
principal. 

D.C.O.

Artículo 2211. Habiendo varios fiadores solidarios, el perdón 
que fuere concedido solamente a alguno de ellos, en la parte rela-
tiva a su responsabilidad, no aprovecha a los otros. 

Comentario. En nuestro concepto, esta disposición es discriminatoria y 
resulta violatoria del a. 1o. de la CPEUM, ya que el a. en comento no tiene 
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justificación alguna para diferenciar a los fiadores solidarios de otro tipo de 
deudores solidarios.

D.C.O.

Artículo 2212. La devolución de la prenda es presunción de 
la remisión del derecho a la misma prenda, si el acreedor no 
prueba lo contrario.

Comentario. Lo anterior es así en virtud de que se trata de hecho, acto 
o conducta, a través del cual el acreedor prendario está manifestando tácita-
mente su voluntad en el sentido de que, al devolver la prenda, hace remisión 
de la obligación prendaria, pero nosotros creemos que la obligación principal 
subsiste, ya que para renunciar a ese derecho se necesita que la renuncia se 
realice en forma expresa y en términos claros y precisos, de tal manera que no 
quede duda sobre el derecho que se renuncia. De ahí que, en la especie, sólo 
se puede tener por renunciado el derecho a cobrar el crédito con la prenda que 
había sido otorgada mediante el contrato accesorio respectivo. 

Ahora bien, si la entrega del título hecha al deudor hace presumir el 
pago de la deuda constante en aquél, en términos del a. 2091 del CCF, es 
válido presumir también que hay remisión de deuda cuando el documento 
justificativo de la obligación esté en poder del deudor, a menos que el acree-
dor demuestre lo contrario, como que el documento se entregó al deudor para 
su simple guarda. Lo anterior, desde luego, siempre y cuando se trate de un 
documento privado, pues el legislador ha establecido esta presunción iuris 
tantum partiendo del supuesto de que el acreedor ha hecho la entrega del do-
cumento privado, privándose de la prueba única de su derecho y renunciando 
así a exigirlo; suposición que no cabe tratándose de obligaciones contraídas en 
escritura pública, porque la privación del testimonio respectivo no implica la 
pérdida de la prueba del derecho del acreedor, ya que está en aptitud de sacar 
un nuevo testimonio. 

D.C.O.
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Capítulo IV

De la novación

Artículo 2213. Hay novación de contrato cuando las partes 
en él interesadas lo alteran substancialmente sustituyendo una 
obligación nueva a la antigua.

Comentario. En virtud de que la novación es un contrato, se perfecciona 
con el mero consentimiento y su cumplimiento no puede quedar al arbitrio de 
uno de los contratantes. Por tanto, aun y cuando el contrato novado requiera 
para su validez la forma que establezca la ley, si no la tiene, ello de ninguna 
manera significa que no exista, pues para que así sea únicamente necesita de 
los requisitos de existencia, esto es, del consentimiento y del objeto, quedando 
para las partes celebrantes el derecho de pedir que se le dé la forma legal. Lo 
anterior de conformidad con lo dispuesto por los aa. 1796, 1797, 1832 y 
1834 del CC.

En consecuencia, el contrato de novación es aquel que se celebra entre dos o 
más personas que tienen entre sí el carácter previo de acreedor y deudor, y por el 
cual se extingue la obligación original y la sustituyen, con ánimo de novar, por 
otra, ésta difiere de la extinguida en uno o varios de sus elementos de existencia. 

En ese tenor, si en el nuevo contrato no se cambia la obligación primitiva 
ni la relación jurídica, y mucho menos el acreedor o deudor, sino que únicamente 
hay una modificación en cuanto a las modalidades del crédito existente en los 
contratos celebrados con anterioridad; a saber, en el plazo para pagarlo, en la 
prórroga, en los intereses que producirá, en su consolidación o bien en el aumen-
to o disminución de la prestación, no se actualiza la figura jurídica de la no-
vación, ya que resulta evidente que la variación de dichos elementos de ninguna 
manera implica la alteración sustancial o la extinción de la obligación original, 
por lo que al subsistir la obligación primaria también subsiste la de pagar la 
cantidad que no ha sido cubierta con antelación al nuevo contrato.

En virtud de que la novación es un nuevo contrato que extingue a otro 
anterior, es necesario que la voluntad de novar de los celebrantes del contrato 
que se extingue conste expresamente, por lo que se requiere de una prueba fe-
haciente que demuestre de manera clara la intención de las partes contratantes 
de cambiar por otra la obligación primitiva. Lo anterior aunque en el nuevo 
contrato no aparezca expresamente la palabra “novación”, pero es necesario 
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que de sus cláusulas se advierta claramente la intención de que el mismo sus-
tituya al antiguo.

D.C.O.

Artículo 2214. La novación es un contrato, y como tal, está 
sujeto a las disposiciones respectivas, salvo las modificaciones si-
guientes.

Comentario. Del contenido del numeral en comento podemos concluir 
que la novación nunca se presume y que, como todo contrato, está sujeta a las 
disposiciones expresas de la ley. Por tanto, para su existencia deben concurrir: 
a) el consentimiento de las partes contratantes que celebraron el acuerdo de 
voluntades antiguo, y b) el objeto, en el que de manera clara aparezca la inten-
ción de los contratantes antiguos de cambiar por otra la obligación primitiva. 

D.C.O.

Artículo 2215. La novación nunca se presume, debe constar 
expresamente.

Comentario. El hecho de que el numeral en comento establezca que la 
novación nunca se presume, sino que debe constar expresamente, no significa 
que sea necesaria una fórmula que consigne la palabra novar, novación u 
otra equivalente, pues basta que los términos, contenidos en las cláusulas del 
nuevo convenio, puedan interpretarse como la expresión de las partes para 
reemplazar las obligaciones contraídas en el anterior contrato por otras que 
las sustituyan en sus requisitos esenciales. De ahí que sea dable concluir 
que no es indispensable que se declare expresamente que se va a novar un 
contrato, sino que basta que exista otro nuevo, que evidentemente sustituya 
sustancialmente al primitivo.

En la novación por cambio de deudor, el acreedor que libera al antiguo 
deudor, aceptando otro en su lugar, no puede repetir contra el primero, si el 
nuevo se encuentra insolvente, salvo convenio en contrario. La novación por 
cambio de deudor puede darse por procuración del antiguo deudor, es decir, 
por delegación, o bien por ex-promisión, cuando el nuevo deudor que susti-
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tuye al antiguo no obra por instigación de éste, sino espontáneamente o por la 
iniciativa de un tercero. En la novación por delegación se distinguen la perfecta 
y la imperfecta. Hay delegación imperfecta cuando el acreedor, para el caso de 
insolvencia del nuevo deudor, se reserva expresamente el derecho de repetir en 
contra del deudor primitivo. En caso contrario, debe entenderse que la delegación 
es perfecta y que el delegatario descarga al delegante, puesto probada la nova-
ción, consta ya la aceptación de cambio de deudor y, por ende, la exoneración del 
antiguo deudor, ya que el efecto de la novación es extinguir la obligación antigua. 
De ahí que aun cuando es verdad que la novación nunca se presume, probada 
la existencia de ésta, es decir del nuevo contrato, ya operan las presunciones, 
pues lo que la ley impide es que opere la presunción para tener por existente a 
la novación. 

De igual manera, el hecho de que el precepto comentado indique que la 
novación nunca se presume, sino que debe constar expresamente, no significa 
que el contrato en que conste la novación debe adoptar la forma que estipule la 
ley para la clase de contrato que se celebre, sino lo que quiso decir el legislador 
es que del contenido de las cláusulas del nuevo acto jurídico debe advertirse la 
voluntad o intención de novar, sustituyendo alguno de los elementos esenciales 
del contrato anterior para extinguirlo, aunque no se use la fórmula sacramen-
tal de novar. Por tanto, la novación puede realizarse en documento privado, 
teniendo expedido el derecho cualquiera de las partes para exigir que se le dé 
al contrato la forma que exija la ley.

Ahora bien, por regla general, los contratos necesitan para su existencia 
el consentimiento y el objeto, pudiendo ser manifestada la voluntad de los 
contratantes de manera expresa. En términos de lo dispuesto por el a. 1803 
del CC, la tácita se presume de los hechos o actos efectuados por las partes, 
mientras que la expresa puede ser verbal, por escrito o por signos inequívocos, 
siendo ésta la voluntad requerida para la existencia de la novación, según 
lo dispone el diverso 2213 ya comentado. Por tanto, es admisible cualquier 
medio de prueba tendiente a demostrar que las partes expresaron su voluntad 
de manera verbal, por escrito o por signos inequívocos, a fin de extinguir el 
contrato antiguo por uno nuevo.

D.C.O.
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Artículo 2216. Aun cuando la obligación anterior esté subor-
dinada a una condición suspensiva, solamente quedará la nova-
ción dependiente del cumplimiento de aquélla, si así se hubiere 
estipulado.

Comentario. Desde luego, si la novación extingue al contrato antiguo, 
resulta lógico que las partes deban estarse a los términos y condiciones esta-
blecidos en el nuevo acuerdo de voluntades, en términos de lo dispuesto por los 
aa. 1796, 1797 y 1832 de este código.

D.C.O.

Artículo 2217. Si la primera obligación se hubiere extinguido 
al tiempo en que se contrajere la segunda, quedará la novación 
sin efecto.

Comentario. Si mientras las partes efectúan la novación de la obligación 
pactada, se cumple la condición resolutoria, a la que hubiera estado sujeta 
la obligación, y que por supuesto la extingue, la novación quedará sin efecto.

Si prescrita la obligación antigua las partes llevan a cabo un contrato de 
novación, debe entenderse que el deudor ha renunciado a la prescripción gana-
da, en términos de los aa. 1141 y 1142 del presente ordenamiento. Por tanto, 
contra la acción de prescripción resulta procedente la excepción de novación. 

Realizando un análisis de las excepciones y defensas podemos decir que 
las primeras, es decir, las excepciones en sentido propio, descansan en hechos 
que por sí mismos no excluyen la acción, pero dan al demandado la facultad 
de destruirla mediante la oportuna alegación y demostración de tales hechos 
como la compensación y la prescripción. En cambio, las defensas o excep-
ciones impropias se apoyan en hechos que por sí mismos excluyen la acción, 
es decir, hechos que por sí mismos excluyen la relación jurídica en que dicha 
acción se funda, de tal manera que, una vez comprobados por cualquier me-
dio, el juez se halla en el deber de estimarlos de oficio, aunque el demandado 
haya o no invocado la excepción impropia, como acontece, v.g.r., con el pago, 
la novación, la condonación del adeudo, la confusión, etcétera. 

D.C.O.
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Artículo 2218. La novación es nula si lo fuere también la 
obligación primitiva, salvo que la causa de nulidad solamente 
pueda ser invocada por el deudor, o que la ratificación convalide 
los actos nulos en su origen.

Comentario. Si en la novación de contrato de compraventa de cosa ajena 
el vendedor ha adquirido la propiedad de la cosa vendida, siendo nula la obli-
gación primitiva no tiene por qué serlo la obligación novada. 

D.C.O.

Artículo 2219. Si la novación fuere nula, subsistirá la antigua 
obligación.

Comentario. En este apartado es necesario precisar que el legislador se 
refiere a la nulidad absoluta, ya que si la novación está afectada de nulidad 
relativa sólo dará lugar a la convalidación. 

D.C.O.

Artículo 2220. La novación extingue la obligación principal 
y las obligaciones accesorias. El acreedor puede, por una reserva 
expresa, impedir la extinción de las obligaciones accesorias, que 
entonces pasan a la nueva.

Comentario. En virtud de que la novación es un nuevo contrato, a sus 
términos deben estarse las partes que lo han celebrado. Por tanto, el acreedor 
tendrá que señalar expresamente qué obligaciones accesorias del contrato ex-
tinto deberán persistir. 

El contrato de novación puede coexistir con el contrato de transacción, 
siempre y cuando en esta última se sustituya uno de sus elementos esenciales, 
se haga constar en instrumento público, por documento judicialmente recono-
cido o por confesión judicial. 

D.C.O.
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Artículo 2221. El acreedor no puede reservarse el derecho de 
prenda o hipoteca de la obligación extinguida, si los bienes hipo-
tecados o empeñados pertenecieren a terceros que no hubieren 
tenido parte en la novación. Tampoco puede reservarse la fianza 
sin consentimiento del fiador.

Comentario. De un análisis al precepto en comento podemos advertir que 
si se realiza la novación de la obligación, sustituyendo al deudor primitivo por 
el tercero garante hipotecario o deudor prendario de la antigua obligación, la 
hipoteca o prenda persisten. 

D.C.O.

Artículo 2222. Cuando la novación se efectúe entre el acree-
dor y algún deudor solidario, los privilegios e hipotecas del an-
tiguo crédito sólo pueden quedar reservados con relación a los 
bienes del deudor que contrae la nueva obligación.

Comentario. Lo anterior desde luego tomando en consideración que la 
voluntad de los terceros que intervengan en la novación garantizando el cum-
plimiento de la deuda no puede ser prohibida. 

D.C.O.

Artículo 2223. Por la novación hecha entre el acreedor y al-
guno de los deudores solidarios, quedan exonerados todos los de-
más codeudores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1999.

Comentario. Lo dispuesto en este a. no procede si la novación es efec-
tuada por un acreedor de dos o más que sean mancomunados, caso en el cual 
deberá entenderse que la novación es nula. Lo anterior en virtud de que no 
puede existir la novación si falta el consentimiento de alguna de las partes que 
intervinieron en el contrato primitivo.

D.C.O.



LIBRO CUARTO. DE LAS OBLIGACIONES 241

TÍTULO SEXTO

De la inexistencia y de la nulidad

Artículo 2224. El acto jurídico inexistente por la falta de con-
sentimiento o de objeto que pueda ser materia de él, no produ-
cirá efecto legal alguno. No es susceptible de valer por confir-
mación, ni por prescripción; su inexistencia puede invocarse por 
todo interesado.

Comentario. Se ha considerado, especialmente por nuestros tribunales 
federales, según se advierte del criterio jurisprudencial “Nulidad e ine-
xistencia. sus diferencias son meramente teóricas” (cfr. ius 
913239), que las diferencias entre la nulidad y la inexistencia son meramen-
te teóricas, sin embargo, nosotros creemos que no es así, en primer lugar, por-
que existen dos tipos de nulidad: la absoluta y la relativa, las cuales tienen, 
ya de por sí, profundas discrepancias. En segundo término, quizá el trato que 
recibe la nulidad absoluta sea el más parecido a la inexistencia; no obstante, 
la diferencia fundamental entre ambas figuras jurídicas radica en el hecho de 
que un acto jurídico existe y el otro no. Así, el inexistente no debe, jurídica-
mente, producir efecto legal alguno; mientras que el acto jurídico existente, 
aunque afectado de nulidad absoluta, sí producirá sus efectos hasta en tanto 
se declare su nulidad. Lo anterior nos lleva a concluir que la nulidad absoluta 
necesita ser declarada, mientras que la inexistencia no, a menos que la parte 
que alegue su existencia acuda al tribunal.

En consecuencia, los actos jurídicos inexistentes deben ser estudiados 
de oficio por el juzgador, ya que no necesitan una declaración judicial previa de 
inexistencia y, por ende, estos actos inexistentes no deben ser tomados en con-
sideración en una contienda judicial, si en los autos consta fehacientemente 
tal inexistencia.

Por tanto, si eventualmente el acto jurídico inexistente se invoca en juicio, 
el tribunal no puede sino registrar su inexistencia y resolver la controversia, 
tomando en cuenta que ese acto jurídico inexistente no es capaz, en ningún 
caso, de engendrar, como acto jurídico, un efecto de derecho, cualquiera que 
éste sea. Sucede de otra manera con el acto nulo, el que aun atacado de nu-
lidad absoluta, por la buena y sola razón de que este acto es una realidad, 
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mientras que no haya sido destruido por una decisión judicial, produce efectos, 
los cuales, una vez declarado nulo, deben ser destruidos retroactivamente, sin 
dejar ninguno detrás.

Así, por ejemplo, resulta improcedente la acción reivindicatoria apoyada 
en un contrato de compraventa si se acredita que el supuesto vendedor falle- 
ció en fecha anterior, en razón de que no se trata de un contrato afectado de 
nulidad que por esta razón requiriera declaración expresa en tal sentido, sino 
de un acto jurídico inexistente, por ausencia de uno de sus elementos esencia-
les, como es la voluntad del vendedor, sin la cual no se puede formar el con-
sentimiento, en términos de la definición implícita en el texto del a. 2224 del 
CCF, que no requiere declaración alguna, ya que es la nada desde el punto de 
vista jurídico y, además, puede invocarse por todo interesado.

Entonces, para nosotros es válida la división tripartita de la afectación 
que pueden sufrir los actos jurídicos, según la cual pueden ser inexistentes, 
nulos y anulables, teoría que no tiene meros efectos teóricos, porque, contrario 
a lo que sostienen algunos doctrinarios, del contenido de las situaciones pre-
vistas en los aa. 1427, 1433, 1434, 1826, en relación con los aa. 2950 
fr. III, 2042, 2270 y 2779, no se trata de inexistencias por falta de objeto, 
ya que si analizamos detenidamente, el objeto sí existe y, en consecuencia, el 
trato que el código les da, como nulidades, es correcto.

Lo anterior por las razones siguientes:
a) El a. 1427 del CCF establece como nulo el legado hecho por el 

testador sobre cosa propia individualmente determinada, que al tiempo de 
su muerte no se halle en su herencia; en consecuencia, la nulidad que regula 
el legislador en el a. 1427 no se da no porque no exista el objeto, sino por-
que éste no se encuentra en la masa de la herencia al tiempo de la muerte 
del autor del testamento. De ahí que la disposición testamentaria es nula 
no por falta de objeto sino porque el objeto ya no forma parte de la masa 
hereditaria.

b) De acuerdo a lo dispuesto por los aa. 1433 y 1434 del CC, no se 
puede argumentar que en esa disposiciones haya inexistencia, tomando en 
cuenta que la voluntad del testador fue legar una cosa ajena a una persona, lo 
que la ley permite al existir voluntad y el objeto, que es la cosa legada; luego 
entonces, el acto jurídico existe y será nulo si el testador sabía que la cosa 
era ajena, pero eso no significa, de ninguna manera, que el objeto no existe. 
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c) En cuanto a lo dispuesto por los aa. 1826 y 2950, fr. III, del orde-
namiento sustantivo civil, debe decirse que el primero, al disponer que la he-
rencia de una persona viva no puede ser objeto de un contrato, aun cuando ésta 
preste su consentimiento, no se refiere a una nulidad, sino a una inexistencia; 
ello en atención de lo dispuesto en los artículos 1824-1830 del mismo, en los 
que se precisa que el objeto del contrato puede ser la cosa que el obligado debe 
dar o el hecho que debe hacer o no hacer. Para que la primera pueda ser objeto 
de un contrato debe existir en la naturaleza, ser determinada o determinable 
en cuanto a su especie y estar en el comercio. Si la cosa que el obligado debe 
dar no cumple con los requisitos anteriores no puede ser objeto del contrato y, 
por ende, no puede existir un contrato donde las partes acuerdan que el deudor 
entregará una cosa que no existe en la naturaleza, que no es determinada o 
determinable en cuanto a su especie o que está fuera del comercio. El segun-
do, esto es, el hecho, para que sea objeto del contrato debe ser posible y lícito, 
estableciendo la propia ley que es imposible el hecho de que no puede existir 
porque es incompatible con una ley de la naturaleza o con una norma jurídica 
que necesariamente debe regirlo y que constituye un obstáculo insuperable para 
su realización, e ilícito el hecho que es contrario a las leyes de orden de público 
o a las buenas costumbres. 

De ahí que aun cuando las cosas que pudieran constituir la herencia de 
una persona viva pudieran ser cosas que existan en la naturaleza, que sean 
determinadas o determinables en cuanto a su especie y que estén dentro del 
comercio; por disposición del legislador, esa cosa, “la herencia”, ha sido ex-
cluida para ser objeto de contrato, en consecuencia, hay inexistencia del acto 
jurídico pero no nulidad.

Ahora bien, el hecho de que en la fr. III del a. 2950 del CC en comento, 
el legislador, con falta de técnica jurídica y legislativa, haya indicado que la 
transacción sobre sucesión futura será nula, de ninguna manera significa que 
por ello se trate realmente de una nulidad, ya que en una transacción sobre 
una sucesión futura no existe error en el consentimiento, sino que se está en 
una hipótesis en que no existe objeto del contrato por disposición legal, esto 
es, porque la ley dispone que la herencia no puede ser objeto de contrato. Lo 
anterior debe ser así ya que las normas jurídicas no deben interpretarse de 
manera aislada sino en forma armónica y conjunta, por lo que si el a. 1826 
del CC establece que la herencia de una persona viva no puede ser objeto de 
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un contrato y el objeto del contrato es uno de sus elementos de existencia, de 
acuerdo a lo que ordenan los diversos 1794 y 2224 del citado ordenamiento; 
luego entonces, la hipótesis que regula la fr. III del a. 2950 del CC no puede 
dar lugar a nulidad de un acto que en sí es inexistente. Por tanto, no por el he-
cho de que el precepto multicitado indique que la transacción de una sucesión 
futura es nula debe tenerse tal cuestión como verdad legal, cuando del análisis 
armónico y sistemático de las demás normas debe concluirse que en realidad 
se está ante un acto jurídico inexistente.

d) En cuanto a lo previsto en el a. 2270 del CC debe decirse que sucede 
algo similar a lo que se plantea en el inciso que antecede, pues en términos 
del a. 2248 del CC, la compraventa de cosa ajena es inexistente y no nula, 
como lo establece el primero de los numerales, pues la esencia o naturaleza 
del contrato de compraventa radica en la transmisión de la propiedad de la 
cosa vendida, y si el vendedor está imposibilitado a realizar ese hecho porque 
no tiene la propiedad de la cosa, siendo ese hecho incompatible con la propia 
naturaleza del contrato de compraventa al no poder transmitir la propiedad 
de la cosa por vender, pues nadie puede vender sino lo que es de su propiedad, 
de conformidad con lo que ordena el diverso 2269 del mismo ordenamiento, 
como también es incompatible con una norma jurídica que necesariamente 
debe regir dicho acto jurídico y que constituye un obstáculo insuperable para 
su realización.

Sin embargo, se reitera el hecho de que nuestro CC sufra de falta de téc-
nica jurídica y legislativa, además de ausencia de una sistematización ade-
cuada de diversas figuras jurídicas, como las que en la especie nos ocupan, de 
ninguna manera significa que la venta de cosa ajena sea nula, tan sólo porque 
así lo diga el legislador en el a. 2270 del CC, si del análisis armónico y 
sistemático de las demás normas, específicamente de aquellas que establecen 
la estructura de los actos jurídicos, debe concluirse que en realidad se está ante 
un acto jurídico inexistente. En la especie, porque el hecho que debe hacer el 
vendedor, y que constituye el objeto del contrato, esto es, transmitir la propie-
dad de la cosa que vende, no lo puede realizar, resultando, por ende, la venta 
de cosa ajena incompatible con una ley que rige a la naturaleza del acto. 
Aunado al hecho de que resulta, asimismo, incompatible con la norma de que 
nadie puede vender sino lo que es de su propiedad, precepto que necesaria-
mente debe regir al acto jurídico de compraventa y que constituye un obstáculo 
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insuperable para su realización, en términos generales, excepto en el caso de 
que el vendedor adquiera la propiedad de la cosa vendida antes de que ocurra 
la evicción, según lo dispone el a. 2271 del CC, lo que de ninguna manera 
desvirtúa el análisis que venimos realizando, ya que el mundo del derecho 
está lleno de ficciones jurídicas y, por una de ellas, el capricho del legislador 
ha quedado plasmado en el último a. citado, haciendo parecer a la venta de 
cosa ajena como si se tratara de una nulidad relativa al poder convalidarse; 
sin embargo, tal hipótesis es una excepción que no altera al estudio que se 
comenta, ya que tal ficción jurídica pudo obedecer, tal vez, a la necesidad de 
abreviar la solución del conflicto suscitado en la venta de cosa ajena, ya que 
tener por inexistente una compraventa de cosa ajena, cuando el vendedor, des-
pués de realizada la venta sin ser el propietario, adquiere la propiedad de la 
misma, sólo provocaría inestabilidad y mayores conflictos entre las partes, por 
lo que resulta más práctico y menos conflictivo convalidar la compraventa si, 
finalmente, el vendedor que vendió sin ser propietario adquiere la propiedad 
antes de la evicción de la cosa vendida. 

En consecuencia, si la compraventa de cosa ajena implica un hecho que 
es incompatible con una norma propia de la naturaleza del acto y además el 
hecho que el vendedor debe realizar es incompatible con una norma que nece-
sariamente debe regirlo y que, en términos generales, es un obstáculo insupe-
rable, ya que el hecho de que el vendedor adquiera la propiedad de la cosa con 
posterioridad de ninguna manera puede hacer surgir un hecho jurídicamente 
inexistente y tan sólo por una ficción jurídica se convalida la compraventa. Lo 
anterior es así en virtud de que la ficción jurídica contenida en el a. 2271 del 
CC va en contra de la propia naturaleza de la compraventa y del momento de 
su perfeccionamiento, es decir, de la transmisión de la propiedad al momento 
en que las partes se han puesto de acuerdo en la cosa y en el precio, según lo 
establece el a. 2249 del CC en comento. 

e) En cuanto a lo establecido por los aa. 2042 y 2779 del CC, para 
nosotros, dichos numerales no guardan ninguna relación con el tema que se 
diserta.

f) Respecto al contenido del artículo 1802 del CC, respecto a los con-
tratos celebrados a nombre de otro que no sea su legítimo representante serán 
nulos, a no ser que la persona a cuyo nombre fueron celebrados los ratifique 
antes de que se retracten por la otra parte, debe decirse que la apariencia que 
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proyecta dicho numeral es la de que el contrato celebrado a nombre de otro sin 
estar autorizado está afectado de nulidad relativa y no de inexistencia, a pesar 
de la falta uno de sus elementos esenciales, el consentimiento; sin embargo, 
también debe reiterarse que tal excepción, al resultado de un análisis lógico-ju-
rídico de la estructura de los actos jurídicos, esto es, que la falta de un elemento 
de existencia al acto jurídico lo hace inexistente y no nulo, de ninguna manera 
significa que esta ficción jurídica desvirtúe a la inexistencia del contrato, tal 
ficción simplemente indica que a pesar de la inexistencia del contrato que ha 
sido celebrado a nombre de otro sin estar autorizado, a fin de evitar mayores 
complicaciones, el legislador ha querido, rompiendo la esencia de la estructura 
del acto jurídico, que dichos actos inexistentes puedan existir a través de la ra-
tificación de la persona por la cual se contrato sin autorización, misma que no 
es otra cosa que la celebración del contrato, pues con la ratificación ya consta 
la voluntad de ambos contratantes, formándose así el consentimiento, elemento 
esencial del contrato. 

g) Aun cuando es verdad que en el a. 2182 del CC se establece que la 
simulación absoluta no produce efectos jurídicos, mientras que en el diverso 
2183 se dispone que pueden pedir la nulidad de los actos simulados, los 
terceros perjudicados con la simulación o el Ministerio Público, cuando ésta 
se cometió en transgresión de la ley o en perjuicio de la Hacienda Pública, 
parece que en el primero de los aa. indicados, el legislador, cuando se re-
fiere a la simulación absoluta, le da un trato de inexistente al acto jurídico 
simulado porque indica que no produce efectos jurídicos; mientras que en el 
siguiente numeral, al señalar quiénes están facultados para pedir la nuli-
dad, engloba tanto a la simulación absoluta como a la relativa, dándoles 
a ambas el trato de nulas; no lo es menos que tal apariencia no existe, ya 
que el acto jurídico inexistente, por el solo hecho de no producir efectos, es 
innecesaria su declaración de inexistente, a menos que se controvierta ante 
los tribunales su existencia o inexistencia. Por tanto, se concluye que el a. 
2183, al señalar a los facultados para pedir la nulidad del acto simula-
do, se refiere a la simulación relativa, ya sea que esté afectada de nulidad 
absoluta o relativa. 

Los argumentos anteriores quedan reforzados, en parte, con lo que sos-
tiene el autor italiano Francesco Ferrara en su obra La simulación de los 
negocios jurídicos, p. 303, donde expresa: “Ninguna modificación jurídica 
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se realiza por virtud del acto simulado; la posición de las partes queda como 
antes y los cambios ocurridos en las relaciones jurídicas resultan ilusorios, 
carecen de realidad y de contenido real”. Se dice en parte porque para nosotros 
la idea que plasma el pensador italiano es referente a la simulación absoluta, 
es decir, cuando el acto simulado nada tiene de real, v.g.r. un contrato apa-
rente, cuya nulidad por simulación no puede ser confirmada, porque dicho 
contrato carece de existencia jurídica por falta de consentimiento de las partes, 
y de conformidad con lo dispuesto por el a. del CC, que se comenta, el acto 
jurídico inexistente por la falta de consentimiento o de objeto que pueda ser 
materia de él no producirá efecto legal alguno y no es susceptible de valer por 
confirmación ni por prescripción. De ahí que si los supuestos contratantes 
quieren confirmar o ejecutar ese negocio aparente, tal confirmación o ejecución 
sería también inexistente y, por ende, no produce consecuencias jurídicas, por-
que cualquiera de éstas dos presupone un acto existente aunque defectuoso, ya 
que no puede confirmarse o ejecutarse lo que no existe. 

Aunado a lo anterior, y atento al principio jurídico, consistente en que lo 
accesorio sigue la suerte de lo principal, si el cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en el contrato simulado aparece asegurado con cualquiera de los 
contratos accesorios de garantía. Así, la fianza, prenda o hipoteca, también 
estas garantías accesorias quedarían incluidas en la inexistencia.

En fin, concluimos que la inexistencia se da por la falta de consenti-
miento o de objeto; mientras que cuando el consentimiento o el objeto son 
imperfectos, deficientes, anormales, viciados, estaremos en presencia de una 
nulidad, ya sea absoluta o relativa. Por eso, el a. que se comenta se refiere a 
la ausencia del consentimiento o del objeto para la inexistencia del contrato. 
Ahora bien, la teoría de la inexistencia y de la nulidad, ya absoluta, ya re-
lativa, es aplicable a cualquier acto jurídico y no sólo a los contratos, pues 
el a. 1859 del CC expresamente establece que las disposiciones legales sobre 
contratos serán aplicables a todos los convenios y a otros actos jurídicos, en lo 
que no se opongan a la naturaleza de éstos o a disposiciones especiales de la 
ley sobre los mismos. 

D.C.O.
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Artículo 2225. La ilicitud en el objeto, en el fin o en la condi-
ción del acto produce su nulidad, ya absoluta, ya relativa, según 
lo disponga la ley.

Comentario. Del numeral en turno podemos comentar que cuando hay 
consentimiento y objeto, siendo éste ilícito, existe el acto jurídico; sin embargo, 
está afectado de nulidad absoluta o relativa. 

Ahora bien, cabe decir que la última parte del a. en comento abre la 
posibilidad, a capricho del legislador, de que una nulidad absoluta reciba el 
trato de una nulidad relativa, o al menos que así lo parezca y viceversa. Lo 
anterior en virtud de que no obstante que el acto jurídico esté afectado de nu-
lidad absoluta, por su propia naturaleza, si el legislador hace confirmable o 
prescriptible el acto, le otorga una afectación relativa. 

De igual manera, si el fin que se persigue con el acto jurídico o la 
condición a que se encuentra sujeto son ilícitos, estará afectado de nulidad, 
cuya especie será determinada por la ley o por su naturaleza. Lo anterior, 
independientemente de la nulidad del acto jurídico por inobservancia de la 
forma, error, dolo, violencia, lesión e incapacidad, según lo regula el a. 
2228 del CC. 

D.C.O.

Artículo 2226. La nulidad absoluta por regla general no im-
pide que el acto produzca provisionalmente sus efectos, los cua-
les serán destruidos retroactivamente cuando se pronuncie por 
el juez la nulidad. De ella puede prevalerse todo interesado y no 
desaparece por la confirmación o la prescripción.

Comentario. Al respecto, cabe preguntarse ¿qué consecuencias quedan de 
los efectos que produce un acto declarado nulo absoluto? La pregunta anterior 
obedece al hecho de que, por regla general, la nulidad absoluta de un acto 
afectado de ella no impide que produzca provisionalmente sus efectos, como el 
propio numeral en comento establece. Luego entonces, ¿hasta donde llega esa 
destrucción retroactiva de tales efectos, una vez declarada la nulidad absoluta 
por el juez?

Nosotros creemos que la nulidad absoluta, una vez declarada por el juez 
en sentencia firme, no deja ningún efecto detrás, como se establece en el siguien-
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te criterio, a pesar de que los tribunales colegiados, en diversas resoluciones, 
han resuelto que permanecen esos efectos que se han producido provisional-
mente por el acto declarado nulo. 

D.C.O.

Artículo 2227. La nulidad es relativa cuando no reúne todos 
los caracteres enumerados en el artículo anterior. Siempre per-
mite que el acto produzca provisionalmente sus efectos.

Comentario. Del contenido del numeral en cita se advierte, con toda cla-
ridad, que la diferencia fundamental entre la nulidad relativa y la nulidad 
absoluta radica en que, en la primera, siempre se permite que el acto produzca 
sus efectos provisionalmente; mientras que en la nulidad absoluta, aun cuan-
do por regla general no se impide que el acto produzca provisionalmente sus 
efectos, éstos serán destruidos retroactivamente cuando se pronuncie por el juez 
la nulidad, sin dejar ningún efecto detrás; mientras que éstos no son destruidos 
cuando se trata de la nulidad relativa.

D.C.O.

Artículo 2228. La falta de forma establecida por la ley, si no 
se trata de actos solemnes, así como el error, el dolo, la violencia, 
la lesión, y la incapacidad de cualquiera de los autores del acto, 
produce la nulidad relativa del mismo.

Comentario. Sobre el análisis de este a. existe el criterio jurisprudencial 
bajo el rubro “Error e inexistencia”, mismo que alude a que la falta de forma 
establecida por la ley, si no se trata de actos solemnes, así como el error, el 
dolo, la violencia, la lesión y la incapacidad de cualquiera de los autores del 
acto, produce la nulidad relativa del mismo, y que el vicio del consentimiento, 
aun siendo causa del contrato no produce la inexistencia, sino la nulidad re-
lativa, distinguiendo la falta de consentimiento, del consentimiento imperfecto, 
deficiente, anormal o viciado. 

Al respecto, diferimos de dicho criterio, ya que una expresión de voluntad 
que no coincide entre los contratantes, es decir, cuando se trata de un error de 
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derecho, en el que una de las partes (A) emite su voluntad consciente sobre un 
específico bien y la otra (B) estima que el convenio es sobre un distinto bien, o 
en los contratos celebrados en razón de la persona, o bien creyendo uno de los 
contratantes que vende y el otro que le donan, de ninguna manera puede pres-
cribir, pues cabe preguntarse, ante tal error esencial, a quién debe beneficiar 
la prescripción, esto es: a) en el primer caso, sobre qué bien, al que se refiere 
el contratante A o al que se refiere el contratante B; b) en el segundo caso 
prescribirá sobre la persona A cuando en realidad se desea contratar respecto 
de la persona B; c) finalmente, en el tercer supuesto, sobre qué contrato se 
prescribirá, respecto de la venta que cree celebrar A o respecto de la donación 
que cree celebrar B. 

Como se advierte de lo dicho, aun cuando el legislador diga que se puede 
convalidar por prescripción este tipo de error, error esencial, en realidad no es 
así, ya que existe un vicio en la voluntad de los celebrantes del acto jurídico, 
de tal magnitud, que no permite la formación del consentimiento y, por ende, 
no permite que exista el contrato. En consecuencia, no es dable hablar de que 
dicho contrato está afectado de nulidad relativa cuando ni siquiera existe el 
acto jurídico. Por tanto, contrario a lo que sostiene la tesis en comento, en es-
tos casos no se puede hablar de consentimiento imperfecto, ya que ni siquiera 
hay consentimiento, lo que hay son dos voluntades encaminadas en diversa 
dirección jurídica.

En tales aberraciones debemos reconocer y ponderar, a efecto de que pre-
valezca la estructura del acto jurídico, a fin de saber si estamos en presencia 
de inexistencia, nulidad absoluta o nulidad relativa del acto jurídico, aun y 
cuando en ciertos casos el legislador, por capricho o en atención a las nece-
sidades sociales, establezca que un acto jurídico determinado aún estando 
afectado de nulidad absoluta, prescriba o pueda convalidarse. Lo anterior 
para evitar confusiones al emitir las resoluciones judiciales, como sucede en el 
criterio “Inexistencia en caso de falsa representación (nulidad 
relativa, causas de la)”. 

D.C.O.

Artículo 2229. La acción y la excepción de nulidad por falta 
de forma compete a todos los interesados.


